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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

CONVENIO de Coordinación y Adhesión que celebran la Secretaría de Gobernación, a través de la Comisión 
Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, el Estado de Guanajuato y el Instituto para 
las Mujeres Guanajuatenses, que tiene por objeto el otorgamiento de subsidio para el proyecto denominado  
R-2023-043, referente al Programa de Apoyo para Refugios Especializados para Mujeres Víctimas de Violencia de 
Género, sus Hijas e Hijos, para el ejercicio fiscal 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN Y ADHESIÓN QUE CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL POR 
CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ 
“GOBERNACIÓN”, A TRAVÉS DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA PREVENIR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA 
LAS MUJERES, EN LO SUCESIVO LA “CONAVIM”, REPRESENTADA POR SU TITULAR MA FABIOLA ALANÍS SÁMANO 
Y POR LA OTRA PARTE, EL PODER EJECUTIVO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE GUANAJUATO A TRAVÉS DE LA 
SECRETARÍA DE FINANZAS, INVERSIÓN Y ADMINISTRACIÓN, EN ADELANTE LA “SECRETARÍA”, REPRESENTADA 
POR HÉCTOR SALGADO BANDA; Y POR EL INSTITUTO PARA LAS MUJERES GUANAJUATENSES, EN ADELANTE  
“EL REFUGIO ”, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR SU DIRECTORA GENERAL, ANABEL PULIDO LÓPEZ, A 
QUIENES ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ, “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS 
SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CONSTITUCIÓN), consagra en su artículo 1o. 
que, todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución 
establece. Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la 
CONSTITUCIÓN y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas 
la protección más amplia. 

Asimismo, que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

Por su parte, el artículo 4o. de la CONSTITUCIÓN dispone que toda persona tiene derecho a un medio 
ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. 

En ese tenor, el Gobierno Federal crea el Programa de Apoyo para Refugios Especializados para Mujeres 
Víctimas de Violencia de Género, sus Hijas e Hijos, como parte de una política pública integral con 
perspectiva de género, enfoque de derechos humanos e interculturalidad y visión de interseccionalidad que 
prevenga, atienda, sancione y erradique las violencias contra las mujeres. 

En ese contexto, a nivel internacional, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer, consagra el derecho a que se respete la integridad física, psíquica y moral de la 
mujer; así como la obligación del Estado a suministrar de manera progresiva, por medio de entidades del 
sector público y privado los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto 
de violencia, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia y, el cuidado y custodia de los 
menores afectados. 

En el ámbito nacional, la Ley General de Víctimas, establece en su artículo 114, fracciones I, VIII y IX que 
corresponde al Gobierno Federal, dentro de su ámbito de competencia, garantizar el ejercicio pleno de los 
derechos de las víctimas; celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia, y 
coadyuvar con las instituciones públicas o privadas dedicadas a la atención de víctimas; en términos de lo 
establecido en los artículos 8, fracción VI, 42, fracción VIII, 50, fracción VII, 51, fracción IV, 52, fracciones VI y 
VIII, 54, 55, 56, 57, 58 y 59 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia; 15 Bis, 
fracción III y 65 de su Reglamento; favorecer la instalación y el mantenimiento de refugios para las víctimas de 
violencia y sus hijas e hijos; ejecutar y dar seguimiento a las acciones del Programa, con la finalidad de 
evaluar su eficacia y rediseñar las acciones y medidas para avanzar en la eliminación de la violencia contra 
las mujeres; apoyar la creación, operación o el fortalecimiento de refugios para las víctimas, sus hijas e hijos; 
proporcionar un refugio seguro a las víctimas; contar con un refugio, mientras lo necesite; en los casos de 
violencia familiar, las mujeres que tengan hijas y/o hijos podrán acudir a los refugios con éstos; todas aquellas 
inherentes a la prevención, protección y atención de las personas que se encuentren en ellos. 
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Este Programa cuenta con el presupuesto de operación para el Ejercicio Fiscal 2023, de conformidad con 
lo establecido en el artículo Vigésimo Primero del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2023, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de noviembre del 2022, el cual asciende a la 
cantidad de $463,315,814.00 (Cuatrocientos sesenta y tres millones trescientos quince mil ochocientos 
catorce pesos 00/100 M.N). 

En términos del artículo 75 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), los 
subsidios deben sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia, publicidad, selectividad y 
temporalidad, para lo cual se deberá, entre otros: i) identificar con precisión a la población objetivo; 
ii) incorporar mecanismos periódicos de seguimiento, supervisión y evaluación que permitan ajustar las 
modalidades de su operación o decidir sobre su cancelación; iii) prever la temporalidad en su otorgamiento, 
y iv) reportar su ejercicio en los informes trimestrales. 

Derivado de lo anterior, “LAS PARTES” manifiestan formalizar el presente instrumento al tenor de las 
siguientes: 

DECLARACIONES 

I. “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1.  Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, según lo dispuesto por 
los artículos 90 de la CONSTITUCIÓN; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, y 1 del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación 
(RISEGOB). 

I.2.  La “CONAVIM” es un órgano administrativo desconcentrado de “GOBERNACIÓN”, de 
conformidad con los artículos 2, Apartado C, fracción V y 151 del RISEGOB, y el Decreto por el 
que se crea como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la 
Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, publicado en el 
DOF el 1 de junio de 2009. 

I.3.  La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres Ma Fabiola 
Alanís Sámano, cuenta con las facultades para la suscripción del presente Convenio de 
Coordinación, con fundamento en los artículos 115, fracción V y 151 del RISEGOB. 

I.4. Para dar cumplimiento al presente Convenio de Coordinación y Adhesión, cuenta con los 
recursos económicos suficientes en la partida presupuestal 43401, relativa a Subsidios a 
Entidades Federativas y Municipios, con número de Reporte General de Suficiencia 
Presupuestaria 00183. 

I.5.  Señala como su domicilio el ubicado en la Calle Dr. José María Vértiz número 852, piso 5, 
Colonia Narvarte, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020, 
Ciudad de México. 

II.  La “SECRETARÍA”, declara que: 

II.1.  Con fundamento en los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 116 de la CONSTITUCIÓN; 28, 29 y 32 
de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato, es una Entidad Federativa que es 
parte integrante de la Federación, con territorio y población, libre y soberano en cuanto a su 
régimen interior, constituido como gobierno republicano, representativo y popular. 

II.2.  El Secretario de Finanzas, Inversión y Administración, Héctor Salgado Banda, acredita su 
personalidad con el nombramiento expedido a su favor por el Gobernador del Estado de 
Guanajuato, Diego Sinhue Rodríguez Vallejo, con fecha 26 de septiembre del 2018; y cuenta 
con atribuciones para suscribir el presente instrumento jurídico, con fundamento en los artículos 
77, fracción XI y 80 de la Constitución Política para el Estado Guanajuato; 2, 3, 13, fracción II, 
14, 17 primer párrafo, 18 y 24 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo para el Estado de 
Guanajuato; 2, 5, segundo párrafo y 6 del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, 
Inversión y Administración; y 69 párrafo quinto de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental 

II.3 Para todos los efectos jurídicos del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, señala 
como domicilio legal ubicado en Calle Paseo de la Presa, número 103, Colonia Guanajuato 
Centro, Código Postal 36000, en el Municipio de Guanajuato, Estado de Guanajuato. 
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III. El “REFUGIO” declara que: 

III.1.  La Directora General del Instituto para las Mujeres Guanajuatenses, Anabel Pulido López, 
acredita su personalidad con el nombramiento expedido a su favor por el Gobernador del 
Estado de Guanajuato, Diego Sinhue Rodríguez Vallejo con fecha 26 de septiembre del 2018; y 
cuenta con las facultades suficientes para celebrar el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, con fundamento en los artículos 80 de la Constitución Política para el Estado de 
Guanajuato; 35, 45, 47, 53 y 54, fracciones IV y VIII de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo 
para el Estado de Guanajuato; 9, fracción VIII y 25, fracciones V y VI del Decreto gubernativo 
85 mediante el cual se reestructura la organización interna del Instituto de la Mujer 
Guanajuatense y se modifica su denominación a Instituto para las Mujeres Guanajuatenses, 
publicado en el periódico oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato número 148, Segunda 
parte, de fecha 16 de septiembre del 2014; y acude a la celebración del presente con la previa 
autorización del Consejo Directivo del Instituto para las Mujeres Guanajuatenses, para celebrar 
toda clase de actos, contratos y convenios inherentes al objeto del Instituto para las Mujeres 
Guanajuatenses, otorgada en Acta de la Cuarta Sesión Ordinaria 2018 de Consejo Directivo, de 
fecha 11 de diciembre del 2018. 

III.2.  Dentro de su objeto de creación, se encuentran establecidas sus atribuciones de Operar y 
administrar el refugio para mujeres, sus hijas e hijos en situación de violencia; lo cual es 
congruente con el objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

III.3. Cuenta con el Registro Federal de Contribuyentes GEG850101FQ2, mismo que obra en el 
Sistema Informático de Refugios (SIR). 

III.4.  No se encuentra recibiendo apoyos o estímulos de naturaleza federal para el cumplimiento del 
objetivo del proyecto que le ha sido autorizado conforme a lo señalado en el numeral 3.6.3, la 
restricción marcada con el número 3. de los LINEAMIENTOS, cuyas actividades se encuentran 
descritas en los Anexos correspondientes del SIR. 

III.5. Cuenta con capacidad técnica, jurídica y de infraestructura, así como con el personal 
capacitado para realizar las actividades relacionadas a la atención psicológica, jurídica, de 
trabajo social y de atención a la salud de las mujeres víctimas de violencia y de género, y en su 
caso; a sus Hijas e Hijos, que le permiten dar estricto cumplimiento a lo estipulado en el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, así como a lo establecido en los 
LINEAMIENTOS. 

III.6. Conoce el contenido y alcance de la normativa vigente y específicamente en la atención de 
mujeres víctimas de violencia y de género, así como de las demás disposiciones a las que 
están sujetas los entes que operan Refugios para las mujeres y sus hijas e hijos que viven en 
situación de violencia. 

III.7. Conoce el contenido y alcance de los LINEAMIENTOS, además del marco jurídico aplicable a 
los compromisos que contrae con la suscripción del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión. 

III.8. Para todos los efectos jurídicos del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, señala 
como domicilio legal ubicado en Calle Paseo de la Presa, número 103, Colonia Guanajuato 
Centro, Código Postal 36000, en el Municipio de Guanajuato, Estado de Guanajuato. 

IV.  “LAS PARTES” declaran que: 

IV.1.  Reconocen en forma recíproca la personalidad con la que se ostentan y comparecen a la 
suscripción del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

IV.2.  Se obligan al cumplimiento de los preceptos establecidos en los “LINEAMIENTOS” y, en su 
caso, Acuerdos emitidos por la “CONAVIM”. 

IV.3. Se comprometen a apegarse al Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 
12 de julio de 2019. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” sujetan su compromiso a la forma y términos que se establecen en 
las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión tiene por objeto el otorgamiento 
de subsidio, para llevar a cabo el proyecto denominado R-2023-043, en adelante el “PROYECTO”; que 
permitirá brindar protección y atención integral y especializada, a mujeres víctimas de violencia de género, y 
en su caso, a sus hijas e hijos; conforme a los alcances, objetivos, metas, indicadores, actividades, 
cronograma de actividades y monto autorizado por “GOBERNACIÓN”, que se detallan en los Anexos del SIR. 
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Con el objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
“LAS PARTES” se sujetarán a lo estipulado en los “LINEAMIENTOS”, las Cláusulas del presente instrumento, 
así como de los Anexos correspondientes, y en las demás disposiciones jurídicas aplicables. 

SEGUNDA. ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS. De conformidad con las disposiciones aplicables en la 
materia, “GOBERNACIÓN” transferirá al “REFUGIO”, los recursos presupuestarios federales, con el carácter 
de subsidios, a efecto de llevar a cabo las acciones correspondientes en términos de la CLÁUSULA PRIMERA 
de este Convenio de Coordinación y Adhesión, hasta por la cantidad de $1,626,160.00 (Un millón seiscientos 
veintiséis mil ciento sesenta pesos 00/100 M.N.) 

Esta transferencia de recursos federales, con carácter de subsidio, se realizará en 2 (dos) ministraciones, 
al “REFUGIO” a través de la “SECRETARÍA” a la cuenta bancaria productiva específica aperturada para tal 
efecto, de conformidad con el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, y la que se 
identifica con los siguientes datos: 

Número cuenta:  1218741378 

Número de CLABE: 072210012187413782 

Institución Bancaria: Banco Mercantil del Norte S.A. 

Fecha de apertura:  13 de febrero del 2023 

 

Lo anterior, para el cumplimiento del objeto del presente instrumento en los términos siguientes: 

a.  La primera ministración de recursos presupuestarios federales se realizará dentro de los 30 (treinta) 
días hábiles posteriores a la fecha de celebración del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, por un monto de hasta $975,696.00 (Novecientos setenta y cinco mil seiscientos noventa y 
seis pesos 00/100 M.N.), que se efectuará siempre y cuando, el “REFUGIO” haya hecho entrega 
previamente del Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI) en formato PDF y XML a nombre de 
“GOBERNACIÓN”. 

b.  La segunda ministración de recursos presupuestarios federales, se llevará a cabo durante el mes de 
septiembre del año 2023, por la cantidad de $650,464.00 (Seiscientos cincuenta mil cuatrocientos 
sesenta y cuatro pesos 00/100 M.N.), que se efectuará siempre y cuando el “REFUGIO” haya 
enviado a “GOBERNACIÓN”, el primer Informe de Ejecución de Recurso asignado, manifestando la 
ejecución de cuando menos el 50% (cincuenta por ciento) de los recursos transferidos en la primera 
ministración; haya hecho entrega del (los) primer(os) informe(s) parcial(es) de las acciones, ejecución 
de los recursos, avance de resultados y documentación comprobatoria, así como el respectivo de 
rendimientos financieros que haya generado la cuenta bancaria productiva específica hasta ese 
momento; en términos de lo señalado en el “PROYECTO” que se describe en los Anexos del SIR, así 
como entregar previamente del Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI) en formato PDF y 
XML a nombre de “GOBERNACIÓN” que ampare esta segunda ministración. 

Los CFDI que entregue el “REFUGIO” para la recepción de las ministraciones antes señaladas, deberán 
cumplir con los requisitos establecidos en las disposiciones jurídicas aplicables y no deberán aludir  
a una donación. 

Los recursos presupuestarios federales transferidos para el cumplimiento del objeto del presente Convenio 
de Coordinación y Adhesión, no perderán su carácter de federal al ser ministrados al “REFUGIO” y, en 
consecuencia, estarán sujetos en todo momento a las disposiciones federales que regulan su aplicación, 
control y ejercicio. 

La aplicación de los recursos presupuestarios federales transferidos queda bajo la responsabilidad del 
“REFUGIO”, de su representante legal, y en su caso, de la persona que coordine el “PROYECTO”, de manera 
solidaria, de conformidad con los compromisos establecidos en el presente Convenio de Coordinación 
y Adhesión. 

Los recursos presupuestarios federales transferidos, se radicarán al “REFUGIO” y serán administrados por 
éste, en la cuenta bancaria aperturada para tal efecto, conforme a lo estipulado en los numerales 3.3 “Criterios 
de selectividad y requisitos”; y 4.7 “Entrega y Ejercicio de los Recursos” de los “LINEAMIENTOS”. 
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TERCERA. COMPROMISOS DE “GOBERNACIÓN”. Además de los previstos en los “LINEAMIENTOS”, 
“GOBERNACIÓN”, a través de la “CONAVIM”, se obliga a: 

a. Transferir los recursos a que se refiere la CLÁUSULA SEGUNDA de este Convenio de Coordinación 
y Adhesión, absteniéndose de intervenir en el procedimiento de asignación de los contratos o de 
cualquier otro instrumento jurídico que formalice la “SECRETARÍA” para cumplir con el 
“PROYECTO”, y sin interferir de forma alguna en el procedimiento y mecanismo de supervisión 
externo que defina esta última, durante la aplicación de los recursos destinados a su ejecución y 
demás actividades que se realicen para el cumplimiento de las condiciones técnicas, económicas, de 
tiempo, de cantidad y de calidad contratadas a través del “REFUGIO”. 

b. Verificar cuando así lo determine y en coordinación con el “REFUGIO”, la documentación que 
permita observar el correcto ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud 
del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, así como los rendimientos financieros 
generados; para lo cual este último se obliga a exhibir el original de la documentación que le sea 
requerida, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias 
competentes del Ejecutivo Federal. 

c. Considerando su disponibilidad presupuestaria, podrá practicar visitas de verificación por conducto 
del personal que al efecto se designe, a fin de observar la operación e instalaciones del “REFUGIO”; 
los avances en la ejecución del “PROYECTO”; el cumplimiento de las obligaciones estipuladas en el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión; así como el seguimiento de la aplicación de los 
recursos presupuestarios federales transferidos, y la presentación de los informes que el “REFUGIO” 
debe rendir a “GOBERNACIÓN”, a través de la “CONAVIM”. 

d. Verificar que la documentación que remita el “REFUGIO” para justificar y comprobar el ejercicio de 
los recursos presupuestarios federales transferidos y sus rendimientos financieros, cumplan con lo 
establecido en las disposiciones fiscales aplicables, así como con los requisitos estipulados en los 
correspondientes Anexos. 

e. Informar al “REFUGIO”, las observaciones y recomendaciones que deriven de las visitas antes 
señaladas, o de la documentación remitida, a fin de que el “REFUGIO” realice las acciones 
correctivas que resulten conducentes. 

f. En caso de que “GOBERNACIÓN”, detecte incumplimientos a los compromisos por parte del 
“REFUGIO”, deberá dar vista a las instancias federales competentes, para que procedan conforme a 
sus atribuciones. 

g. Los recursos presupuestarios federales que “GOBERNACIÓN” se compromete a transferir al 
“REFUGIO” a través de la “SECRETARÍA”, estarán sujetos a la disponibilidad presupuestaria y a las 
autorizaciones correspondientes, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables y de 
acuerdo con el calendario de ministración previsto en la CLÁUSULA SEGUNDA del presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión. 

h. Dentro de su ámbito de competencia, proporcionar al “REFUGIO” el apoyo y asesoría técnica que 
éste solicite para la profesionalización de los servicios de atención de las mujeres y sus hijas e hijos 
que viven violencia de género. 

i. En el supuesto en que los recursos presupuestarios federales no hayan sido aplicados por el 
“REFUGIO” para los fines determinados en este instrumento; la “CONAVIM” deberá aplicar las 
medidas que procedan de conformidad con la normativa vigente e informar lo conducente a las 
autoridades competentes. 

j. Apegarse a los “LINEAMIENTOS”, a lo estipulado en el presente instrumento, a Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás 
legislación aplicable en materia de subsidios. 

CUARTA. COMPROMISOS DEL “REFUGIO”. Además de los previstos en los “LINEAMIENTOS”, el 
“REFUGIO” se compromete a: 

a. Destinar los recursos presupuestarios federales en forma exclusiva para la ejecución y desarrollo del 
“PROYECTO”, en los términos previstos en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, los 
“LINEAMIENTOS” y Anexo 3 que obra en el SIR. 
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b. Reintegrar a la Tesorería de la Federación (TESOFE) a más tardar el 15 de enero de 2024, los 
recursos federales transferidos que, al 31 de diciembre de 2023, no hayan sido devengados, en 
términos del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

c. Contar con su propio Modelo de Atención Integral, el cual debe ser congruente con las características 
del Modelo de “EL REFUGIO” y observar lo establecido en el Modelo de atención en refugios para 
mujeres víctimas de violencia, sus hijas e hijos emitido por el Instituto Nacional de las Mujeres 
(INMUJERES). 

d. Rendir a “GOBERNACIÓN” informes cuantitativos (actividades, servicios y atenciones brindados) y 
cualitativos (operación del “REFUGIO”), así como de Ejecución del Recurso Asignado, incluidos los 
rendimientos financieros generados (desglose del ejercicio del recurso otorgado, con base en el 
“PROYECTO” aprobado). Asimismo, entregar los indicadores de desempeño, con la finalidad de 
garantizar que los recursos otorgados para la operación del “REFUGIO” sean ejecutados bajo los 
principios de legalidad, honestidad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, austeridad, 
transparencia, control, rendición de cuentas y equidad de género. 

e. Los informes cuantitativos, cualitativos y de Ejecución del Recurso Asignado, así como los 
indicadores de desempeño y la relación detallada de las erogaciones a que hace referencia la 
presente Cláusula, deberán entregarse a “GOBERNACIÓN”, por la persona facultada para tal efecto 
por parte del “REFUGIO”, con la periodicidad y conforme a los requisitos estipulados en los Anexos 
SIR, a los que deberá adjuntarse la documentación comprobatoria y justificatoria correspondiente, 
acompañada de los archivos electrónicos CFDI respectivos, así como el archivo electrónico con la 
verificación de Comprobantes Fiscales Digitales por Internet, emitido por el Servicio de 
Administración Tributaria. 

f. Cualquier incumplimiento por parte del “REFUGIO” a lo estipulado en el inciso d., o diferencia en el 
cálculo y/o registro de gastos, respecto de los recursos transferidos por “GOBERNACIÓN” para llevar 
a cabo las acciones del “PROYECTO”, será responsabilidad del “REFUGIO” y podrá dar lugar a la 
suspensión de las ministraciones subsecuentes de recursos, sin perjuicio de la obligación de este 
último, de reintegrar a la TESOFE, los recursos presupuestarios federales transferidos, cuyo ejercicio 
no se haya comprobado en términos del presente Convenio de Coordinación y Adhesión y los 
correspondientes Anexos del SIR. 

g. Realizar las actividades del “PROYECTO” conforme al cronograma establecido y el presupuesto 
aprobado por “GOBERNACIÓN”, en los términos estipulados en los Anexos del SIR. 

h. Aportar los recursos humanos, materiales y financieros necesarios para el desarrollo del 
“PROYECTO”, en los términos descritos en los Anexos del SIR, sin perjuicio de los recursos 
federales que “GOBERNACIÓN” le transfiera conforme a la CLÁUSULA SEGUNDA de este 
Convenio de Coordinación y Adhesión. 

i. Aplicar los recursos presupuestarios federales transferidos, sujetándose a los objetivos, actividades, 
metas e indicadores a que se refiere el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, en el 
entendido de que no se aceptarán gastos que no estén relacionados con las actividades y ámbito de 
ejecución del “PROYECTO”, de conformidad con lo señalado en el numeral 3.6.2 de los 
“LINEAMIENTOS”. 

j. Responder por la integración y veracidad de la información técnica y financiera que presenten para el 
cumplimiento de los compromisos establecidos en el presente instrumento jurídico, particularmente, 
de aquélla generada con motivo de la aplicación, seguimiento, control, rendición de cuentas y 
transparencia de los recursos presupuestarios federales transferidos, en términos de las 
disposiciones jurídicas aplicables. 

k. Verificar que la documentación comprobatoria y justificadora del gasto de los recursos 
presupuestarios federales transferidos cumpla con los requisitos fiscales establecidos en las 
disposiciones federales aplicables, entre otros, aquéllos que determinan los artículos 29 y 29-A, del 
Código Fiscal de la Federación, los que deberán expedirse a nombre del “REFUGIO”. 

l. Presentar junto con el Informe de Ejecución del Recurso Asignado, tratándose del pago de los 
servicios de capacitación estipulados en los correspondientes Anexos del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión, para el Programa de Inserción Laboral, Programa de Profesionalización 
para Colaboradoras/es y Programa de Contención Emocional, además de la documentación y 
archivos electrónicos referidos en la fracción anterior, deberá entregarse evidencia documental de la 
impartición de estos servicios, tales como programa de trabajo, listas de asistencia y constancias. 
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m. Brindar a las mujeres y sus hijas e hijos que viven en situación de violencia extrema, un espacio 
temporal de protección que cumpla con las características necesarias de seguridad, confidencialidad, 
guardias de vigilancia, ruta de evacuación y espacio arquitectónico adecuado para refugiar a la 
población usuaria vulnerable. 

n. Proporcionar a la población usuaria del “REFUGIO”, la atención psicológica, jurídica, de trabajo social 
y de atención que requieran, en los términos previstos en el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión y los correspondientes Anexos. 

o. Establecer los mecanismos de coordinación y acciones necesarias que permitan referir a una usuaria 
a otro refugio, en el supuesto de que no haya espacio en el suyo para un nuevo ingreso; en cuyo 
caso deberá informar por escrito a “GOBERNACIÓN” de esta circunstancia. 

p. Mantener las instalaciones del “REFUGIO” en condiciones higiénicas adecuadas, a fin de brindar los 
servicios con empatía, calidad y calidez, evitando en todo momento el hacinamiento de las usuarias, 
así como de sus hijas e hijos. 

q. Contar con un sistema de contabilidad acorde con las normas y principios de contabilidad, apegados 
a la normatividad vigente de esa materia, a fin de determinar la correcta utilización de los recursos. 

r. Ejecutar las actividades que desarrolle en el marco del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión con apego al marco jurídico aplicable en la materia y a las recomendaciones que 
“GOBERNACIÓN” emita. 

s. Llevar a cabo un registro detallado de todo el mobiliario, equipo o bienes adquiridos con los recursos 
presupuestarios federales transferidos con motivo del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, para lo cual se deberá inventariar, etiquetar, resguardar y acreditar su utilización en los 
lugares que se destinen para su uso. 

t. Proporcionar a la “CONAVIM” la información y documentación que éste le requiera durante las visitas 
de seguimiento que efectúe conforme a la CLÁUSULA TERCERA de este Convenio de Coordinación 
y Adhesión, incluyendo la correspondiente al registro referido en el inciso que antecede. En el caso, 
de que se advierta que el mobiliario, equipo o bienes adquiridos con los recursos presupuestarios 
federales transferidos con motivo del presente Convenio de Coordinación y Adhesión se encuentran 
subutilizados, éstos se transferirán a organizaciones legalmente constituidas con objetivos similares. 

u. Informar por escrito a la “CONAVIM”, en las fechas acordadas durante las visitas de seguimiento que 
ésta efectúe de conformidad con la CLÁUSULA TERCERA de este Convenio de Coordinación y 
Adhesión, sobre el cumplimiento a las observaciones y recomendaciones formuladas en las mismas. 

v. Proporcionar a las autoridades e instancias fiscalizadoras federales toda la información que permita 
la vigilancia y fiscalización de los recursos públicos otorgados, a fin de garantizar la transparencia y 
la rendición de cuentas en su aplicación. 

w. Instrumentar los mecanismos de transparencia y rendición de cuentas en la aplicación de los 
recursos presupuestarios federales ministrados para el desarrollo del “PROYECTO”. 

x. Informar a las mujeres a las que se brinda  el servicio de refugio, los derechos que adquieren por su 
ingreso a éste; las obligaciones de “LAS PARTES” derivadas de esta situación, así como las 
instancias ante las cuales podrán recurrir en caso de necesitar manifestarse, quejarse o denunciar 
algún acontecimiento suscitado dentro del “REFUGIO”, en los términos y condiciones previstos en su 
Mecanismo de Información a Usuarias establecido para tal efecto, el cual será requerido por 
“GOBERNACIÓN” durante las visitas de seguimiento que efectúe conforme a la CLÁUSULA 
TERCERA de este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

y. Contar con un programa interno de protección civil vigente durante el periodo de vigencia del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, avalado por la instancia competente en su localidad, 
que contemple: que el inmueble se encuentra con todas las condiciones de seguridad para poder 
estar en funcionamiento; la designación de un Comité Interno de Protección Civil, el señalamiento de 
rutas de evacuación, la realización de manera periódica de simulacros, así como la recarga y revisión 
de la caducidad de extintores, sistemas de red eléctrica, red de gas, red y depósitos de agua, entre 
otros elementos que la autoridad de protección civil determine. 
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QUINTA. COMPROMISOS DE “LAS PARTES”. Además de lo previsto en los “LINEAMIENTOS” y la 
normatividad aplicable, para la realización del objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión,  
“LAS PARTES” se comprometen a lo siguiente: 

a. Asegurar la transparencia en la aplicación y comprobación de los recursos asignados en la 
CLÁUSULA SEGUNDA, que se hayan transferido, en virtud del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión. 

b. Otorgar todas las facilidades para la rendición de cuentas, respecto a la utilización de los recursos 
aportados por el Ejecutivo Federal. 

c. Apegarse a los “LINEAMIENTOS”, Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, Ley 
General de Contabilidad Gubernamental y demás legislación aplicable en materia de subsidios. 

SEXTA. OBJETIVOS, ACTIVIDADES, INDICADORES Y METAS. Los objetivos, actividades, indicadores y 
metas de las acciones que se realicen para el cumplimiento del objeto del presente instrumento jurídico, se 
detallan en el Anexo 6. “Matriz de Indicadores para Resultados (MIR)” del SIR. 

SÉPTIMA. APLICACIÓN DE LOS RECURSOS. Los recursos presupuestarios federales a los que alude la 
CLÁUSULA SEGUNDA de este instrumento jurídico, se destinarán en forma exclusiva para la ejecución del 
“PROYECTO”, en los términos previstos en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, así como el 
Anexo aprobado en el Grupo Revisor correspondiente. 

Conforme a lo anterior, los recursos presupuestarios federales transferidos y sus rendimientos financieros 
no podrán destinarse a conceptos previstos en el numeral 3.6.3 “Restricciones” y demás relativos de los 
“LINEAMIENTOS”, ni a acciones distintas a las contempladas en el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, y/o Anexo 3 del SIR. 

Los recursos transferidos, en virtud del presente instrumento jurídico que al 31 de diciembre de 2023 no 
hayan sido ejercidos en los términos estipulados en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, los 
“LINEAMIENTOS” y el Anexo 3, deberán ser reintegrados por el “REFUGIO” a la TESOFE, a más tardar el 15 
(quince) de enero del ejercicio fiscal siguiente. 

Asimismo, “LAS PARTES” convienen en que “GOBERNACIÓN” podrá suspender la ministración de los 
recursos, cuando se actualice alguno de los supuestos previstos en el numeral 4.6.4 “Causales de Suspensión 
de Recursos” de los “LINEAMIENTOS”. 

OCTAVA. REINTEGRO DE LOS RECURSOS. En caso de que el “REFUGIO” no erogue los recursos 
federales asignados, los recursos remanentes o saldos disponibles que presente al 31 de diciembre de 2023, 
deberán ser reintegrados a la TESOFE como lo disponen el artículo 54 de la LFPRH y el numeral 4.6.3 
“Recursos no Ejercidos” de los “LINEAMIENTOS”. 

El reintegro de los recursos a la TESOFE deberá realizarse conforme a las disposiciones aplicables en la 
materia, siendo responsabilidad del “REFUGIO” dar aviso por escrito y solicitar a la “CONAVIM” la línea de 
captura para realizar el reintegro correspondiente. Una vez que se otorgue la línea de captura al “REFUGIO”, 
éste deberá remitir a la “CONAVIM” copia de la documentación comprobatoria del reintegro realizado. 
Asimismo, “EL REFUGIO” estará obligado a reintegrar a la TESOFE aquellos recursos que no sean aplicados 
a los fines para los que le fueron autorizados. 

NOVENA. FISCALIZACIÓN. El control, vigilancia y evaluación de los recursos federales a que se refiere el 
numeral 7. “Seguimiento, Control y Auditoría” de los “LINEAMIENTOS” corresponderá a “GOBERNACIÓN”, a 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a la Secretaría de la Función Pública, y a la Auditoría Superior de 
la Federación, conforme a las atribuciones que les confieren la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación y demás disposiciones aplicables, 
sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que, en coordinación con la Secretaría de la 
Función Pública, realice la Auditoria Superior de la Federación al “REFUGIO”. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 
Federal en que incurran los servidores públicos federales, estatales o locales, así como los particulares que 
intervengan en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este 
instrumento, serán sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

DÉCIMA. TRANSPARENCIA, RENDICIÓN DE CUENTAS Y ACCESO A LA INFORMACIÓN.  
“LAS PARTES” se comprometen a que la información que se genere con motivo de la aplicación del presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión, del seguimiento de proyectos y asignación de recursos para que 
operan los Refugios Especializados para Mujeres Víctimas de Violencia de Género, sus Hijas e Hijos, se 
apegará a lo establecido en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, Ley General de Protección de Datos Personales 
en Posesión de Sujetos Obligados, así como en lo estipulado en el artículo 55 de la Ley General de Acceso de 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 
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Asimismo, a efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, si “LAS PARTES” llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la 
otra Parte, por este medio se obligan a: (i) tratar dichos datos personales únicamente para efectos del 
desarrollo del Convenio de Coordinación y Adhesión; (ii) abstenerse de tratar los datos personales para 
finalidades distintas a las instruidas por la otra Parte; (iii) implementar las medidas de seguridad conforme a la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley Federal de Protección de Datos Personales en 
Posesión de los Particulares, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y las demás 
disposiciones aplicables; (iv) guardar confidencialidad respecto de los datos personales tratados; (v) suprimir 
los datos personales objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio de Coordinación y Adhesión  
y (vi) abstenerse de transferir los datos personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto ambas se obligan a respetar las disposiciones que sobre los mismos 
establece la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, según sea el caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el 
entendido de que ante la ausencia de consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben 
abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo de tratamiento sobre los mismos. 

DÉCIMA PRIMERA. RELACIÓN LABORAL.  El personal comisionado, contratado, designado o utilizado 
por cada una de “LAS PARTES” para la instrumentación, ejecución y operación de este Convenio de 
Coordinación y Adhesión y/o de los instrumentos que de él se deriven, continuará bajo la dirección y 
dependencia de la Parte a la que pertenezca, por lo que en ningún caso y bajo ningún motivo, la otra  Parte 
podrá ser considerada como patrón sustituto o solidario, quedando liberada de cualquier responsabilidad 
laboral, administrativa, fiscal, judicial, sindical, de seguridad social y/o de cualquier otra naturaleza que llegara 
a suscitarse. 

DÉCIMA SEGUNDA. PROPIEDAD INTELECTUAL. “LAS PARTES” acuerdan que la propiedad intelectual 
derivada de los trabajos realizados con motivo de este instrumento, tales como publicaciones de diversas 
categorías, artículos, folletos, entre otros, estarán sujetos a las disposiciones legales aplicables, otorgando el 
reconocimiento correspondiente a quienes hayan intervenido en la ejecución de estos trabajos. 

Por lo que hace a los derechos patrimoniales, éstos corresponderán a “GOBERNACIÓN” en términos de lo 
establecido en los artículos 24, 25, 83 y demás aplicables de la Ley Federal del Derecho de Autor. 

Por lo que hace a los derechos morales en todo momento se hará el reconocimiento a quienes hayan 
intervenido en la ejecución de los trabajos, en los términos de lo establecido en los artículos 19, 20 y 21 de la 
Ley Federal del Derecho de Autor. 

En todos los casos las publicaciones de trabajos que deriven del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión estarán sujetas previa autorización expresa de “GOBERNACIÓN”. 

El “REFUGIO”, asume toda la responsabilidad por las violaciones que se causen en materia de patentes, 
marcas o derechos de autor, con respecto al uso de los bienes o técnicas que utilice para llevar a efecto el 
objeto de este Convenio de Coordinación y Adhesión, liberando a “GOBERNACIÓN” de cualquier 
responsabilidad en que pudiera incurrir. 

DÉCIMA TERCERA. AVISOS Y COMUNICACIONES. “LAS PARTES” convienen que todos los avisos, 
comunicaciones y notificaciones que se realicen con motivo del objeto del presente instrumento jurídico, se 
llevarán a cabo por medio de la plataforma SIR o en la cuenta de correo electrónico registrada en este 
instrumento. 

Cualquier cambio de cuenta de correo electrónico de “LAS PARTES” deberá ser notificado por escrito a la 
otra Parte, con acuse de recibo respectivo y con al menos 5 (cinco) días naturales de anticipación a la fecha 
en que se pretenda que surta efectos ese cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán 
válidamente hechas en la cuenta de correo registrada en el SIR por “LAS PARTES”. 

DÉCIMA CUARTA. DESIGNACIÓN DE ENLACE. “LAS PARTES” convienen que, para efectos del 
presente instrumento, designan a los siguientes enlaces: 

POR “GOBERNACIÓN” POR EL “REFUGIO” 

  

refugios.conavim@segob.gob.mx rramirezp@guanajuato.gob.mx 
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Las comunicaciones a través de correos electrónicos establecidos en la presente cláusula serán oficiales, 
por lo que, cualquier cambio de la dirección será notificada por este medio con 5 días naturales de 
anticipación a la fecha. 

DÉCIMA QUINTA. CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. Ninguna de “LAS PARTES” será responsable 
de cualquier retraso o incumplimiento en la realización del presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
que resulte directa o indirectamente de caso fortuito o fuerza mayor. En caso de que desaparezcan las causas 
que dieron origen al retraso o incumplimiento referido se restaurará la ejecución del presente instrumento. 

DÉCIMA SEXTA. CONSTANCIA DE CONCLUSIÓN. “LAS PARTES”, determinan que una vez que el 
informe final se considere completo y validado, y que hayan sido cubiertos los adeudos financieros, 
probatorios y cualitativos del ejercicio fiscal, la “CONAVIM” emitirá la Constancia de Conclusión 
correspondiente, la cual constituirá el cierre formal del ejercicio fiscal. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá darse por terminado cuando se presente alguno de los siguientes supuestos: 

a. Por estar satisfecho el objeto para el que fue celebrado, siempre que no existan obligaciones 
pendientes de cumplir por “LAS PARTES” y, en su caso, se haya realizado el reintegro de los 
recursos y rendimientos financieros. 

b. Por cualquiera de los previstos en términos del numeral 4.6.5 “Sanciones por incumplimiento” de los 
“LINEAMIENTOS”. 

Para tales efectos se levantará una minuta en la que: i) se harán constar las circunstancias específicas 
que se presenten y establezcan los términos en que se dará por concluida su ejecución; ii) se identifiquen los 
responsables del resguardo y conservación de la documentación justificativa y comprobatoria que se haya 
generado hasta ese momento; y iii) se señale lo procedente respecto al reintegro de los recursos y 
rendimientos financieros. 

DÉCIMA OCTAVA. MODIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión podrá modificarse de común acuerdo por escrito mediante el convenio modificatorio 
correspondiente, siempre y cuando sea por causas de fuerza mayor, y previa autorización de la Unidad 
Responsable. 

Acorde a la disponibilidad presupuestaria, podrá considerarse la ampliación de recursos en diferentes 
rubros, aun no estando considerados dentro del primer proyecto presentado, dando prioridad a la atención de 
situaciones relativas a algún caso fortuito o de fuerza mayor. 

DÉCIMA NOVENA. VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión surtirá efectos a partir 
de la fecha de su suscripción y se mantendrá vigente hasta el 31 de diciembre de 2023, sin perjuicio del 
cumplimiento de las acciones comprometidas por parte del “REFUGIO” debiéndose establecer en el 
“PROYECTO” aprobado, la atención estimada a mujeres, sus hijas e hijos usuarios del “REFUGIO”, para 
alcanzar las metas y actividades señaladas en el cronograma de actividades que para tal efecto se 
establezca. 

VIGÉSIMA. PUBLICACIÓN. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión se publicará en el DOF de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación y en el medio de difusión oficial de la 
Entidad Federativa, en un plazo de 60 días hábiles a partir de su suscripción. 

VIGÉSIMA PRIMERA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. El presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión es producto de la buena fe de “LAS PARTES”, por lo que, los conflictos que llegasen a presentarse 
respecto a su interpretación, formalización y cumplimiento será resuelto de mutuo acuerdo. 

En el supuesto de que subsista discrepancia, “LAS PARTES” están de acuerdo en someterse a la 
jurisdicción de los Tribunales Federales con residencia en la Ciudad de México. 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal de sus Cláusulas, lo firman en (4) cuatro 
ejemplares en la Ciudad de México el día 11 del mes de mayo de 2023.- Por Gobernación: la Comisionada 
Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola Alanis Sámano.- Rúbrica.-  
Por el Refugio: el Secretario de Finanzas, Inversión y Administración, Héctor Salgado Banda.- Rúbrica.-  
La Directora General del Instituto para las Mujeres Guanajuatenses, Anabel Pulido López.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación y Adhesión que celebran la Secretaría de Gobernación, a través de la Comisión 
Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, el Estado de Guerrero y la Secretaría de la 
Mujer, que tiene por objeto el otorgamiento de subsidio para el proyecto denominado R-2023-041, referente al 
Programa de Apoyo para Refugios Especializados para Mujeres Víctimas de Violencia de Género, sus Hijas e 
Hijos, para el ejercicio fiscal 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN Y ADHESIÓN QUE CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL POR 

CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ 

“GOBERNACIÓN”, A TRAVÉS DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA PREVENIR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA 

LAS MUJERES, EN LO SUCESIVO LA “CONAVIM”, REPRESENTADA POR SU TITULAR MA FABIOLA ALANÍS 

SÁMANO; Y POR LA OTRA PARTE, EL PODER EJECUTIVO DEL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 

GUERRERO, A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS Y ADMINISTRACIÓN, EN ADELANTE LA “SECRETARÍA”, 

REPRESENTADA EN ESTE ACTO POR RAYMUNDO SEGURA ESTRADA, EN ADELANTE “LA SEFINA”, ASÍ COMO LA 

COMPARECENCIA DE LA SECRETARÍA DE LA MUJER, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR LA SECRETARIA DE 

LA MUJER, VIOLETA PINO GIRÓN, EN ADELANTE EL “REFUGIO”; A QUIENES ACTUANDO DE MANERA COJUNTA SE 

LES DENOMINARÁ, “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CONSTITUCIÓN), consagra en su artículo 1o. 
que, todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución 
establece. Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la 
CONSTITUCIÓN y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas 
la protección más amplia. 

Asimismo, que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

Por su parte, el artículo 4o. de la CONSTITUCIÓN dispone que toda persona tiene derecho a un medio 
ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. 

En ese tenor, el Gobierno Federal crea el Programa de Apoyo para Refugios Especializados para Mujeres 
Víctimas de Violencia de Género, sus Hijas e Hijos, como parte de una política pública integral con 
perspectiva de género, enfoque de derechos humanos e interculturalidad y visión de interseccionalidad que 
prevenga, atienda, sancione y erradique las violencias contra las mujeres. 

En ese contexto, a nivel internacional, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer, consagra el derecho a que se respete la integridad física, psíquica y moral de la 
mujer; así como la obligación del Estado a suministrar de manera progresiva, por medio de entidades del 
sector público y privado los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto 
de violencia, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia y, el cuidado y custodia de los 
menores afectados. 

En el ámbito nacional, la Ley General de Víctimas, establece en su artículo 114, fracciones I, VIII y IX que 
corresponde al Gobierno Federal, dentro de su ámbito de competencia, garantizar el ejercicio pleno de los 
derechos de las víctimas; celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia, y 
coadyuvar con las instituciones públicas o privadas dedicadas a la atención de víctimas; en términos de lo 
establecido en los artículos 8, fracción VI, 42, fracción VIII, 50, fracción VII, 51, fracción IV, 52, fracciones VI y 
VIII, 54, 55, 56, 57, 58 y 59 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia; 15 Bis, 
fracción III y 65 de su Reglamento; favorecer la instalación y el mantenimiento de refugios para las víctimas de 
violencia y sus hijas e hijos; ejecutar y dar seguimiento a las acciones del Programa, con la finalidad de 
evaluar su eficacia y rediseñar las acciones y medidas para avanzar en la eliminación de la violencia contra 
las mujeres; apoyar la creación, operación o el fortalecimiento de refugios para las víctimas, sus hijas e hijos; 
proporcionar un refugio seguro a las víctimas; contar con un refugio, mientras lo necesite; en los casos de 
violencia familiar, las mujeres que tengan hijas y/o hijos podrán acudir a los refugios con éstos; todas aquellas 
inherentes a la prevención, protección y atención de las personas que se encuentren en ellos. 
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Este Programa cuenta con el presupuesto de operación para el Ejercicio Fiscal 2023, de conformidad con 
lo establecido en el artículo Vigésimo Primero del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2023, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de noviembre del 2022, el cual asciende a la 
cantidad de $463,315,814.00 (Cuatrocientos sesenta y tres millones trescientos quince mil ochocientos 
catorce pesos 00/100 M.N). 

En términos del artículo 75 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), los 
subsidios deben sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia, publicidad, selectividad y 
temporalidad, para lo cual se deberá, entre otros: i) identificar con precisión a la población objetivo; ii) 
incorporar mecanismos periódicos de seguimiento, supervisión y evaluación que permitan ajustar las 
modalidades de su operación o decidir sobre su cancelación; iii) prever la temporalidad en su otorgamiento, y 
iv) reportar su ejercicio en los informes trimestrales. 

Derivado de lo anterior, “LAS PARTES” manifiestan formalizar el presente instrumento al tenor  
de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I. “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1.  Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, según lo dispuesto por 
los artículos 90 de la CONSTITUCIÓN; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, y 1 del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación 
(RISEGOB). 

I.2.  La “CONAVIM” es un órgano administrativo desconcentrado de “GOBERNACIÓN”, de 
conformidad con los artículos 2, Apartado C, fracción V y 151 del RISEGOB, y el Decreto por el 
que se crea como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la 
Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, publicado en el 
DOF el 1 de junio de 2009. 

I.3.  La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola 
Alanís Sámano, cuenta con las facultades para la suscripción del presente Convenio de 
Coordinación, con fundamento en los artículos 115, fracción V y 151 del RISEGOB. 

I.4. Para dar cumplimiento al presente Convenio de Coordinación y Adhesión, cuenta con los 
recursos económicos suficientes en la partida presupuestal 43401, relativa a Subsidios a 
Entidades Federativas y Municipios, con número de Reporte General de Suficiencia 
Presupuestaria 00184. 

I.5.  Señala como su domicilio el ubicado en la Calle Dr. José María Vértiz número 852, piso 5, 
Colonia Narvarte, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020,  
Ciudad de México. 

II.  La “SEFINA”, declara que: 

II.1.  Con fundamento en los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 116 de la CONSTITUCIÓN; 1, 22, 24, 
87, 88 y 90, numeral 2 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero, es 
una Entidad Federativa que es parte integrante de la Federación, con territorio y población, libre 
y soberano en cuanto a su régimen interior, constituido como gobierno republicano, 
representativo y popular. 

II.2. El Secretario de Finanzas y Administración, Raymundo Segura Estrada, acredita su 
personalidad con el nombramiento expedido a su favor por la Gobernadora Constitucional del 
Estado de Guerrero, Evelyn Cecia Salgado Pineda, de fecha 15 de octubre de 2021; y cuenta 
con atribuciones para suscribir el presente instrumento jurídico, con fundamento en los artículos 
4, 9, 14, 22, Apartado A, fracción III y 25, fracciones XXIX y LV de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado de Guerrero Número 242; 8 y 9, fracciones LXIV y LXXIII del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas y Administración; y 69 párrafo quinto de la 
Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

II. 3 Para todos los efectos jurídicos del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, señala 
como domicilio legal ubicado en Boulevard Rene Juárez Cisneros No. 62, Recinto de las 
Oficinas del Poder Ejecutivo del Estado, Edificio Acapulco Planta Baja, Colonia Ciudad de los 
Servicios, Código Postal 39074, Municipio de Chilpancingo de los Bravo, Estado de Guerrero. 
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III. EL “REFUGIO” declara que: 

III.1.  La Titular de la Secretaría de la Mujer, Violeta Pino Girón, acredita su personalidad con el 
nombramiento expedido a su favor por la Gobernadora Constitucional del Estado de Guerrero, 
Evelyn Cecia Salgado Pineda, de fecha 15 de octubre de 2021; y cuenta con las facultades 
suficientes para celebrar el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con fundamento en 
los artículos 4, 9, 14, 22, Apartado A, fracción XV y 37 fracciones XIII y XVII, de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública del Estado de Guerrero número 242; y 53 fracción XI de la Ley 
número 553 de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia del Estado Libre y 
Soberano de Guerrero. 

III.2.  Dentro de su objeto de creación, se encuentran establecidas sus atribuciones ofreciendo 
atención integral y especializada con perspectiva de género y derechos humanos, a las 
personas usuarias del refugio para mujeres y contribuir a que transiten a un nuevo proyecto 
libre de violencia; lo cual es congruente con el objeto del presente Convenio de Coordinación 
y Adhesión. 

III.3. Cuenta con el Registro Federal de Contribuyentes SFA830301521, mismo que obra en el 
Sistema Informático de Refugios (SIR). 

III.4.  No se encuentra recibiendo apoyos o estímulos de naturaleza federal para el cumplimiento del 
objetivo del proyecto que le ha sido autorizado conforme a lo señalado en el numeral 3.6.3, la 
restricción marcada con el número 3. de los LINEAMIENTOS, cuyas actividades se encuentran 
descritas en los Anexos correspondientes del SIR. 

III.5. Cuenta con capacidad técnica, jurídica y de infraestructura, así como con el personal 
capacitado para realizar las actividades relacionadas a la atención psicológica, jurídica, de 
trabajo social y de atención a la salud de las mujeres víctimas de violencia y de género, y en su 
caso; a sus Hijas e Hijos, que le permiten dar estricto cumplimiento a lo estipulado en el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, así como a lo establecido en los 
LINEAMIENTOS. 

III.6. Conoce el contenido y alcance de la normativa vigente y específicamente en la atención de 
mujeres víctimas de violencia y de género, así como de las demás disposiciones a las que 
están sujetas los entes que operan Refugios para las mujeres y sus hijas e hijos que viven en 
situación de violencia. 

III.7. Conoce el contenido y alcance de los LINEAMIENTOS, además del marco jurídico aplicable a 
los compromisos que contrae con la suscripción del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión. 

III.8. Para todos los efectos jurídicos del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, señala 
como domicilio legal ubicado en Boulevard Rene Juárez Cisneros No. 62, Recinto de las 
Oficinas del Poder Ejecutivo del Estado, Edificio Acapulco Planta Baja, Colonia Ciudad de los 
Servicios, Código Postal 39074, Municipio de Chilpancingo de los Bravo, Estado de Guerrero. 

IV.  “LAS PARTES” declaran que: 

IV.1.  Reconocen en forma recíproca la personalidad con la que se ostentan y comparecen a la 
suscripción del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

IV.2.  Se obligan al cumplimiento de los preceptos establecidos en los “LINEAMIENTOS” y, en su 
caso, Acuerdos emitidos por la “CONAVIM”. 

IV.3.  Se comprometen a apegarse al Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 
12 de julio de 2019. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” sujetan su compromiso a la forma y términos que se establecen en 
las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión tiene por objeto el otorgamiento 
de subsidio, para llevar a cabo el proyecto denominado R-2023-041, en adelante el “PROYECTO”; que 
permitirá brindar protección y atención integral y especializada, a mujeres víctimas de violencia de género, y 
en su caso, a sus hijas e hijos; conforme a los alcances, objetivos, metas, indicadores, actividades, 
cronograma de actividades y monto autorizado por “GOBERNACIÓN”, que se detallan en los Anexos del SIR. 



Viernes 8 de septiembre de 2023 DIARIO OFICIAL 15 

Con el objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
“LAS PARTES” se sujetarán a lo estipulado en los “LINEAMIENTOS”, las Cláusulas del presente instrumento, 
así como de los Anexos correspondientes, y en las demás disposiciones jurídicas aplicables. 

SEGUNDA. ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS. De conformidad con las disposiciones aplicables en la 
materia, “GOBERNACIÓN” transferirá al “REFUGIO”, los recursos presupuestarios federales, con el carácter 
de subsidios, a efecto de llevar a cabo las acciones correspondientes en términos de la CLÁUSULA PRIMERA 
de este Convenio de Coordinación y Adhesión, hasta por la cantidad de $4,100,000.00 (Cuatro millones cien 
mil pesos 00/100 M.N.). 

Esta transferencia de recursos federales, con carácter de subsidio, se realizará en 02 (dos) ministraciones, 
al “REFUGIO” a través de la “SECRETARÍA” a la cuenta bancaria productiva específica aperturada para tal 
efecto, de conformidad con el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, y la que se 
identifica con los siguientes datos: 

Número cuenta:  0120033197 

Número de CLABE: 012260001200331979 

Institución Bancaria: BBVA México, S.A. 

Institución de Banca Múltiple, 

Grupo Financiero BBVA México. 

Fecha de apertura:  21 de febrero de 2023 

 

Lo anterior, para el cumplimiento del objeto del presente instrumento en los términos siguientes: 

a.  La primera ministración de recursos presupuestarios federales se realizará dentro de los 30 (treinta) 
días hábiles posteriores a la fecha de celebración del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, por un monto de hasta $2,460,000.00 (Dos millones cuatrocientos sesenta mil pesos 
00/100 M.N.), que se efectuará siempre y cuando, el “REFUGIO” haya hecho entrega previamente 
del Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI) en formato PDF y XML a nombre de 
“GOBERNACIÓN”. 

b.  La segunda ministración de recursos presupuestarios federales, se llevará a cabo durante el mes de 
agosto de 2023, por la cantidad de $1,640,000.00 (Un millón seiscientos cuarenta mil pesos 00/100 
M.N.), que se efectuará siempre y cuando el “REFUGIO” haya enviado a “GOBERNACIÓN”, el 
primer Informe de Ejecución de Recurso asignado, manifestando la ejecución de cuando menos el 
50% (cincuenta por ciento) de los recursos transferidos en la primera ministración; haya hecho 
entrega del (los) primer(os) informe(s) parcial(es) de las acciones, ejecución de los recursos, avance 
de resultados y documentación comprobatoria, así como el respectivo de rendimientos financieros 
que haya generado la cuenta bancaria productiva específica hasta ese momento; en términos de lo 
señalado en el “PROYECTO” que se describe en los Anexos del SIR, así como entregar previamente 
del Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI) en formato PDF y XML a nombre de 
“GOBERNACIÓN” que ampare esta segunda ministración. 

Los CFDI que entregue el “REFUGIO” para la recepción de las ministraciones antes señaladas, deberán 
cumplir con los requisitos establecidos en las disposiciones jurídicas aplicables y no deberán aludir  
a una donación. 

Los recursos presupuestarios federales transferidos para el cumplimiento del objeto del presente Convenio 
de Coordinación y Adhesión, no perderán su carácter de federal al ser ministrados al “REFUGIO” y, en 
consecuencia, estarán sujetos en todo momento a las disposiciones federales que regulan su aplicación, 
control y ejercicio. 

La aplicación de los recursos presupuestarios federales transferidos queda bajo la responsabilidad del 
“REFUGIO”, de su representante legal, y en su caso, de la persona que coordine el “PROYECTO”, de manera 
solidaria, de conformidad con los compromisos establecidos en el presente Convenio de Coordinación 
y Adhesión. 

Los recursos presupuestarios federales transferidos, se radicarán al “REFUGIO” y serán administrados por 
éste, en la cuenta bancaria aperturada para tal efecto, conforme a lo estipulado en los numerales 3.3 “Criterios 
de selectividad y requisitos” y 4.7 “Entrega y Ejercicio de los Recursos” de los “LINEAMIENTOS”. 
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TERCERA. COMPROMISOS DE “GOBERNACIÓN”. Además de los previstos en los “LINEAMIENTOS”, 
“GOBERNACIÓN”, a través de la “CONAVIM”, se obliga a: 

a. Transferir los recursos a que se refiere la CLÁUSULA SEGUNDA de este Convenio de Coordinación 
y Adhesión, absteniéndose de intervenir en el procedimiento de asignación de los contratos o de 
cualquier otro instrumento jurídico que formalice la “SECRETARÍA” para cumplir con el 
“PROYECTO”, y sin interferir de forma alguna en el procedimiento y mecanismo de supervisión 
externo que defina esta última, durante la aplicación de los recursos destinados a su ejecución y 
demás actividades que se realicen para el cumplimiento de las condiciones técnicas, económicas, de 
tiempo, de cantidad y de calidad contratadas a través del “REFUGIO”. 

b. Verificar cuando así lo determine y en coordinación con el “REFUGIO”, la documentación que 
permita observar el correcto ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud 
del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, así como los rendimientos financieros 
generados; para lo cual este último se obliga a exhibir el original de la documentación que le sea 
requerida, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias 
competentes del Ejecutivo Federal. 

c. Considerando su disponibilidad presupuestaria, podrá practicar visitas de verificación por conducto 
del personal que al efecto se designe, a fin de observar la operación e instalaciones del “REFUGIO”; 
los avances en la ejecución del “PROYECTO”; el cumplimiento de las obligaciones estipuladas en el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión; así como el seguimiento de la aplicación de los 
recursos presupuestarios federales transferidos, y la presentación de los informes que el “REFUGIO” 
debe rendir a “GOBERNACIÓN”, a través de la “CONAVIM”. 

d. Verificar que la documentación que remita el “REFUGIO” para justificar y comprobar el ejercicio de 
los recursos presupuestarios federales transferidos y sus rendimientos financieros, cumplan con lo 
establecido en las disposiciones fiscales aplicables, así como con los requisitos estipulados en los 
correspondientes Anexos. 

e. Informar al “REFUGIO”, las observaciones y recomendaciones que deriven de las visitas antes 
señaladas, o de la documentación remitida, a fin de que el “REFUGIO” realice las acciones 
correctivas que resulten conducentes. 

f. En caso de que “GOBERNACIÓN”, detecte incumplimientos a los compromisos por parte del 
“REFUGIO”, deberá dar vista a las instancias federales competentes, para que procedan conforme a 
sus atribuciones. 

g. Los recursos presupuestarios federales que “GOBERNACIÓN” se compromete a transferir al 
“REFUGIO” a través de la “SECRETARÍA”, estarán sujetos a la disponibilidad presupuestaria y a las 
autorizaciones correspondientes, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables y de 
acuerdo con el calendario de ministración previsto en la CLÁUSULA SEGUNDA del presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión. 

h. Dentro de su ámbito de competencia, proporcionar al “REFUGIO” el apoyo y asesoría técnica que 
éste solicite para la profesionalización de los servicios de atención de las mujeres y sus hijas e hijos 
que viven violencia de género. 

i. En el supuesto en que los recursos presupuestarios federales no hayan sido aplicados por el 
“REFUGIO” para los fines determinados en este instrumento; la “CONAVIM” deberá aplicar las 
medidas que procedan de conformidad con la normativa vigente e informar lo conducente a las 
autoridades competentes. 

j. Apegarse a los “LINEAMIENTOS”, a lo estipulado en el presente instrumento, a Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás 
legislación aplicable en materia de subsidios. 

CUARTA. COMPROMISOS DEL “REFUGIO”. Además de los previstos en los “LINEAMIENTOS”, el 
“REFUGIO” se compromete a: 

a. Destinar los recursos presupuestarios federales en forma exclusiva para la ejecución y desarrollo del 
“PROYECTO”, en los términos previstos en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, los 
“LINEAMIENTOS” y Anexo 3 que obra en el SIR. 
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b. Reintegrar a la Tesorería de la Federación (TESOFE) a más tardar el 15 de enero de 2024, los 
recursos federales transferidos que, al 31 de diciembre de 2023, no hayan sido devengados en 
términos del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

c. Contar con su propio Modelo de Atención Integral, el cual debe ser congruente con las características 
del Modelo del “REFUGIO” y observar lo establecido en el Modelo de atención en refugios para 
mujeres víctimas de violencia, sus hijas e hijos emitido por el Instituto Nacional de las Mujeres 
(INMUJERES). 

d. Rendir a “GOBERNACIÓN” informes cuantitativos (actividades, servicios y atenciones brindados) y 
cualitativos (operación del “REFUGIO”), así como de Ejecución del Recurso Asignado, incluidos los 
rendimientos financieros generados (desglose del ejercicio del recurso otorgado, con base en el 
“PROYECTO” aprobado). Asimismo, entregar los indicadores de desempeño, con la finalidad de 
garantizar que los recursos otorgados para la operación del “REFUGIO” sean ejecutados bajo los 
principios de legalidad, honestidad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, austeridad, 
transparencia, control, rendición de cuentas y equidad de género. 

e. Los informes cuantitativos, cualitativos y de Ejecución del Recurso Asignado, así como los 
indicadores de desempeño y la relación detallada de las erogaciones a que hace referencia la 
presente Cláusula, deberán entregarse a “GOBERNACIÓN”, por la persona facultada para tal efecto 
por parte del “REFUGIO”, con la periodicidad y conforme a los requisitos estipulados en los Anexos 
SIR, a los que deberá adjuntarse la documentación comprobatoria y justificatoria correspondiente, 
acompañada de los archivos electrónicos CFDI respectivos, así como el archivo electrónico con la 
verificación de Comprobantes Fiscales Digitales por Internet, emitido por el Servicio de 
Administración Tributaria. 

f. Cualquier incumplimiento por parte del “REFUGIO” a lo estipulado en el inciso d., o diferencia en el 
cálculo y/o registro de gastos, respecto de los recursos transferidos por “GOBERNACIÓN” para llevar 
a cabo las acciones del “PROYECTO”, será responsabilidad del “REFUGIO” y podrá dar lugar a la 
suspensión de las ministraciones subsecuentes de recursos, sin perjuicio de la obligación de este 
último, de reintegrar a la TESOFE, los recursos presupuestarios federales transferidos, cuyo ejercicio 
no se haya comprobado en términos del presente Convenio de Coordinación y Adhesión y los 
correspondientes Anexos del SIR. 

g. Realizar las actividades del “PROYECTO” conforme al cronograma establecido y el presupuesto 
aprobado por “GOBERNACIÓN”, en los términos estipulados en los Anexos del SIR. 

h. Aportar los recursos humanos, materiales y financieros necesarios para el desarrollo del 
“PROYECTO”, en los términos descritos en los Anexos del SIR, sin perjuicio de los recursos 
federales que “GOBERNACIÓN” le transfiera conforme a la CLÁUSULA SEGUNDA de este 
Convenio de Coordinación y Adhesión. 

i. Aplicar los recursos presupuestarios federales transferidos, sujetándose a los objetivos, actividades, 
metas e indicadores a que se refiere el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, en el 
entendido de que no se aceptarán gastos que no estén relacionados con las actividades y ámbito de 
ejecución del “PROYECTO”, de conformidad con lo señalado en el numeral 3.6.2 de los 
“LINEAMIENTOS”. 

j. Responder por la integración y veracidad de la información técnica y financiera que presenten para el 
cumplimiento de los compromisos establecidos en el presente instrumento jurídico, particularmente, 
de aquélla generada con motivo de la aplicación, seguimiento, control, rendición de cuentas y 
transparencia de los recursos presupuestarios federales transferidos, en términos de las 
disposiciones jurídicas aplicables. 

k. Verificar que la documentación comprobatoria y justificadora del gasto de los recursos 
presupuestarios federales transferidos cumpla con los requisitos fiscales establecidos en las 
disposiciones federales aplicables, entre otros, aquéllos que determinan los artículos 29 y 29-A, del 
Código Fiscal de la Federación, los que deberán expedirse a nombre del “REFUGIO”. 

l. Presentar junto con el Informe de Ejecución del Recurso Asignado, tratándose del pago de los 
servicios de capacitación estipulados en los correspondientes Anexos del presente Convenio de 
Coordinación, para el Programa de Inserción Laboral, Programa de Profesionalización para 
Colaboradoras/es y Programa de Contención Emocional, además de la documentación y archivos 
electrónicos referidos en la fracción anterior, deberá entregarse evidencia documental de la 
impartición de estos servicios, tales como programa de trabajo, listas de asistencia y constancias. 
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m. Brindar a las mujeres y sus hijas e hijos que viven en situación de violencia extrema, un espacio 
temporal de protección que cumpla con las características necesarias de seguridad, confidencialidad, 
guardias de vigilancia, ruta de evacuación y espacio arquitectónico adecuado para refugiar a la 
población usuaria vulnerable. 

n. Proporcionar a la población usuaria del “REFUGIO”, la atención psicológica, jurídica, de trabajo social 
y de atención que requieran, en los términos previstos en el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión y los correspondientes Anexos. 

o. Establecer los mecanismos de coordinación y acciones necesarias que permitan referir a una usuaria 
a otro refugio, en el supuesto de que no haya espacio en el suyo para un nuevo ingreso; en cuyo 
caso deberá informar por escrito a “GOBERNACIÓN” de esta circunstancia. 

p. Mantener las instalaciones del “REFUGIO” en condiciones higiénicas adecuadas, a fin de brindar los 
servicios con empatía, calidad y calidez, evitando en todo momento el hacinamiento de las usuarias, 
así como de sus hijas e hijos. 

q. Contar con un sistema de contabilidad acorde con las normas y principios de contabilidad, apegados 
a la normatividad vigente de esa materia, a fin de determinar la correcta utilización de los recursos. 

r. Ejecutar las actividades que desarrolle en el marco del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión con apego al marco jurídico aplicable en la materia y a las recomendaciones que 
“GOBERNACIÓN” emita. 

s. Llevar a cabo un registro detallado de todo el mobiliario, equipo o bienes adquiridos con los recursos 
presupuestarios federales transferidos con motivo del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, para lo cual se deberá inventariar, etiquetar, resguardar y acreditar su utilización en los 
lugares que se destinen para su uso. 

t. Proporcionar a la “CONAVIM” la información y documentación que éste le requiera durante las visitas 
de seguimiento que efectúe conforme a la CLÁUSULA TERCERA de este Convenio de Coordinación 
y Adhesión, incluyendo la correspondiente al registro referido en el inciso que antecede. En el caso, 
de que se advierta que el mobiliario, equipo o bienes adquiridos con los recursos presupuestarios 
federales transferidos con motivo del presente Convenio de Coordinación y Adhesión se encuentran 
subutilizados, éstos se transferirán a organizaciones legalmente constituidas con objetivos similares. 

u. Informar por escrito a la “CONAVIM”, en las fechas acordadas durante las visitas de seguimiento que 
ésta efectúe de conformidad con la CLÁUSULA TERCERA de este Convenio de Coordinación y 
Adhesión, sobre el cumplimiento a las observaciones y recomendaciones formuladas en las mismas. 

v. Proporcionar a las autoridades e instancias fiscalizadoras federales toda la información que permita 
la vigilancia y fiscalización de los recursos públicos otorgados, a fin de garantizar la transparencia y 
la rendición de cuentas en su aplicación. 

w. Instrumentar los mecanismos de transparencia y rendición de cuentas en la aplicación de los 
recursos presupuestarios federales ministrados para el desarrollo del “PROYECTO”. 

x. Informar a las mujeres a las que se brinda  el servicio de refugio, los derechos que adquieren por su 
ingreso a éste; las obligaciones de “LAS PARTES” derivadas de esta situación, así como las 
instancias ante las cuales podrán recurrir en caso de necesitar manifestarse, quejarse o denunciar 
algún acontecimiento suscitado dentro del “REFUGIO”, en los términos y condiciones previstos en su 
Mecanismo de Información a Usuarias establecido para tal efecto, el cual será requerido por 
“GOBERNACIÓN” durante las visitas de seguimiento que efectúe conforme a la CLÁUSULA 
TERCERA de este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

y. Contar con un programa interno de protección civil vigente durante el periodo de vigencia del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, avalado por la instancia competente en su localidad, 
que contemple: que el inmueble se encuentra con todas las condiciones de seguridad para poder 
estar en funcionamiento; la designación de un Comité Interno de Protección Civil, el señalamiento de 
rutas de evacuación, la realización de manera periódica de simulacros, así como la recarga y revisión 
de la caducidad de extintores, sistemas de red eléctrica, red de gas, red y depósitos de agua, entre 
otros elementos que la autoridad de protección civil determine. 

QUINTA. COMPROMISOS DE “LAS PARTES”. Además de lo previsto en los “LINEAMIENTOS” y la 
normatividad aplicable, para la realización del objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión,  
“LAS PARTES” se comprometen a lo siguiente: 

a. Asegurar la transparencia en la aplicación y comprobación de los recursos asignados en la 
CLÁUSULA SEGUNDA, que se hayan transferido, en virtud del presente Convenio de Coordinación 
y Adhesión. 
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b. Otorgar todas las facilidades para la rendición de cuentas, respecto a la utilización de los recursos 
aportados por el Ejecutivo Federal. 

c. Apegarse a los “LINEAMIENTOS”, Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria,  
Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás legislación aplicable en materia de subsidios. 

SEXTA. OBJETIVOS, ACTIVIDADES, INDICADORES Y METAS. Los objetivos, actividades, indicadores y 
metas de las acciones que se realicen para el cumplimiento del objeto del presente instrumento jurídico,  
se detallan en el Anexo 6. “Matriz de Indicadores para Resultados (MIR)” del SIR. 

SÉPTIMA. APLICACIÓN DE LOS RECURSOS. Los recursos presupuestarios federales a los que alude la 
CLÁUSULA SEGUNDA de este instrumento jurídico se destinarán en forma exclusiva para la ejecución del 
“PROYECTO”, en los términos previstos en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, así como el 
Anexo aprobado en el Grupo Revisor correspondiente. 

Conforme a lo anterior, los recursos presupuestarios federales transferidos y sus rendimientos financieros 
no podrán destinarse a conceptos previstos en el numeral 3.6.3 “Restricciones” y demás relativos de los 
“LINEAMIENTOS”, ni a acciones distintas a las contempladas en el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, y/o Anexo 3 del SIR. 

Los recursos transferidos, en virtud del presente instrumento jurídico que al 31 de diciembre de 2023 no 
hayan sido ejercidos en los términos estipulados en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, los 
“LINEAMIENTOS” y el Anexo 3, deberán ser reintegrados por el “REFUGIO” a la Tesorería de la federación 
TESOFE, a más tardar el 15 (quince) de enero del ejercicio fiscal siguiente. 

Asimismo, “LAS PARTES” convienen en que “GOBERNACIÓN” podrá suspender la ministración de los 
recursos, cuando se actualice alguno de los supuestos previstos en el numeral 4.6.4 “Causales de Suspensión 
de Recursos” de los “LINEAMIENTOS”. 

OCTAVA. REINTEGRO DE LOS RECURSOS. En caso de que el “REFUGIO” no erogue los recursos 
federales asignados, los recursos remanentes o saldos disponibles que presente al 31 de diciembre de 2023, 
deberán ser reintegrados a la TESOFE como lo disponen el artículo 54 de la LFPRH y el numeral 4.6.3 
“Recursos no Ejercidos” de los “LINEAMIENTOS”. 

El reintegro de los recursos a la TESOFE deberá realizarse conforme a las disposiciones aplicables en la 
materia, siendo responsabilidad del “REFUGIO” dar aviso por escrito y solicitar a la “CONAVIM” la línea de 
captura para realizar el reintegro correspondiente. Una vez que se otorgue la línea de captura al “REFUGIO”, 
éste deberá remitir a la “CONAVIM” copia de la documentación comprobatoria del reintegro realizado. 
Asimismo, el “REFUGIO” estará obligado a reintegrar a la TESOFE aquellos recursos que no sean aplicados a 
los fines para los que le fueron autorizados. 

NOVENA. FISCALIZACIÓN. El control, vigilancia y evaluación de los recursos federales a que se refiere el 
numeral 7. “Seguimiento, Control y Auditoría” de los “LINEAMIENTOS” corresponderá a “GOBERNACIÓN”, a 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a la Secretaría de la Función Pública, y a la Auditoría Superior de 
la Federación, conforme a las atribuciones que les confieren la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación y demás disposiciones aplicables, 
sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que, en coordinación con la Secretaría de la 
Función Pública, realice la Auditoria Superior de la Federación al “REFUGIO”. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 
Federal en que incurran los servidores públicos federales, estatales o locales, así como los particulares que 
intervengan en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este 
instrumento, serán sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

DÉCIMA. TRANSPARENCIA, RENDICIÓN DE CUENTAS Y ACCESO A LA INFORMACIÓN.  
“LAS PARTES” se comprometen a que la información que se genere con motivo de la aplicación del presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión, del seguimiento de proyectos y asignación de recursos para que 
operan los Refugios Especializados para Mujeres Víctimas de Violencia de Género, sus Hijas e Hijos, se 
apegará a lo establecido en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, Ley General de Protección de Datos Personales 
en Posesión de Sujetos Obligados, así como en lo estipulado en el artículo 55 de la Ley General de Acceso de 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 
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Asimismo, a efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, si “LAS PARTES” llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la 
otra Parte, por este medio se obligan a: (i) tratar dichos datos personales únicamente para efectos del 
desarrollo del Convenio de Coordinación y Adhesión; (ii) abstenerse de tratar los datos personales para 
finalidades distintas a las instruidas por la otra Parte; (iii) implementar las medidas de seguridad conforme a la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley Federal de Protección de Datos Personales en 
Posesión de los Particulares, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y las demás 
disposiciones aplicables; (iv) guardar confidencialidad respecto de los datos personales tratados; (v) suprimir 
los datos personales objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio de Coordinación y Adhesión 
y (vi) abstenerse de transferir los datos personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto ambas se obligan a respetar las disposiciones que sobre los mismos 
establece la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, según sea el caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el 
entendido de que ante la ausencia de consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben 
abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo de tratamiento sobre los mismos. 

DÉCIMA PRIMERA. RELACIÓN LABORAL.  El personal comisionado, contratado, designado o utilizado 
por cada una de “LAS PARTES” para la instrumentación, ejecución y operación de este Convenio de 
Coordinación y Adhesión y/o de los instrumentos que de él se deriven, continuará bajo la dirección y 
dependencia de la Parte a la que pertenezca, por lo que en ningún caso y bajo ningún motivo, la otra  Parte 
podrá ser considerada como patrón sustituto o solidario, quedando liberada de cualquier responsabilidad 
laboral, administrativa, fiscal, judicial, sindical, de seguridad social y/o de cualquier otra naturaleza que llegara 
a suscitarse. 

DÉCIMA SEGUNDA. PROPIEDAD INTELECTUAL. “LAS PARTES” acuerdan que la propiedad intelectual 
derivada de los trabajos realizados con motivo de este instrumento, tales como publicaciones de diversas 
categorías, artículos, folletos, entre otros, estarán sujetos a las disposiciones legales aplicables, otorgando el 
reconocimiento correspondiente a quienes hayan intervenido en la ejecución de estos trabajos. 

Por lo que hace a los derechos patrimoniales, éstos corresponderán a “GOBERNACIÓN” en términos de lo 
establecido en los artículos 24, 25, 83 y demás aplicables de la Ley Federal del Derecho de Autor. 

Por lo que hace a los derechos morales en todo momento se hará el reconocimiento a quienes hayan 
intervenido en la ejecución de los trabajos, en los términos de lo establecido en los artículos 19, 20 y 21 de la 
Ley Federal del Derecho de Autor. 

En todos los casos las publicaciones de trabajos que deriven del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión estarán sujetas previa autorización expresa de “GOBERNACIÓN”. 

El “REFUGIO”, asume toda la responsabilidad por las violaciones que se causen en materia de patentes, 
marcas o derechos de autor, con respecto al uso de los bienes o técnicas que utilice para llevar a efecto el 
objeto de este Convenio de Coordinación y Adhesión, liberando a “GOBERNACIÓN” de cualquier 
responsabilidad en que pudiera incurrir. 

DÉCIMA TERCERA. AVISOS Y COMUNICACIONES. “LAS PARTES” convienen que todos los avisos, 
comunicaciones y notificaciones que se realicen con motivo del objeto del presente instrumento jurídico, se 
llevarán a cabo por medio de la plataforma SIR o en la cuenta de correo electrónico registrada en este 
instrumento. 

Cualquier cambio de cuenta de correo electrónico de “LAS PARTES” deberá ser notificado por escrito a la 
otra Parte, con acuse de recibo respectivo y con al menos 5 (cinco) días naturales de anticipación a la fecha 
en que se pretenda que surta efectos ese cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán 
válidamente hechas en la cuenta de correo registrada en el SIR por “LAS PARTES”. 

DÉCIMA CUARTA. DESIGNACIÓN DE ENLACE. “LAS PARTES” convienen que, para efectos del 
presente instrumento, designan a los siguientes enlaces: 

POR “GOBERNACIÓN” POR EL “REFUGIO” 

  

refugios.conavim@segob.gob.mx secretariadelamujer2027@gmail.com 
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Las comunicaciones a través de correos electrónicos establecidos en la presente cláusula serán oficiales, 
por lo que, cualquier cambio de la dirección será notificada por este medio con 5 días naturales de 
anticipación a la fecha. 

DÉCIMA QUINTA. CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. Ninguna de “LAS PARTES” será responsable 
de cualquier retraso o incumplimiento en la realización del presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
que resulte directa o indirectamente de caso fortuito o fuerza mayor. En caso de que desaparezcan las causas 
que dieron origen al retraso o incumplimiento referido se restaurará la ejecución del presente instrumento. 

DÉCIMA SEXTA. CONSTANCIA DE CONCLUSIÓN. “LAS PARTES”, determinan que una vez que el 
informe final se considere completo y validado, y que hayan sido cubiertos los adeudos financieros, 
probatorios y cualitativos del ejercicio fiscal, la “CONAVIM” emitirá la Constancia de Conclusión 
correspondiente, la cual constituirá el cierre formal del ejercicio fiscal. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá darse por terminado cuando se presente alguno de los siguientes supuestos: 

a. Por estar satisfecho el objeto para el que fue celebrado, siempre que no existan obligaciones 
pendientes de cumplir por “LAS PARTES” y, en su caso, se haya realizado el reintegro de los 
recursos y rendimientos financieros. 

b. Por cualquiera de los previstos en términos del numeral 4.6.5 “Sanciones por incumplimiento” de los 
“LINEAMIENTOS”. 

Para tales efectos se levantará una minuta en la que: i) se harán constar las circunstancias específicas 
que se presenten y establezcan los términos en que se dará por concluida su ejecución; ii) se identifiquen los 
responsables del resguardo y conservación de la documentación justificativa y comprobatoria que se haya 
generado hasta ese momento; y iii) se señale lo procedente respecto al reintegro de los recursos y 
rendimientos financieros. 

DÉCIMA OCTAVA. MODIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión podrá modificarse de común acuerdo por escrito mediante el convenio modificatorio 
correspondiente, siempre y cuando sea por causas de fuerza mayor, y previa autorización de la Unidad 
Responsable. 

Acorde a la disponibilidad presupuestaria, podrá considerarse la ampliación de recursos en diferentes 
rubros, aun no estando considerados dentro del primer proyecto presentado, dando prioridad a la atención de 
situaciones relativas a algún caso fortuito o de fuerza mayor. 

DÉCIMA NOVENA. VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión surtirá efectos a partir 
de la fecha de su suscripción y se mantendrá vigente hasta el 31 de diciembre de 2023, sin perjuicio del 
cumplimiento de las acciones comprometidas por parte del “REFUGIO” debiéndose establecer en el 
“PROYECTO” aprobado, la atención estimada a mujeres, sus hijas e hijos usuarios del “REFUGIO”, para 
alcanzar las metas y actividades señaladas en el cronograma de actividades que para tal efecto se 
establezca. 

VIGÉSIMA. PUBLICACIÓN. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión se publicará en el DOF de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación y en el medio de difusión oficial de la 
Entidad Federativa, en un plazo de 60 días hábiles a partir de su suscripción. 

VIGÉSIMA PRIMERA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. El presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión es producto de la buena fe de “LAS PARTES”, por lo que, los conflictos que llegasen a presentarse 
respecto a su interpretación, formalización y cumplimiento será resuelto de mutuo acuerdo. 

En el supuesto de que subsista discrepancia, “LAS PARTES” están de acuerdo en someterse a la 
jurisdicción de los Tribunales Federales con residencia en la Ciudad de México. 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal de sus Cláusulas, lo firman en (4) cuatro 
ejemplares en la Ciudad de México el día 8 del mes de junio de 2023.- Por Gobernación: la Comisionada 
Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola Alanís Sámano.- Rúbrica.-  
Por la SEFINA: el Secretario de Finanzas y Administración, Raymundo Segura Estrada.- Rúbrica.- Por el 
Refugio: la Secretaria de la Mujer, Violeta Pino Girón.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación y Adhesión que celebran la Secretaría de Gobernación, a través de la Comisión 
Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, el Estado de México y el Sistema Municipal 
para el Desarrollo Integral para la Familia de Tlalnepantla de Baz, que tiene por objeto el otorgamiento de 
subsidio para el proyecto denominado R-2023-016, referente al Programa de Apoyo para Refugios Especializados 
para Mujeres Víctimas de Violencia de Género, sus Hijas e Hijos, para el ejercicio fiscal 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN Y ADHESIÓN QUE CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL POR 

CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ 

“GOBERNACIÓN”, A TRAVÉS DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA PREVENIR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA 

LAS MUJERES, EN LO SUCESIVO LA “CONAVIM”, REPRESENTADA POR SU TITULAR, MA FABIOLA ALANÍS 

SÁMANO COMISIONADA NACIONAL; Y POR LA OTRA PARTE, EL PODER EJECUTIVO DEL GOBIERNO DEL ESTADO 

LIBRE Y SOBERANO DE MÉXICO, A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS, EN ADELANTE LA “SECRETARÍA”, 

REPRESENTADA POR EL SECRETARIO DE FINANZAS, RODRIGO JARQUE LIRA Y EL SISTEMA MUNICIPAL PARA 

EL DESARROLLO INTEGRAL PARA LA FAMILIA DE TLALNEPANTLA DE BAZ, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR 

LA DIRECTORA GENERAL DEL DIF TLALNEPANTLA, MA. DE LOURDES MONTIEL PAREDES, DIRECTORA GENERAL, 

EN ADELANTE EL “REFUGIO”; A QUIENES ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ, 

“LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CONSTITUCIÓN), consagra en su artículo 1o. 
que, todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución 
establece. Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la 
CONSTITUCIÓN y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas 
la protección más amplia. 

Asimismo, que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

Por su parte, el artículo 4o. de la CONSTITUCIÓN dispone que toda persona tiene derecho a un medio 
ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. 

En ese tenor, el Gobierno Federal crea el Programa de Apoyo para Refugios Especializados para Mujeres 
Víctimas de Violencia de Género, sus Hijas e Hijos, como parte de una política pública integral con 
perspectiva de género, enfoque de derechos humanos e interculturalidad y visión de interseccionalidad que 
prevenga, atienda, sancione y erradique las violencias contra las mujeres. 

En ese contexto, a nivel internacional, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer, consagra el derecho a que se respete la integridad física, psíquica y moral de la 
mujer; así como la obligación del Estado a suministrar de manera progresiva, por medio de entidades del 
sector público y privado los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto 
de violencia, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia y, el cuidado y custodia de los 
menores afectados. 

En el ámbito nacional, la Ley General de Víctimas, establece en su artículo 114, fracciones I, VIII y IX que 
corresponde al Gobierno Federal, dentro de su ámbito de competencia, garantizar el ejercicio pleno de los 
derechos de las víctimas; celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia, y 
coadyuvar con las instituciones públicas o privadas dedicadas a la atención de víctimas; en términos de lo 
establecido en los artículos 8, fracción VI, 42, fracción VIII, 50, fracción VII, 51, fracción IV, 52, fracciones VI y 
VIII, 54, 55, 56, 57, 58 y 59 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia; 15 Bis, 
fracción III y 65 de su Reglamento; favorecer la instalación y el mantenimiento de refugios para las víctimas de 
violencia y sus hijas e hijos; ejecutar y dar seguimiento a las acciones del Programa, con la finalidad de 
evaluar su eficacia y rediseñar las acciones y medidas para avanzar en la eliminación de la violencia contra 
las mujeres; apoyar la creación, operación o el fortalecimiento de refugios para las víctimas, sus hijas e hijos; 
proporcionar un refugio seguro a las víctimas; contar con un refugio, mientras lo necesite; en los casos de 
violencia familiar, las mujeres que tengan hijas y/o hijos podrán acudir a los refugios con éstos; todas aquellas 
inherentes a la prevención, protección y atención de las personas que se encuentren en ellos. 
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Este Programa cuenta con el presupuesto de operación para el Ejercicio Fiscal 2023, de conformidad con 
lo establecido en el artículo Vigésimo Primero del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2023, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de noviembre del 2022, el cual asciende a la 
cantidad de $ 463,315,814.00 (Cuatrocientos sesenta y tres millones trescientos quince mil ochocientos 
catorce pesos 00/100 M.N). 

En términos del artículo 75 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), los 
subsidios deben sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia, publicidad, selectividad y 
temporalidad, para lo cual se deberá, entre otros: i) identificar con precisión a la población objetivo;  
ii) incorporar mecanismos periódicos de seguimiento, supervisión y evaluación que permitan ajustar las 
modalidades de su operación o decidir sobre su cancelación; iii) prever la temporalidad en su otorgamiento, 
y iv) reportar su ejercicio en los informes trimestrales. 

Derivado de lo anterior, “LAS PARTES” manifiestan formalizar el presente instrumento al tenor de las 
siguientes: 

DECLARACIONES 

I. “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1.  Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, según lo dispuesto por los 
artículos 90 de la CONSTITUCIÓN; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, y 1 del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación 
(RISEGOB). 

I.2.  La “CONAVIM” es un órgano administrativo desconcentrado de “GOBERNACIÓN”, de conformidad 
con los artículos 2, Apartado C, fracción V y 151 del RISEGOB, y el Decreto por el que se crea como 
órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la Comisión Nacional para 
Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, publicado en el DOF el 1 de junio de 2009. 

I.3.  La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola 
Alanís Sámano, cuenta con las facultades para la suscripción del presente Convenio de 
Coordinación, con fundamento en los artículos 115, fracción V y 151 del RISEGOB. 

I.4. Para dar cumplimiento al presente Convenio de Coordinación, cuenta con los recursos económicos 
suficientes en la partida presupuestal 43401, relativa a Subsidios a Entidades Federativas y 
Municipios, con número de Reporte General de Suficiencia Presupuestaria 00173. 

I.5.  Señala como su domicilio el ubicado en la Calle Dr. José María Vértiz número 852, piso 5, Colonia 
Narvarte, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de México. 

II.  La “SECRETARÍA”, declara que: 

II.1.  Con fundamento en los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 116 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 1, 2, 3 y 4 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, el 
Estado de México, es una Entidad Federativa que es parte integrante de la Federación, con territorio 
y población, libre y soberano en cuanto a su régimen interior, constituido como gobierno republicano, 
representativo y popular. 

II.2.   El Secretario de Finanzas, Rodrigo Jarque Lira, acredita su personalidad con el Nombramiento 
expedido a su favor por el Gobernador del Estado de México el 16 de septiembre de 2017; y cuenta 
con atribuciones para suscribir el presente instrumento jurídico, con fundamento en los artículos 78 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 3, 6, 15, 19, fracción III, 23 y 24 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México; 6 y 7, fracciones V del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas. 

II.3. Para todos los efectos jurídicos del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, señala como 
domicilio legal ubicado en Calle Sebastián Lerdo de Tejada número 300, Puerta 242, Colonia Toluca 
de Lerdo Centro, Código Postal 50000, Municipio de Toluca, Estado de México. 

III. El “REFUGIO” declara que: 

III.1.  La Directora General del DIF Tlalnepantla , Ma. de Lourdes Montiel Paredes, acredita su 
personalidad con el Nombramiento expedido a su favor por el Presidente Municipal Constitucional 
Marco Antonio Rodríguez Hurtado; y cuenta con las facultades suficientes para celebrar el presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión, según consta en el Instrumento número 4,487, Volumen 088, 
Folio 007, de fecha 21 de junio de 2022, otorgado ante la fe del Licenciado Jaime Vázquez Castillo, 
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Notario Público número 164, en la Ciudad de Tlalnepantla de Baz, Estado de México, en el cual se 
hizo constar la Protocolización del Acta correspondiente a la Tercera Sesión Extraordinaria de la 
Junta de Gobierno que otorga el Organismo Público Descentralizado de Asistencia Social 
denominado Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia de Tlalnepantla de Baz, en la 
que se hizo constar entre otros el otorgamiento del Poder General para Pleitos y Cobranzas, Actos 
de Administración, y Poder para otorgar y suscribir, y emitir Títulos de Crédito. 

III.2.  Dentro de su objeto de creación, se encuentran establecidas sus atribuciones en el Reglamento 
Interno del Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia de Tlalnepantla de Baz, Estado 
de México prevé en su artículo 103, fracción III, entre ellas, proporcionar a las mujeres víctimas de 
violencia extrema, sus hijas e hijos cuando así lo soliciten, protección, refugio, atención integral 
especializada desde la perspectiva de género, los derechos humanos y una doctrina a los derechos 
de la infancia, de acuerdo al “Modelo de Atención en Refugio para Mujeres Víctimas de Violencia y 
sus Hijas e Hijos”, del Instituto Nacional de las Mujeres, para el ingreso al refugio será necesario 
cumplir con el perfil y ser referida por una institución de primer contacto a víctimas de violencia de 
género; lo cual es congruente con el objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

III.3. Cuenta con el Registro Federal de Contribuyentes GEM850101BJ3, mismo que obra en el Sistema 
Informático de Refugios (SIR). 

III.4.  No se encuentra recibiendo apoyos o estímulos de naturaleza federal para el cumplimiento del 
objetivo del proyecto que le ha sido autorizado conforme a lo señalado en el numeral 3.6.3, la 
restricción marcada con el número 3. de los LINEAMIENTOS, cuyas actividades se encuentran 
descritas en los Anexos correspondientes del SIR. 

III.5. Cuenta con capacidad técnica, jurídica y de infraestructura, así como con el personal capacitado para 
realizar las actividades relacionadas a la atención psicológica, jurídica, de trabajo social y de atención 
a la salud de las mujeres víctimas de violencia y de género, y en su caso; a sus Hijas e Hijos, que le 
permiten dar estricto cumplimiento a lo estipulado en el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, así como a lo establecido en los LINEAMIENTOS. 

III.6. Conoce el contenido y alcance de la normativa vigente y específicamente en la atención de mujeres 
víctimas de violencia y de género, así como de las demás disposiciones a las que están sujetas los 
entes que operan Refugios para las mujeres y sus hijas e hijos que viven en situación de violencia. 

III.7. Conoce el contenido y alcance de los LINEAMIENTOS, además del marco jurídico aplicable a los 
compromisos que contrae con la suscripción del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

III.8. Para todos los efectos jurídicos del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, señala como 
domicilio legal ubicado en Calle Sebastián Lerdo de Tejada número 300, Puerta 242, Colonia Toluca 
de Lerdo Centro, Código Postal 50000, Municipio de Toluca, Estado de México. 

IV.  “LAS PARTES” declaran que: 

IV.1.  Reconocen en forma recíproca la personalidad con la que se ostentan y comparecen a la suscripción 
del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

IV.2.  Se obligan al cumplimiento de los preceptos establecidos en los “LINEAMIENTOS” y, en su caso, 
Acuerdos emitidos por la “CONAVIM”. 

IV.3.  Se comprometen a apegarse al Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 12 
de julio de 2019. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” sujetan su compromiso a la forma y términos que se establecen en 
las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión tiene por objeto el otorgamiento 
de subsidio, para llevar a cabo el proyecto denominado R-2023-016, en adelante el “PROYECTO”; que 
permitirá brindar protección y atención integral y especializada, a mujeres víctimas de violencia de género, y 
en su caso, a sus hijas e hijos; conforme a los alcances, objetivos, metas, indicadores, actividades, 
cronograma de actividades y monto autorizado por “GOBERNACIÓN”, que se detallan en los Anexos del SIR. 

Con el objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
“LAS PARTES” se sujetarán a lo estipulado en los “LINEAMIENTOS”, las Cláusulas del presente instrumento, 
así como de los Anexos correspondientes, y en las demás disposiciones jurídicas aplicables. 
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SEGUNDA. ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS. De conformidad con las disposiciones aplicables en la 
materia, “GOBERNACIÓN” transferirá al “REFUGIO”, los recursos presupuestarios federales, con el carácter 
de subsidios, a efecto de llevar a cabo las acciones correspondientes en términos de la CLÁUSULA PRIMERA 
de este Convenio de Coordinación y Adhesión, hasta por la cantidad de $3,832,655.94 (Tres millones 
ochocientos treinta y dos mil seiscientos cincuenta y cinco pesos 94/100 M.N.). 

Esta transferencia de recursos federales, con carácter de subsidio, se realizará en 2 (dos) ministraciones, 
al “REFUGIO” a través de la “SECRETARÍA” a la cuenta bancaria productiva específica aperturada para tal 
efecto, de conformidad con el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, y la que se 
identifica con los siguientes datos: 

Número cuenta: 01720141042824 

Número de CLABE: 127180001410428249 

Institución Bancaria: Banco Azteca 

Fecha de apertura: 16 de febrero de 2023 

 

Lo anterior, para el cumplimiento del objeto del presente instrumento en los términos siguientes: 

a.  La primera ministración de recursos presupuestarios federales se realizará dentro de los 30 (treinta) 
días hábiles posteriores a la fecha de celebración del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, por un monto de hasta $2,299,593.56 (Dos millones doscientos noventa y nueve mil 
quinientos noventa y tres pesos 56/100 M.N.), que se efectuará siempre y cuando, el “REFUGIO” 
haya hecho entrega previamente del Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI) en formato PDF 
y XML a nombre de “GOBERNACIÓN”. 

b.  La segunda ministración de recursos presupuestarios federales, se llevará a cabo durante el mes de 
agosto 2023, por la cantidad de $1,533,062.38 (Un millón quinientos treinta y tres mil sesenta y dos 
pesos 38/100 M.N.), que se efectuará siempre y cuando el “REFUGIO” haya enviado a 
“GOBERNACIÓN”, el primer Informe de Ejecución de Recurso asignado, manifestando la ejecución 
de cuando menos el 50% (cincuenta por ciento) de los recursos transferidos en la primera 
ministración; haya hecho entrega del (los) primer(os) informe(s) parcial(es) de las acciones, ejecución 
de los recursos, avance de resultados y documentación comprobatoria, así como el respectivo de 
rendimientos financieros que haya generado la cuenta bancaria productiva específica hasta ese 
momento; en términos de lo señalado en el “PROYECTO” que se describe en los Anexos del SIR, así 
como entregar previamente del Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI) en formato PDF y 
XML a nombre de “GOBERNACIÓN” que ampare esta segunda ministración. 

Los CFDI que entregue el “REFUGIO” para la recepción de las ministraciones antes señaladas, deberán 
cumplir con los requisitos establecidos en las disposiciones jurídicas aplicables y no deberán aludir  
a una donación. 

Los recursos presupuestarios federales transferidos para el cumplimiento del objeto del presente Convenio 
de Coordinación y Adhesión, no perderán su carácter de federal al ser ministrados al “REFUGIO” y, en 
consecuencia, estarán sujetos en todo momento a las disposiciones federales que regulan su aplicación, 
control y ejercicio. 

La aplicación de los recursos presupuestarios federales transferidos queda bajo la responsabilidad del 
“REFUGIO”, de su representante legal, y en su caso, de la persona que coordine el “PROYECTO”, de manera 
solidaria, de conformidad con los compromisos establecidos en el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión. 

Los recursos presupuestarios federales transferidos, se radicarán al “REFUGIO” y serán administrados por 
éste, en la cuenta bancaria aperturada para tal efecto, conforme a lo estipulado en los numerales 3.3 “Criterios 
de selectividad y requisitos”; y 4.7 “Entrega y Ejercicio de los Recursos” de los “LINEAMIENTOS”. 

TERCERA. COMPROMISOS DE “GOBERNACIÓN”. Además de los previstos en los “LINEAMIENTOS”, 
“GOBERNACIÓN”, a través de la “CONAVIM”, se obliga a: 

a. Transferir los recursos a que se refiere la CLÁUSULA SEGUNDA de este Convenio de Coordinación 
y Adhesión, absteniéndose de intervenir en el procedimiento de asignación de los contratos o de 
cualquier otro instrumento jurídico que formalice la “SECRETARÍA” para cumplir con el 
“PROYECTO”, y sin interferir de forma alguna en el procedimiento y mecanismo de supervisión 
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externo que defina esta última, durante la aplicación de los recursos destinados a su ejecución y 
demás actividades que se realicen para el cumplimiento de las condiciones técnicas, económicas, de 
tiempo, de cantidad y de calidad contratadas a través del “REFUGIO”. 

b. Verificar cuando así lo determine y en coordinación con el “REFUGIO”, la documentación que 
permita observar el correcto ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud 
del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, así como los rendimientos financieros 
generados; para lo cual este último se obliga a exhibir el original de la documentación que le sea 
requerida, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias 
competentes del Ejecutivo Federal. 

c. Considerando su disponibilidad presupuestaria, podrá practicar visitas de verificación por conducto 
del personal que al efecto se designe, a fin de observar la operación e instalaciones del “REFUGIO”; 
los avances en la ejecución del “PROYECTO”; el cumplimiento de las obligaciones estipuladas en el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión; así como el seguimiento de la aplicación de los 
recursos presupuestarios federales transferidos, y la presentación de los informes que el “REFUGIO” 
debe rendir a “GOBERNACIÓN”, a través de la “CONAVIM”. 

d. Verificar que la documentación que remita el “REFUGIO” para justificar y comprobar el ejercicio de 
los recursos presupuestarios federales transferidos y sus rendimientos financieros, cumplan con lo 
establecido en las disposiciones fiscales aplicables, así como con los requisitos estipulados en los 
correspondientes Anexos. 

e. Informar al “REFUGIO”, las observaciones y recomendaciones que deriven de las visitas antes 
señaladas, o de la documentación remitida, a fin de que el “REFUGIO” realice las acciones 
correctivas que resulten conducentes. 

f. En caso de que “GOBERNACIÓN”, detecte incumplimientos a los compromisos por parte del 
“REFUGIO”, deberá dar vista a las instancias federales competentes, para que procedan conforme a 
sus atribuciones. 

g. Los recursos presupuestarios federales que “GOBERNACIÓN” se compromete a transferir al 
“REFUGIO” a través de la “SECRETARÍA”, estarán sujetos a la disponibilidad presupuestaria y a las 
autorizaciones correspondientes, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables y de 
acuerdo con el calendario de ministración previsto en la CLÁUSULA SEGUNDA del presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión. 

h. Dentro de su ámbito de competencia, proporcionar al “REFUGIO” el apoyo y asesoría técnica que 
éste solicite para la profesionalización de los servicios de atención de las mujeres y sus hijas e hijos 
que viven violencia de género. 

i. En el supuesto en que los recursos presupuestarios federales no hayan sido aplicados por el 
“REFUGIO” para los fines determinados en este instrumento; la “CONAVIM” deberá aplicar  
las medidas que procedan de conformidad con la normativa vigente e informar lo conducente a las 
autoridades competentes. 

j. Apegarse a los “LINEAMIENTOS”, a lo estipulado en el presente instrumento, a Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás 
legislación aplicable en materia de subsidios. 

CUARTA. COMPROMISOS DEL “REFUGIO”. Además de los previstos en los “LINEAMIENTOS”,  
el “REFUGIO” se compromete a: 

a. Destinar los recursos presupuestarios federales en forma exclusiva para la ejecución y desarrollo del 
“PROYECTO”, en los términos previstos en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, los 
“LINEAMIENTOS” y Anexo 3 que obra en el SIR. 

b. Reintegrar a la Tesorería de la Federación a más tardar el 15 de enero de 2024, los recursos 
federales transferidos que, al 31 de diciembre de 2023, no hayan sido devengados en términos del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

c. Contar con su propio Modelo de Atención Integral, el cual debe ser congruente con las características 
del Modelo del “REFUGIO” y observar lo establecido en el Modelo de atención en refugios para 
mujeres víctimas de violencia, sus hijas e hijos emitido por el Instituto Nacional de las Mujeres 
(INMUJERES). 
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d. Rendir a “GOBERNACIÓN” informes cuantitativos (actividades, servicios y atenciones brindados) y 
cualitativos (operación del “REFUGIO”), así como de Ejecución del Recurso Asignado, incluidos los 
rendimientos financieros generados (desglose del ejercicio del recurso otorgado, con base en el 
“PROYECTO” aprobado). Asimismo, entregar los indicadores de desempeño, con la finalidad de 
garantizar que los recursos otorgados para la operación del “REFUGIO” sean ejecutados bajo los 
principios de legalidad, honestidad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, austeridad, 
transparencia, control, rendición de cuentas y equidad de género. 

e. Los informes cuantitativos, cualitativos y de Ejecución del Recurso Asignado, así como los 
indicadores de desempeño y la relación detallada de las erogaciones a que hace referencia la 
presente Cláusula, deberán entregarse a “GOBERNACIÓN”, por la persona facultada para tal efecto 
por parte del “REFUGIO”, con la periodicidad y conforme a los requisitos estipulados en los Anexos 
SIR, a los que deberá adjuntarse la documentación comprobatoria y justificatoria correspondiente, 
acompañada de los archivos electrónicos CFDI respectivos, así como el archivo electrónico con la 
verificación de Comprobantes Fiscales Digitales por Internet, emitido por el Servicio de 
Administración Tributaria. 

f. Cualquier incumplimiento por parte del “REFUGIO” a lo estipulado en el inciso d., o diferencia en el 
cálculo y/o registro de gastos, respecto de los recursos transferidos por “GOBERNACIÓN” para llevar 
a cabo las acciones del “PROYECTO”, será responsabilidad del “REFUGIO” y podrá dar lugar a la 
suspensión de las ministraciones subsecuentes de recursos, sin perjuicio de la obligación de este 
último, de reintegrar a la Tesorería de la Federación (TESOFE), los recursos presupuestarios 
federales transferidos, cuyo ejercicio no se haya comprobado en términos del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión y los correspondientes Anexos del SIR. 

g. Realizar las actividades del “PROYECTO” conforme al cronograma establecido y el presupuesto 
aprobado por “GOBERNACIÓN”, en los términos estipulados en los Anexos del SIR. 

h. Aportar los recursos humanos, materiales y financieros necesarios para el desarrollo del 
“PROYECTO”, en los términos descritos en los Anexos del SIR, sin perjuicio de los recursos 
federales que “GOBERNACIÓN” le transfiera conforme a la CLÁUSULA SEGUNDA de este 
Convenio de Coordinación y Adhesión. 

i. Aplicar los recursos presupuestarios federales transferidos, sujetándose a los objetivos, actividades, 
metas e indicadores a que se refiere el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, en el 
entendido de que no se aceptarán gastos que no estén relacionados con las actividades y ámbito de 
ejecución del “PROYECTO”, de conformidad con lo señalado en el numeral 3.6.2 de los 
“LINEAMIENTOS”. 

j. Responder por la integración y veracidad de la información técnica y financiera que presenten para el 
cumplimiento de los compromisos establecidos en el presente instrumento jurídico, particularmente, 
de aquélla generada con motivo de la aplicación, seguimiento, control, rendición de cuentas y 
transparencia de los recursos presupuestarios federales transferidos, en términos de las 
disposiciones jurídicas aplicables. 

k. Verificar que la documentación comprobatoria y justificadora del gasto de los recursos 
presupuestarios federales transferidos cumpla con los requisitos fiscales establecidos en las 
disposiciones federales aplicables, entre otros, aquéllos que determinan los artículos 29 y 29-A, del 
Código Fiscal de la Federación, los que deberán expedirse a nombre del “REFUGIO”. 

l. Presentar junto con el Informe de Ejecución del Recurso Asignado, tratándose del pago de los 
servicios de capacitación estipulados en los correspondientes Anexos del presente Convenio de 
Coordinación, para el Programa de Inserción Laboral, Programa de Profesionalización para 
Colaboradoras/es y Programa de Contención Emocional, además de la documentación y archivos 
electrónicos referidos en la fracción anterior, deberá entregarse evidencia documental de la 
impartición de estos servicios, tales como programa de trabajo, listas de asistencia y constancias. 

m. Brindar a las mujeres y sus hijas e hijos que viven en situación de violencia extrema, un espacio 
temporal de protección que cumpla con las características necesarias de seguridad, confidencialidad, 
guardias de vigilancia, ruta de evacuación y espacio arquitectónico adecuado para refugiar a la 
población usuaria vulnerable. 
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n. Proporcionar a la población usuaria del “REFUGIO”, la atención psicológica, jurídica, de trabajo social 
y de atención que requieran, en los términos previstos en el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión y los correspondientes Anexos. 

o. Establecer los mecanismos de coordinación y acciones necesarias que permitan referir a una usuaria 
a otro refugio, en el supuesto de que no haya espacio en el suyo para un nuevo ingreso; en cuyo 
caso deberá informar por escrito a “GOBERNACIÓN” de esta circunstancia. 

p. Mantener las instalaciones del “REFUGIO” en condiciones higiénicas adecuadas, a fin de brindar los 
servicios con empatía, calidad y calidez, evitando en todo momento el hacinamiento de las usuarias, 
así como de sus hijas e hijos. 

q. Contar con un sistema de contabilidad acorde con las normas y principios de contabilidad, apegados 
a la normatividad vigente de esa materia, a fin de determinar la correcta utilización de los recursos. 

r. Ejecutar las actividades que desarrolle en el marco del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión con apego al marco jurídico aplicable en la materia y a las recomendaciones que 
“GOBERNACIÓN” emita. 

s. Llevar a cabo un registro detallado de todo el mobiliario, equipo o bienes adquiridos con los recursos 
presupuestarios federales transferidos con motivo del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, para lo cual se deberá inventariar, etiquetar, resguardar y acreditar su utilización en los 
lugares que se destinen para su uso. 

t. Proporcionar a la “CONAVIM” la información y documentación que éste le requiera durante las visitas 
de seguimiento que efectúe conforme a la CLÁUSULA TERCERA de este Convenio de Coordinación 
y Adhesión, incluyendo la correspondiente al registro referido en el inciso que antecede. En el caso, 
de que se advierta que el mobiliario, equipo o bienes adquiridos con los recursos presupuestarios 
federales transferidos con motivo del presente Convenio de Coordinación y Adhesión se encuentran 
subutilizados, éstos se transferirán a organizaciones legalmente constituidas con objetivos similares. 

u. Informar por escrito a la “CONAVIM”, en las fechas acordadas durante las visitas de seguimiento que 
ésta efectúe de conformidad con la CLÁUSULA TERCERA de este Convenio de Coordinación y 
Adhesión, sobre el cumplimiento a las observaciones y recomendaciones formuladas en las mismas. 

v. Proporcionar a las autoridades e instancias fiscalizadoras federales toda la información que permita 
la vigilancia y fiscalización de los recursos públicos otorgados, a fin de garantizar la transparencia y 
la rendición de cuentas en su aplicación. 

w. Instrumentar los mecanismos de transparencia y rendición de cuentas en la aplicación de los 
recursos presupuestarios federales ministrados para el desarrollo del “PROYECTO”. 

x. Informar a las mujeres a las que se brinda  el servicio de refugio, los derechos que adquieren por su 
ingreso a éste; las obligaciones de “LAS PARTES” derivadas de esta situación, así como las 
instancias ante las cuales podrán recurrir en caso de necesitar manifestarse, quejarse o denunciar 
algún acontecimiento suscitado dentro del “REFUGIO”, en los términos y condiciones previstos en su 
Mecanismo de Información a Usuarias establecido para tal efecto, el cual será requerido por 
“GOBERNACIÓN” durante las visitas de seguimiento que efectúe conforme a la CLÁUSULA 
TERCERA de este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

y. Contar con un programa interno de protección civil vigente durante el periodo de vigencia del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, avalado por la instancia competente en su localidad, 
que contemple: que el inmueble se encuentra con todas las condiciones de seguridad para poder 
estar en funcionamiento; la designación de un Comité Interno de Protección Civil, el señalamiento de 
rutas de evacuación, la realización de manera periódica de simulacros, así como la recarga y revisión 
de la caducidad de extintores, sistemas de red eléctrica, red de gas, red y depósitos de agua, entre 
otros elementos que la autoridad de protección civil determine. 

QUINTA. COMPROMISOS DE “LAS PARTES”. Además de lo previsto en los “LINEAMIENTOS” y la 
normatividad aplicable, para la realización del objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión,  
“LAS PARTES” se comprometen a lo siguiente: 

a. Asegurar la transparencia en la aplicación y comprobación de los recursos asignados en la 
CLÁUSULA SEGUNDA, que se hayan transferido, en virtud del presente Convenio de Coordinación 
y Adhesión. 



Viernes 8 de septiembre de 2023 DIARIO OFICIAL 29 

b. Otorgar todas las facilidades para la rendición de cuentas, respecto a la utilización de los recursos 
aportados por el Ejecutivo Federal. 

c. Apegarse a los “LINEAMIENTOS”, Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, Ley 
General de Contabilidad Gubernamental y demás legislación aplicable en materia de subsidios. 

SEXTA. OBJETIVOS, ACTIVIDADES, INDICADORES Y METAS. Los objetivos, actividades, indicadores y 
metas de las acciones que se realicen para el cumplimiento del objeto del presente instrumento jurídico, se 
detallan en el Anexo 6. “Matriz de Indicadores para Resultados (MIR)” del SIR. 

SÉPTIMA. APLICACIÓN DE LOS RECURSOS. Los recursos presupuestarios federales a los que alude la 
CLÁUSULA SEGUNDA de este instrumento jurídico se destinarán en forma exclusiva para la ejecución del 
“PROYECTO”, en los términos previstos en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, así como el 
Anexo aprobado en el Grupo Revisor correspondiente. 

Conforme a lo anterior, los recursos presupuestarios federales transferidos y sus rendimientos financieros 
no podrán destinarse a conceptos previstos en el numeral 3.6.3 “Restricciones” y demás relativos de los 
“LINEAMIENTOS”, ni a acciones distintas a las contempladas en el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, y/o Anexo 3 del SIR. 

Los recursos transferidos, en virtud del presente instrumento jurídico que al 31 de diciembre de 2023 no 
hayan sido ejercidos en los términos estipulados en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, los 
“LINEAMIENTOS” y el Anexo 3, deberán ser reintegrados por el “REFUGIO” a la Tesorería de la federación 
(TESOFE), a más tardar el 15 (quince) de enero del ejercicio fiscal siguiente. 

Asimismo, “LAS PARTES” convienen en que “GOBERNACIÓN” podrá suspender la ministración de los 
recursos, cuando se actualice alguno de los supuestos previstos en el numeral 4.6.4 “Causales de Suspensión 
de Recursos” de los “LINEAMIENTOS”. 

OCTAVA. REINTEGRO DE LOS RECURSOS. En caso de que el “REFUGIO” no erogue los recursos 
federales asignados, los recursos remanentes o saldos disponibles que presente al 31 de diciembre de 2023, 
deberán ser reintegrados a la TESOFE como lo disponen el artículo 54 de la LFPRH y el numeral 4.6.3 
“Recursos no Ejercidos” de los “LINEAMIENTOS”. 

El reintegro de los recursos a la TESOFE deberá realizarse conforme a las disposiciones aplicables en la 
materia, siendo responsabilidad del “REFUGIO” dar aviso por escrito y solicitar a la “CONAVIM” la línea de 
captura para realizar el reintegro correspondiente. Una vez que se otorgue la línea de captura al “REFUGIO”, 
éste deberá remitir a la “CONAVIM” copia de la documentación comprobatoria del reintegro realizado. 
Asimismo, el “REFUGIO” estará obligado a reintegrar a la TESOFE aquellos recursos que no sean aplicados a 
los fines para los que le fueron autorizados. 

NOVENA. FISCALIZACIÓN. El control, vigilancia y evaluación de los recursos federales a que se refiere el 
numeral 7. “Seguimiento, Control y Auditoría” de los “LINEAMIENTOS” corresponderá a “GOBERNACIÓN”, a 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a la Secretaría de la Función Pública, y a la Auditoría Superior de 
la Federación, conforme a las atribuciones que les confieren la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación y demás disposiciones aplicables, 
sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que, en coordinación con la Secretaría de la 
Función Pública, realice la Auditoria Superior de la Federación al “REFUGIO”. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 
Federal en que incurran los servidores públicos federales, estatales o locales, así como los particulares que 
intervengan en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este 
instrumento, serán sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

DÉCIMA. TRANSPARENCIA, RENDICIÓN DE CUENTAS Y ACCESO A LA INFORMACIÓN.  
“LAS PARTES” se comprometen a que la información que se genere con motivo de la aplicación del presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión, del seguimiento de proyectos y asignación de recursos para que 
operan los Refugios Especializados para Mujeres Víctimas de Violencia de Género, sus Hijas e Hijos, se 
apegará a lo establecido en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, Ley General de Protección de Datos Personales 
en Posesión de Sujetos Obligados, así como en lo estipulado en el artículo 55 de la Ley General de Acceso de 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 
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Asimismo, a efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, si “LAS PARTES” llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la 
otra Parte, por este medio se obligan a: (i) tratar dichos datos personales únicamente para efectos del 
desarrollo del Convenio de Coordinación y Adhesión; (ii) abstenerse de tratar los datos personales para 
finalidades distintas a las instruidas por la otra Parte; (iii) implementar las medidas de seguridad conforme a la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley Federal de Protección de Datos Personales en 
Posesión de los Particulares, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y las demás 
disposiciones aplicables; (iv) guardar confidencialidad respecto de los datos personales tratados; (v) suprimir 
los datos personales objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio de Coordinación y Adhesión 
y (vi) abstenerse de transferir los datos personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto ambas se obligan a respetar las disposiciones que sobre los mismos 
establece la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, según sea el caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el 
entendido de que ante la ausencia de consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben 
abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo de tratamiento sobre los mismos. 

DÉCIMA PRIMERA. RELACIÓN LABORAL.  El personal comisionado, contratado, designado o utilizado 
por cada una de “LAS PARTES” para la instrumentación, ejecución y operación de este Convenio de 
Coordinación y Adhesión y/o de los instrumentos que de él se deriven, continuará bajo la dirección y 
dependencia de la Parte a la que pertenezca, por lo que en ningún caso y bajo ningún motivo, la otra  Parte 
podrá ser considerada como patrón sustituto o solidario, quedando liberada de cualquier responsabilidad 
laboral, administrativa, fiscal, judicial, sindical, de seguridad social y/o de cualquier otra naturaleza que llegara 
a suscitarse. 

DÉCIMA SEGUNDA. PROPIEDAD INTELECTUAL. “LAS PARTES” acuerdan que la propiedad intelectual 
derivada de los trabajos realizados con motivo de este instrumento, tales como publicaciones de diversas 
categorías, artículos, folletos, entre otros, estarán sujetos a las disposiciones legales aplicables, otorgando el 
reconocimiento correspondiente a quienes hayan intervenido en la ejecución de estos trabajos. 

Por lo que hace a los derechos patrimoniales, éstos corresponderán a “GOBERNACIÓN” en términos de lo 
establecido en los artículos 24, 25, 83 y demás aplicables de la Ley Federal del Derecho de Autor. 

Por lo que hace a los derechos morales en todo momento se hará el reconocimiento a quienes hayan 
intervenido en la ejecución de los trabajos, en los términos de lo establecido en los artículos 19, 20 y 21 de la 
Ley Federal del Derecho de Autor. 

En todos los casos las publicaciones de trabajos que deriven del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión estarán sujetas previa autorización expresa de “GOBERNACIÓN”. 

El “REFUGIO”, asume toda la responsabilidad por las violaciones que se causen en materia de patentes, 
marcas o derechos de autor, con respecto al uso de los bienes o técnicas que utilice para llevar a efecto el 
objeto de este Convenio de Coordinación y Adhesión, liberando a “GOBERNACIÓN” de cualquier 
responsabilidad en que pudiera incurrir. 

DÉCIMA TERCERA. AVISOS Y COMUNICACIONES. “LAS PARTES” convienen que todos los avisos, 
comunicaciones y notificaciones que se realicen con motivo del objeto del presente instrumento jurídico, se 
llevarán a cabo por medio de la plataforma SIR o en la cuenta de correo electrónico registrada en este 
instrumento. 

Cualquier cambio de cuenta de correo electrónico de “LAS PARTES” deberá ser notificado por escrito a la 
otra Parte, con acuse de recibo respectivo y con al menos 5 (cinco) días naturales de anticipación a la fecha 
en que se pretenda que surta efectos ese cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán 
válidamente hechas en la cuenta de correo registrada en el SIR por “LAS PARTES”. 

DÉCIMA CUARTA. DESIGNACIÓN DE ENLACE. “LAS PARTES” convienen que, para efectos del 
presente instrumento, designan a los siguientes enlaces: 

POR “GOBERNACIÓN” POR EL “REFUGIO” 

  

refugios.conavim@segob.gob.mx cedeim2022-2024@hotmail.com 
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Las comunicaciones a través de correos electrónicos establecidos en la presente cláusula serán oficiales, 
por lo que, cualquier cambio de la dirección será notificada por este medio con 5 días naturales de 
anticipación a la fecha. 

DÉCIMA QUINTA. CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. Ninguna de “LAS PARTES” será responsable 
de cualquier retraso o incumplimiento en la realización del presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
que resulte directa o indirectamente de caso fortuito o fuerza mayor. En caso de que desaparezcan las causas 
que dieron origen al retraso o incumplimiento referido se restaurará la ejecución del presente instrumento. 

DÉCIMA SEXTA. CONSTANCIA DE CONCLUSIÓN. “LAS PARTES”, determinan que una vez que el 
informe final se considere completo y validado, y que hayan sido cubiertos los adeudos financieros, 
probatorios y cualitativos del ejercicio fiscal, la “CONAVIM” emitirá la Constancia de Conclusión 
correspondiente, la cual constituirá el cierre formal del ejercicio fiscal. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá darse por terminado cuando se presente alguno de los siguientes supuestos: 

a. Por estar satisfecho el objeto para el que fue celebrado, siempre que no existan obligaciones 
pendientes de cumplir por “LAS PARTES” y, en su caso, se haya realizado el reintegro de los 
recursos y rendimientos financieros. 

b. Por cualquiera de los previstos en términos del numeral 4.6.5 “Sanciones por incumplimiento” de los 
“LINEAMIENTOS”. 

Para tales efectos se levantará una minuta en la que: i) se harán constar las circunstancias específicas 
que se presenten y establezcan los términos en que se dará por concluida su ejecución; ii) se identifiquen los 
responsables del resguardo y conservación de la documentación justificativa y comprobatoria que se haya 
generado hasta ese momento; y iii) se señale lo procedente respecto al reintegro de los recursos y 
rendimientos financieros. 

DÉCIMA OCTAVA. MODIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión podrá modificarse de común acuerdo por escrito mediante el convenio modificatorio 
correspondiente, siempre y cuando sea por causas de fuerza mayor, y previa autorización de la Unidad 
Responsable. 

Acorde a la disponibilidad presupuestaria, podrá considerarse la ampliación de recursos en diferentes 
rubros, aun no estando considerados dentro del primer proyecto presentado, dando prioridad a la atención de 
situaciones relativas a algún caso fortuito o de fuerza mayor. 

DÉCIMA NOVENA. VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión surtirá efectos a partir 
de la fecha de su suscripción y se mantendrá vigente hasta el 31 de diciembre de 2023, sin perjuicio del 
cumplimiento de las acciones comprometidas por parte del “REFUGIO” debiéndose establecer en el 
“PROYECTO” aprobado, la atención estimada a mujeres, sus hijas e hijos usuarios del “REFUGIO”, para 
alcanzar las metas y actividades señaladas en el cronograma de actividades que para tal efecto se 
establezca. 

VIGÉSIMA. PUBLICACIÓN. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión se publicará en el DOF de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación y en el medio de difusión oficial de la 
Entidad Federativa, en un plazo de 60 días hábiles a partir de su suscripción. 

VIGÉSIMA PRIMERA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. El presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión es producto de la buena fe de “LAS PARTES”, por lo que, los conflictos que llegasen a presentarse 
respecto a su interpretación, formalización y cumplimiento será resuelto de mutuo acuerdo. 

En el supuesto de que subsista discrepancia, “LAS PARTES” están de acuerdo en someterse a la 
jurisdicción de los Tribunales Federales con residencia en la Ciudad de México. 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal de sus Cláusulas, lo firman en (4) cuatro 
ejemplares en la Ciudad de México el día 5 del mes de abril de 2023.- Por Gobernación: la Comisionada 
Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola Alanís Sámano.- Rúbrica.-  
Por el Refugio: el Secretario de Finanzas, Rodrigo Jarque Lira.- Rúbrica.- La Directora General del DIF 
Tlalnepantla, Ma. de Lourdes Montiel Paredes.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación y Adhesión que celebran la Secretaría de Gobernación, a través de la Comisión 
Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, el Estado de México y la Secretaría de las 
Mujeres, que tiene por objeto el otorgamiento de subsidio para el proyecto denominado R-2023-077, referente al 
Programa de Apoyo para Refugios Especializados para Mujeres Víctimas de Violencia de Género, sus Hijas e 
Hijos, para el ejercicio fiscal 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN Y ADHESIÓN QUE CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL POR 

CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ 

“GOBERNACIÓN”, A TRAVÉS DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA PREVENIR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA 

LAS MUJERES, EN LO SUCESIVO LA “CONAVIM”, REPRESENTADA POR SU TITULAR MA FABIOLA ALANÍS 

SÁMANO; Y POR LA OTRA PARTE, EL PODER EJECUTIVO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE MÉXICO, A TRAVÉS DE 

LA SECRETARÍA DE FINANZAS, EN ADELANTE LA “SECRETARÍA”, REPRESENTADA POR RODRIGO JARQUE LIRA 

TITULAR DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS, Y POR LA SECRETARÍA DE LAS MUJERES, REPRESENTADO EN ESTE 

ACTO POR AURORA DENISSE UGALDE ALEGRÍA, SECRETARÍA DE LAS MUJERES, EN ADELANTE EL “REFUGIO”; A 

QUIENES ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ, “LAS PARTES”, AL TENOR  

DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CONSTITUCIÓN), consagra en su artículo 1o. 
que, todas las personas gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados 
internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la Constitución 
establece. Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con la 
CONSTITUCIÓN y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas 
la protección más amplia. 

Asimismo, que todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

Por su parte, el artículo 4o. de la CONSTITUCIÓN dispone que toda persona tiene derecho a un medio 
ambiente sano para su desarrollo y bienestar. El Estado garantizará el respeto a este derecho. 

En ese tenor, el Gobierno Federal crea el Programa de Apoyo para Refugios Especializados para Mujeres 
Víctimas de Violencia de Género, sus Hijas e Hijos, como parte de una política pública integral con 
perspectiva de género, enfoque de derechos humanos e interculturalidad y visión de interseccionalidad que 
prevenga, atienda, sancione y erradique las violencias contra las mujeres. 

En ese contexto, a nivel internacional, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra la Mujer, consagra el derecho a que se respete la integridad física, psíquica y moral de la 
mujer; así como la obligación del Estado a suministrar de manera progresiva, por medio de entidades del 
sector público y privado los servicios especializados apropiados para la atención necesaria a la mujer objeto 
de violencia, inclusive refugios, servicios de orientación para toda la familia y, el cuidado y custodia de los 
menores afectados. 

En el ámbito nacional, la Ley General de Víctimas, establece en su artículo 114, fracciones I, VIII y IX que 
corresponde al Gobierno Federal, dentro de su ámbito de competencia, garantizar el ejercicio pleno de los 
derechos de las víctimas; celebrar convenios de cooperación, coordinación y concertación en la materia, y 
coadyuvar con las instituciones públicas o privadas dedicadas a la atención de víctimas; en términos de lo 
establecido en los artículos 8, fracción VI, 42, fracción VIII, 50, fracción VII, 51, fracción IV, 52, fracciones VI y 
VIII, 54, 55, 56, 57, 58 y 59 de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia; 15 Bis, 
fracción III y 65 de su Reglamento; favorecer la instalación y el mantenimiento de refugios para las víctimas de 
violencia y sus hijas e hijos; ejecutar y dar seguimiento a las acciones del Programa, con la finalidad de 
evaluar su eficacia y rediseñar las acciones y medidas para avanzar en la eliminación de la violencia contra 
las mujeres; apoyar la creación, operación o el fortalecimiento de refugios para las víctimas, sus hijas e hijos; 
proporcionar un refugio seguro a las víctimas; contar con un refugio, mientras lo necesite; en los casos de 
violencia familiar, las mujeres que tengan hijas y/o hijos podrán acudir a los refugios con éstos; todas aquellas 
inherentes a la prevención, protección y atención de las personas que se encuentren en ellos. 
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Este Programa cuenta con el presupuesto de operación para el Ejercicio Fiscal 2023, de conformidad con 
lo establecido en el artículo Vigésimo Primero del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2023, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de noviembre del 2022, el cual asciende a la 
cantidad de $463,315,814.00 (Cuatrocientos sesenta y tres millones trescientos quince mil ochocientos 
catorce pesos 00/100 M.N). 

En términos del artículo 75 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (LFPRH), los 
subsidios deben sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia, publicidad, selectividad y 
temporalidad, para lo cual se deberá, entre otros: i) identificar con precisión a la población objetivo; 
ii) incorporar mecanismos periódicos de seguimiento, supervisión y evaluación que permitan ajustar las 
modalidades de su operación o decidir sobre su cancelación; iii) prever la temporalidad en su otorgamiento, 
y iv) reportar su ejercicio en los informes trimestrales. 

Derivado de lo anterior, “LAS PARTES” manifiestan formalizar el presente instrumento al tenor  
de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I. “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1.  Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, según lo dispuesto por 
los artículos 90 de la CONSTITUCIÓN; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, y 1 del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación 
(RISEGOB). 

I.2.  La “CONAVIM” es un órgano administrativo desconcentrado de “GOBERNACIÓN”, de 
conformidad con los artículos 2, Apartado C, fracción V y 151 del RISEGOB, y el Decreto por el 
que se crea como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la 
Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, publicado en el 
DOF el 1 de junio de 2009. 

I.3.  La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres Ma Fabiola 
Alanís Sámano, cuenta con las facultades para la suscripción del presente Convenio de 
Coordinación, con fundamento en los artículos 115, fracción V y 151 del RISEGOB. 

I.4. Para dar cumplimiento al presente Convenio de Coordinación, cuenta con los recursos 
económicos suficientes en la partida presupuestal 43401, relativa a Subsidios a Entidades 
Federativas y Municipios, con número de Reporte General de Suficiencia Presupuestaria 
00181. 

I.5.  Señala como su domicilio el ubicado en la Calle Dr. José María Vértiz número 852, piso 5, 
Colonia Narvarte, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020,  
Ciudad de México. 

II. La “SECRETARÍA”, declara que: 

II.1.  Con fundamento en los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 116 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, 3 y 4 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de México, el Estado de México es una Entidad Federativa que es parte integrante de la 
Federación, con territorio y población, libre y soberano en cuanto a su régimen interior, 
constituido como gobierno republicano, representativo y popular. 

II.2. El Secretario de Finanzas, Rodrigo Jarque Lira, acredita su personalidad con el nombramiento 
expedido a su favor por el Gobernador Constitucional del Estado de México de fecha 16 de 
septiembre de 2017; y cuenta con atribuciones para suscribir el presente instrumento jurídico, 
con fundamento en los artículos 78 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
México; 3, 6, 15, 19, fracción III, 23 y 24 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado de México, 6 y 7, fracciones V del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas. 

II.3. Para todos los efectos jurídicos del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, señala 
como domicilio legal ubicado en Calle Sebastián Lerdo de Tejada número 300, Puerta 242, 
Colonia Toluca de Lerdo Centro, Código Postal 50000, Municipio de Toluca, Estado de México. 
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III. El “REFUGIO” declara que: 

III.1.  La Secretaria de las Mujeres, Aurora Denisse Ugalde Alegría, acredita su personalidad con el 
nombramiento expedido a su favor por el Gobernador Constitucional del Estado de México de 
fecha 08 de diciembre de 2022; y cuenta con las facultades suficientes para celebrar el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, de conformidad con los artículos 78 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 3, 6, 15, 19, fracción XIX, 33, 
fracción XII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México; y 6, fracción 
XVII del Reglamento Interior de la Secretaría de las Mujeres.. 

III.2.  Dentro de su objeto de creación, se encuentran establecidas sus atribuciones de brindar 
protección integral de las mujeres, y la eliminación de cualquier tipo de discriminación que 
obstaculice el acceso igualitario a las oportunidades, el empoderamiento, y el ejercicio de sus 
derechos; lo cual es congruente con el objeto del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión. 

III.3. Cuenta con el Registro Federal de Contribuyentes GEM850101BJ3, mismo que obra en el 
Sistema Informático de Refugios (SIR). 

III.4.  No se encuentra recibiendo apoyos o estímulos de naturaleza federal para el cumplimiento del 
objetivo del proyecto que le ha sido autorizado conforme a lo señalado en el numeral 3.6.3, la 
restricción marcada con el número 3. de los LINEAMIENTOS, cuyas actividades se encuentran 
descritas en los Anexos correspondientes del SIR. 

III.5. Cuenta con capacidad técnica, jurídica y de infraestructura, así como con el personal 
capacitado para realizar las actividades relacionadas a la atención psicológica, jurídica, de 
trabajo social y de atención a la salud de las mujeres víctimas de violencia y de género, y en su 
caso; a sus Hijas e Hijos, que le permiten dar estricto cumplimiento a lo estipulado en el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, así como a lo establecido en los 
LINEAMIENTOS. 

III.6. Conoce el contenido y alcance de la normativa vigente y específicamente en la atención de 
mujeres víctimas de violencia y de género, así como de las demás disposiciones a las que 
están sujetas los entes que operan Refugios para las mujeres y sus hijas e hijos que viven en 
situación de violencia. 

III.7. Conoce el contenido y alcance de los LINEAMIENTOS, además del marco jurídico aplicable a 
los compromisos que contrae con la suscripción del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión. 

III.8. Para todos los efectos jurídicos del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, señala 
como domicilio legal ubicado en Avenida Miguel Hidalgo Poniente número 1031, Barrio San 
Bernardino, Código Postal 50080, Toluca, Estado de México. 

IV.  “LAS PARTES” declaran que: 

IV.1.  Reconocen en forma recíproca la personalidad con la que se ostentan y comparecen a la 
suscripción del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

IV.2.  Se obligan al cumplimiento de los preceptos establecidos en los “LINEAMIENTOS” y, en su 
caso, Acuerdos emitidos por la “CONAVIM”. 

IV.3.  Se comprometen a apegarse al Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 
12 de julio de 2019. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” sujetan su compromiso a la forma y términos que se establecen en 
las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión tiene por objeto el otorgamiento 
de subsidio, para llevar a cabo el proyecto denominado R-2023-077, en adelante el “PROYECTO”; que 
permitirá brindar protección y atención integral y especializada, a mujeres víctimas de violencia de género, y 
en su caso, a sus hijas e hijos; conforme a los alcances, objetivos, metas, indicadores, actividades, 
cronograma de actividades y monto autorizado por “GOBERNACIÓN”, que se detallan en los Anexos del SIR. 
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Con el objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
“LAS PARTES” se sujetarán a lo estipulado en los “LINEAMIENTOS”, las Cláusulas del presente instrumento, 
así como de los Anexos correspondientes, y en las demás disposiciones jurídicas aplicables. 

SEGUNDA. ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS. De conformidad con las disposiciones aplicables en la 
materia, “GOBERNACIÓN” transferirá al “REFUGIO”, los recursos presupuestarios federales, con el carácter 
de subsidios, a efecto de llevar a cabo las acciones correspondientes en términos de la CLÁUSULA PRIMERA 
de este Convenio de Coordinación y Adhesión, hasta por la cantidad de $1,343,497.05 (Un millón trescientos 
cuarenta y tres mil cuatrocientos noventa y siete pesos 05/100 M.N.). 

Esta transferencia de recursos federales, con carácter de subsidio, se realizará en 2 (dos) ministraciones, 
al “REFUGIO” a través de la “SECRETARÍA” a la cuenta bancaria productiva específica aperturada para tal 
efecto, de conformidad con el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, y la que se 
identifica con los siguientes datos: 

Número cuenta: 25604722849 

Número de CLABE: 044420256047228497 

Institución Bancaria: Scotiabank 

Banca Institucional 

Fecha de apertura:  16 de febrero de 2023 

 

Lo anterior, para el cumplimiento del objeto del presente instrumento en los términos siguientes: 

a.  La primera ministración de recursos presupuestarios federales se realizará dentro de los 30 (treinta) 
días hábiles posteriores a la fecha de celebración del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, por un monto de hasta $806,098.23 (Ochocientos seis mil noventa y ocho pesos 23/100 
M.N.), que se efectuará siempre y cuando, el “REFUGIO” haya hecho entrega previamente del 
Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI) en formato PDF y XML a nombre de 
“GOBERNACIÓN”. 

b.  La segunda ministración de recursos presupuestarios federales, se llevará a cabo durante el mes de 
septiembre 2023, por la cantidad de $537,398.82 (Quinientos treinta y siete mil trescientos noventa y 
ocho pesos 82/100 M.N.), que se efectuará siempre y cuando el “REFUGIO” haya enviado a 
“GOBERNACIÓN”, el primer Informe de Ejecución de Recurso asignado, manifestando la ejecución 
de cuando menos el 50% (cincuenta por ciento) de los recursos transferidos en la primera 
ministración; haya hecho entrega del (los) primer(os) informe(s) parcial(es) de las acciones, ejecución 
de los recursos, avance de resultados y documentación comprobatoria, así como el respectivo de 
rendimientos financieros que haya generado la cuenta bancaria productiva específica hasta ese 
momento; en términos de lo señalado en el “PROYECTO” que se describe en los Anexos del SIR, así 
como entregar previamente del Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI) en formato PDF y 
XML a nombre de “GOBERNACIÓN” que ampare esta segunda ministración. 

Los CFDI que entregue el “REFUGIO” para la recepción de las ministraciones antes señaladas, deberán 
cumplir con los requisitos establecidos en las disposiciones jurídicas aplicables y no deberán aludir a una 
donación. 

Los recursos presupuestarios federales transferidos para el cumplimiento del objeto del presente Convenio 
de Coordinación y Adhesión, no perderán su carácter de federal al ser ministrados al “REFUGIO” y, en 
consecuencia, estarán sujetos en todo momento a las disposiciones federales que regulan su aplicación, 
control y ejercicio. 

La aplicación de los recursos presupuestarios federales transferidos queda bajo la responsabilidad del 
“REFUGIO”, de su representante legal, y en su caso, de la persona que coordine el “PROYECTO”, de manera 
solidaria, de conformidad con los compromisos establecidos en el presente Convenio de Coordinación 
y Adhesión. 

Los recursos presupuestarios federales transferidos, se radicarán al “REFUGIO” y serán administrados por 
éste, en la cuenta bancaria aperturada para tal efecto, conforme a lo estipulado en los numerales 3.3 “Criterios 
de selectividad y requisitos”; y 4.7 “Entrega y Ejercicio de los Recursos” de los “LINEAMIENTOS”. 
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TERCERA. COMPROMISOS DE “GOBERNACIÓN”. Además de los previstos en los “LINEAMIENTOS”, 
“GOBERNACIÓN”, a través de la “CONAVIM”, se obliga a: 

a. Transferir los recursos a que se refiere la CLÁUSULA SEGUNDA de este Convenio de Coordinación 
y Adhesión, absteniéndose de intervenir en el procedimiento de asignación de los contratos o de 
cualquier otro instrumento jurídico que formalice la “SECRETARÍA” para cumplir con el 
“PROYECTO”, y sin interferir de forma alguna en el procedimiento y mecanismo de supervisión 
externo que defina esta última, durante la aplicación de los recursos destinados a su ejecución y 
demás actividades que se realicen para el cumplimiento de las condiciones técnicas, económicas, de 
tiempo, de cantidad y de calidad contratadas a través del “REFUGIO”. 

b. Verificar cuando así lo determine y en coordinación con el “REFUGIO”, la documentación que 
permita observar el correcto ejercicio de los recursos presupuestarios federales transferidos en virtud 
del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, así como los rendimientos financieros 
generados; para lo cual este último se obliga a exhibir el original de la documentación que le sea 
requerida, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias 
competentes del Ejecutivo Federal. 

c. Considerando su disponibilidad presupuestaria, podrá practicar visitas de verificación por conducto 
del personal que al efecto se designe, a fin de observar la operación e instalaciones del “REFUGIO”; 
los avances en la ejecución del “PROYECTO”; el cumplimiento de las obligaciones estipuladas en el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión; así como el seguimiento de la aplicación de los 
recursos presupuestarios federales transferidos, y la presentación de los informes que el “REFUGIO” 
debe rendir a “GOBERNACIÓN”, a través de la “CONAVIM”. 

d. Verificar que la documentación que remita el “REFUGIO” para justificar y comprobar el ejercicio de 
los recursos presupuestarios federales transferidos y sus rendimientos financieros, cumplan con lo 
establecido en las disposiciones fiscales aplicables, así como con los requisitos estipulados en los 
correspondientes Anexos. 

e. Informar al “REFUGIO”, las observaciones y recomendaciones que deriven de las visitas antes 
señaladas, o de la documentación remitida, a fin de que el “REFUGIO” realice las acciones 
correctivas que resulten conducentes. 

f. En caso de que “GOBERNACIÓN”, detecte incumplimientos a los compromisos por parte del 
“REFUGIO”, deberá dar vista a las instancias federales competentes, para que procedan conforme a 
sus atribuciones. 

g. Los recursos presupuestarios federales que “GOBERNACIÓN” se compromete a transferir al 
“REFUGIO” a través de la “SECRETARÍA”, estarán sujetos a la disponibilidad presupuestaria y a las 
autorizaciones correspondientes, de conformidad con las disposiciones jurídicas aplicables y de 
acuerdo con el calendario de ministración previsto en la CLÁUSULA SEGUNDA del presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión. 

h. Dentro de su ámbito de competencia, proporcionar al “REFUGIO” el apoyo y asesoría técnica que 
éste solicite para la profesionalización de los servicios de atención de las mujeres y sus hijas e hijos 
que viven violencia de género. 

i. En el supuesto en que los recursos presupuestarios federales no hayan sido aplicados por el 
“REFUGIO” para los fines determinados en este instrumento; la “CONAVIM” deberá aplicar las 
medidas que procedan de conformidad con la normativa vigente e informar lo conducente a las 
autoridades competentes. 

j. Apegarse a los “LINEAMIENTOS”, a lo estipulado en el presente instrumento, a Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás 
legislación aplicable en materia de subsidios. 

CUARTA. COMPROMISOS DEL “REFUGIO”. Además de los previstos en los “LINEAMIENTOS”, el 
“REFUGIO” se compromete a: 

a. Destinar los recursos presupuestarios federales en forma exclusiva para la ejecución y desarrollo del 
“PROYECTO”, en los términos previstos en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, los 
“LINEAMIENTOS” y Anexo 3 que obra en el SIR. 
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b. Reintegrar a la Tesorería de la Federación (TESOFE) a más tardar el 15 de enero de 2024, los 
recursos federales transferidos que al 31 de diciembre de 2023, no hayan sido devengados en 
términos del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

c. Contar con su propio Modelo de Atención Integral, el cual debe ser congruente con las características 
del Modelo del “REFUGIO” y observar lo establecido en el Modelo de atención en refugios para 
mujeres víctimas de violencia, sus hijas e hijos emitido por el Instituto Nacional de las Mujeres 
(INMUJERES). 

d. Rendir a “GOBERNACIÓN” informes cuantitativos (actividades, servicios y atenciones brindados) y 
cualitativos (operación del “REFUGIO”), así como de Ejecución del Recurso Asignado, incluidos los 
rendimientos financieros generados (desglose del ejercicio del recurso otorgado, con base en el 
“PROYECTO” aprobado). Asimismo, entregar los indicadores de desempeño, con la finalidad de 
garantizar que los recursos otorgados para la operación del “REFUGIO” sean ejecutados bajo los 
principios de legalidad, honestidad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, austeridad, 
transparencia, control, rendición de cuentas y equidad de género. 

e. Los informes cuantitativos, cualitativos y de Ejecución del Recurso Asignado, así como los 
indicadores de desempeño y la relación detallada de las erogaciones a que hace referencia la 
presente Cláusula, deberán entregarse a “GOBERNACIÓN”, por la persona facultada para tal efecto 
por parte del “REFUGIO”, con la periodicidad y conforme a los requisitos estipulados en los Anexos 
SIR, a los que deberá adjuntarse la documentación comprobatoria y justificatoria correspondiente, 
acompañada de los archivos electrónicos CFDI respectivos, así como el archivo electrónico con la 
verificación de Comprobantes Fiscales Digitales por Internet, emitido por el Servicio de 
Administración Tributaria. 

f. Cualquier incumplimiento por parte del “REFUGIO” a lo estipulado en el inciso d., o diferencia en el 
cálculo y/o registro de gastos, respecto de los recursos transferidos por “GOBERNACIÓN” para llevar 
a cabo las acciones del “PROYECTO”, será responsabilidad del “REFUGIO” y podrá dar lugar a la 
suspensión de las ministraciones subsecuentes de recursos, sin perjuicio de la obligación de este 
último, de reintegrar a la TESOFE, los recursos presupuestarios federales transferidos, cuyo ejercicio 
no se haya comprobado en términos del presente Convenio de Coordinación y Adhesión y los 
correspondientes Anexos del SIR. 

g. Realizar las actividades del “PROYECTO” conforme al cronograma establecido y el presupuesto 
aprobado por “GOBERNACIÓN”, en los términos estipulados en los Anexos del SIR. 

h. Aportar los recursos humanos, materiales y financieros necesarios para el desarrollo del 
“PROYECTO”, en los términos descritos en los Anexos del SIR, sin perjuicio de los recursos 
federales que “GOBERNACIÓN” le transfiera conforme a la CLÁUSULA SEGUNDA de este 
Convenio de Coordinación y Adhesión. 

i. Aplicar los recursos presupuestarios federales transferidos, sujetándose a los objetivos, actividades, 
metas e indicadores a que se refiere el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, en el 
entendido de que no se aceptarán gastos que no estén relacionados con las actividades y ámbito de 
ejecución del “PROYECTO”, de conformidad con lo señalado en el numeral 3.6.2 de los 
“LINEAMIENTOS”. 

j. Responder por la integración y veracidad de la información técnica y financiera que presenten para el 
cumplimiento de los compromisos establecidos en el presente instrumento jurídico, particularmente, 
de aquélla generada con motivo de la aplicación, seguimiento, control, rendición de cuentas y 
transparencia de los recursos presupuestarios federales transferidos, en términos de las 
disposiciones jurídicas aplicables. 

k. Verificar que la documentación comprobatoria y justificadora del gasto de los recursos 
presupuestarios federales transferidos cumpla con los requisitos fiscales establecidos en las 
disposiciones federales aplicables, entre otros, aquéllos que determinan los artículos 29 y 29-A, del 
Código Fiscal de la Federación, los que deberán expedirse a nombre del “REFUGIO”. 

l. Presentar junto con el Informe de Ejecución del Recurso Asignado, tratándose del pago de los 
servicios de capacitación estipulados en los correspondientes Anexos del presente Convenio de 
Coordinación, para el Programa de Inserción Laboral, Programa de Profesionalización para 
Colaboradoras/es y Programa de Contención Emocional, además de la documentación y archivos 
electrónicos referidos en la fracción anterior, deberá entregarse evidencia documental de la 
impartición de estos servicios, tales como programa de trabajo, listas de asistencia y constancias. 
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m. Brindar a las mujeres y sus hijas e hijos que viven en situación de violencia extrema, un espacio 
temporal de protección que cumpla con las características necesarias de seguridad, confidencialidad, 
guardias de vigilancia, ruta de evacuación y espacio arquitectónico adecuado para refugiar a la 
población usuaria vulnerable. 

n. Proporcionar a la población usuaria del “REFUGIO”, la atención psicológica, jurídica, de trabajo social 
y de atención que requieran, en los términos previstos en el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión y los correspondientes Anexos. 

o. Establecer los mecanismos de coordinación y acciones necesarias que permitan referir a una usuaria 
a otro refugio, en el supuesto de que no haya espacio en el suyo para un nuevo ingreso; en cuyo 
caso deberá informar por escrito a “GOBERNACIÓN” de esta circunstancia. 

p. Mantener las instalaciones del “REFUGIO” en condiciones higiénicas adecuadas, a fin de brindar los 
servicios con empatía, calidad y calidez, evitando en todo momento el hacinamiento de las usuarias, 
así como de sus hijas e hijos. 

q. Contar con un sistema de contabilidad acorde con las normas y principios de contabilidad, apegados 
a la normatividad vigente de esa materia, a fin de determinar la correcta utilización de los recursos. 

r. Ejecutar las actividades que desarrolle en el marco del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión con apego al marco jurídico aplicable en la materia y a las recomendaciones que 
“GOBERNACIÓN” emita. 

s. Llevar a cabo un registro detallado de todo el mobiliario, equipo o bienes adquiridos con los recursos 
presupuestarios federales transferidos con motivo del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, para lo cual se deberá inventariar, etiquetar, resguardar y acreditar su utilización en los 
lugares que se destinen para su uso. 

t. Proporcionar a la “CONAVIM” la información y documentación que éste le requiera durante las visitas 
de seguimiento que efectúe conforme a la CLÁUSULA TERCERA de este Convenio de Coordinación 
y Adhesión, incluyendo la correspondiente al registro referido en el inciso que antecede. En el caso, 
de que se advierta que el mobiliario, equipo o bienes adquiridos con los recursos presupuestarios 
federales transferidos con motivo del presente Convenio de Coordinación y Adhesión se encuentran 
subutilizados, éstos se transferirán a organizaciones legalmente constituidas con objetivos similares. 

u. Informar por escrito a la “CONAVIM”, en las fechas acordadas durante las visitas de seguimiento que 
ésta efectúe de conformidad con la CLÁUSULA TERCERA de este Convenio de Coordinación y 
Adhesión, sobre el cumplimiento a las observaciones y recomendaciones formuladas en las mismas. 

v. Proporcionar a las autoridades e instancias fiscalizadoras federales toda la información que permita 
la vigilancia y fiscalización de los recursos públicos otorgados, a fin de garantizar la transparencia y 
la rendición de cuentas en su aplicación. 

w. Instrumentar los mecanismos de transparencia y rendición de cuentas en la aplicación de los 
recursos presupuestarios federales ministrados para el desarrollo del “PROYECTO”. 

x. Informar a las mujeres a las que se brinda  el servicio de refugio, los derechos que adquieren por su 
ingreso a éste; las obligaciones de “LAS PARTES” derivadas de esta situación, así como las 
instancias ante las cuales podrán recurrir en caso de necesitar manifestarse, quejarse o denunciar 
algún acontecimiento suscitado dentro del “REFUGIO”, en los términos y condiciones previstos en su 
Mecanismo de Información a Usuarias establecido para tal efecto, el cual será requerido por 
“GOBERNACIÓN” durante las visitas de seguimiento que efectúe conforme a la CLÁUSULA 
TERCERA de este Convenio de Coordinación y Adhesión. 

y. Contar con un programa interno de protección civil vigente durante el periodo de vigencia del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, avalado por la instancia competente en su localidad, 
que contemple: que el inmueble se encuentra con todas las condiciones de seguridad para poder 
estar en funcionamiento; la designación de un Comité Interno de Protección Civil, el señalamiento de 
rutas de evacuación, la realización de manera periódica de simulacros, así como la recarga y revisión 
de la caducidad de extintores, sistemas de red eléctrica, red de gas, red y depósitos de agua, entre 
otros elementos que la autoridad de protección civil determine. 

QUINTA. COMPROMISOS DE “LAS PARTES”. Además de lo previsto en los “LINEAMIENTOS” y la 
normatividad aplicable, para la realización del objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión,  
“LAS PARTES” se comprometen a lo siguiente: 

a. Asegurar la transparencia en la aplicación y comprobación de los recursos asignados en la 
CLÁUSULA SEGUNDA, que se hayan transferido, en virtud del presente Convenio de Coordinación  
y Adhesión. 
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b. Otorgar todas las facilidades para la rendición de cuentas, respecto a la utilización de los recursos 
aportados por el Ejecutivo Federal. 

c. Apegarse a los “LINEAMIENTOS”, Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, Ley 
General de Contabilidad Gubernamental y demás legislación aplicable en materia de subsidios. 

SEXTA. OBJETIVOS, ACTIVIDADES, INDICADORES Y METAS. Los objetivos, actividades, indicadores y 
metas de las acciones que se realicen para el cumplimiento del objeto del presente instrumento jurídico, se 
detallan en el Anexo 6. “Matriz de Indicadores para Resultados (MIR)” del SIR. 

SÉPTIMA. APLICACIÓN DE LOS RECURSOS. Los recursos presupuestarios federales a los que alude la 
CLÁUSULA SEGUNDA de este instrumento jurídico se destinarán en forma exclusiva para la ejecución del 
“PROYECTO”, en los términos previstos en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, así como el 
Anexo aprobado en el Grupo Revisor correspondiente. 

Conforme a lo anterior, los recursos presupuestarios federales transferidos y sus rendimientos financieros 
no podrán destinarse a conceptos previstos en el numeral 3.6.3 “Restricciones” y demás relativos de los 
“LINEAMIENTOS”, ni a acciones distintas a las contempladas en el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, y/o Anexo 3 del SIR. 

Los recursos transferidos, en virtud del presente instrumento jurídico que al 31 de diciembre de 2023 no 
hayan sido ejercidos en los términos estipulados en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, los 
“LINEAMIENTOS” y el Anexo 3, deberán ser reintegrados por el “REFUGIO” a la TESOFE, a más tardar el 15 
(quince) de enero del ejercicio fiscal siguiente. 

Asimismo, “LAS PARTES” convienen en que “GOBERNACIÓN” podrá suspender la ministración de los 
recursos, cuando se actualice alguno de los supuestos previstos en el numeral 4.6.4 “Causales de Suspensión 
de Recursos” de los “LINEAMIENTOS”. 

OCTAVA. REINTEGRO DE LOS RECURSOS. En caso de que el “REFUGIO” no erogue los recursos 
federales asignados, los recursos remanentes o saldos disponibles que presente al 31 de diciembre de 2023, 
deberán ser reintegrados a la TESOFE como lo disponen el artículo 54 de la LFPRH y el numeral 4.6.3 
“Recursos no Ejercidos” de los “LINEAMIENTOS”. 

El reintegro de los recursos a la TESOFE deberá realizarse conforme a las disposiciones aplicables en la 
materia, siendo responsabilidad del “REFUGIO” dar aviso por escrito y solicitar a la “CONAVIM” la línea de 
captura para realizar el reintegro correspondiente. Una vez que se otorgue la línea de captura al “REFUGIO”, 
éste deberá remitir a la “CONAVIM” copia de la documentación comprobatoria del reintegro realizado. 
Asimismo, el “REFUGIO” estará obligado a reintegrar a la TESOFE aquellos recursos que no sean aplicados a 
los fines para los que le fueron autorizados. 

NOVENA. FISCALIZACIÓN. El control, vigilancia y evaluación de los recursos federales a que se refiere el 
numeral 7. “Seguimiento, Control y Auditoría” de los “LINEAMIENTOS” corresponderá a “GOBERNACIÓN”, a 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a la Secretaría de la Función Pública, y a la Auditoría Superior de 
la Federación, conforme a las atribuciones que les confieren la Ley Orgánica de la Administración Pública 
Federal, la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación y demás disposiciones aplicables, 
sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que, en coordinación con la Secretaría de la 
Función Pública, realice la Auditoria Superior de la Federación al “REFUGIO”. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 
Federal en que incurran los servidores públicos federales, estatales o locales, así como los particulares que 
intervengan en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este 
instrumento, serán sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

DÉCIMA. TRANSPARENCIA, RENDICIÓN DE CUENTAS Y ACCESO A LA INFORMACIÓN. 
“LAS PARTES” se comprometen a que la información que se genere con motivo de la aplicación del presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión, del seguimiento de proyectos y asignación de recursos para que 
operan los Refugios Especializados para Mujeres Víctimas de Violencia de Género, sus Hijas e Hijos, se 
apegará a lo establecido en la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, Ley General de Protección de Datos Personales 
en Posesión de Sujetos Obligados, así como en lo estipulado en el artículo 55 de la Ley General de Acceso de 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 
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Asimismo, a efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, si “LAS PARTES” llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la 
otra Parte, por este medio se obligan a: (i) tratar dichos datos personales únicamente para efectos del 
desarrollo del Convenio de Coordinación y Adhesión; (ii) abstenerse de tratar los datos personales para 
finalidades distintas a las instruidas por la otra Parte; (iii) implementar las medidas de seguridad conforme a la 
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos 
Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley Federal de Protección de Datos Personales en 
Posesión de los Particulares, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y las demás 
disposiciones aplicables; (iv) guardar confidencialidad respecto de los datos personales tratados; (v) suprimir 
los datos personales objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio de Coordinación y Adhesión 
y (vi) abstenerse de transferir los datos personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto ambas se obligan a respetar las disposiciones que sobre los mismos 
establece la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, según sea el caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el 
entendido de que ante la ausencia de consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben 
abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo de tratamiento sobre los mismos. 

DÉCIMA PRIMERA. RELACIÓN LABORAL.  El personal comisionado, contratado, designado o utilizado 
por cada una de “LAS PARTES” para la instrumentación, ejecución y operación de este Convenio de 
Coordinación y Adhesión y/o de los instrumentos que de él se deriven, continuará bajo la dirección y 
dependencia de la Parte a la que pertenezca, por lo que en ningún caso y bajo ningún motivo, la otra  Parte 
podrá ser considerada como patrón sustituto o solidario, quedando liberada de cualquier responsabilidad 
laboral, administrativa, fiscal, judicial, sindical, de seguridad social y/o de cualquier otra naturaleza que llegara 
a suscitarse. 

DÉCIMA SEGUNDA. PROPIEDAD INTELECTUAL. “LAS PARTES” acuerdan que la propiedad intelectual 
derivada de los trabajos realizados con motivo de este instrumento, tales como publicaciones de diversas 
categorías, artículos, folletos, entre otros, estarán sujetos a las disposiciones legales aplicables, otorgando el 
reconocimiento correspondiente a quienes hayan intervenido en la ejecución de estos trabajos. 

Por lo que hace a los derechos patrimoniales, éstos corresponderán a “GOBERNACIÓN” en términos de lo 
establecido en los artículos 24, 25, 83 y demás aplicables de la Ley Federal del Derecho de Autor. 

Por lo que hace a los derechos morales en todo momento se hará el reconocimiento a quienes hayan 
intervenido en la ejecución de los trabajos, en los términos de lo establecido en los artículos 19, 20 y 21 de la 
Ley Federal del Derecho de Autor. 

En todos los casos las publicaciones de trabajos que deriven del presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión estarán sujetas previa autorización expresa de “GOBERNACIÓN”. 

El “REFUGIO”, asume toda la responsabilidad por las violaciones que se causen en materia de patentes, 
marcas o derechos de autor, con respecto al uso de los bienes o técnicas que utilice para llevar a efecto el 
objeto de este Convenio de Coordinación y Adhesión, liberando a “GOBERNACIÓN” de cualquier 
responsabilidad en que pudiera incurrir. 

DÉCIMA TERCERA. AVISOS Y COMUNICACIONES. “LAS PARTES” convienen que todos los avisos, 
comunicaciones y notificaciones que se realicen con motivo del objeto del presente instrumento jurídico, se 
llevarán a cabo por medio de la plataforma SIR o en la cuenta de correo electrónico registrada en este 
instrumento. 

Cualquier cambio de cuenta de correo electrónico de “LAS PARTES” deberá ser notificado por escrito a la 
otra Parte, con acuse de recibo respectivo y con al menos 5 (cinco) días naturales de anticipación a la fecha 
en que se pretenda que surta efectos ese cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán 
válidamente hechas en la cuenta de correo registrada en el SIR por “LAS PARTES”. 

DÉCIMA CUARTA. DESIGNACIÓN DE ENLACE. “LAS PARTES” convienen que, para efectos del 
presente instrumento, designan a los siguientes enlaces: 

POR “GOBERNACIÓN” POR EL “REFUGIO” 

  

refugios.conavim@segob.gob.mx planeacionestra.semujeres@edomex.gob.mx 

uippe.semujeres@edomex.gob.mx 
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Las comunicaciones a través de correos electrónicos establecidos en la presente cláusula serán oficiales, 
por lo que, cualquier cambio de la dirección será notificada por este medio con 5 días naturales de 
anticipación a la fecha. 

DÉCIMA QUINTA. CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. Ninguna de “LAS PARTES” será responsable 
de cualquier retraso o incumplimiento en la realización del presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
que resulte directa o indirectamente de caso fortuito o fuerza mayor. En caso de que desaparezcan las causas 
que dieron origen al retraso o incumplimiento referido se restaurará la ejecución del presente instrumento. 

DÉCIMA SEXTA. CONSTANCIA DE CONCLUSIÓN. “LAS PARTES”, determinan que una vez que el 
informe final se considere completo y validado, y que hayan sido cubiertos los adeudos financieros, 
probatorios y cualitativos del ejercicio fiscal, la “CONAVIM” emitirá la Constancia de Conclusión 
correspondiente, la cual constituirá el cierre formal del ejercicio fiscal. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión 
podrá darse por terminado cuando se presente alguno de los siguientes supuestos: 

a. Por estar satisfecho el objeto para el que fue celebrado, siempre que no existan obligaciones 
pendientes de cumplir por “LAS PARTES” y, en su caso, se haya realizado el reintegro de los 
recursos y rendimientos financieros. 

b. Por cualquiera de los previstos en términos del numeral 4.6.5 “Sanciones por incumplimiento” de los 
“LINEAMIENTOS”. 

Para tales efectos se levantará una minuta en la que: i) se harán constar las circunstancias específicas 
que se presenten y establezcan los términos en que se dará por concluida su ejecución; ii) se identifiquen los 
responsables del resguardo y conservación de la documentación justificativa y comprobatoria que se haya 
generado hasta ese momento; y iii) se señale lo procedente respecto al reintegro de los recursos y 
rendimientos financieros. 

DÉCIMA OCTAVA. MODIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión podrá modificarse de común acuerdo por escrito mediante el convenio modificatorio 
correspondiente, siempre y cuando sea por causas de fuerza mayor, y previa autorización de la Unidad 
Responsable. 

Acorde a la disponibilidad presupuestaria, podrá considerarse la ampliación de recursos en diferentes 
rubros, aun no estando considerados dentro del primer proyecto presentado, dando prioridad a la atención de 
situaciones relativas a algún caso fortuito o de fuerza mayor. 

DÉCIMA NOVENA. VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión surtirá efectos a partir 
de la fecha de su suscripción y se mantendrá vigente hasta el 31 de diciembre de 2023, sin perjuicio del 
cumplimiento de las acciones comprometidas por parte del “REFUGIO” debiéndose establecer en el 
“PROYECTO” aprobado, la atención estimada a mujeres, sus hijas e hijos usuarios del “REFUGIO”, para 
alcanzar las metas y actividades señaladas en el cronograma de actividades que para tal efecto se 
establezca. 

VIGÉSIMA. PUBLICACIÓN. El presente Convenio de Coordinación y Adhesión se publicará en el DOF de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación y en el medio de difusión oficial de la 
Entidad Federativa, en un plazo de 60 días hábiles a partir de su suscripción. 

VIGÉSIMA PRIMERA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. El presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión es producto de la buena fe de “LAS PARTES”, por lo que, los conflictos que llegasen a presentarse 
respecto a su interpretación, formalización y cumplimiento será resuelto de mutuo acuerdo. 

En el supuesto de que subsista discrepancia, “LAS PARTES” están de acuerdo en someterse a la 
jurisdicción de los Tribunales Federales con residencia en la Ciudad de México. 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal de sus Cláusulas, lo firman en (4) cuatro 
ejemplares en la Ciudad de México el día 4 del mes de abril de 2023.- Por Gobernación: la Comisionada 
Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola Alanís Sámano.- Rúbrica.-  
Por la Secretaría: el Secretario de Finanzas, Rodrigo Jarque Lira.- Rúbrica.- Por el Refugio: la Secretaria de 
las Mujeres, Aurora Denisse Ugalde Alegría.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
ACUERDO por el que se dan a conocer los porcentajes, los montos del estímulo fiscal y las cuotas disminuidas del 
impuesto especial sobre producción y servicios, así como las cantidades por litro aplicables a los combustibles que 
se indican, correspondientes al periodo que se especifica. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 

Acuerdo 123/2023 

Acuerdo por el que se dan a conocer los porcentajes, los montos del 
estímulo fiscal y las cuotas disminuidas del impuesto especial sobre producción 

y servicios, así como las cantidades por litro aplicables a los combustibles que se indican, 
correspondientes al periodo que se especifica. 

ADÁN ENRIQUE GARCÍA RAMOS, Titular de la Unidad de Política de Ingresos no Tributarios y sobre 
Hidrocarburos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 
Primero del Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial sobre 
producción y servicios aplicables a los combustibles que se indican, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 27 de diciembre de 2016 y sus posteriores modificaciones, y el artículo Primero del Decreto por 
el que se establecen estímulos fiscales complementarios a los combustibles automotrices, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 4 de marzo de 2022, se dan a conocer los porcentajes, los montos del 
estímulo fiscal y las cuotas disminuidas del impuesto especial sobre producción y servicios, así como las 
cantidades por litro aplicables a los combustibles automotrices, respectivamente, correspondientes al periodo 
comprendido del 09 al 15 de septiembre de 2023, mediante el siguiente 

ACUERDO 

Artículo Primero. Los porcentajes del estímulo fiscal para el periodo comprendido del 09 al 15 de 
septiembre de 2023, aplicables a los combustibles automotrices son los siguientes: 

Combustible Porcentaje de Estímulo 

Gasolina menor a 91 octanos 53.45% 

Gasolina mayor o igual a 91 octanos y combustibles 
no fósiles 

31.44% 

Diésel 48.71% 

 

Artículo Segundo. Los montos del estímulo fiscal para el periodo comprendido del 09 al 15 de septiembre 
de 2023, aplicables a los combustibles automotrices son los siguientes: 

Combustible Monto del estímulo fiscal 

(pesos/litro) 

Gasolina menor a 91 octanos $3.1638 

Gasolina mayor o igual a 91 octanos y combustibles 
no fósiles 

$1.5714 

Diésel $3.1687 

 

Artículo Tercero. Las cuotas para el periodo comprendido del 09 al 15 de septiembre de 2023, aplicables 
a los combustibles automotrices son las siguientes: 

Combustible Cuota (pesos/litro) 

Gasolina menor a 91 octanos $2.7557 

Gasolina mayor o igual a 91 octanos y combustibles 
no fósiles 

$3.4273 

Diésel $3.3368 
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Artículo Cuarto. Las cantidades por litro de estímulos complementarios aplicables a los combustibles 

automotrices durante el periodo comprendido del 09 al 15 de septiembre de 2023, son las siguientes: 

Combustible Cantidad por litro 

(pesos) 

Gasolina menor a 91 octanos $0.0000 

Gasolina mayor o igual a 91 octanos y combustibles 

no fósiles 
$0.0000 

Diésel $0.0000 

 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Ciudad de México, a 07 de septiembre de 2023.- Con fundamento en el artículo Primero, último párrafo, 

del Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial sobre producción y 

servicios aplicables a los combustibles que se indican, y el artículo Primero, último párrafo, del Decreto por el 

que se establecen estímulos fiscales complementarios a los combustibles automotrices, en suplencia 

del C. Subsecretario de Hacienda y Crédito Público, el Titular de la Unidad de Política de Ingresos No 

Tributarios y Sobre Hidrocarburos, Adán Enrique García Ramos.- Rúbrica. 

 

 

ACUERDO por el cual se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables a la enajenación de gasolinas 
en la región fronteriza con los Estados Unidos de América, correspondientes al periodo que se especifica. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 

Acuerdo 124/2023 

Acuerdo por el cual se dan a conocer los montos de los estímulos 

fiscales aplicables a la enajenación de gasolinas en la región fronteriza con los 

Estados Unidos de América, correspondientes al periodo que se especifica. 

ADÁN ENRIQUE GARCÍA RAMOS, Titular de la Unidad de Política de Ingresos no Tributarios y sobre 

Hidrocarburos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo dispuesto por los 

artículos Segundo y Quinto del Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto 

especial sobre producción y servicios aplicables a los combustibles que se indican, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 27 de diciembre de 2016 y sus posteriores modificaciones, se dan a conocer los 

montos de los estímulos fiscales aplicables a la enajenación de gasolinas en la franja fronteriza de 20 

kilómetros y en el territorio comprendido entre las líneas paralelas de más de 20 y hasta 45 kilómetros a la 

línea divisoria internacional con los Estados Unidos de América, durante el periodo que se indica, mediante 

el siguiente 

ACUERDO 

Artículo Único.- Se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables, dentro de la franja 

fronteriza de 20 kilómetros y del territorio comprendido entre las líneas paralelas de más de 20 y hasta 45 

kilómetros a la línea divisoria internacional con los Estados Unidos de América, a que se refieren los artículos 

Segundo y Quinto del Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial 

sobre producción y servicios aplicables a los combustibles que se indican, durante el período comprendido del 

09 al 15 de septiembre de 2023. 
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Zona I 

Municipios de Tijuana y Playas de Rosarito del Estado de Baja California 
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40-45 

kms 

Monto del estímulo:       

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 

 

Municipio de Tecate del Estado de Baja California 
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Monto del estímulo:       

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$0.130 $0.108 $0.087 $0.065 $0.043 $0.022 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$0.140 $0.117 $0.093 $0.070 $0.047 $0.023 

 

Zona II 

Municipio de Mexicali del Estado de Baja California 

 0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:       

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$0.580 $0.483 $0.387 $0.290 $0.193 $0.097 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$0.600 $0.500 $0.400 $0.300 $0.200 $0.100 

 

Zona III 

Municipio de San Luis Rio Colorado del Estado de Sonora 

 0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:       

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$3.360 $2.800 $2.240 $1.680 $1.120 $0.560 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$2.900 $2.417 $1.933 $1.450 $0.967 $0.483 

 

Zona IV 

Municipios de Puerto Peñasco y Caborca del Estado de Sonora 

 0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:       

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$3.470 $2.892 $2.313 $1.735 $1.157 $0.578 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$2.490 $2.075 $1.660 $1.245 $0.830 $0.415 
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Municipio de General Plutarco Elías Calles del Estado de Sonora 

 0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:       

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$3.010 $2.508 $2.007 $1.505 $1.003 $0.502 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$1.960 $1.633 $1.307 $0.980 $0.653 $0.327 

 

Municipios de Nogales, Sáric, Agua Prieta del Estado de Sonora 

 0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:       

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$3.010 $2.508 $2.007 $1.505 $1.003 $0.502 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$1.960 $1.633 $1.307 $0.980 $0.653 $0.327 

 

Municipios de Santa Cruz, Cananea, Naco y Altar del Estado de Sonora 

 0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:       

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$3.160 $2.633 $2.107 $1.580 $1.053 $0.527 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$2.210 $1.842 $1.473 $1.105 $0.737 $0.368 

 

Zona V 

Municipio de Janos, Manuel Benavides, Manuel Ojinaga y Ascensión del Estado de Chihuahua 

 0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:       

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$4.230 $3.525 $2.820 $2.115 $1.410 $0.705 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$3.320 $2.767 $2.213 $1.660 $1.107 $0.553 

 

Municipios de Juárez, Praxedis G. Guerrero y Guadalupe Estado de Chihuahua 

 0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:       

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$3.410 $2.842 $2.273 $1.705 $1.137 $0.568 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$2.860 $2.383 $1.907 $1.430 $0.953 $0.477 
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Municipio de Coyame del Sotol del Estado de Chihuahua 

 0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:       

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$3.820 $3.183 $2.547 $1.910 $1.273 $0.637 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$3.000 $2.500 $2.000 $1.500 $1.000 $0.500 

 

Zona VI 

Municipios de Ocampo, Acuña, Jiménez, Guerrero y Zaragoza del Estado de Coahuila de Zaragoza y municipio de 
Anáhuac del Estado de Nuevo León 

 0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:       

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$4.550 $3.792 $3.033 $2.275 $1.517 $0.758 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$3.410 $2.842 $2.273 $1.705 $1.137 $0.568 

 

Municipios de Piedras Negras y Nava del Estado de Coahuila de Zaragoza 

 0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:       

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$4.220 $3.517 $2.813 $2.110 $1.407 $0.703 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$3.090 $2.575 $2.060 $1.545 $1.030 $0.515 

 

Municipio de Hidalgo del Estado de Coahuila de Zaragoza y Nuevo Laredo del Estado de Tamaulipas 

 0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:       

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$4.120 $3.433 $2.747 $2.060 $1.373 $0.687 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$2.990 $2.492 $1.993 $1.495 $0.997 $0.498 

 

Zona VII 

Municipios de Guerrero, Mier y Valle Hermoso del Estado de Tamaulipas 

 0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:       

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$4.500 $3.750 $3.000 $2.250 $1.500 $0.750 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$3.410 $2.842 $2.273 $1.705 $1.137 $0.568 
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Municipios de Reynosa, Camargo, Gustavo Díaz Ordaz, Rio Bravo, Matamoros y Miguel Alemán del Estado de 

Tamaulipas 

 0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:  

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$3.830 $3.192 $2.553 $1.915 $1.277 $0.638

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$2.650 $2.208 $1.767 $1.325 $0.883 $0.442

 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

Ciudad de México, a 07 de septiembre de 2023.- Con fundamento en el artículo Segundo, tercer párrafo, 
del Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial sobre producción y 
servicios aplicables a los combustibles que se indican, en suplencia del C. Subsecretario de Hacienda 
y Crédito Público, el Titular de la Unidad de Política de Ingresos No Tributarios y Sobre Hidrocarburos, Adán 
Enrique García Ramos.- Rúbrica. 

 

 

ACUERDO por el cual se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables a la enajenación de gasolinas 
en la región fronteriza con Guatemala, correspondientes al periodo que se especifica. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 

Acuerdo 125/2023 

Acuerdo por el cual se dan a conocer los montos de los estímulos 
fiscales aplicables a la enajenación de gasolinas en la región fronteriza con Guatemala, 

correspondientes al periodo que se especifica. 

ADÁN ENRIQUE GARCÍA RAMOS, Titular de la Unidad de Política de Ingresos no Tributarios y sobre 
Hidrocarburos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos Primero y Tercero del Decreto por el que se establecen estímulos fiscales a la enajenación de 
los combustibles que se mencionan en la frontera sur de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 28 de diciembre de 2020, se dan a conocer los montos de los estímulos 
fiscales aplicables a la enajenación de gasolinas en los municipios fronterizos con Guatemala, durante el 
periodo que se indica, mediante el siguiente 

ACUERDO 

Artículo Único.- Se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables, en los municipios 
fronterizos con Guatemala, a que se refieren los artículos Primero y Tercero del Decreto por el que se 
establecen estímulos fiscales a la enajenación de los combustibles que se mencionan en la frontera sur de los 
Estados Unidos Mexicanos, durante el período comprendido del 09 al 15 de septiembre de 2023. 

Zona I 

Municipios de Calakmul y Candelaria del Estado de Campeche 

Monto del estímulo:  

a) Gasolina menor a 91 octanos: 1.880 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 2.105 
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Zona II 

Municipios de Balancán y Tenosique del Estado de Tabasco 

Monto del estímulo:  

a) Gasolina menor a 91 octanos: 1.312 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 1.379 

 

Zona III 

Municipios de Ocosingo y Palenque del Estado de Chiapas 

Monto del estímulo:  

a) Gasolina menor a 91 octanos: 1.716 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 1.745 

 

Zona IV 

Municipios de Marqués de Comillas y Benemérito de las Américas del Estado de Chiapas 

Monto del estímulo:  

a) Gasolina menor a 91 octanos: 1.836 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 1.904 

 

Zona V 

Municipios de Amatenango de la Frontera, Frontera Comalapa, La Trinitaria, Maravilla Tenejapa y Las Margaritas del 
Estado de Chiapas 

Monto del estímulo:  

a) Gasolina menor a 91 octanos: 2.549 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 2.306 

 

Zona VI 

Municipios de Suchiate, Frontera Hidalgo, Metapa, Tuxtla Chico, Unión Juárez, Cacahoatán, Tapachula, Motozintla y 
Mazapa de Madero del Estado de Chiapas 

Monto del estímulo:  

a) Gasolina menor a 91 octanos: 1.504 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 1.167 

 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

Ciudad de México, a 07 de septiembre de 2023.- Con fundamento en el artículo Primero, tercer párrafo, 
del Decreto por el que se establecen estímulos fiscales a la enajenación de los combustibles que se 
mencionan en la frontera sur de los Estados Unidos Mexicanos, en suplencia del C. Subsecretario de 
Hacienda y Crédito Público, el Titular de la Unidad de Política de Ingresos no Tributarios y Sobre 
Hidrocarburos, Adán Enrique García Ramos.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE INFRAESTRUCTURA,  
COMUNICACIONES Y TRANSPORTES 

MODIFICACIÓN al Título de Concesión otorgado el 22 de junio de 1997, a través de la Secretaría de 
Comunicaciones y Transportes, hoy Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes, en favor 
de Ferrocarril Pacífico Norte, S.A. de C.V., hoy Ferrocarril Mexicano, S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- COMUNICACIONES.- 
Secretaría de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes. 

MODIFICACIÓN AL TÍTULO DE CONCESIÓN OTORGADO EL 22 DE JUNIO DE 1997 POR EL GOBIERNO 

FEDERAL, A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, HOY SECRETARÍA DE 

INFRAESTRUCTURA, COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, EN LO SUCESIVO “LA SECRETARÍA”, EN FAVOR  

DE FERROCARRIL PACÍFICO NORTE, S.A. DE C.V., HOY FERROCARRIL MEXICANO, S.A. DE C.V., EN LO SUCESIVO 

“EL CONCESIONARIO”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

I.- Con fecha 22 de junio de 1997, el Gobierno Federal a través de “LA SECRETARÍA”, otorgó a  
“EL CONCESIONARIO”, Título de Concesión para: i) operar y explotar la vía general de comunicación 
ferroviaria, que corresponde a la Vía Troncal Pacífico Norte, descrita en el Anexo Uno y cuya configuración, 
superficies, límites y rutas se detallan en el Anexo Dos, con excepción de las superficies señaladas en el 
Anexo Cuatro, misma que comprende la Vía Férrea, el derecho de Vía, los centros de control de tráfico y las 
señales para la operación ferroviaria; ii) los bienes del dominio público que se describieron en el Anexo Tres, 
iii) la prestación del servicio público de transporte ferroviario de carga en la Vía Férrea, misma que comprende 
los permisos para prestar los servicios auxiliares que se indican en la misma, el cual fue publicado en el Diario 
Oficial de la Federación (DOF) el 11 de diciembre de 1997. La concesión fue modificada con fechas 19 de 
septiembre de 2006, 2 de enero de 2012, 31 de enero de 2017 y 19 de octubre de 2021, según se hizo 
constar en las publicaciones en el DOF de fechas 18 de octubre de 2006, 21 de febrero de 2012, 26 de abril 
de 2017 y 16 de noviembre de 2021, respectivamente, en lo sucesivo “EL TÍTULO DE CONCESIÓN”. 

II.- El servicio público de transporte ferroviario de carga es una actividad económica prioritaria y que 
corresponde al Estado ser rector de su desarrollo, conforme lo establecen los artículos 25 y 28 párrafo cuarto 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1 de la Ley Reglamentaria del Servicio 
Ferroviario, por lo que está obligado a proteger en todo momento el interés público y social, así como proveer 
la continuidad de los servicios ferroviarios en cuanto a su desarrollo y regulación. 

III.- El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 12 de julio de 2019, señala en su 
Epílogo: Visión de 2024, como responsabilidad del Gobierno Federal, operar una transformación mayor en el 
aparato administrativo y reorientar las políticas públicas, las prioridades gubernamentales y los presupuestos; 
así mismo establece los siguientes Ejes Generales: I. Política y Gobierno, II. Política Social y III. Economía, 
previendo para lograr su cumplimiento, entre otros, como principio rector: “la economía para el bienestar”, 
retomando el camino del crecimiento con austeridad y sin corrupción. 

IV.- El Programa Sectorial de Comunicaciones y Transportes 2020-2024, publicado en el DOF el 2 de julio 
de 2020, dispone en lo conducente la Estrategia prioritaria 2.2 Fortalecer los mecanismos de asignación de la 
inversión pública y privada en conservación, ampliación y modernización de la infraestructura ferroviaria a fin 
de orientarla a la mejora de los servicios y a la atención de las necesidades de conectividad regional. 

V.- Como parte de la infraestructura ferroviaria y operación del sistema ferroviario, existen cruces viales 
ferroviarios al interior de zonas urbanas o centros de población, que deben intervenirse con el objetivo de 
incrementar la seguridad conforme a la normatividad aplicable y prevenir accidentes. 

En nuestro país existen alrededor de 11 mil cruces en los que las vías ferroviarias convergen por algún 
camino, calle o carretera, algunos son cruces irregulares debido en gran medida a un crecimiento 
desordenado de ciudades o poblaciones, lo que representa un riesgo latente para las personas que no tienen 
precaución al cruzar. 

El trazo de las vías férreas en México data de principios del siglo XIX y hoy esas vías conforman una red 
de 23 mil 731 kilómetros en operación, que han sido renovadas para incrementar su capacidad de carga y 
hacerlas más seguras. No obstante, en la mayoría de los casos, el crecimiento poblacional ha invadido el 
espacio destinado al tránsito y operación segura del tren y ha generado nuevas y mayores necesidades de 
infraestructura para cruzar las vías o los patios ferroviarios. 
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En México al año tienen lugar alrededor de 700 accidentes relacionados con el ferrocarril, en su mayoría 
en los cruces a nivel vehiculares y peatonales; los estados de Nuevo León, Guanajuato, Chihuahua, Estado 
de México y Jalisco encabezan el número de accidentes ocasionados ante el paso del ferrocarril. 

Dichos accidentes han motivado la necesidad de construir infraestructura para la convivencia de las líneas 
ferroviarias, con pasos vehiculares y peatonales, para cruzar las vías ferroviarias de forma segura con el 
objetivo final de salvaguardar vidas y prevenir accidentes de las personas que conviven con el tren (peatones, 
conductores, ciclistas, entre otros). 

VI.- El Ingeniero Isaac Franklin Unkind, cuenta con las facultades necesarias para suscribir el  
presente instrumento, y acredita su personalidad como Director General de Administración y Finanzas  
de “EL CONCESIONARIO” con la escritura pública número 21,933 de fecha 22 de febrero de 2019 otorgada 
ante la fe del Lic. Raúl Rodríguez Piña, titular de la Notaría Pública número 249 del Distrito Federal, ahora 
Ciudad de México, bajo el folio mercantil 226005, y el Licenciado Francisco Jurado Martínez, cuenta con las 
facultades necesarias para suscribir el presente instrumento, y acredita su personalidad como Representante 
Legal de “EL CONCESIONARIO” con la escritura pública número 15,145 de fecha 18 de diciembre de 2015 
otorgada ante la fe del Lic. Raúl Rodríguez Piña, titular de la Notaría Pública número 249 del Distrito Federal, 
ahora Ciudad de México, bajo el folio mercantil 226005, manifestando que tales facultades no les han sido 
revocadas ni modificadas de manera alguna a la fecha. 

VII.- “EL CONCESIONARIO” manifestó a “LA SECRETARÍA” su interés para realizar la inversión de 
$3,201’000,000.00 (Tres mil doscientos un millones de pesos 00/100 M.N.) con relación al Programa  
de Seguridad Vial que se menciona más adelante, y se propone modificar “EL TÍTULO DE CONCESIÓN”, 
para: i) extender el plazo de exclusividad para prestar el servicio público de transporte ferroviario de carga, y 
ii) prorrogar la vigencia de dicho instrumento. Lo anterior, con base del análisis financiero que establece el 
plazo de recuperación de la inversión para la construcción de las obras que comprenderá dicho Programa de 
Seguridad Vial planteado por “EL CONCESIONARIO”. 

VIII.- Por lo anterior “LA SECRETARÍA”, a través de la Dirección General de Desarrollo Ferroviario y 
Multimodal (“DGDFM”), mediante oficio No. 4.3.-753/2023 de fecha 06 de junio de 2023 consideró procedente 
tramitar la modificación de “EL TÍTULO DE CONCESIÓN” en los términos planteados. 

IX.- En el Municipio de Acámbaro, Guanajuato, cruza la Línea Férrea "N" en el corredor Toluca-Lázaro 
Cárdenas, concesionado a la empresa Ferrocarril del Noreste, S.A. de C.V., hoy Kansas City Southern de 
México, S.A. de C.V. (KCSM); a la altura del km N-284+000, lado izquierdo de la vía, se encuentra el Taller  
de reparación de locomotoras MK RAIL, en lo sucesivo “EL TALLER", el cual forma parte de “EL TÍTULO DE 
CONCESIÓN” como consta en el párrafo sexto del Anexo Uno “Descripción de la vía férrea del  
Pacifico – Norte” de dicho Título. 

X.- Por escrito de fecha 10 de octubre de 2019, "EL CONCESIONARIO" manifestó ante  
"LA SECRETARÍA" que “EL TALLER” se encuentra a una distancia de 73 (setenta y tres) kilómetros 
aproximadamente del punto más cercano de las vías que tiene concesionadas, por lo que de operarlo, 
forzosamente tendría que solicitar a KCSM el servicio de traslado de locomotoras hasta “EL TALLER” para su 
mantenimiento, lo que ocasionaría pérdidas en tiempo y cargos adicionales al mantenimiento; asimismo, 
manifestó que actualmente cuenta con otros talleres para llevar a cabo la reparación y mantenimiento de su 
flota, solicitando que “EL TALLER” sea excluido de “EL TÍTULO DE CONCESIÓN”, toda vez que dicha acción 
no afecta el Servicio Público de Transporte Ferroviario que le fue otorgado. 

XI.- Mediante oficios números PM/271/2020 y PM/280/20, de fechas 20 y 31 de agosto de 2020, 
respectivamente, el Presidente Municipal de Acámbaro, Guanajuato, solicitó la donación de “EL TALLER”, con 
la finalidad de construir un parque patrimonial de arqueología industrial y fomentar el desarrollo cultural de 
Acámbaro, de conformidad con lo establecido en el Programa Municipal de Desarrollo Turístico del Municipio 
de Acámbaro, Guanajuato. 

XII.- Por oficio 4.3.0.4.-811/2020, de 25 de agosto de 2020, la “DGDFM” hizo del conocimiento  
del Municipio de Acámbaro, Guanajuato, que “EL TALLER” cuenta con un pasivo ambiental a cargo de 
Ferrocarriles Nacionales de México en Liquidación registrado en el Sistema informático de Sitios 
Contaminados de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT), por lo que, con oficio 
PM/280/20 de fecha 31 de agosto de 2020, el Municipio de Acámbaro manifestó que está informado de que 
dicho inmueble cuenta con un pasivo ambiental y de ser acreedor del mismo por parte del Instituto de 
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Administración y Avalúos de Bienes Nacionales, procederá conforme a los requerimientos y trabajos a realizar 
para la reparación y remediación de los daños del sitio que determine la Dirección General de Gestión Integral 
de Materiales y Actividades Riesgosas de la SEMARNAT. 

XIII.- En fecha 3 de noviembre de 2020, el Centro SCT Guanajuato practicó una verificación técnica en  
“EL TALLER” para determinar sus condiciones físicas y de operación y, en su caso, emitir el dictamen de 
factibilidad correspondiente respecto de su desincorporación del régimen de dominio público. 

XIV.- Con fecha 6 de noviembre de 2020, el Centro SCT Guanajuato llevó a cabo la verificación a  
“EL TALLER” y emitió la Opinión Técnica y de Campo respectiva, en la que determinó que “EL TALLER” se 
encuentra libre de invasiones por asentamientos humanos irregulares, no presenta operación ferroviaria y se 
considera factible su desincorporación de “EL TÍTULO DE CONCESIÓN”. 

XV.- Mediante oficio 4.3.0.4.-112/2021 de fecha 10 de febrero de 2021 la “DGDFM”, solicitó al 
Representante Legal de KCSM, manifestara si “EL TALLER” era de su interés para ser incorporado como 
parte de los activos del Título de Concesión que se le otorgó, por encontrarse ubicado en una línea ferroviaria 
concesionada a su representada. 

En respuesta a dicha solicitud, por escrito de fecha 1 de marzo 2021, el Representante Legal de KCSM, 
manifestó que “EL TALLER” no era de su interés. 

XVI.- El 15 de diciembre de 2021, por oficio PM/0653/2021, la Presidenta Municipal de Acámbaro, 
Guanajuato, manifestó su intención de continuar con las gestiones que en anteriores administraciones se han 
realizado para la donación de “EL TALLER” y reiteró que está informada de que dicho inmueble cuenta con un 
pasivo ambiental y de ser acreedor del mismo, procederá conforme a los requerimientos y trabajos a realizar 
para la reparación y remediación de los daños. 

XVII.- Considerando los documentos descritos en los antecedentes X a XVII, se determinó la factibilidad 
de llevar a cabo la desincorporación de “EL TALLER”, toda vez que técnica y jurídicamente se da 
cumplimiento a los requisitos necesarios para ello, debido a que dicho inmueble no resulta necesario en el 
presente o futuro previsible para la prestación del servicio público de transporte ferroviario. En ese sentido, en 
términos de la normativa aplicable, se procederá a ponerlo a disposición del Instituto de Administración y 
Avalúos de Bienes Nacionales una vez formalizada la presente Modificación. 

XVIII.- La Agencia Reguladora del Transporte Ferroviario, en el marco de sus atribuciones, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 6 Bis de la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario, tiene pleno 
conocimiento de las causas y necesidades a las que responde la presente modificación a “EL TÍTULO DE 
CONCESIÓN” y advirtió mediante oficio número 4.5.-916/2023, de fecha 06 de junio de 2023, que el presente 
instrumento es consistente con el objetivo que se pretende alcanzar. 

FUNDAMENTOS LEGALES 

En virtud de lo anterior, con fundamento en los artículos 36, fracciones I, VII, VIII, y XXVII de la  
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 1, 5, 6, 7, 14, 30 de la Ley Reglamentaria del Servicio 
Ferroviario; 1, 4, 15, 30 y 37 del Reglamento del Servicio Ferroviario; 4o. y 5o., fracción XI del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, y las Condiciones 1.4.2., 1.5., 2.4., 2.5., 5.1. y 5.2. 
de “EL TÍTULO DE CONCESIÓN”, esta Dependencia del Ejecutivo Federal otorga la presente modificación a 
“EL TÍTULO DE CONCESIÓN”, de conformidad a las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- Se modifica “EL TÍTULO DE CONCESIÓN” a fin de: i) prorrogar la vigencia y el periodo de 
exclusividad y ii) excluir “EL TALLER”. 

SEGUNDA.- Toda vez que “EL CONCESIONARIO” cumple con los requisitos previstos en el  
Artículo 11 de la Ley Reglamentaria del Servicio Ferroviario, se otorga la primera prórroga de “EL TÍTULO  
DE CONCESIÓN” por un plazo de ocho (8) años, adicional al originalmente previsto en el mismo. 

TERCERA.- Se modifican las condiciones 1.4.2., párrafo primero, 2.5. y 5.1. de “EL TÍTULO DE 
CONCESIÓN”, para quedar como sigue: 

“1.4.2. El presente título confiere derechos de exclusividad al Concesionario para prestar el servicio 
público de transporte ferroviario de carga a que se refiere el primer párrafo del numeral 1.2.3 por un 
periodo de 57 (cincuenta y siete) años y 9 (nueve) meses, contados a partir del inicio de la vigencia del 
título de concesión, con excepción de los derechos de paso y los derechos de arrastre que se detallan 
en el Anexo Nueve y en el numeral 2.13 de la presente Concesión. 
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…”. 

“2.5. … 

… 

… 

… 

… 

El Concesionario, bajo su estricta responsabilidad, aportará y ejercerá los recursos necesarios para la 
construcción de las obras que se especificarán en el Programa de Seguridad Vial, mismo que, previa 
conformidad y a satisfacción plena de la Secretaría , se incorporará como Anexo BII para formar parte 
integral del Título de Concesión y de conformidad con el presupuesto de construcción que aportará y 
ejercerá el Concesionario, el cual asciende a la cantidad total de $3,201’000,000.00 (Tres mil 
doscientos un millones de Pesos 00/100 M.N.), conforme se detalla en el Anexo CII”. 

“5.1. Vigencia. La presente Concesión estará en vigor por cincuenta y ocho años, contados a partir 
del 14 de febrero de 1998.” 

CUARTA.- Se adicionan los Anexos que se indican a continuación en los términos de los documentos que 
bajo las correspondientes denominaciones se acompañan a la presente modificación y pasan a formar parte 
integrante de “EL TÍTULO DE CONCESIÓN”: 

AII.- Proyectos ejecutivos. 

BII.- Ejecución de obras de los proyectos. 

CII.- Presupuesto de construcción de obra. 

Se sustituye el Anexo Siete.- “Plan de Negocios” para incorporar la inversión correspondiente al “Programa 
de Seguridad Vial” e incluir el análisis financiero referido en el antecedente VII. 

La adición, sustitución y modificaciones a los Anexos correspondientes de “EL TÍTULO DE CONCESIÓN” 
deberán cumplimentarse dentro de los 90 (noventa) días naturales siguientes a la suscripción del presente 
instrumento, dicho plazo podrá ser prorrogado por acuerdo de “LA SECRETARÍA” y “EL CONCESIONARIO”. 

QUINTA.- Se modifica “EL TÍTULO DE CONCESIÓN” a fin de excluir “EL TALLER”, ubicado en el 
Municipio de Acámbaro, Guanajuato, así como los bienes de dominio público que en él se encuentren, 
localizado en el derecho de vía de la Línea "N" kilómetro 284+000, con una superficie de 62,362.00 m2, por lo 
que ese inmueble con todas las obras y mejoras realizadas por "EL CONCESIONARIO" que estén adheridas 
a él, revierten al Gobierno Federal sin limitación de dominio y libres de todo gravamen. 

SEXTA.- Se modifica el Anexo Uno de “EL TÍTULO DE CONCESIÓN”, para quedar excluida cualquier 
referencia a “EL TALLER”. 

La presente modificación entrará en vigor a partir de su firma y pasará a formar parte integrante de  
“EL TÍTULO DE CONCESIÓN”. 

Con excepción a lo dispuesto por la presente modificación, las demás condiciones de “EL TÍTULO DE 
CONCESIÓN” y sus Anexos restantes incluyendo las modificaciones al mismo subsisten en sus términos, sin 
que esta modificación constituya de manera alguna novación en los derechos y obligaciones previamente 
adquiridos por “EL CONCESIONARIO”. 

SÉPTIMA.- “EL CONCESIONARIO” acepta incondicionalmente la modificación a “EL TÍTULO DE 
CONCESIÓN”, objeto del presente instrumento, en los términos antes expresados. 

OCTAVA.- “EL CONCESIONARIO”, tramitará a su costa, la publicación en el Diario Oficial de la 
Federación, la presente modificación a “EL TÍTULO DE CONCESIÓN”, en un plazo que no exceda de 60 
(sesenta) días contados a partir de la fecha de otorgamiento de la presente modificación. 

La presente Modificación al Título de Concesión, se otorga en la Ciudad de México a los 14 días del mes 
de agosto de 2023.- Por la Secretaría: Secretario de Infraestructura, Comunicaciones y Transportes,  
Lic. Jorge Nuño Lara.- Rúbrica.- Por el Concesionario: Director General de Administración y Finanzas de 
Ferrocarril Mexicano, S.A. de C.V., Ing. Isaac Franklin Unkind.- Rúbrica.- Representante Legal de Ferrocarril 
Mexicano, S.A. de C.V., Lic. Francisco Jurado Martínez.- Rúbrica. 

(R.- 541655) 
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SECRETARIA DE SALUD 
CONVENIO de Colaboración para fortalecer, con cargo a los recursos del Programa Presupuestario E023 
Atención a la Salud para el ejercicio fiscal 2023, la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás 
insumos asociados, en favor de las personas sin seguridad social, en las regiones de alta y muy alta marginación, 
mediante la asignación de personal de salud, que celebran el Instituto de Salud para el Bienestar y el Estado de 
Coahuila de Zaragoza. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Instituto de Salud para el Bienestar. 

CONVENIO: INSABI-APS-E023-2023-COAH-05 
CONVENIO DE COLABORACIÓN PARA FORTALECER, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA 

PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, EN LO SUCESIVO 
“EL PROGRAMA”, LA PRESTACIÓN GRATUITA DE SERVICIOS DE SALUD, MEDICAMENTOS Y DEMÁS INSUMOS 
ASOCIADOS, EN FAVOR DE LAS PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL, EN LAS REGIONES DE ALTA Y MUY ALTA 
MARGINACIÓN, MEDIANTE LA ASIGNACIÓN DE PERSONAL DE SALUD, QUE CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL 
INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ EL “INSABI”, 
REPRESENTADO POR EL MTRO. JUAN ANTONIO FERRER AGUILAR, EN SU CARÁCTER DE DIRECTOR GENERAL, 
ASISTIDO POR LA DRA. JAZMY JYHAN LABORIE NASSAR, TITULAR DE LA UNIDAD DE COORDINACIÓN NACIONAL 
MÉDICA Y POR EL MTRO. CANDELARIO PÉREZ ALVARADO, COORDINADOR DE RECURSOS HUMANOS Y 
REGULARIZACIÓN DE PERSONAL Y, POR LA OTRA PARTE, EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
COAHUILA DE ZARAGOZA, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ “LA ENTIDAD”, REPRESENTADO POR 
EL DR. ROBERTO BERNAL GÓMEZ, EN SU CARÁCTER DE SECRETARIO DE SALUD Y DIRECTOR GENERAL DE LOS 
SERVICIOS DE SALUD DE COAHUILA DE ZARAGOZA, A QUIEN DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ 
COMO "LAS PARTES", AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

1. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce en su artículo 4o, párrafo cuarto, 
el derecho humano que toda persona tiene en nuestro país a la protección de la salud, disponiendo 
que la Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud, así como un 
sistema de salud para el bienestar, con el fin de garantizar la extensión progresiva, cuantitativa y 
cualitativa de los servicios de salud para la atención integral y gratuita de las personas que no 
cuenten con seguridad social. 

2. En términos de lo señalado en las fracciones I, II y V del artículo 2o de la Ley General de Salud, 
ordenamiento reglamentario del referido derecho humano, forman parte de las finalidades del 
derecho a la protección de la salud, (i) el bienestar físico y mental de la persona, para contribuir al 
ejercicio pleno de sus capacidades; (ii) la prolongación y mejoramiento de la calidad de la vida 
humana, así como (iii) el disfrute de servicios de salud que satisfagan eficaz y oportunamente las 
necesidades de la población. 

3. Conforme a lo señalado en el apartado II. Política Social del Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de julio de 2019, al abordarse el tema de salud 
para toda la población, se señala que el Gobierno Federal realizará las acciones necesarias para 
garantizar que hacia 2024 todas y todos los habitantes de México puedan recibir atención médica y 
hospitalaria gratuita, haciéndose énfasis en que la atención se brindará de conformidad con los 
principios de participación social, competencia técnica, calidad médica, pertinencia cultural, trato no 
discriminatorio, digno y humano, para lo cual se impulsaría la creación del “INSABI”, a través del 
cual, el Gobierno Federal realizará las acciones necesarias para garantizar que hacia el 2024 todas y 
todos los habitantes de México puedan recibir atención médica y hospitalaria gratuita, incluidos el 
suministro de los medicamentos, materiales de curación y exámenes clínicos que requieran  
para tal fin. 

4. El Programa Sectorial de Salud 2020-2024, publicado el 17 de agosto de 2020 en el Diario Oficial de 
la Federación, parte de la necesidad de disponer de un sistema único, público, gratuito y equitativo 
de salud que garantice el acceso efectivo de toda la población a servicios de salud de calidad. Para 
ello, entre sus objetivos prioritarios establece (i) garantizar los servicios públicos de salud a toda la 
población que no cuente con seguridad social y, el acceso gratuito a la atención médica y 
hospitalaria, así como exámenes médicos y suministro de medicamentos incluidos en el Compendio 
Nacional de Insumos para la Salud, y (ii) incrementar la capacidad humana y de infraestructura en las 
instituciones que conforman el Sistema Nacional de Salud, especialmente, en las regiones con alta y 
muy alta marginación para corresponder a las prioridades de salud bajo un enfoque diferenciado, 
intercultural y con perspectiva de derechos. 
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5. En este contexto, dentro de “EL PROGRAMA” se prevén como objetivos en los que tiene 
intervención el “INSABI”, los relativos a (i) servicios de atención médica dirigidos a las personas sin 
seguridad social que asisten al primer nivel de atención médica, y (ii) acciones para la prestación de 
los servicios de atención médica dirigidos a las personas sin seguridad social que asisten al primer 
nivel de atención médica. Para el cumplimiento de los mismos, es condición necesaria propiciar que, 
en las regiones de alta y muy alta marginación, exista el personal de salud necesario para garantizar 
que las personas sin seguridad social que se encuentran en las mismas, tengan un acceso efectivo a 
la prestación de los servicios de salud que requieren. 

DECLARACIONES 

I. El “INSABI” declara que: 

I.1. De conformidad con los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 1o, párrafo tercero, 3o, fracción I y 45 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal y 77 bis 35 de la Ley General de Salud es un Organismo Descentralizado de la 
Administración Pública Federal sectorizado en la Secretaría de Salud, cuyo objeto es proveer y 
garantizar la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos 
asociados a las personas sin seguridad social, así como impulsar, en coordinación con la 
Secretaría de Salud en su calidad de órgano rector, acciones orientadas a lograr una adecuada 
integración y articulación de las instituciones públicas del Sistema Nacional de Salud. 

I.2. De conformidad con el artículo 77 bis 35, fracción II de la Ley General de Salud, tiene entre sus 
funciones celebrar y proponer convenios y demás instrumentos jurídicos de coordinación y 
colaboración con las instituciones de salud públicas, entidades federativas y municipios, para 
asegurar el cumplimiento de su objeto. 

I.3. El Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar, en su carácter de Director General, cargo que acredita con 
copia de su nombramiento, cuenta con las facultades necesarias para la celebración del 
presente Convenio de Colaboración, de conformidad con lo dispuesto por los artículos  
77 bis 35 B, fracción II y 77 bis 35 G, párrafo segundo de la Ley General de Salud y 22, fracción I 
y 59, fracción I de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales. 

I.4. Participan en la celebración del presente instrumento jurídico, en asistencia del Director General 
del “INSABI”, la Dra. Jazmy Jyhan Laborie Nassar, Titular de la Unidad de Coordinación 
Nacional Médica y el Mtro. Candelario Pérez Alvarado, Coordinador de Recursos Humanos y 
Regularización de Personal, cargos que acreditan con copia de sus nombramientos, en virtud de 
las atribuciones que se les confieren en los artículos Trigésimo octavo y Cuadragésimo noveno, 
respectivamente, del Estatuto Orgánico del Instituto de Salud para el Bienestar. 

I.5. Para los efectos legales relacionados con este Convenio de Colaboración, señala como domicilio 
el ubicado en calle Gustavo E. Campa número 54, colonia Guadalupe Inn, Demarcación 
Territorial Álvaro Obregón, Ciudad de México, C.P. 01020. 

II. “LA ENTIDAD” declara que: 

II.1. Que es un Estado Libre y Soberano que forma parte de la Federación, de conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 40, 42, fracción I y 43 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y 1, 2, 3 y 173 de la Constitución Política del Estado de del Estado de 
Coahuila de Zaragoza. 

II.2. El Dr. Roberto Bernal Gómez Secretario de Salud y Director General de los Servicios de Salud 
de Coahuila de Zaragoza, acredita tener facultades para suscribir el presente Convenio de 
Colaboración, de conformidad con los artículos 18 fracción VI, 19 fracción XX y 26 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Coahuila de Zaragoza; 1, 3, 5, 7 y 8 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Salud y 1, 3 fracción XII, 5 fracción II y 10 fracciones I, 
XII y XVI del Decreto por el que se crea el Organismo Público Descentralizado de la 
Administración Pública Estatal denominado “Servicios de Salud de Coahuila de Zaragoza” y 1, 4 
fracción II y 19 fracción IX del Reglamento Interior  Organismo Público Descentralizado de la 
Administración Pública Estatal denominado “Servicios de Salud de Coahuila de Zaragoza”, 
cargos que quedan debidamente acreditados con las copias de sus nombramientos. 

II.3. Sus prioridades para alcanzar los objetivos a través del presente instrumento jurídico son 
contribuir, en el marco de “EL PROGRAMA”, a garantizar el acceso efectivo y la continuidad en 
la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados 
correspondientes al primer y segundo niveles de atención, dirigidos a las personas sin seguridad 
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social que se encuentran en condiciones de alta y muy alta marginación, a través del 
fortalecimiento de las redes de servicios de salud mediante la contratación de personal de salud 
requerido para tal fin. 

II.4. Para los efectos legales relacionados con este Convenio de Colaboración, señala como su 
domicilio el ubicado en calle Victoria número 312, Zona Centro, C.P. 25000, en la Ciudad de 
Saltillo, Coahuila de Zaragoza. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES”, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 4o, párrafo cuarto 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1o; 1o Bis; 2o, fracciones I, II y V; 3o, 
fracciones II y II bis; 5o; 6o, fracción I; 7o, fracción II, párrafo segundo; 77 bis 1 y 77 bis 2 de la Ley General de 
Salud, están de acuerdo en celebrar el presente Convenio de Colaboración, al tenor de las estipulaciones que 
se contienen en las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Colaboración tiene por objeto establecer los compromisos 
a que se sujetarán “LAS PARTES” para que el “INSABI”, con cargo a los recursos de “EL PROGRAMA” y 
sujeto a la disponibilidad presupuestaria del mismo, apoye a “LA ENTIDAD”, en las acciones que ésta 
despliega con la finalidad de contribuir a fortalecer las redes de salud y garantizar el acceso efectivo y la 
continuidad en la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados, 
correspondientes al primer y segundo niveles de atención, dirigidos a las personas sin seguridad social que se 
encuentran en condiciones de alta y muy alta marginación, a través de la asignación del personal de salud de 
las ramas médica, paramédica y afín, requerido para tal fin. 

Para efectos de lo anterior, el ejercicio, comprobación y control de los recursos presupuestarios federales 
que se ejerzan en virtud del presente instrumento jurídico, se realizarán de conformidad con lo previsto en la 
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; la Ley Federal de Austeridad Republicana, el 
Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, las disposiciones jurídicas que 
resulten aplicables y en las estipulaciones de este Convenio de Colaboración. 

SEGUNDA. MODALIDAD DEL APOYO. Para el cumplimiento del objeto del presente instrumento jurídico, 
“LAS PARTES” convienen en que el “INSABI”, con cargo a los recursos de “EL PROGRAMA” y sujeto a la 
disponibilidad presupuestaria del mismo, conforme se detalla en los Anexos 1 y 1 A, asignará 
a “LA ENTIDAD”, las plazas autorizadas del personal de salud de las ramas médica, paramédica y afín, que 
se detalla en el Anexo 2 de este Convenio de Colaboración. 

Para efecto de lo anterior, queda expresamente estipulado por “LAS PARTES”, que la contratación del 
personal que se realice para ocupar las plazas autorizadas que se mencionan en el párrafo anterior, será 
efectuada por el “INSABI”, a través de la Coordinación de Recursos Humanos y Regularización de Personal, 
conforme al tabulador que se contiene en el Anexo 3 de este instrumento jurídico. 

El periodo de ocupación de las referidas plazas será el comprendido entre el 1 de enero y el 31 de 
diciembre de 2023. 

Para tal fin, “LAS PARTES” acuerdan sujetarse a las bases siguientes: 

A. “LAS PARTES” acuerdan que cada una de las plazas comprendidas en el Anexo 2 de este 
instrumento jurídico, estarán vinculadas de manera permanente e irrevocable a un establecimiento 
de salud en particular y al horario asignado a la misma. Para tal efecto, los establecimientos de salud 
susceptibles de ser apoyados con las plazas autorizadas a que se refiere la presente cláusula, son 
los siguientes: 

● Establecimientos de salud fijos del primer nivel de atención médica que atienden a población sin 
seguridad social, en condiciones de alta o muy alta marginación. 

● Centros Regionales de Desarrollo Infantil y Estimulación Temprana, que atienden a población sin 
seguridad social, en condiciones de alta o muy alta marginación. 

● Hospitales de segundo nivel que atiendan a población sin seguridad social, en condiciones de 
alta o muy alta marginación. 

B. Las plazas asignadas a que se refiere esta cláusula, deberán estar comprendidas dentro de las 
categorías siguientes: 

● Médico Especialista. 

● Médico General. 

● Enfermera General. 
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● Enfermera Auxiliar. 

● Nutriólogo. 

● Psicólogo Clínico. 

● Terapeuta de Lenguaje. 

● Terapeuta de Rehabilitación Física. 

● Oficial y/o Despachador de Farmacia. 

● Otras que determine el “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, adscrita a 
la Unidad de Coordinación Nacional Médica. 

C. Los criterios de selección que deben cumplir las personas que ocupen las plazas autorizadas a que 
se refiere esta cláusula son los siguientes: 

a. Ser de nacionalidad mexicana, salvo en el supuesto de que no existan personas mexicanas que 
puedan desarrollar el servicio respectivo. 

 Quienes sean extranjeros deberán acreditar, en los términos previstos en la Ley General de 
Población y demás disposiciones que de la misma derivan, la condición de estancia que les 
permita llevar a cabo la prestación de los servicios inherentes a la plaza a ocuparse. 

b. Acreditar su inscripción en el Registro Federal de Contribuyentes. 

c. Contar con Clave Única de Registro de Población. 

d. Acreditar los conocimientos o escolaridad que requiere el perfil del puesto a ocuparse, conforme 
al catálogo de puestos del “INSABI”. 

 En el caso de que el perfil del puesto requiera que éste sea ocupado por persona que cuente 
con estudios profesionales, deberá exhibirse la cédula profesional correspondiente expedida por 
la autoridad educativa competente. Tratándose de plazas que deban ocuparse por profesionales 
de la salud que cuenten con especialidad médica, deberá exhibirse adicionalmente el certificado 
expedido por el Consejo de Especialidad a que se refiere el artículo 81 de la Ley General  
de Salud. 

e. No estar inhabilitado para desempeñar un empleo o cargo, en el servicio público. 

f. No deberá desempeñar otro empleo, cargo o comisión en la administración pública federal, 
estatal o municipal, salvo que se acredite la compatibilidad correspondiente en términos de las 
disposiciones aplicables. 

g. La demás información que determine el “INSABI”, a través de la Coordinación de Recursos 
Humanos y Regularización de Personal. 

 Bajo ninguna circunstancia se podrá requerir a las personas que se propongan para la ocupación de 
alguna de las plazas autorizadas a que se refiere esta cláusula, (i) prueba médica o certificado de no 
gravidez para verificar embarazo, ni (ii) prueba de VIH/SIDA. 

D. “LAS PARTES” convienen en que “LA ENTIDAD”, a través de los responsables de los 
establecimientos de salud a los que se encuentre adscrito el mencionado personal, coadyuvará con 
el “INSABI” en la administración del personal que ocupe las plazas autorizadas que conforman el 
Anexo 2 a que se refiere esta cláusula, para lo cual deberá: 

a. Apegarse a los mecanismos, que el “INSABI”, a través de la Coordinación de Recursos 
Humanos y Regularización de Personal emita por oficio, para llevar a cabo el control de 
asistencia de las personas que ocupen las plazas objeto de este Convenio de Colaboración, en 
los que se deberán considerar, al menos, los registros de asistencia, descansos durante la 
jornada de trabajo y conclusión de esta última. Los mencionados responsables deberán rendir al 
“INSABI” informes respecto de las asistencias e incidencias que deriven de la implementación 
del referido control, con la periodicidad y bajo los criterios que por oficio éste les requiera. 

 Para efectos de los registros de asistencia que se incluyan en los mecanismos que se 
mencionan en el párrafo anterior, “LA ENTIDAD” se sujetará a los periodos de tolerancia y de 
retardos que para tal efecto le sean comunicados por el “INSABI”, a través de la Coordinación de 
Recursos Humanos y Regularización de Personal. 
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 Asimismo, para los efectos de los referidos mecanismos, deberán considerar como faltas 
injustificadas de asistencia, las siguientes: 

1. La omisión de registrar su asistencia a su área de adscripción. 

2. El registro de asistencia posterior a 30 minutos a la hora de inicio de la jornada de trabajo 
que se tenga asignada, salvo autorización por escrito del superior jerárquico que tenga 
cuando menos el nivel jerárquico que por oficio determine el “INSABI”, a través de la 
Coordinación de Recursos Humanos y Regularización de Personal. 

3. Ausentarse del área de adscripción antes de la hora de conclusión de la jornada de trabajo 
que se tenga asignada, sin autorización de su superior jerárquico, aun en el supuesto de 
que se registre la conclusión de la jornada de trabajo. 

4. La omisión de registrar su salida sin causa justificada. 

5. Los demás supuestos que determine el “INSABI”, por conducto de la Coordinación de 
Recursos Humanos y Regularización de Personal. 

b. Generar, con la periodicidad y conforme a los criterios que determine el “INSABI”, a través de la 
Coordinación de Recursos Humanos y Regularización de Personal, los informes de asistencias e 
incidencias del personal a que se refiere esta cláusula, con la finalidad de que esta última esté 
en posibilidad de dispersar con oportunidad el pago de la nómina correspondiente 
a dichas plazas. 

c. Documentar, mediante el levantamiento de actas circunstanciadas, los hechos que pudiesen 
constituir incumplimiento de las obligaciones de las y los trabajadores, y dar lugar a la 
terminación de los efectos de su nombramiento o a la aplicación de medidas disciplinarias, y 
hecho esto, remitirla al “INSABI”, por conducto de la Coordinación de Recursos Humanos y 
Regularización de Personal, para que ésta realice las acciones conducentes. 

El levantamiento de dichas actas, correrá a cargo del servidor público acordado en el inciso E de 
esta cláusula, con la presencia de la persona responsable del establecimiento de salud al que se 
encuentre adscrito el trabajador involucrado, con la participación del jefe inmediato y ante la 
presencia de dos testigos de asistencia. En dicho instrumento deberá darse intervención al 
trabajador involucrado en los hechos que se hacen constar. 

El “INSABI”, por conducto de la Coordinación de Recursos Humanos y Regularización de 
Personal, podrá establecer criterios específicos para el levantamiento de las referidas actas 
circunstanciadas, mismos que serán notificados por oficio a “LA ENTIDAD”. 

E. La coordinación, supervisión y seguimiento de las acciones de “EL PROGRAMA” que correspondan 
a “LA ENTIDAD”, estará a cargo del servidor público que esta última acuerde con el “INSABI”. 

TERCERA. RECURSOS HUMANOS. El “INSABI”, a través de la Coordinación de Recursos Humanos y 
Regularización de Personal, será responsable de efectuar, con cargo a los recursos de “EL PROGRAMA” la 
contratación del personal. 

Para tal fin, las personas interesadas en ocupar las plazas vacantes se deberán postular mediante las 
convocatorias que emita el “INSABI”, a través de la Coordinación de Reclutamiento y Distribución del Personal 
de Salud, a solicitud de la Coordinación de Atención a la Salud. 

La Coordinación de Reclutamiento y Distribución del Personal de Salud, deberá remitir a la Coordinación 
de Atención a la Salud el listado de las personas candidatas postuladas en la convocatoria, para que ésta 
lleve a cabo la selección del personal para la ocupación de los puestos vacantes. Una vez seleccionado el 
personal, la Coordinación de Atención a la Salud, dará parte a la Coordinación de Recursos Humanos y 
Regularización de Personal para la contratación. 

En caso de no ser favorables los resultados para ninguno de los candidatos postulados para la ocupación 
de las plazas, se llevará a cabo nuevamente el proceso de selección. 

Para efectos de la continuidad de las contrataciones, serán considerados los resultados de evaluación de 
productividad del personal de conformidad con el esquema que establezca el “INSABI”, a través de la 
Coordinación de Recursos Humanos y Regularización de Personal, así como los informes de asistencia e 
incidencias del personal contenidos en el literal a del apartado D de la cláusula Segunda del presente 
instrumento. 

Todo lo no previsto en esta cláusula deberá ser resuelto por la persona Titular de la Coordinación de 
Atención a la Salud, en colaboración con la persona Titular de la Coordinación de Recursos Humanos y 
Regularización de Personal. 
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El reclutamiento y selección del personal que forme parte de la plantilla a que se refiere el Anexo 2 de este 
Convenio se deberá llevar a cabo dando cumplimiento al principio de paridad de género. 

CUARTA. OBJETIVO, META E INDICADORES. Las acciones que deriven del presente Convenio de 
Colaboración tendrán el objetivo, meta e indicadores que a continuación se mencionan: 

OBJETIVO: Las plazas autorizadas para la operación de “EL PROGRAMA” en “LA ENTIDAD”, en virtud 
del presente Convenio de Colaboración tendrá como finalidad contribuir a garantizar el acceso efectivo y la 
continuidad en la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados, 
correspondientes al primer y segundo niveles de atención, dirigidos a las personas sin seguridad social que se 
encuentran en condiciones de alta o muy alta marginación. 

META: Ocupación del 100% de las plazas autorizadas que se detalla en el Anexo 2 del presente 
instrumento jurídico. 

INDICADORES: En el Anexo 4 del presente instrumento jurídico se describen los indicadores de 
desempeño del personal de salud contratado en los establecimientos de salud apoyados por el 
“PROGRAMA”, que se encuentren a cargo de “LA ENTIDAD”, a través de la persona servidora pública que 
“LA ENTIDAD” designe en los términos estipulados en el apartado E de la cláusula Segunda de este 
instrumento. 

QUINTA. OBLIGACIONES DE “LA ENTIDAD”. Adicionalmente a los compromisos establecidos en otras 
cláusulas del presente Convenio de Colaboración, “LA ENTIDAD” se obliga a: 

I. Supervisar en todo momento, a través de los responsables de los establecimientos de salud a los 
que se encuentren asignadas las personas trabajadoras que forman parte de las plazas autorizadas 
que se contienen en el Anexo 2 de este Convenio de Colaboración, que estos últimos cumplan 
cabalmente con las funciones inherentes a sus puestos, así como que, en el cumplimiento de las 
mismas, se apeguen a lo previsto en las disposiciones jurídicas aplicables. 

II. Rendir al “INSABI” los informes que se desprenden de la cláusula Segunda del presente instrumento 
jurídico, así como aquéllos que le sean solicitados por la Coordinación de Atención a la Salud y por la 
Coordinación de Recursos Humanos y Regularización de Personal, con la periodicidad que las 
mismas determinen. 

III. Reportar al “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, dentro de los primeros 
quince (15) días de cada mes, el avance en el cumplimiento del objetivo, meta e indicadores del 
presente Convenio de Colaboración, con corte al último día del mes inmediato anterior de manera 
electrónica y por oficio. 

IV. Mantener actualizada la información relativa al cumplimiento del objetivo, meta e indicadores del 
presente Convenio de Colaboración de manera electrónica y por oficio. 

V. Establecer, con base en el seguimiento de los resultados de las evaluaciones que efectúe el 
“INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, respecto del cumplimiento del objetivo, 
meta e indicadores del presente Convenio de Colaboración, las medidas de mejora continua que 
resulten procedentes e informarlas al “INSABI”, a través de la referida Coordinación de Atención  
a la Salud. 

VI. Informar sobre la suscripción de este Convenio de Colaboración a los órganos de control y de 
fiscalización de “LA ENTIDAD” y entregarles copia del mismo. 

VII. Proporcionar la información y documentación que, con relación al cumplimiento del objeto del 
presente Convenio de Colaboración, requieran los órganos de control y fiscalización federales, y 
permitir a éstos las visitas de inspección que, en ejercicio de sus respectivas atribuciones, lleven a 
cabo con la frecuencia que le sea requerida. 

VIII. Difundir en la página de Internet de la Secretaría de Salud y de los Servicios de Salud de Coahuila de 
Zaragoza el presente Convenio de Colaboración; los avances en el cumplimiento de su objetivo, 
meta e indicadores, y el impacto de su ejecución en favor de la población sin seguridad social. 

IX. Gestionar, por conducto de los Servicios de Salud de Coahuila de Zaragoza, la publicación del 
presente instrumento jurídico en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD”. 

SEXTA. OBLIGACIONES DEL “INSABI”. Adicionalmente a los compromisos establecidos en otras 
cláusulas del presente Convenio de Colaboración, el “INSABI” se obliga a: 

I. Realizar, por conducto de la Coordinación de Recursos Humanos y Regularización de Personal, las 
acciones conducentes para llevar a cabo la contratación de las personas que habrán de ocupar las 
plazas autorizadas que se contienen en el Anexo 2 de este Convenio de Colaboración. 
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II. Solicitar a “LA ENTIDAD”, por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud y de la 
Coordinación de Recursos Humanos y Regularización de Personal, según corresponda, los informes 
que se desprenden de la cláusula Segunda del presente instrumento jurídico, así como aquéllos que 
dichas áreas consideren necesarios, con la periodicidad que las mismas determinen. 

III. Recibir de “LA ENTIDAD”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, dentro de los primeros 
quince (15) días de cada mes, el avance en el cumplimiento del objetivo, meta e indicadores del 
presente Convenio de Colaboración, con corte al último día del mes inmediato anterior. 

IV. Evaluar, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, el cumplimiento del objetivo, meta e 
indicadores del presente Convenio de Colaboración y, en su caso, proponer medidas  
de mejora continua. 

V. Proporcionar la información y documentación que, en relación con el cumplimiento del objeto del 
presente Convenio de Colaboración, requieran los órganos de control y fiscalización federales, y 
permitir a éstos las visitas de inspección que, en ejercicio de sus respectivas atribuciones, lleven a 
cabo con la frecuencia que le sea requerida. 

VI. Realizar, a solicitud de la Coordinación de Atención a la Salud, las gestiones necesarias para la 
publicación del presente instrumento jurídico en el Diario Oficial de la Federación. 

VII. Difundir, en la página de Internet del “INSABI” el presente Convenio de Colaboración, los avances en 
el cumplimiento de su objetivo, meta e indicadores, y el impacto de su ejecución en favor de la 
población sin seguridad social. 

SÉPTIMA. ACCIONES DE SUPERVISIÓN, VERIFICACIÓN, SEGUIMIENTO, EVALUACIÓN, CONTROL 
Y FISCALIZACIÓN. “LAS PARTES” acuerdan que la verificación, seguimiento y evaluación del cumplimiento 
del objeto del presente instrumento jurídico, corresponderá a “LAS PARTES” en los términos estipulados en el 
mismo y de conformidad con lo establecido en las disposiciones jurídicas aplicables. 

Asimismo, se obligan a que, cuando las personas servidoras públicas que participen en la ejecución del 
presente Convenio de Colaboración detecten conductas o hechos realizadas en el marco del presente 
instrumento jurídico, que constituyan una violación a las disposiciones jurídicas aplicables y que resulten en 
detrimento de la prestación gratuita de servicios de salud, medicamentos y demás insumos asociados en favor 
de las personas que viven en situación alta o muy alta marginación, lo harán del conocimiento de manera 
inmediata de la Auditoría Superior de la Federación, de la Secretaría de la Función Pública, de la Secretaría 
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de “LA ENTIDAD” y, en su caso, del ministerio público  
que resulte competente. 

Para asegurar la transparencia en la aplicación de los recursos federales asignados, “LAS PARTES” 
convienen en sujetarse a lo siguiente: 

I. El “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, considerando su disponibilidad de 
recursos humanos y presupuestaria, podrá practicar las visitas de supervisión y verificación que 
considere necesarias, a efecto de observar que el personal contratado labore en los establecimientos 
de salud a los que se encuentren adscritos, que cumplan con las actividades conforme a su categoría 
y que se apeguen a lo previsto en el presente instrumento jurídico; asimismo, verificará la 
documentación original relativa a los informes presentados por “LA ENTIDAD”. 

II. El “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, observará en las visitas de 
supervisión y verificación la adecuada operación y cumplimiento del objeto del presente Convenio de 
Colaboración, la presentación de los informes que deba rendir “LA ENTIDAD”, y demás obligaciones 
establecidas en el presente instrumento jurídico. 

III. Los resultados derivados de las visitas de supervisión y verificación, se notificarán a “LA ENTIDAD”, 
a través de los servicios de Salud de Coahuila de Zaragoza, para que proceda conforme a sus 
atribuciones. 

 Para efectos de lo señalado en el párrafo anterior, “LA ENTIDAD”, a través de los servicios de Salud 
de Coahuila de Zaragoza, estará obligada a otorgar al “INSABI”, a través de su personal que 
designe, todas las facilidades que resulten necesarias. 

IV. El “INSABI”, a través de la Coordinación de Atención a la Salud, en colaboración con la Coordinación 
de Recursos Humanos y regularización de Personal, verificará, en el ámbito de sus atribuciones, que 
el personal autorizado en el Anexo 2 del Convenio de Colaboración, esté vinculado de manera 
permanente e irrevocable a un establecimiento de salud fijo de primer y segundo nivel de atención 
médica, que atiende a población sin seguridad social, en condiciones de alta y muy alta marginación, 
con un horario asignado al mismo, pudiendo solicitar a “LA ENTIDAD” la información que estime 
necesaria para llevar a cabo dicha verificación.   
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V. El "INSABI", por conducto de la Coordinación de Atención a la Salud, dentro del marco de sus 
atribuciones y a través de los mecanismos que esta última implemente para tal fin, verificará (i) el 
cumplimiento del objetivo, meta e indicadores de desempeño a que se refiere la cláusula Tercera de 
este Convenio, y por conducto de la Coordinación de Recursos Humanos y Regularización de 
Personal (ii) verificará que los recursos federales asignados para la contratación del personal sean 
destinados únicamente para cubrir el objeto del presente instrumento jurídico; en atención a los 
formatos que determine el “INSABI” y conforme al calendario de visitas que determine el “INSABI”. 

OCTAVA. RESPONSABILIDAD LABORAL. Queda expresamente estipulado por "LAS PARTES", que el 
personal contratado, empleado o comisionado por cada una de ellas para dar cumplimiento al presente 
instrumento jurídico, guardará relación laboral únicamente con aquélla que lo contrató, empleó o comisionó, 
por lo que asumen plena responsabilidad por este concepto, sin que en ningún caso, la otra parte pueda ser 
considerada como patrón sustituto o solidario, obligándose en consecuencia, cada una de ellas, a sacar a la 
otra, en paz y a salvo, frente a cualquier reclamación o demanda, que su personal pretendiese interponer en 
su contra, deslindándose desde ahora de cualquier responsabilidad de carácter laboral, civil, penal, 
administrativa o de cualquier otra naturaleza jurídica que en ese sentido se les quiera fincar. 

NOVENA. COMISIÓN DE EVALUACIÓN Y SEGUIMIENTO. Para el adecuado desarrollo del objeto del 
presente instrumento, “LAS PARTES” constituyen, en este acto, una Comisión de Evaluación y Seguimiento 
integrada por dos representantes del “INSABI” y dos de “LA ENTIDAD”, cuyas funciones serán las siguientes: 

a) Solucionar cualquier circunstancia no prevista en el presente instrumento jurídico. 

b) Resolver las controversias o conflictos que se susciten con motivo de la interpretación o 
cumplimiento de este Convenio. 

c) Establecer las medidas o mecanismos que permitan atender las circunstancias especiales, caso 
fortuito o de fuerza mayor, para la realización del objeto previsto en el presente instrumento jurídico. 

d) Las demás que acuerden “LAS PARTES”. 

El “INSABI” designa como integrante de la Comisión de Evaluación y Seguimiento a las personas titulares 
de la Coordinación de Atención a la Salud, y de la Coordinación de Recursos Humanos y Regularización de 
Personal. 

“LA ENTIDAD” designa como integrantes de la Comisión de Evaluación y Seguimiento a Dirección de 
Atención Médica y de la Subdirección de Recursos Humanos de los Servicios de Salud de Coahuila 
de Zaragoza. 

DÉCIMA. CONTRALORÍA SOCIAL. “LA ENTIDAD”, a través de los Servicios de Salud de Coahuila de 
Zaragoza, y por conducto del servidor público a que se hace mención en el apartado E de la cláusula 
Segunda de este instrumento jurídico, promoverá la participación ciudadana con la finalidad de contribuir con 
la prevención y combate a la corrupción. Las personas beneficiarias de “EL PROGRAMA”, de manera libre y 
voluntaria, podrán llevar a cabo actividades de contraloría social de manera individual o colectiva. 

“LA ENTIDAD” reconoce que la Contraloría Social implica actividades de monitoreo y vigilancia sobre el 
cumplimiento de los objetivos y metas de “EL PROGRAMA”, así como la correcta aplicación de los recursos 
públicos asignados. 

Conforme a lo anterior y en términos de las disposiciones aplicables a la Contraloría Social, “LA ENTIDAD” 
está conforme en que para registrar un Comité de Contraloría Social se presentará un escrito libre ante los 
Servicios de Salud de Coahuila de Zaragoza, en el que como mínimo, se especificará el programa a vigilar, el 
nombre y datos de contacto de la(s) persona(s) que lo integrarán y la ubicación geográfica de las mismas 
(localidad, código postal y entidad federativa), lo anterior en el entendido de que la Secretaría de la Función 
Pública asistirá y orientará a las personas interesadas en conformar Comités a través de la cuenta: 
contraloriasocial@funcionpublica.gob.mx. 

Los Servicios de Salud de Coahuila de Zaragoza, otorgará el registro de Contraloría Social en un plazo no 
mayor a 15 días hábiles, y junto con las instancias ejecutoras respectivas, brindarán la información pública 
necesaria para llevar a cabo sus actividades, así como asesoría, capacitación, y orientación sobre los medios 
para presentar quejas y denuncias. 

“LAS PARTES” se sujetan a los lineamientos vigentes emitidos por la Secretaría de la Función Pública y a 
los documentos normativos validados por la misma. 

DÉCIMA PRIMERA. VIGENCIA. El presente Convenio de Colaboración surtirá sus efectos a partir de la 
fecha de su suscripción y se mantendrá en vigor hasta el 31 de diciembre de 2023. 

DÉCIMA SEGUNDA. MODIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de 
Colaboración podrá modificarse de común acuerdo para lo cual deberán formalizar el convenio modificatorio 
respectivo. Las modificaciones al Convenio de Colaboración obligarán a “LAS PARTES” a partir de la fecha  
de su firma y deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación y en el órgano de difusión oficial de  
“LA ENTIDAD”. 
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DÉCIMA TERCERA. CASO FORTUITO Y FUERZA MAYOR. En circunstancias especiales originadas por 
caso fortuito o fuerza mayor, para la realización del objeto previsto en este instrumento jurídico,  
“LAS PARTES” convienen en aplicar las medidas o mecanismos que se acuerden a través de la Comisión de 
Evaluación y Seguimiento señalada en la cláusula Novena de este instrumento jurídico, mismas que de ser 
necesarias, darán lugar a suscribir el convenio modificatorio correspondiente en los términos que se señalan 
en la cláusula que antecede. 

DÉCIMA CUARTA. CAUSAS DE TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Colaboración 
podrá darse por terminado anticipadamente por cualquiera de las causas siguientes: 

I. Por acuerdo de "LAS PARTES". 

II. Por no existir la disponibilidad presupuestaria para hacer frente a los compromisos que adquiere  
"EL INSABI". 

III. Por caso fortuito o fuerza mayor. 

DÉCIMA QUINTA. CAUSAS DE RESCISIÓN. El presente Convenio de Colaboración podrá rescindirse por 
el incumplimiento de las obligaciones contraídas en el presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SEXTA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” manifiestan que el presente 
Convenio de Colaboración se celebra de buena fe por lo que, en caso de presentarse algún conflicto o 
controversia con motivo de su interpretación o cumplimiento, lo resolverán de común acuerdo mediante la 
Comisión de Evaluación y Seguimiento descrita en la cláusula Novena del presente instrumento jurídico. 

En caso de subsistir la controversia, “LAS PARTES” acuerdan someterse a la jurisdicción de los Tribunales 
Federales competentes con sede en la Ciudad de México, por lo que renuncian expresamente a cualquier 
fuero que pudiere corresponderles en razón de sus domicilios presentes o futuros. 

DÉCIMA SÉPTIMA. AVISOS, COMUNICACIONES Y NOTIFICACIONES. “LAS PARTES” convienen en 
que todos los avisos, comunicaciones y notificaciones que se realicen con motivo del presente instrumento, se 
llevarán a cabo por escrito en los domicilios establecidos en el apartado de Declaraciones del mismo, así 
como en las direcciones electrónicas que las mismas designen para tales efectos, atendiendo los principios de 
inmediatez. 

En caso de que las partes cambien de domicilio, se obligan a dar el aviso correspondiente a la otra, con 
quince (15) días hábiles de anticipación a que dicho cambio de ubicación se lleve a cabo, de lo contrario se 
tomará como válido el domicilio expresado en el apartado de Declaraciones del presente instrumento. Para el 
caso de cambio de dirección electrónica, dicho cambio deberá notificarlo por escrito y/o vía oficial signada por 
las “LAS PARTES”. 

DÉCIMA OCTAVA. VICIOS DEL CONSENTIMIENTO. “LAS PARTES” manifiestan que en la celebración 
del presente convenio de colaboración no ha habido error, dolo o mala fe, lesión o vicios que afecten el 
consentimiento. 

DÉCIMA NOVENA. ANEXOS. “LAS PARTES” reconocen como parte integrante del presente Convenio de 
Colaboración, los Anexos que a continuación se indican. Dichos Anexos tendrán la misma fuerza legal que el 
presente Convenio de Colaboración. 

ANEXOS 

Anexo 1. Asignación de Recursos Humanos. 

Anexo 1 A. Periodo para la Asignación de Recursos Humanos. 

Anexo 2. Plazas Autorizadas. 

Anexo 3. Tabulador. 

Anexo 4. Indicadores de Desempeño. 

Anexo 5. Objetivo y Meta. 

Leído el presente Convenio de Colaboración, estando debidamente enteradas las partes de su contenido y 
alcance legal, lo firman por sextuplicado, en la Ciudad de México, el día quince del mes de febrero de 2023.- 
Por el INSABI: Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de 
Coordinación Nacional Médica, Dra. Jazmy Jyhan Laborie Nassar.- Rúbrica.- Coordinador de Recursos 
Humanos y Regularización de Personal, Mtro. Candelario Pérez Alvarado.- Rúbrica.- Por la Entidad: 
Secretario de Salud y Director General de los Servicios de Salud de Coahuila de Zaragoza, Dr. Roberto 
Bernal Gómez.- Rúbrica. 
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ANEXO 1 

ASIGNACIÓN DE RECURSOS HUMANOS 

ASIGNACIÓN DE RECURSOS HUMANOS CONTRATACIÓN CENTRALIZADA INSABI 

1000 “Servicios Personales” $  7,035,812.46 

 

*Recurso que se destinará hasta por la cantidad señalada en el cuadro, dicha cantidad podrá ser menor 
con base en las vacancias, faltas, retardos y/o criterios que determine la Coordinación de Recursos Humanos 
y Regularización de Personal. 

ANEXO 1 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN PARA FORTALECER, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL 

PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, LA PRESTACIÓN 

GRATUITA DE SERVICIOS DE SALUD, MEDICAMENTOS Y DEMÁS INSUMOS ASOCIADOS EN FAVOR DE LAS 

PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL, EN LAS REGIONES DE ALTA Y MUY ALTA MARGINACIÓN, MEDIANTE LA 

ASIGNACIÓN DE PERSONAL DE SALUD, QUE CELEBRAN EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL 

EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

 

ANEXO 1 A 

PERIODO PARA LA ASIGNACIÓN DE RECURSOS HUMANOS 

CONCEPTO PERIODO: 

Asignación de personal 

1000 “Servicios Personales” 
A PARTIR DEL MES DE ENERO 2023 Y HASTA EL 31 DE 

DICIEMBRE DE 2023 

 

ANEXO 1 A DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN PARA FORTALECER, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL 

PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, LA PRESTACIÓN 

GRATUITA DE SERVICIOS DE SALUD, MEDICAMENTOS Y DEMÁS INSUMOS ASOCIADOS EN FAVOR DE LAS 

PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL, EN LAS REGIONES DE ALTA Y MUY ALTA MARGINACIÓN, MEDIANTE LA 

ASIGNACIÓN DE PERSONAL DE SALUD, QUE CELEBRAN EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL 

EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

 

ANEXO 2 

PLAZAS AUTORIZADAS 

DESCRIPCIÓN N° DE PLAZAS (CANTIDAD) 

Médico Especialista 0 

Médico General 4 

Enfermera General 1 

Enfermera Auxiliar 1 

Nutriólogo 2 

Psicólogo 4 

Terapeuta de Lenguaje 1 

Terapeuta de Rehabilitación Física 0 

Oficial y/o Despachador de Farmacia 0 

TOTAL 13 

 

Es requisitado conforme a las necesidades de “LA ENTIDAD”, respetando el tabulador a aplicar 
para la contratación del personal de salud y el presupuesto asignado. 

ANEXO 2 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN PARA FORTALECER, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL 

PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, LA PRESTACIÓN 

GRATUITA DE SERVICIOS DE SALUD, MEDICAMENTOS Y DEMÁS INSUMOS ASOCIADOS EN FAVOR DE LAS 

PERSONAS SIN SEGURIDAD SOCIAL, EN LAS REGIONES DE ALTA Y MUY ALTA MARGINACIÓN, MEDIANTE LA 

ASIGNACIÓN DE PERSONAL DE SALUD, QUE CELEBRAN EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL 

EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 
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ANEXO 3 

TABULADOR 

ZE II 

CÓDIGO PUESTO 
SUELDOS BASE 

(11301) 

AYUDA PARA GASTOS DE 

ACTUALIZACIÓN 

A.G.A. 

(13410) 

ASIGNACIÓN BRUTA 

(15901) 

TOTAL BRUTO 

MENSUAL 

CPSMMG0001 MÉDICO GENERAL 17,612.00 8,481.00 10,730.00 36,823.00 

CPSPEG0001 ENFERMERA GENERAL 11,318.00 4,578.00 6,806.00 22,702.00 

CPSPEA0001 ENFERMERA AUXILIAR 9,792.00 4,326.00 5,577.00 19,695.00 

CPSPPP0019 NUTRICIONISTA 14,474.00 4,148.00 7,326.00 25,948.00 

CPSPPP0007 PSICÓLOGO CLÍNICO 15,136.00 4,739.00 9,060.00 28,935.00 

CPSPPP0005 TERAPEUTA DE LENGUAJE 10,694.00 2,658.00 5,392.00 18,744.00 

 

ZE III 

CÓDIGO PUESTO 
SUELDOS BASE 

(11301) 

AYUDA PARA GASTOS DE 
ACTUALIZACIÓN 

A.G.A. 

(13410) 

ASIGNACIÓN BRUTA 

(15901) 

TOTAL BRUTO 
MENSUAL 

CPSMMG0001 MÉDICO GENERAL 19,483.00 9,348.00 11,742.00 40,573.00 

CPSPEG0001 ENFERMERA GENERAL 12,481.00 5,063.00 7,976.00 25,520.00 

CPSPEA0001 ENFERMERA AUXILIAR 10,960.00 5,125.00 6,100.00 22,185.00 

CPSPPP0019 NUTRICIONISTA 15,993.00 4,572.00 8,267.00 28,832.00 

CPSPPP0007 PSICÓLOGO CLÍNICO 16,736.00 5,388.00 9,827.00 31,951.00 

CPSPPP0005 TERAPEUTA DE LENGUAJE 11,794.00 2,821.00 5,792.00 20,407.00 

 

ANEXO 3 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN PARA FORTALECER, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” 
PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, LA PRESTACIÓN GRATUITA DE SERVICIOS DE SALUD, MEDICAMENTOS Y DEMÁS INSUMOS ASOCIADOS EN FAVOR DE LAS PERSONAS 
SIN SEGURIDAD SOCIAL, EN LAS REGIONES DE ALTA Y MUY ALTA MARGINACIÓN, MEDIANTE LA ASIGNACIÓN DE PERSONAL DE SALUD, QUE CELEBRAN EL INSTITUTO 
DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 



 
64 

D
IA

R
IO

 O
FIC

IA
L 

V
iernes 8 de septiem

bre de 2023 

 

ANEXO 4 

INDICADORES DESEMPEÑO 

(FORMATO) 

PROGRAMA E023 

Entidad Federativa:   Fecha de reporte  

Fecha de Elaboración:   Mes que se reporta :  

 

“INDICADORES DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN" 

N°. Nombre del Indicador Numerador / Valor Numerador Denominador Valor denominado Multiplicado Resultado (%) 

1 

Porcentaje de Diabetes 

Mellitus controlada en 

población sin seguridad 

social 

Número de personas con 

Diabetes Mellitus con control 

glucémico 

 

Número de personas con 

Diabetes Mellitus sin seguridad 

social en tratamiento, atendidas 

en el Establecimiento a la Salud. 

 100  

2 

Porcentaje de detección de 

Diabetes Mellitus en la 

población sin seguridad 

social. 

Número de detecciones 

positivas y negativas de 

Diabetes Mellitus realizadas 

a la población de 20 años y 

más atendidas 

 

Población de 20 años y más sin 

seguridad social, atendida en el 

Establecimiento a la Salud 

 100  

3 

Porcentaje de niños 

menores de 10 años sin 

seguridad social con 

desnutrición 

Total de niños menores de 

10 años sin seguridad social 

con desnutrición 

 

Número de niños menores de 10 

años sin seguridad social, 

atendidos en el Establecimiento 

de Salud 

 100  

4 

Tasa de vacunación de 

niñas y niños menores de 5 

años sin seguridad social  

Número de biológicos o 

vacunas aplicados a niñas y 

niños menores de 5 años sin 

seguridad social 

 

Número de niñas y niños 

menores de 5 años sin seguridad 

social, atendidos en el 

Establecimiento de Salud. 

 100  

5 

Porcentaje de consultas de 

primera vez otorgadas a la 

población sin seguridad 

social 

Número de consultas de 

primera vez otorgadas a la 

población sin seguridad 

social 

 

Población sin seguridad social, 

atendida en el Establecimiento 

de Salud 

 100  
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“INDICADORES DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN" 

N°. Nombre del Indicador Numerador / Valor Numerador Denominador Valor denominado Multiplicado Resultado (%) 

6 

Porcentaje de mujeres sin 

seguridad social detectadas 

con embarazo de alto riesgo 

Total de mujeres sin 

seguridad social con 

embarazo de alto riesgo 

 

Número de mujeres 

embarazadas sin seguridad 

social, atendidas en el 

Establecimiento de Salud 

 100  

7 

Razón de Mortalidad 

Materna de mujeres sin 

seguridad social 

Números de muertes 

maternas sin seguridad 

social 

 

Número de nacidos vivos de 

madres sin seguridad social, 

atendidos en el Establecimiento 

de Salud 

 100  

8 Porcentaje de supervisiones 
Número de supervisiones 

realizadas 
 

Número de supervisiones  

programadas 
 100  

9 

Enfermedades diarreicas 

agudas en menores de 10 

años sin seguridad social 

Total de casos de 

enfermades diarreicas 

agudas en niños menores de 

10 años sin seguridad social 

 

Número total de meores de 10 

años sin seguridad social, 

atendidas en el Establecimiento 

de Salud. 

 100  

10 

Porcentaje de citologías 

cervicales realizadas en las 

mujeres con actividad sexual 

Número de mujeres sin 

seguridad social a las cuales 

se les realizó citología 

cervical en el periodo 

 

Número de mujeres mayores de 

17 años sin seguridad social, 

atendidas en el Establecimiento 

de Salud. 

 100  

11 

Porcentaje de pacientes sin 

seguridad social con 

Hipertensión Arterial 

controlada 

Número de personas con 

Hipertensión Arterial 

controlada en en población 

sin seguridad social. 

 

Número de personas con 

Hipertensión Arterial en 

tratamiento en población sin 

seguridad social, atendidas en el 

Establecimiento de Salud. 

 100  

Nota: Se deberán llenar los campos de Numerador, Denominador y Resultado (%) únicamente con acciones cubiertas con recursos autorizados del PE023-2023 y supervisiones realizadas a dicho programa 

en “LA ENTIDAD”. 

 

Elaboró  Revisó  Autorizó 

     

Nombre y cargo  Director Administrativo (o equivalente)  Titular de la Unidad Ejecutora 

(o su equivalente) 

 

ANEXO 4 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN PARA FORTALECER, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” 
PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, LA PRESTACIÓN GRATUITA DE SERVICIOS DE SALUD, MEDICAMENTOS Y DEMÁS INSUMOS ASOCIADOS EN FAVOR DE LAS PERSONAS 
SIN SEGURIDAD SOCIAL, EN LAS REGIONES DE ALTA Y MUY ALTA MARGINACIÓN, MEDIANTE LA ASIGNACIÓN DE PERSONAL DE SALUD, QUE CELEBRAN EL INSTITUTO 
DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 
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ANEXO 5 

OBJETIVO Y META 

Objetivo: Las plazas autorizadas para la operación de “EL PROGRAMA” con la finalidad de contribuir a garantizar el acceso efectivo y la continuidad en la 
prestación gratuita de servicios de salud, correspondientes al primer y segundo niveles de atención, dirigidos a las personas sin seguridad social que se encuentran 
en condiciones de alta o muy alta marginación. 

Puesto Plazas contratadas 
Meta  Ocupación del 
100% de las plazas 

autorizadas 

Porcentaje de  
Contratación de personal 

de Salud 

Parámetro 
Satisfactorio 

> 90 
Bueno             

> 70 y < 90 
Regular 

> 50 y < 70 
Deficiente 

< 50 
MÉDICO ESPECIALISTA        
MÉDICO GENERAL        
ENFERMERA        
ENFERMERA AUXILIAR.        
NUTRIÓLOGO.        
PSICÓLOGO CLÍNICO        
TERAPEUTA DE LENGUAJE        
TERAPEUTA DE REHABILITACIÓN        
OFICIAL Y/O DESPACHADOR DE 
FARMACIA        

Elaboró  Revisó  Autorizó 

     

Nombre y cargo  Director Administrativo (o equivalente)  Titular de la Unidad Ejecutora  
(o su equivalente) 

 
ANEXO 5 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN PARA FORTALECER, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” 

PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, LA PRESTACIÓN GRATUITA DE SERVICIOS DE SALUD, MEDICAMENTOS Y DEMÁS INSUMOS ASOCIADOS EN FAVOR DE LAS PERSONAS 
SIN SEGURIDAD SOCIAL, EN LAS REGIONES DE ALTA Y MUY ALTA MARGINACIÓN, MEDIANTE LA ASIGNACIÓN DE PERSONAL DE SALUD, QUE CELEBRAN EL INSTITUTO 
DE SALUD PARA EL BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

FIRMA DE LOS ANEXOS 1, 1 A, 2, 3, 4 Y 5 DEL CONVENIO DE COLABORACIÓN PARA FORTALECER, CON CARGO A LOS RECURSOS DEL PROGRAMA PRESUPUESTARIO 
E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL EJERCICIO FISCAL 2023, LA PRESTACIÓN GRATUITA DE SERVICIOS DE SALUD EN FAVOR DE LAS PERSONAS SIN SEGURIDAD 
SOCIAL, EN LAS REGIONES DE ALTA Y MUY ALTA MARGINACIÓN, MEDIANTE LA ASIGNACIÓN DE PERSONAL DE SALUD, QUE CELEBRAN EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL 
BIENESTAR Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 

Por el INSABI: Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de Coordinación Nacional Médica, Dra. Jazmy Jyhan 
Laborie Nassar.- Rúbrica.- Coordinador de Recursos Humanos y Regularización de Personal, Mtro. Candelario Pérez Alvarado.- Rúbrica.- Por la Entidad: 
Secretario de Salud y Director General de los Servicios de Salud de Coahuila de Zaragoza, Dr. Roberto Bernal Gómez.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE DESARROLLO AGRARIO,  
TERRITORIAL Y URBANO 

DECLARATORIA de causa de utilidad pública relativa a 215,530.00 m² (doscientos quince mil quinientos treinta 
metros cuadrados), correspondientes a 77 (setenta y siete) inmuebles de propiedad privada en los municipios 
de Escárcega, Champotón y Campeche, en el Estado de Campeche, que serán destinados para la construcción de 
obras de infraestructura pública relacionadas con el Proyecto Tren Maya. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

ROMÁN GUILLERMO MEYER FALCÓN, Secretario de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, con 
fundamento en lo dispuesto por el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
ejercicio de la facultad que me confieren los artículos 1o., 2o. fracción I, 26 y 41 fracción XXIV de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal; 1o. fracción III Bis, 2o. y 3o. de la Ley de Expropiación; 
así como 1, 3, 5 y 6, fracción III del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano, y 

CONSIDERANDO 

Que el artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece que 
"La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio nacional, corresponde 
originariamente a la Nación, la cual ha tenido y tiene el derecho de transmitir el dominio de ellas a los 
particulares, constituyendo la propiedad privada" y que "Las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de 
utilidad pública y mediante indemnización"; en tanto que el artículo 28 de la misma constitución, en su párrafo 
cuarto, señala expresamente que "...los ferrocarriles son áreas prioritarias para el desarrollo nacional en los 
términos del artículo 25 de esta Constitución; el Estado al ejercer en ellas su rectoría, protegerá la seguridad y 
la soberanía de la Nación"; 

Que la Ley de Expropiación es de interés público, y establece como causa de utilidad pública la 
"construcción de obras de infraestructura pública y la prestación de servicios públicos que requieran de bienes 
inmuebles y sus mejoras, derivada de concesión, de contrato o de cualquier acto jurídico celebrado en 
términos de las disposiciones legales aplicables" (artículo 1o. fracción III Bis); 

Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado el 12 de julio de 2019 en el Diario Oficial de la 
Federación (DOF), establece los programas y proyectos que constituyen las prioridades de atención 
estratégica a problemas públicos identificados, y expone como una de las tareas centrales impulsar la 
reactivación de la economía para que vuelva a crecer a tasas aceptables, y se fortalezca el mercado interno y 
el empleo a través de programas sectoriales, proyectos regionales y obras de infraestructura; 

Que en el capítulo Proyectos regionales de dicho plan, se dispone expresamente: 

El Tren Maya es el más importante proyecto de infraestructura, desarrollo socioeconómico y 
turismo del presente sexenio. Tendrá un recorrido de mil 525 kilómetros, pasará por los 
estados de Chiapas, Tabasco, Campeche, Yucatán y Quintana Roo e interconectará las 
principales ciudades y sitios turísticos de la Península de Yucatán... 

El Tren Maya es un proyecto orientado a incrementar la derrama económica del turismo en la 
Península de Yucatán, crear empleos, impulsar el desarrollo sostenible, proteger el medio 
ambiente de la zona desalentando actividades como la tala ilegal y el tráfico de especies y 
propiciar el ordenamiento territorial de la región. Se procurará integrar a la obra y a sus 
beneficios a los pobladores; se gestionarán los derechos de vía que aún no se tengan 
mediante acuerdos con los propietarios de los terrenos respectivos; se buscarán acuerdos 
benéficos en los casos en los que las vías de propiedad federal se encuentren invadidas y se 
pedirá la aprobación de las comunidades y pueblos originarios mediante consultas. 

Que el Tren Maya funcionará como corredor humanitario por medio del cual se entregarán apoyos 
alimentarios, médicos, etc., para las comunidades indígenas y pueblos marginados del sureste mexicano. 
Tendrá un flujo constante, y solo por su conducto, se podrá llegar a dichos poblados de manera pronta y 
eficaz; igualmente, por su ubicación geográfica, es fundamental para salvaguardar las costas y la zona 
fronteriza con Centroamérica; 
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Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., es una empresa de participación estatal mayoritaria sectorizada en 

la Secretaría de Turismo, como se desprende de la "Relación de Entidades Paraestatales de la Administración 

Pública Federal", publicada en el DOF el 12 de agosto de 2022, creada mediante escritura pública 

número 98,727 (noventa y ocho mil setecientos veintisiete) de fecha 5 de diciembre de 2018, la cual tiene por 

objeto social: 

 Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos, y ejecutar la construcción, operación y 

explotación, conservación y mantenimiento de vías férreas en el sureste de la república 

mexicana. 

 Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y prestar el servicio público de transporte 

ferroviario de carga o de pasajeros, por sí mismo mediante asignación o de manera conjunta 

con concesionarios. 

 Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos para prestar servicios auxiliares ferroviarios, 

todo tipo de asignaciones y permisos para prestar servicios auxiliares ferroviarios, y servicios 

relacionados con la infraestructura ferroviaria. 

 Celebrar todo tipo de actos jurídicos por los cuales otorgue o reciba el uso y 

aprovechamiento de bienes muebles e inmuebles, así como el adquirirlos o enajenarlos, 

instalaciones turísticas o inmobiliarias de cualquier naturaleza, en cualquier destino turístico, 

polos de desarrollo turístico, Centros Integralmente Planeados y en Centros Turísticos 

Sustentables del Fondo Nacional del Fomento al Turismo (Fonatur), en el sureste de la 

República Mexicana. 

Que el 21 de abril de 2020, se publicó en el DOF la asignación que otorga el gobierno federal, por 

conducto de la entonces Secretaría de Comunicaciones y Transportes, en favor de la empresa de 

participación estatal mayoritaria Fonatur Tren Maya S.A. de C.V., para construir, operar y explotar la vía 

general de comunicación ferroviaria denominada Tren Maya, la prestación del servicio público de transporte 

ferroviario de carga y de pasajeros, la cual incluye los permisos para prestar los servicios auxiliares 

requeridos; 

Que el 30 de mayo de 2023, se publicó en el DOF la “Modificación al Título de Asignación otorgado el 20 

de abril de 2020, a través de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, actualmente Secretaría de 

Infraestructura, Comunicaciones y Transportes, en favor de la empresa de participación estatal mayoritaria 

Fonatur Tren Maya S.A. de C.V.”, en cuyo Antecedente V se establece que el 3 de mayo de 2023, mediante 

oficio DJ/APAT/125/2023, FTM/SEN/0733/2023 Fonatur Tren Maya S.A. de C.V. solicitó modificar su Título de 

Asignación para llevar a cabo únicamente la construcción de la "Vía Tren Maya", por el periodo suficiente para 

concluir con la ejecución de los trabajos de construcción que actualmente se encuentran en proceso y, una 

vez concluida se entregue esta vía a la empresa de participación estatal mayoritaria "Tren Maya", S.A. de 

C.V., excluyéndose, en consecuencia la operación y explotación de la vía general de comunicación ferroviaria 

denominada Tren Maya; 

Que los programas sectoriales de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020-2024 y de Turismo 

2020-2024, publicados en el DOF el 26 de junio de 2020 y 3 de julio de 2020 respectivamente, establecen que 

la construcción del Tren Maya es el compromiso más relevante de infraestructura para impulsar el desarrollo 

socioeconómico y turístico de la historia del sureste del país y fortalecer la integración de cadenas productivas 

en la península de Yucatán, así como para elevar la calidad de los servicios turísticos y fomentar la 

capacitación y profesionalización del capital humano que forma parte de esta industria; 

Que el 20 de noviembre de 2020, se publicó en el DOF el Programa Institucional 2020-2024 del 

FONATUR, el cual tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 7.1: "...Desarrollar el Proyecto 

Regional Tren Maya en los estados de Chiapas, Tabasco, Campeche, Yucatán y Quintana Roo"; 

Que, en cumplimiento del Programa Institucional 2020-2024 del Fondo Nacional de Fomento al Turismo, 

Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. elaboró dictámenes técnicos respecto de la viabilidad del proyecto Tren 

Maya, en los que se concluye que es de primera necesidad contar con un servicio confiable, eficiente, cómodo 

y seguro que permita, por una parte, el transporte de mercancías, y por otra, movilizar a sus usuarios con 
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altos estándares de calidad, acceso y cobertura en el área urbana y conurbada. Asimismo, dichos dictámenes 

acreditan que el proyecto Tren Maya satisface el interés colectivo, e impulsa las actividades económicas del 

sur-sureste del país que garantizan el derecho a la movilidad en condiciones de seguridad, accesibilidad, 

comodidad, eficiencia, calidad e igualdad. La construcción del Tren Maya permitirá el desarrollo 

socioeconómico y turístico; reducirá los niveles de pobreza que existen en la zona, y mejorará las condiciones 

de vida de quienes habitan y transitan por la zona; 

Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficios números DJ/APAT/165/2023 de 11 de mayo de 

2023, DJ/APAT/878/2023 de 24 de junio de 2023, DJ/APAT/877/2023 del 24 de julio de 2023, 

DJ/EDVPP/010/2023 de 04 de agosto de 2023, DJ/EDVPP/022/2023 de 04 de agosto de 2023 y 

DJ/SJCC/GJ/EDVPP/33/2023 del 31 de agosto de 2023, solicitó a la Secretaría de Desarrollo Agrario, 

Territorial y Urbano que, en el ámbito de sus funciones, competencias y en términos de las disposiciones 

aplicables vigentes, lleve a cabo las acciones que resulten necesarias para la adquisición de aquellos 

inmuebles que se requieren para el Tramo 2 del Proyecto Tren Maya; 

Que, esta Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, a través de la Unidad de Asuntos 

Jurídicos, derivado de la información proporcionada por Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., integró el 

expediente de expropiación número SEDATU.1S.13.I110.UAJ.009.2023, en el cual constan la solicitud 

y el Dictamen Técnico emitidos por esa entidad, en el que se señalan los inmuebles materia de la presente 

Declaratoria, y que son necesarios, para llevar a cabo la construcción de obras de infraestructura pública para 

el desarrollo del Tramo 2 del Proyecto Tren Maya, que se realizarán en beneficio colectivo; 

Que, de las constancias que obran en el expediente de expropiación número 

SEDATU.1S.13.I110.UAJ.009.2023, se advierte que los bienes inmuebles tienen naturaleza jurídica de 

propiedad privada, y se sustenta el motivo de su inclusión en la presente Declaratoria; 

Que, del Dictamen Técnico elaborado por Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. y que integra el expediente de 

expropiación número SEDATU.1S.13.I110.UAJ.009.2023, se acredita que el Proyecto Tren Maya es una obra 

pública mediante la cual se prestará un servicio público que comprende supuestos económicos, sociales, 

sanitarios y estéticos que benefician a la región, pues con ella atenderán necesidades sociales y económicas 

de la colectividad; 

Que, conforme al Dictamen Técnico elaborado por Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., los inmuebles que se 

señalan en la presente Declaratoria son apropiados e idóneos para la construcción y el funcionamiento 

integral del Proyecto Tren Maya, por lo que resulta necesario expropiar los inmuebles de propiedad privada 

localizados en la superficie del Tramo 2; 

Que, en el caso concreto, se cumple con la causa de utilidad pública prevista en el artículo 1o. fracción III 

Bis de la Ley de Expropiación, ya que se trata de la construcción de una obra de infraestructura pública, cuya 

finalidad es atender y satisfacer las necesidades de la población en general, tanto para los turistas como para 

los habitantes de las localidades ubicadas dentro de la Península de Yucatán, relativas a comunicar de 

manera eficiente y agilizar el transporte de todas las personas, y en consecuencia se reactivará la economía 

del país y el desarrollo en diversos sectores como el comercial y turístico; 

Por todo lo anteriormente señalado, he tenido a bien expedir la siguiente: 

DECLARATORIA DE CAUSA DE UTILIDAD PÚBLICA RELATIVA A 215,530.00 M² (DOSCIENTOS 

QUINCE MIL QUINIENTOS TREINTA METROS CUADRADOS), CORRESPONDIENTES A 77 (SETENTA Y 

SIETE) INMUEBLES DE PROPIEDAD PRIVADA EN LOS MUNICIPIOS DE ESCÁRCEGA, CHAMPOTÓN 

Y CAMPECHE, EN EL ESTADO DE CAMPECHE, QUE SERÁN DESTINADOS PARA LA CONSTRUCCIÓN 

DE OBRAS DE INFRAESTRUCTURA PÚBLICA RELACIONADAS CON EL PROYECTO TREN MAYA 

PRIMERO. Se declara de utilidad pública el desarrollo del Proyecto Tren Maya, en los municipios de 

Escárcega, Champotón y Campeche, en el estado de Campeche, que se materializará en la construcción 

de obras de infraestructura pública sobre los inmuebles que suman una superficie total de 215,530.00 M² 

(doscientos quince mil quinientos treinta metros cuadrados), correspondientes a 77 (setenta y siete) inmuebles 

de propiedad privada detallados a continuación, requeridos para la construcción de dicha obra de 

infraestructura pública. 
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Municipio de Escárcega: 

No. Polígono Nomenclatura Folio  Superficie metros 
cuadrados 

1. T2-31368 89-CAM-ESC-EXPR-PRIV 31368  1,295.00 

2. T2-33200 189-CAM-ESC-EXPR-PRIV 33200  8,293.71 

3. T2-27209 191-CAM-ESC-EXPR-PRIV 27209  1,782.75 

 

Municipio de Champotón: 

No. Polígono Nomenclatura Folio  Superficie metros 
cuadrados 

4. T2-31063 110-CAM-CHA-EXPR-PRIV 31063 363.66 

5. T2-31168 111-CAM-CHA-EXPR-PRIV 31168 358.58 

6. T2-566599 112-CAM-CHA-EXPR-PRIV 566599 353.03 

7. T2-31929 113-CAM-CHA-EXPR-PRIV 31929 5.81 

8. T2-566600 240-CAM-CHA-EXPR-PRIV 566600 1,233.07 

 

Municipio de Campeche: 

No. Polígono Nomenclatura Folio  Superficie metros 
cuadrados 

9. T2-538366 05-CAM-CAM-EXPR-PRIV 538366, 538367, 
538368 y 538369  

9,972.02 

10. T2-522732 06-CAM-CAM-EXPR-PRIV 522732  408.20 

11. T2-544397 07-CAM-CAM-EXPR-PRIV 544397  2,798.69 

12. T2-535311 08-CAM-CAM-EXPR-PRIV 535311  2,262.69 

13. T2-131137 29-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131137  232.33 

14. T2-152142 31-CAM-CAM-EXPR-PRIV 152142  124.64 

15. T2-131139 32-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131139  70.79 

16. T2-55013a 33-CAM-CAM-EXPR-PRIV 55013  17.87 

17 T2-131171 34-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131171  1,000.00 

18. T2-131172 35-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131172  621.79 

19. T2-131176 36-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131176  764.51 

20. T2-131181 37-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131181  818.35 

21. T2-131182 38-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131182  872.20 

22. T2-131183 39-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131183  937.37 

23. T2-131184 40-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131184  1,000.00 

24. T2-131185 41-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131185  1,000.00 

25. T2-131186 42-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131186  1,000.00 
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No. Polígono Nomenclatura Folio  Superficie metros 
cuadrados 

26. T2-131187 43-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131187  1,000.00 

27. T2-131191 44-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131191  32.54 

28. T2-131192 45-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131192  118.11 

29. T2-131195 46-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131195  989.87 

30. T2-131196 47-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131196 940.05 

31 T2-131197 48-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131197  886.21 

32. T2-131198 49-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131198  832.37 

33. T2-131199 50-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131199  778.52 

34. T2-131200 51-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131200  741.92 

35. T2-131201 52-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131201  737.42 

36. T2-131202 53-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131202  733.64 

37. T2-152147 54-CAM-CAM-EXPR-PRIV 152147  418.73 

38. T2-131203 55-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131203  472.57 

39. T2-131205 56-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131205 580.26 

40. T2-131207 57-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131207  655.92 

41. T2-131209 58-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131209  683.24 

42. T2-131220 59-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131220  830.68 

43. T2-131228 60-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131228 1,000.00 

44. T2-131204 61-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131204  526.42 

45. T2-131208 62-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131208  669.58 

46. T2-131210 63-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131210  727.39 

47. T2-131214 64-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131214 439.19 

48. T2-131215 65-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131215 230.60 

49. T2-131221 66-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131221  884.49 

50. T2-131222 67-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131222  938.35 

51. T2-131229 68-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131229  1,000.00 

52. T2-131193 69-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131193  225.25 

53. T2-131206 70-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131206 632.33 

54. T2-131211 71-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131211 689.70 

55. T2-131216 72-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131216  164.79 

56. T2-131217 73-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131217  702.25 

57. T2-131218 74-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131218  725.09 

58. T2-131223 75-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131223  988.82 

59. T2-131212 76-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131212  634.57 
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No. Polígono Nomenclatura Folio  Superficie metros 
cuadrados 

60. T2-131213 77-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131213  544.83 

61. T2-72491 78-CAM-CAM-EXPR-PRIV 72491  333.58 

62. T2-131227 79-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131227  621.52 

63. T2-131224 80-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131224  1,000.00 

64. T2-131219 81-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131219  776.83 

65. T2-131194 82-CAM-CAM-EXPR-PRIV 131194  320.74 

66. T2-55013b 83-CAM-CAM-EXPR-PRIV 55013  4,118.48 

67. T2-70500 02-CAM-CAM-EXPR-PRIV 70500  25,710.16 

68. T2-570567 03-CAM-CAM-EXPR-PRIV 570567 289.57 

69. T2-501579 04-CAM-CAM-EXPR-PRIV 501579  520.97 

70. T2-83987 13-CAM-CAM-EXPR-PRIV 83987  7,361.09 

71. T2-570716 16-CAM-CAM-EXPR-PRIV 570716  22,955.05 

72. T2-567966 17-CAM-CAM-EXPR-PRIV 567966 15,822.00 

73. T2-18694 21-CAM-CAM-EXPR-PRIV 18694  7,938.52 

74. T2-3405 22-CAM-CAM-EXPR-PRIV 3405  12,413.08 

75. T2-56210 25-CAM-CAM-EXPR-PRIV 56210 8,193.80 

76. T2-544325 147-CAM-CAM-EXPR-PRIV 544325 219.89 

77. T2-71361 T2/CAM-ESC/PRIV-EXPR/12  71361 46,191.96 

 

Los planos topográficos de los referidos inmuebles y el expediente formado con motivo de la presente 

Declaratoria, quedan a disposición de todas aquellas personas físicas o morales que acrediten y justifiquen un 

derecho o interés jurídico, en la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial 

y Urbano, ubicada en Av. Heroica Escuela Naval Militar número 669, Colonia Presidentes Ejidales 2a. 

Sección, Alcaldía Coyoacán, Código Postal 04470, en la Ciudad de México, con horario de atención de 10:00 

a 15:00 horas, de lunes a viernes. 

SEGUNDO. Notifíquese personalmente a los titulares de los bienes y derechos, en el domicilio que de 

ellos conste en el expediente correspondiente. En caso de ignorarse quiénes son los titulares o bien 

se desconozca su domicilio o localización, efectúese una segunda publicación en el Diario Oficial de la 

Federación y en el periódico de mayor circulación de la localidad de que se trate, conforme a lo establecido en 

el artículo 2o. fracción II de la Ley de Expropiación. 

TERCERO. Los interesados tendrán un plazo de quince días hábiles a partir de la notificación o de la 

segunda publicación en el Diario Oficial de la Federación de la presente Declaratoria, para manifestar ante 

la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Desarrollo Agrario Territorial y Urbano, lo que a su derecho 

e interés convenga y presenten las pruebas que estimen pertinentes. 

CUARTO. Previo convenio con los propietarios de los predios involucrados en la presente Declaratoria, 

procédase a la ocupación inmediata de los mismos, de conformidad con el artículo 9 Bis fracción III de la Ley 

de Expropiación. 

Ciudad de México, a cuatro de septiembre de dos mil veintitrés.- Secretario de Desarrollo Agrario, 

Territorial y Urbano, Román Guillermo Meyer Falcón.- Rúbrica. 
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CONVENIO Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios de la Vertiente Mejoramiento 
Integral de Barrios del Programa de Mejoramiento Urbano, correspondiente al ejercicio fiscal 2023, que celebran 
la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, el Estado de Baja California y el Municipio de Tecate. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

Convenio Marco de Coordinación 
Estado de Baja California/ Municipio de Tecate 
CMC/UAPIEP/PMU/013/2023 

Convenio Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios de la Vertiente Mejoramiento 
Integral de Barrios del Programa de Mejoramiento Urbano, correspondiente al ejercicio fiscal 2023, que 
celebran el Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, en lo 
sucesivo “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, representada por su 
Titular el ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, asistido por la Titular de la Unidad de Apoyo a Programas 
de Infraestructura y Espacios Públicos la ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, y por la Unidad de 
Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano el Encargado del Despacho el ciudadano Tomás Candelaria 
García, Director General de Rescate de Espacios Públicos; el Gobierno del Estado de Baja California, en lo 
sucesivo “EL ESTADO” representado por el ciudadano Arturo Espinoza Jaramillo, Secretario de 
Infraestructura, Desarrollo Urbano y Reordenación Territorial; y el Ayuntamiento de Tecate, Estado de Baja 
California, en lo sucesivo “LA INSTANCIA SOLICITANTE”, representado por el ciudadano Edgar Darío 
Benítez Ruíz, Presidente Municipal, a quien le asiste el ciudadano Octavio Villalba Torres, en su carácter de 
Director de Obras y Servicios Públicos de Tecate, Estado de Baja California; a quienes en conjunto se les 
denominará “LAS PARTES”, al tenor de los antecedentes, declaraciones y cláusulas siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. El artículo 26, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), 
establece la obligación del Estado para organizar un sistema de planeación democrática del 
desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al 
crecimiento de la economía para la independencia y la democratización política, social y cultural  
de la nación. 

2. El artículo 134 de la CPEUM establece que, los recursos económicos de que dispongan la 
Federación, las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para 
satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

3. El artículo 4, fracción I, de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano reconoce el derecho a la ciudad como un principio rector de la planeación, 
regulación y gestión de los asentamientos humanos, y lo define como la obligación del Estado de 
garantizar a todos los habitantes de un asentamiento humano o centros de población, el acceso a la 
vivienda, infraestructura, equipamiento y servicios básicos, a partir de los derechos reconocidos por 
la CPEUM y los tratados internacionales suscritos por México en la materia. 

4. Conforme a los artículos 2, fracción LIII, 74 y 75, fracción VII, de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los subsidios son asignaciones de recursos federales previstas en el 
Presupuesto de Egresos que, a través de las dependencias y entidades, se otorgan a los diferentes 
sectores de la sociedad, a las entidades federativas o municipios para fomentar el desarrollo de 
actividades sociales o económicas prioritarias de interés general, que serán ministrados por las 
dependencias con cargo a sus presupuestos, asegurando la coordinación de acciones entre 
dependencias y entidades, para evitar la duplicidad en el ejercicio de los recursos y reducir gastos 
administrativos. 

5. El artículo 28 de la Ley de Planeación establece que, las acciones contenidas en el Plan Nacional de 
Desarrollo, así como en los programas que de él emanen, deberán especificar las acciones que 
serán objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas; por tanto, en términos 
del artículo 33 de dicho ordenamiento, se podrá convenir con los gobiernos locales, y la participación 
que corresponda a los municipios, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la 
coordinación que se requiera a efecto de que participen y coadyuven a la consecución de los 
objetivos de la planeación nacional. 

6. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, en el Apartado II, Política Social, numeral 8, denominado 
“Desarrollo Urbano y Vivienda”, señala que, en el Programa de Mejoramiento Urbano, en lo sucesivo 
“EL PROGRAMA”, se realizarán obras de rehabilitación y/o mejoramiento de espacios públicos. 
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7. El Programa Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020–2024, elaborado a partir  
del Plan Nacional de Desarrollo 2019–2024, en su objetivo prioritario 3, señala que, la finalidad de  
“EL PROGRAMA” es impulsar un hábitat asequible, resiliente y sostenible, para avanzar en la 
construcción de espacios de vida para que todas las personas puedan vivir seguras y en condiciones 
de igualdad. 

8. Mediante publicación realizada en el Diario Oficial de la Federación el día 30 de diciembre de 2022, 
se dieron a conocer las Reglas de Operación del Programa de Mejoramiento Urbano, para el 
ejercicio fiscal 2023, que en lo sucesivo se denominarán “LAS REGLAS”. 

9. “LAS REGLAS”, en su numeral “13.5 Coordinación institucional”, establecen que, con el propósito de 
propiciar la sinergia con otros programas públicos y privados y obtener mayores impactos en el 
abatimiento de rezagos urbanos y sociales en los Polígonos de Atención Prioritaria del Programa, 
“LA SEDATU” promoverá la coordinación de esfuerzos con dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, Estatal, Municipal, con instituciones y organismos privados, así como 
de la sociedad civil. Para ello, en su caso, se suscribirán los instrumentos jurídicos de coordinación 
correspondientes. 

10. “EL PROGRAMA”, es un instrumento congruente con los tratados internacionales a los que México 
se ha adherido, como la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en particular con el 
objetivo 11, denominado Ciudades y Comunidades Sostenibles, el cual establece: "Lograr que las 
ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles"; en 
específico las metas 11.1, 11.3, 11.7, 11.a y 11.b, resaltan la importancia de asegurar el acceso de 
todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles, así como de 
mejorar los barrios marginales; de aumentar la urbanización inclusiva, sostenible y la capacidad para 
una planificación y gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos; de 
proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, 
en particular para las mujeres y la niñez, las personas mayores de edad y las personas con 
discapacidad; de apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales positivos entre las zonas 
urbanas, periurbanas y rurales mediante el fortalecimiento de la planificación del desarrollo nacional y 
regional; y, finalmente, de aumentar sustancialmente el número de ciudades y asentamientos 
humanos que adoptan y ponen en marcha políticas y planes integrados para promover la inclusión, el 
uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia 
ante los desastres. 

11. De conformidad con lo establecido en “LAS REGLAS”, con fecha diez de marzo del 2023, en la 
Séptima Sesión Extraordinaria del Comité de Validación de “EL PROGRAMA”, se autorizó el Plan de 
Acciones Urbanas, concerniente al Municipio de Tecate, en el Estado de Baja California, mismo que 
contiene la cartera de acciones y/o proyectos, susceptibles a recibir recursos de “EL PROGRAMA”, y 
sus montos máximos de asignación presupuestal por intervención. 

“LAS PARTES” manifiestan su interés en celebrar el presente Convenio, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I.- “LA SEDATU” declara que: 

I.1. Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 90 de la CPEUM; 1°, 2°, fracción I, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal y 1 del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, 
Territorial y Urbano (RISEDATU). 

I.2. Conforme a las atribuciones contenidas en el artículo 41, fracciones X, XIII y XX de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaría de 
Desarrollo Urbano y Vivienda, tiene atribuciones para suscribir el presente Convenio Marco  
de Coordinación. 

I.3. El ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y 
Vivienda, cuenta con atribuciones para suscribir el presente instrumento jurídico, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 2, apartado A, fracción I, inciso b), 7, fracciones XI y XII, y 9 del 
RISEDATU. Asimismo, conforme a lo establecido en el numeral 11.2 de “LAS REGLAS”, a la 
Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, le corresponde suscribir los acuerdos de 
colaboración, coordinación, concertación y cualquier otro instrumento jurídico, para la operación y 
ejecución de “EL PROGRAMA”, de conformidad con la legislación y normatividad aplicable. 

I.4. La ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas 
de Infraestructura y Espacios Públicos adscrita a la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y 
Vivienda, en lo sucesivo “LA UAPIEP” y Unidad Responsable de “EL PROGRAMA”, cuenta con 
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facultades y atribuciones para suscribir el presente Convenio, de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 2, apartado A, fracción II, inciso e), 11, fracciones IV y VI, y 16 del RISEDATU; así 
como en los numerales 11.3 y 11.4 de “LAS REGLAS”. 

I.5. El ciudadano Tomás Candelaria García, Director General de Rescate de Espacios Públicos; 
Encargado del Despacho de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano 
adscrita a la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, en lo sucesivo “LA UPEDU” e 
Instancia Ejecutora de “EL PROGRAMA”, cuenta con atribuciones para coadyuvar y suscribir el 
presente Convenio, de acuerdo con lo señalado en los artículos 2, apartado A, fracción II, inciso d), 
11, fracciones IV y VI, y 15, fracciones I, III, IV y XVI, del RISEDATU y numeral 11.7 de  
“LAS REGLAS”. 

I.6. Señala como su domicilio legal el ubicado en Avenida Nuevo León número 210, Colonia 
Hipódromo Condesa, Alcaldía Cuauhtémoc, Código Postal 06100, Ciudad de México. 

II.- “EL ESTADO” declara que: 

II.1. El Estado de Baja California, es una entidad libre, soberana e independiente, en lo que se refiere a 
su régimen interior, y es parte integrante de los Estados Unidos Mexicanos, de conformidad con 
los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 115 de la CPEUM; 1 y 4, de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Baja California. 

II.2. Que la Secretaría de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Reordenación Territorial, es una 
Dependencia de la Administración Pública Centralizada, de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 40 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California; 22, 30, 
fracción X, 40, fracciones I, VII y XXVIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado 
de Baja California, correspondiéndole a la Secretaría de Infraestructura, Desarrollo Urbano y 
Reordenación Territorial entre otras facultades, la de formular, conducir, ejecutar y evaluar las 
políticas y programas sectoriales de infraestructura, desarrollo urbano sustentable, obras públicas 
y ordenamiento territorial con base en las disposiciones legales aplicables y en congruencia con el 
Plan Estatal de Desarrollo; así como participar, suscribir, ejecutar y, en su caso, representar a la 
Persona Titular del Poder Ejecutivo en los convenios, contratos, acuerdos de colaboración y 
demás instrumentos que sean necesarios, que se celebren con autoridades federales y de otras 
entidades federativas, con los Ayuntamientos y la iniciativa privada, con el objeto de promover y 
regular la infraestructura pública y el desarrollo urbano sustentable en el Estado; y las demás que 
determinen las leyes, reglamentos y demás disposiciones aplicables. 

II.3. El ciudadano Arturo Espinoza Jaramillo, fue nombrado el 1 de noviembre de 2021 por la  
C. Gobernadora del Estado como Secretario de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Reordenación 
Territorial, quien se encuentra facultado para suscribir el presente instrumento jurídico, de 
conformidad con lo establecido por los artículos 10 y 12, fracciones I, II, XLII y LI del Reglamento 
Interno de la Secretaría de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Reordenación Territorial. 

II.3. Para efectos de presente instrumento, señala como su domicilio el ubicado Edificio del Poder 
Ejecutivo, 4to. Piso Calzada Independencia No. 994, Centro Cívico, Mexicali, Baja California  
C.P. 21000. 

III.- “LA INSTANCIA SOLICITANTE” declara que: 

III.1. Es una Institución de Derecho Público, con personalidad jurídico-política y territorio determinado, 
de conformidad con los artículos 115, de la CPEUM; 1, 3 y 76 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Baja California. 

III.2. De conformidad con los artículos 7 de la Ley del Régimen Municipal para el Estado de Baja 
California; 9 y 22 del Reglamento de la Administración Pública para el Municipio de Tecate, Baja 
California; el Presidente Municipal es el responsable de ejecutar las decisiones del Ayuntamiento 
en su carácter de representante legal, así como de celebrar a nombre del Ayuntamiento y por 
acuerdo de este, todos los actos y contratos necesarios para el despacho de los asuntos 
administrativos y la atención de los servicios públicos municipales. 

III.3. El ciudadano Edgar Darío Benítez Ruíz, Presidente Municipal Constitucional del Ayuntamiento de 
Tecate, Estado de Baja California, se encuentra plenamente facultado para suscribir el presente 
Convenio, de conformidad con el artículo 6 y 7 de la Ley del Régimen Municipal para el Estado de 
Baja California; 9 y 22 del Reglamento de la Administración Pública para el Municipio de Tecate, 
Baja California; así como el numeral 11.6 de “LAS REGLAS”. 

III.4. El ciudadano Octavio Villalba Torres, en su carácter de Director de Obras y Servicios Públicos de 
Tecate, cuenta con facultades para celebrar el presente Convenio en términos de los artículos 4, 
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39, fracción VII, y 81 del Reglamento de la Administración Pública para el Municipio de Tecate, 
Baja California. 

III.5. Para efectos del presente Convenio señala como su domicilio el ubicado en calle Pte. Ortiz Rubio y 
Cjon. Libertad, número 1310, Zona Centro, C.P. 21400, Tecate, Baja California. 

IV.- “LAS PARTES” declaran que: 

IV.1. En la celebración del presente acto jurídico no existe error, dolo o mala fe, por lo que es celebrado 
de manera voluntaria, y reconocen mutuamente la personalidad con que comparecen sus 
respectivos representantes. 

IV.2. Una vez reconocida plenamente la personalidad y capacidad jurídica con que comparecen cada 
una de “LAS PARTES” es su voluntad celebrar el presente Convenio Marco de Coordinación. 

IV.3. Cuentan con los medios necesarios para proporcionarse recíprocamente la asistencia, 
coordinación y apoyo para la consecución del objeto de este instrumento jurídico. 

Con fundamento en los artículos 26, apartado A, 90 y 115 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 1°, 2°, 17 Bis, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 28 y 33 de 
la Ley de Planeación; 1, 4, fracción VII, 75 y 77 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria; 1, 176, 178 y 179 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria; 4, 8, 9, 48, 49, 50 y 51 de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano; 70, fracción XV, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 3 
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 1, 7, fracciones XI y XII, 9, 11, 
fracciones IV y VI, 15, fracciones I, III, IV y XVI, y 16 del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo 
Agrario, Territorial y Urbano; las disposiciones contenidas en “LAS REGLAS”, y demás disposiciones jurídicas 
aplicables, “LAS PARTES” celebran el presente Convenio Marco de Coordinación, al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. 

El objeto del presente Convenio Marco es coordinar las acciones entre “LAS PARTES” para la distribución 
y ejercicio de subsidios de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios del Programa de Mejoramiento 
Urbano correspondientes al ejercicio fiscal 2023, así como coadyuvar en el ámbito de sus respectivas 
competencias para que se ejecuten y, en su caso, se activen los proyectos que deriven de las modalidades y 
tipos de apoyo de dicho Programa, a los cuales, en lo sucesivo se les denominará como “LOS PROYECTOS”, 
mismos que se realizarán en el Municipio de Tecate integrante del Estado de Baja California. 

SEGUNDA. EJECUCIÓN ESPECÍFICA DE “LOS PROYECTOS”. 

La implementación y ejecución de “EL PROGRAMA”, se dará de conformidad con la mecánica de 
operación correspondiente a la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios, para lo cual, “LAS PARTES” 
acuerdan que “LA SEDATU” y “LA INSTANCIA SOLICITANTE” en su oportunidad llevarán a cabo la 
formalización de los convenios de coordinación específicos o instrumentos jurídicos específicos aplicables, 
acorde con lo establecido en “LAS REGLAS”, en los que se establecerán los datos de “LOS PROYECTOS” 
que serán apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”; y en los cuales, aplicará el contenido de los 
apartados de este Convenio Marco de Coordinación, en lo conducente y conforme a la normativa aplicable, 
sin que sea necesaria la participación de “EL ESTADO” en dichos instrumentos. 

“LAS PARTES” convienen que, la ejecución de “LOS PROYECTOS” que sean apoyados con subsidios de 
“EL PROGRAMA”, se realizará desde la firma de los convenios de coordinación específicos y hasta la 
suscripción del Acta de Entrega-Recepción de las obras o acciones, obligándose a realizar las acciones que 
resulten necesarias para recibirlas y, en su caso, activarlas, conforme a la normativa aplicable, con la 
participación que resulte necesaria de “EL ESTADO” para tal efecto y conforme a la normativa aplicable. 

Los recursos financieros que, en su caso, aporte “LA SEDATU”, son subsidios que no pierden su carácter 
federal y que provienen del Ramo Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, asignados a  
“EL PROGRAMA”. 

Estos subsidios se encuentran sujetos a la disponibilidad presupuestal de “EL PROGRAMA”. 

TERCERA. NORMATIVIDAD. 
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Para la ejecución de “LOS PROYECTOS” que sean apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”,  
“LAS PARTES” convienen que se sujetarán, en lo aplicable, a lo establecido en: la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento; la Ley de Obras Públicas y Servicios 
Relacionados con las Mismas y su Reglamento; la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del 
Sector Público y su Reglamento, la Ley de Planeación; el Presupuesto de Egresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal 2023; “LAS REGLAS”; este Convenio Marco de Coordinación; los convenios de coordinación 
específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables a la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios, 
así como a las demás disposiciones jurídicas federales y locales aplicables. 

CUARTA. INSTANCIA EJECUTORA DE “LOS PROYECTOS”. 

En los convenios de coordinación específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables, se 
señalará la Instancia Ejecutora de “LOS PROYECTOS” que serán apoyados con subsidios de  
“EL PROGRAMA”, la cual tendrá las obligaciones y responsabilidades que se establecen en “LAS REGLAS” y 
demás normativa aplicable. 

QUINTA. COMPROMISOS DE “LA SEDATU”. 

a) Definir la cartera de proyectos y montos de apoyo de los subsidios federales para la ejecución de  
"EL PROGRAMA"; 

b) Revisar, evaluar y aprobar “LOS PROYECTOS” por conducto del máximo órgano de decisión  
de “EL PROGRAMA”; 

c) Promover, integrar y dar seguimiento a las actividades en materia de contraloría social; entre otras, 
conformando y capacitando a los comités de contraloría social, ajustándose al esquema de 
operación, la guía operativa y el programa anual de trabajo en la materia determinado por  
"EL PROGRAMA", y validados por la Secretaría de la Función Pública, con el apoyo que 
corresponde de “LAS PARTES”, y 

d) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio, y 
aquellas que resulten aplicables conforme a lo que señalan "LAS REGLAS" y demás  
normativa aplicable. 

SEXTA. COMPROMISOS DE “EL ESTADO”. 

a) Apoyar en el cumplimiento de los objetivos y metas de "EL PROGRAMA"; 

b) Apoyar, en caso de resultar necesario, a “LA INSTANCIA SOLICITANTE”, en el ámbito de su 
competencia, en lo relativo a la obtención u otorgamiento de permisos, licencias, autorizaciones y 
demás actos que se requieran para la realización de las obras o acciones que se contengan en  
“LOS PROYECTOS” aprobados con subsidios de “EL PROGRAMA”; 

c) Coadyuvar y apoyar a “LA INSTANCIA SOLICITANTE” en el ámbito de su competencia con aquellas 
acciones que resulten necesarias para salvaguardar y vigilar la correcta ejecución de  
“LOS PROYECTOS”, así como contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz 
social de las mismas, en términos de la normativa aplicable; 

d) Apoyar, en caso de ser necesario, para que los tipos de apoyos otorgados en el marco de la 
Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios de “EL PROGRAMA” se reciban y, en su caso, se activen 
por “LA INSTANCIA SOLICITANTE” o instancias competentes; 

e) Apoyar a “LA SEDATU” para que “LA INSTANCIA SOLICITANTE” reciba los subsidios que refieran 
los Convenios de Coordinación Específicos que se suscriban en el marco del presente instrumento 
jurídico y, en su caso, recibirlos a través de la figura jurídica idónea, a nombre de “LA INSTANCIA 
SOLICITANTE”, con el fin de beneficiar a la población en general; 

f) Coadyuvar en el cumplimiento de los objetivos de "EL PROGRAMA" de conformidad con lo dispuesto 
en "LAS REGLAS", y 

g) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio, en 
términos de la normativa aplicable. 

SÉPTIMA. COMPROMISOS DE “LA INSTANCIA SOLICITANTE”. 



78 DIARIO OFICIAL Viernes 8 de septiembre de 2023 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio Marco de Coordinación, “LA INSTANCIA 
SOLICITANTE” tendrá las siguientes responsabilidades: 

a) Proporcionar la documentación que acredite la propiedad o legal posesión de los inmuebles 
susceptibles de ser intervenidos en el marco de “EL PROGRAMA” o, en su defecto, continuar con los 
trámites correspondientes que permitan la adecuada ejecución de “LOS PROYECTOS”, acorde con 
lo establecido en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable; 

b) Suscribir los instrumentos jurídicos que correspondan, de acuerdo con las disposiciones aplicables, 
así como dar cumplimiento a lo convenido; 

c) En su caso, emitir las autorizaciones, licencias de construcción, dictámenes de factibilidad, entre 
otros, de las obras y acciones propuestas, de conformidad con la normativa aplicable, así como 
cubrir la totalidad de los costos asociados a estos conceptos; 

d) Remitir a la autoridad competente las quejas y denuncias que se interpongan en relación con  
“EL PROGRAMA”; 

e) Cumplir con las responsabilidades específicas, aplicables a cada Vertiente de “EL PROGRAMA”, que 
se establecen en “LAS REGLAS”; 

f) Otorgar, en su caso, las facilidades que permitan la recepción de los tipos de apoyo de  
“EL PROGRAMA” por parte de otras autoridades, en beneficio de la población en general, conforme 
a lo previsto en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable, y 

g) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio y aquellas 
que establezca la Instancia Normativa, “LAS REGLAS” y las disposiciones aplicables. 

OCTAVA. CONTROL Y FISCALIZACIÓN. 

El ejercicio de los recursos federales de “EL PROGRAMA”, está sujeto a las disposiciones federales 
aplicables, y podrán ser auditados por las siguientes instancias: el Órgano Interno de Control en  
“LA SEDATU”, la Secretaría de la Función Pública, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Auditoría 
Superior de la Federación y demás instancias que por sus atribuciones resulten competentes, conforme a la 
normativa aplicable. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 
Federal en que incurran los servidores públicos federales, estatales o locales, así como los particulares que 
intervengan en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este 
instrumento, serán sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

NOVENA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. 

“LAS PARTES” acuerdan que el presente instrumento jurídico tiene sustento en el principio de la buena fe, 
de común acuerdo, por lo que podrán convenir la terminación anticipada del mismo por la existencia de alguna 
de las siguientes causas: 

a) De presentarse caso fortuito, entendiéndose éste por un acontecimiento de la naturaleza; 

b) Por fuerza mayor, entendiéndose un hecho humanamente inevitable, y 

c) Por cumplimiento anticipado del objeto del presente Convenio. 

“LA SEDATU” podrá, en cualquier momento, rescindir el presente instrumento jurídico, sin que medie 
resolución judicial y sin responsabilidad alguna, cuando cualquiera de “LAS PARTES” no cumpla en tiempo y 
forma con los compromisos pactados en este Convenio Marco de Coordinación o de presentarse alguna 
circunstancia prevista en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable, para tal efecto. 

Queda expresamente pactado que “LAS PARTES” no tendrán responsabilidad por los daños y perjuicios 
que pudieran causarse como consecuencia de caso fortuito o fuerza mayor, por lo que una vez que 
desaparezcan las causas que suscitaron su interrupción se reanudarán las tareas pactadas. 

DÉCIMA. MODIFICACIONES. 

El presente instrumento podrá ser modificado o adicionado total o parcialmente durante su vigencia por 
acuerdo de “LAS PARTES”, mediante el convenio modificatorio correspondiente en los términos previstos en 
el mismo. Las modificaciones o adiciones deben constar por escrito y formarán parte del presente 
instrumento, sin que ello implique la novación de aquellas obligaciones que no sean objeto de modificación  
o adición. 

DÉCIMA PRIMERA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. 
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“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio Marco de Coordinación; asimismo, convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en los instrumentos legales y normativos señalados en la Cláusula Tercera de este Convenio. 

De igual forma “LAS PARTES” reconocen que el presente instrumento no constituye alguna facultad 
discrecional respecto al cumplimiento de las obligaciones que en este se plasman ya que constituye la 
ejecución de una función administrativa, encaminada a surtir efectos jurídicos en beneficio de la población en 
general, amparada por la presunción de legalidad y ejecutoriedad. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio Marco 
de Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo entre “LAS PARTES”, conocerán los 
Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

DÉCIMA SEGUNDA. DIFUSIÓN. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones, estrategias y programas en materia de difusión, 
que se encuentren señaladas en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2023, así como en “LAS REGLAS”. 

La publicidad, información, la papelería y la documentación oficial relativa a las acciones realizadas, 
deberá identificarse con el escudo nacional en los términos que establece la Ley Sobre el Escudo, la Bandera 
y el Himno Nacionales, y el artículo 28, fracción II, inciso a) del Decreto de Presupuesto de Egresos de la 
Federación para el ejercicio fiscal 2023, e incluir la siguiente leyenda: “Este programa es público, ajeno a 
cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a los establecidos en el programa”. 

DÉCIMA TERCERA. PROPIEDAD INTELECTUAL Y DERECHOS DE AUTOR. 

En caso de generarse derechos de propiedad intelectual con motivo de las actividades que se lleven a 
cabo en el marco de este Convenio, así como del diseño y la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, "LAS PARTES" se obligan a reconocerse mutuamente los créditos 
correspondientes y ajustarse a lo dispuesto en la Ley Federal del Derecho de Autor, su Reglamento y demás 
normatividad aplicable. 

Asimismo, "LAS PARTES" convienen que, la propiedad intelectual y los derechos de autor resultantes de 
las actividades que desarrollen conjuntamente, corresponderán a la parte que haya producido; o, en su caso, 
a todas ellas en proporción a sus aportaciones. Los derechos de autor de carácter patrimonial que se deriven 
del presente Convenio le corresponden a la parte que haya participado o que haya aportado recursos para su 
realización, la cual, únicamente quedará obligada a otorgarle los créditos correspondientes por su autoría y 
colaboración a la otra parte. 

DÉCIMA CUARTA. CONTRALORÍA SOCIAL. 

“LAS PARTES” serán responsables de que, durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones señaladas en “LAS REGLAS” en materia de 
contraloría social; así como lo señalado en los Lineamientos vigentes emitidos por la Secretaría de la Función 
Pública, para promover las acciones necesarias que permitan la efectividad de la vigilancia ciudadana, bajo el 
Esquema o Esquemas validados por la Secretaría de la Función Pública. 

DÉCIMA QUINTA. RELACIÓN LABORAL. 

"LAS PARTES" convienen que, el personal aportado por cada una para la realización de “LOS 
PROYECTOS” apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, se entenderá relacionado exclusivamente con 
aquella que lo empleó; por ende, cada una de ellas asumirá su responsabilidad por este concepto, y en ningún 
caso serán consideradas como patrones solidarios o sustitutos de la otra. 

DÉCIMA SEXTA. TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 

“LAS PARTES”, acuerdan guardar y proteger la información reservada y/o confidencial que generen, 
obtengan, adquieran, transformen o se encuentre en su posesión, de acuerdo con la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, así como 
cualquier otro ordenamiento jurídico vigente en la materia, incluyendo, desde luego, los supuestos de 
confidencialidad y reserva estipulados en los citados ordenamientos de considerarse procedente. 
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“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán responsables en obtener el 
consentimiento de los titulares de datos personales y/o datos personales sensibles, de conformidad con la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y demás normatividad 
aplicable, que se obtengan con motivo del cumplimiento del objeto del presente Convenio. 

“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, se obligan a realizar los avisos de privacidad 
correspondientes, de conformidad con la mencionada ley, y obtener las autorizaciones correspondientes para 
transferir dichos datos a la otra parte, cuando así sea necesario en términos de la legislación aplicable. 

“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán responsables del manejo, 
almacenamiento y protección de los datos personales y los datos personales sensibles, que obtengan con 
motivo del cumplimiento del presente Convenio. 

DÉCIMA SÉPTIMA. INTEGRIDAD. 

“LAS PARTES” se comprometen a actuar bajo los principios de legalidad, imparcialidad, transparencia, 
honestidad e integridad, y a cumplir con todas las disposiciones en materia de responsabilidades de 
servidores públicos, previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y el Código Penal 
Federal. 

“LAS PARTES” se comprometen a que, ni ellas, ni sus directores, funcionarios o empleados habrán 
ofrecido, prometido, entregado, autorizado, solicitado o aceptado ninguna ventaja indebida, económica o de 
otro tipo (o insinuado que lo harán o podrían hacerlo en el futuro) relacionada de algún modo con el presente 
instrumento jurídico o con los que deriven del mismo y que habrán adoptado medidas razonables para evitar 
que lo hagan los subcontratistas, agentes o cualquier otro tercero que se encuentre sujeto a su control o a su 
influencia significativa. 

Para esos efectos, el alcance del objeto del presente Convenio se limita al necesario para cumplir con los 
fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA OCTAVA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a no llevar a cabo acto de corrupción alguno, por lo que pactan que será 
causal de suspensión o terminación de la relación derivada del presente Convenio, el conocimiento de que la 
otra parte ha actuado en violación a la legislación aplicable en materia de anticorrupción, en particular al 
involucrarse o tolerar algún acto de corrupción o ser utilizada como conducto para cometerlo. 

Para esos efectos, el alcance del objeto del presente Convenio se limita al necesario para cumplir con los 
fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA NOVENA. DOMICILIOS. 

“LAS PARTES” señalan como sus domicilios convencionales para toda clase de avisos, comunicaciones, 
notificaciones y en general para todo lo relacionado con el presente Convenio, los señalados en sus 
respectivas declaraciones. Cualquier cambio de domicilio de las partes deberá ser notificado por escrito, 
dirigido a “LAS PARTES”, con acuse de recibo, por lo menos en un plazo de diez días hábiles de anticipación 
a la fecha en que deba surtir efectos el cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán como 
válidamente hechas en los domicilios aquí señalados. 

VIGÉSIMA. PUBLICACIÓN. 

El presente Convenio se publicará en el Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 36 de la Ley de Planeación y en el medio de difusión oficial de “EL ESTADO”, de conformidad 
con su normatividad aplicable. 

VIGÉSIMA PRIMERA. VIGENCIA. 

El presente Convenio Marco de Coordinación estará vigente a partir del día de su firma y hasta el 31 de 
diciembre de 2023. 

Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso  
para fines distintos a los establecidos en el programa. 

Enteradas las partes de su contenido y alcance legal, firman el presente Convenio Marco de Coordinación, 
en seis tantos, en la Ciudad de México, a los trece días del mes de marzo de 2023.- Por la SEDATU: el Titular 
de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, C. Daniel Octavio Fajardo Ortiz.- Rúbrica.- Titular de la 
Unidad de Apoyo a Programas de Infraestructura y Espacios Públicos, C. Glenda Yhadelle Argüelles 
Rodríguez.- Rúbrica.- Director General de Rescate de Espacios Públicos, Encargado del Despacho de la 
Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano, C. Tomás Candelaria García.- Rúbrica.-  
Por el Estado: el Secretario de Infraestructura, Desarrollo Urbano y Reordenación Territorial, C. Arturo 
Espinoza Jaramillo.- Rúbrica.- Por la Instancia Solicitante: el Presidente Municipal, C. Edgar Darío Benítez 
Ruíz.- Rúbrica.- Director de Obras y Servicios Públicos, C. Octavio Villalba Torres.- Rúbrica. 
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CONVENIO Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios de la Vertiente Mejoramiento 
Integral de Barrios del Programa de Mejoramiento Urbano, correspondiente al ejercicio fiscal 2023, que celebran 
la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, el Estado de Baja California Sur y el Municipio de  
Los Cabos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

Convenio Marco de Coordinación 
Estado de Baja California Sur/ Municipio de Los Cabos 
CMC/UAPIEP/PMU/012/2023 

Convenio Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios de la Vertiente Mejoramiento 
Integral de Barrios del Programa de Mejoramiento Urbano, correspondiente al ejercicio fiscal 2023, que 
celebran el Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, en lo 
sucesivo “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, representada por su 
Titular el ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, asistido por la Titular de la Unidad de Apoyo a Programas 
de Infraestructura y Espacios Públicos la ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez; por la Unidad de 
Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano el Encargado del Despacho el ciudadano Tomás Candelaria 
García, Director General de Rescate de Espacios Públicos; por la Dirección General de Coordinación de 
Oficinas de Representación el ciudadano Cipriano César Nájera Tijera, y la ciudadana Silvia María del 
Carmen Salas Cariño, Titular de la Oficina de Representación en el Estado de Baja California Sur; y, por otra 
parte, el Gobierno del Estado de Baja California Sur en lo sucesivo “EL ESTADO”, representado por su 
Gobernador el profesor Víctor Manuel Castro Cosío, asistido por el Secretario General de Gobierno, el 
licenciado Homero Davis Castro, por la Secretaria de Finanzas y Administración, la maestra Bertha Montaño 
Cota y por la Secretaria de Planeación Urbana, Infraestructura, Movilidad, Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, la arquitecta Carolina Armenta Cervantes; y el H. XIV Ayuntamiento de Los Cabos, representado 
por el Profesor Óscar Leggs Castro, Presidente Municipal del H. XIV Ayuntamiento de Los Cabos, quien actúa 
en compañía de la licenciada Alondra Torres García, en su carácter de Síndica Municipal del H. XIV. 
Ayuntamiento de Los Cabos y el licenciado Ariel Castro Cárdenas, en su carácter de Secretario General 
Municipal del H. XIV Ayuntamiento de Los Cabos del Estado de Baja California Sur, en lo sucesivo  
“EL MUNICIPIO”; a quienes en conjunto se les denominará “LAS PARTES”, al tenor de los antecedentes, 
declaraciones y cláusulas siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. El artículo 26, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), 
establece la obligación del Estado para organizar un sistema de planeación democrática del 
desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al 
crecimiento de la economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de  
la nación. 

2. El artículo 134 de la CPEUM establece que, los recursos económicos de que dispongan la 
Federación, las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para 
satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

3. El artículo 4, fracción I, de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano reconoce el derecho a la ciudad como un principio rector de la planeación, 
regulación y gestión de los asentamientos humanos, y lo define como la obligación del Estado de 
garantizar a todos los habitantes de un asentamiento humano o centros de población, el acceso a la 
vivienda, infraestructura, equipamiento y servicios básicos, a partir de los derechos reconocidos por 
la CPEUM y los tratados internacionales suscritos por México en la materia. 

4. Conforme a los artículos 2, fracción LIII, 74 y 75, fracción VII, de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los subsidios son asignaciones de recursos federales previstas en el 
Presupuesto de Egresos que, a través de las dependencias y entidades, se otorgan a los diferentes 
sectores de la sociedad, a las entidades federativas o municipios para fomentar el desarrollo de 
actividades sociales o económicas prioritarias de interés general, que serán ministrados por las 
dependencias con cargo a sus presupuestos, asegurando la coordinación de acciones entre 
dependencias y entidades, para evitar la duplicidad en el ejercicio de los recursos y reducir gastos 
administrativos. 
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5. El artículo 28 de la Ley de Planeación establece que, las acciones contenidas en el Plan Nacional de 
Desarrollo, así como en los programas que de él emanen, deberán especificar las acciones que 
serán objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas; por tanto, en términos 
del artículo 33 de dicho ordenamiento, se podrá convenir con los gobiernos locales, y la participación 
que corresponda a los municipios, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la 
coordinación que se requiera a efecto de que participen y coadyuven a la consecución de los 
objetivos de la planeación nacional. 

6. El artículo 82 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria dispone que las 
dependencias con cargo a sus presupuestos y por medio de convenios de coordinación que serán 
públicos, podrán transferir recursos presupuestarios a las entidades federativas con el propósito de 
descentralizar o reasignar la ejecución de programas o proyectos federales, entre otros. 

7. El artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental establece que, para efectos de la 
presentación de la información financiera y la cuenta pública, debe existir una cuenta bancaria 
productiva específica por cada fondo de programa de subsidios u otros, a través de los cuales se 
ministren recursos federales. En las cuentas bancarias productivas específicas, se manejarán 
exclusivamente, los recursos federales del ejercicio fiscal respectivo y sus rendimientos, y no podrá 
incorporar recursos locales ni las aportaciones que realicen, en su caso, los beneficiarios de las 
obras y acciones; así como que los recursos federales sólo pueden ser transferidos por las 
dependencias y entidades de la Administración Pública Federal a dichas cuentas bancarias 
productivas específicas, a través de las tesorerías de las entidades federativas, salvo en el caso de 
ministraciones relacionadas con obligaciones de las entidades federativas o municipios, así como las 
demarcaciones territoriales del Distrito Federal, que estén garantizadas con la afectación de sus 
participaciones o aportaciones federales, en términos de lo dispuesto por los artículos 9, 50 y 51 de 
la Ley de Coordinación Fiscal y los demás casos previstos en las disposiciones legales aplicables. 

8. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, en el Apartado II, Política Social, numeral 8, denominado 
“Desarrollo Urbano y Vivienda”, señala que, en el Programa de Mejoramiento Urbano, en lo sucesivo 
“EL PROGRAMA”, se realizarán obras de rehabilitación y/o mejoramiento de espacios públicos. 

9. El Programa Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020–2024, elaborado a partir  
del Plan Nacional de Desarrollo 2019–2024, en su objetivo prioritario 3, señala que, la finalidad de  
“EL PROGRAMA” es impulsar un hábitat asequible, resiliente y sostenible, para avanzar en la 
construcción de espacios de vida para que todas las personas puedan vivir seguras y en condiciones 
de igualdad. 

10. Mediante publicación realizada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 2022, se 
dieron a conocer las Reglas de Operación del Programa de Mejoramiento Urbano, para el ejercicio 
fiscal 2023, que en lo sucesivo se denominarán “LAS REGLAS”. 

11. “LAS REGLAS”, en su numeral “13.5 Coordinación institucional”, establecen que, con el propósito de 
propiciar la sinergia con otros programas públicos y privados y obtener mayores impactos en el 
abatimiento de rezagos urbanos y sociales en los Polígonos de Atención Prioritaria del Programa, 
“LA SEDATU” promoverá la coordinación de esfuerzos con dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, Estatal, Municipal, con instituciones y organismos privados, así como 
de la sociedad civil. Para ello, en su caso, se suscribirán los instrumentos jurídicos de coordinación 
correspondientes. 

12. “EL PROGRAMA”, es un instrumento congruente con los tratados internacionales a los que México 
se ha adherido, como la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en particular con el 
objetivo 11, denominado Ciudades y Comunidades Sostenibles, el cual establece: "Lograr que las 
ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles"; en 
específico las metas 11.1, 11.3, 11.7, 11.a y 11.b, resaltan la importancia de asegurar el acceso de 
todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles, así como de 
mejorar los barrios marginales; de aumentar la urbanización inclusiva, sostenible y la capacidad para 
una planificación y gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos; de 
proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, 
en particular para las mujeres y la niñez, las personas mayores de edad y las personas con 
discapacidad; de apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales positivos entre las zonas 
urbanas, periurbanas y rurales mediante el fortalecimiento de la planificación del desarrollo nacional y 
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regional; y, finalmente, de aumentar sustancialmente el número de ciudades y asentamientos 
humanos que adoptan y ponen en marcha políticas y planes integrados para promover la inclusión, el 
uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia 
ante los desastres. 

“LAS PARTES” manifiestan su interés en celebrar el presente Convenio, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I.- “LA SEDATU” declara que: 

I.1. Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 90 de la CPEUM; 1°, 2°, fracción I, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal y 1 del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, 
Territorial y Urbano (RISEDATU). 

I.2. Conforme a las atribuciones contenidas en el artículo 41, fracciones X, XIII y XX de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaría de 
Desarrollo Urbano y Vivienda, tiene atribuciones para suscribir el presente Convenio Marco de 
Coordinación. 

I.3. El ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y 
Vivienda, cuenta con atribuciones para suscribir el presente instrumento jurídico, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 2, apartado A, fracción I, inciso b), 7, fracciones XI y XII, y 9 del 
RISEDATU. Asimismo, conforme a lo establecido en el numeral 11.2 de “LAS REGLAS”, a la 
Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, le corresponde suscribir los acuerdos de 
colaboración, coordinación, concertación y cualquier otro instrumento jurídico, para la operación y 
ejecución de “EL PROGRAMA”, de conformidad con la legislación y normatividad aplicable. 

I.4. La ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de 
Infraestructura y Espacios Públicos adscrita a la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, en 
lo sucesivo “LA UAPIEP” y Unidad Responsable de “EL PROGRAMA”, cuenta con facultades y 
atribuciones para suscribir el presente Convenio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 
2, apartado A, fracción II, inciso e), 11, fracciones IV y VI, y 16 del RISEDATU; así como en los 
numerales 11.3 y 11.4 de “LAS REGLAS”. 

I.5. El ciudadano Tomás Candelaria García, Director General de Rescate de Espacios Públicos; 
Encargado del Despacho de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano 
adscrito a la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, en lo sucesivo “LA UPEDU” cuenta 
con atribuciones para suscribir el presente Convenio de Coordinación Específico, de acuerdo con 
lo señalado en los artículos 2, apartado A, fracción II, inciso d), 11, fracciones IV y VI, y 15, 
fracciones I, III, IV y XVI, del RISEDATU; y el numeral 11.7 de “LAS REGLAS”. 

I.6. El ciudadano Cipriano César Nájera Tijera, Director General de Coordinación de Oficinas de 
Representación, en su carácter de superior jerárquico de la Oficina de Representación en el 
Estado de Baja California Sur, cuenta con facultades y atribuciones para suscribir el presente 
Convenio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2, apartado A, fracción III, inciso a), 11, 
fracción IV, y 19, fracción IX, del RISEDATU; y numeral 11.5 de “LAS REGLAS”, quien podrá 
nombrar a un servidor público para que, en su representación, de seguimiento a las funciones que 
le correspondan conforme a la normatividad aplicable, comunicando de ello y demás instancias 
participantes. 

I.7.  La ciudadana Silvia María del Carmen Salas Cariño, adscrita a la Oficina de Representación en el 
Estado de Baja California Sur, en lo sucesivo “LA INSTANCIA AUXILIAR”, cuenta con atribuciones 
para suscribir el presente Convenio, de acuerdo con lo señalado en los artículos 2, apartado A, 
fracción IV, 34 y 35, fracciones III y V, del RISEDATU; y numeral 11.5 de “LAS REGLAS”. 

I.8. Señala como su domicilio legal el ubicado en Avenida Nuevo León número 210, Colonia 
Hipódromo Condesa, Alcaldía Cuauhtémoc, Código Postal 06100, Ciudad de México. 

II.- “EL ESTADO” declara que: 

II.1.  El Estado de Baja California Sur, es una Entidad libre y soberana en lo que se refiere a su régimen 
interior y es parte integrante de los Estados Unidos Mexicanos, de conformidad con los artículos 
40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43,115 y 116 de la CPEUM; y 1 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Baja California Sur. 
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II.2.  El profesor Víctor Manuel Castro Cosío, en su carácter de Gobernador del Estado de Baja 
California Sur, se encuentra plenamente facultado para suscribir el presente instrumento jurídico, 
de conformidad con los artículos 67 y 79, fracción XXIX, de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Baja California Sur, en relación con los artículos 2, 3, 7 y 14 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Baja California Sur. 

II.3.  El licenciado Homero Davis Castro, en su carácter de Secretario General de Gobierno, cuenta con 
facultades para suscribir este instrumento de conformidad con los artículos 80, 81 y 83, fracción IV 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California Sur; 8, 16, fracción I, 20, 
fracción II y 21 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Baja California Sur. 

II.4.  La maestra Bertha Montaño Cota, en su carácter de Secretaria de Finanzas y Administración, 
cuenta con facultades para suscribir este instrumento de conformidad con los artículos 80 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Baja California Sur; 8, 16, fracción II, 20, 
fracción II y 22 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Baja California Sur. 

II.5.  La arquitecta Carolina Armenta Cervantes, en su carácter de Secretaria de Planeación Urbana, 
Infraestructura, Movilidad, Medio Ambiente y Recursos Naturales, cuenta con facultades para 
suscribir este instrumento de conformidad con los artículos 80 de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de Baja California Sur; 8, 16, fracción III, 20, fracción II y 23 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Baja California Sur. 

II.6.  Para efectos de presente instrumento, señala como su domicilio oficial el Palacio de Gobierno, 
ubicado en Calles Isabel La Católica entre Ignacio Allende y Nicolás Bravo, Colonia Centro, C.P. 
23000, La Paz, Baja California Sur. 

III.- “EL MUNICIPIO” declara que: 

III.1. Es una Institución de Derecho Público, con personalidad jurídico-política y territorio determinado, 
de conformidad con los artículos 115, fracciones I, II y IV, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; y 1, 80 de la Constitución Política del Estado de Baja California Sur. 

III.2. De conformidad con los artículos 150 y 151 de la Constitución Política del Estado de Baja 
California Sur y 53 de la Ley Orgánica del Gobierno Municipal del Estado de Baja California Sur, el 
Presidente Municipal es el responsable de ejecutar las decisiones del Ayuntamiento en su carácter 
de representante legal, así como de celebrar a nombre y por acuerdo de este, todos los actos y 
contratos necesarios para el despacho de los asuntos administrativos y la atención de los servicios 
públicos municipales. 

III.3. El profesor Óscar Leggs Castro, Presidente Municipal Constitucional del Ayuntamiento de  
Los Cabos, Estado de Baja California Sur, se encuentra plenamente facultado para suscribir el 
presente Convenio, de conformidad con el artículo 53, fracción XIII de la Ley Orgánica del 
Gobierno Municipal del Estado de Baja California Sur; así como los numerales 6.5.1, fracción III, y 
11.6 de “LAS REGLAS”. 

III.4.  La licenciada Alondra Torres García, en su carácter de Síndica Municipal del H. XIV Ayuntamiento 
de Los Cabos, Baja California Sur, cuenta con facultades para celebrar el presente Convenio, en 
términos del artículo 57 de la Ley Orgánica del Gobierno Municipal del Estado de Baja  
California Sur. 

III.5. El licenciado Ariel Castro Cárdenas, en su carácter de Secretario General Municipal del H. XIV 
Ayuntamiento de Los Cabos, Baja California Sur, cuenta con las facultades necesarias para la 
celebración del presente Convenio, de conformidad con lo estipulado en los artículos 119 y 121, 
fracción V de la Ley Orgánica del Gobierno Municipal del Estado de Baja California Sur. 

III.6. Señala como su domicilio el ubicado en Boulevard Mijares Número 1413, Colonia Centro, en la 
Ciudad de San José del Cabo, Baja California Sur. 

IV.- “LAS PARTES” declaran que: 

IV.1. En la celebración del presente acto jurídico no existe error, dolo o mala fe, por lo que es celebrado 
de manera voluntaria, y reconocen mutuamente la personalidad con que comparecen sus 
respectivos representantes. 

IV.2. Una vez reconocida plenamente la personalidad y capacidad jurídica con que comparecen cada 
una de “LAS PARTES” es su voluntad celebrar el presente Convenio Marco de Coordinación. 
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IV.3. Cuentan con los medios necesarios para proporcionarse recíprocamente la asistencia, 
coordinación y apoyo para la consecución del objeto de este instrumento jurídico. 

Con fundamento en los artículos 26, apartado A, 90 y 115 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 1°, 2°, 17 Bis, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 28 y 33 de 
la Ley de Planeación; 1, 4, fracción VII, 75, 77 y 82 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria; 1, 176, 178 y 179 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria; 4, 8, 9, 48, 49, 50 y 51 de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano; 70, fracción XV, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 3 
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 1, 7, fracciones XI y XII, 9, 11, 
fracciones IV y VI, 15, fracciones I, III, IV y XVI, y 16 del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo 
Agrario, Territorial y Urbano; las disposiciones contenidas en “LAS REGLAS”, y demás disposiciones jurídicas 
aplicables, “LAS PARTES” celebran el presente Convenio Marco de Coordinación, al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. 

El objeto del presente Convenio Marco es coordinar acciones que conjunten voluntades, acciones y 
capacidades para establecer las bases para la distribución y ejercicio de los subsidios de la Vertiente de 
Mejoramiento Integral de Barrios del Programa de Mejoramiento Urbano correspondientes al ejercicio fiscal 
2023, los cuales coadyuvaran en el ámbito de sus respectivas competencias para que se ejecuten y, en su 
caso, se activen los proyectos que deriven de las modalidades y tipos de apoyo de dicho Programa, a los 
cuales, en lo sucesivo se les denominará como “LOS PROYECTOS”, mismos que se realizarán en el 
Municipio de Los Cabos, Estado de Baja California Sur. 

El presente Convenio Marco de Colaboración tiene por objeto establecer los compromisos a que se 
sujetarán “LAS PARTES" para determinar la transferencia a "EL ESTADO" de los recursos de subsidios de la 
Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios del Programa de Mejoramiento Urbano correspondientes al 
ejercicio fiscal 2023. 

Los subsidios que, en su caso, aporte “LA SEDATU” no pierden su carácter federal y provienen del Ramo 
Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, asignados a “EL PROGRAMA”. 

Estos subsidios, así como el presente documento, estarán sujetos a la disponibilidad presupuestal de  
“EL PROGRAMA” en el ejercicio fiscal vigente. 

SEGUNDA. PRIORIDAD Y ELEGIBILIDAD DE LOS PROYECTOS. 

“EL ESTADO” y “EL MUNICIPIO”, de manera coordinada, se comprometen a verificar que los proyectos 
que proponga a “LA SEDATU”, para ser apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, cumplan con los 
criterios de elegibilidad y priorización, aplicables y establecidos en “LAS REGLAS”. 

“EL ESTADO” y “EL MUNICIPIO” deben acreditar, de manera coordinada, la propiedad de los predios o, 
en su caso, la legítima posesión de los mismos, y capturar, con el apoyo de “LA UPEDU” y, en su caso, de 
“LA UAPIEP”, los datos de los proyectos en el Sistema de Información de “LA SEDATU”, por lo que se 
compromete a dar cumplimiento a lo dispuesto en “LAS REGLAS”. 

TERCERA. EJECUCIÓN ESPECÍFICA DE “LOS PROYECTOS”. 

La implementación y ejecución de “EL PROGRAMA”, se dará de conformidad con la mecánica de 
operación correspondiente a la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios, para lo cual, “LAS PARTES” 
acuerdan que “LA SEDATU” y “EL ESTADO” en su carácter Instancia Ejecutora, en su oportunidad, podrán 
llevar a cabo la formalización de los Convenios de Coordinación Específicos o instrumentos jurídicos 
específicos que resulten aplicables, acorde con lo establecido en “LAS REGLAS”, en los que se establecerán 
los datos de “LOS PROYECTOS” que serán apoyados con los subsidios de “EL PROGRAMA”; y en los 
cuales, aplicará el contenido de los apartados de este Convenio Marco de Coordinación, en lo conducente y 
conforme a la normativa aplicable. 

“LAS PARTES” convienen que la ejecución de los proyectos que serán apoyados con subsidios de  
“EL PROGRAMA” se realizará durante el ejercicio fiscal 2023. 



86 DIARIO OFICIAL Viernes 8 de septiembre de 2023 

CUARTA. NORMATIVIDAD. 

Para la ejecución de “LOS PROYECTOS” que sean apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”,  
“LAS PARTES” convienen que se sujetarán, en lo aplicable, a lo establecido en: la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento; la Ley de Obras Públicas y Servicios 
Relacionados con las Mismas y su Reglamento; la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del 
Sector Público y su Reglamento, la Ley de Planeación; el Presupuesto de Egresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal 2023; la normativa local aplicable, “LAS REGLAS”; este Convenio Marco de Coordinación; los 
Convenios de Coordinación Específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables a la Vertiente 
Mejoramiento Integral de Barrios, así como a las demás disposiciones jurídicas federales y locales aplicables. 

QUINTA. INSTANCIA EJECUTORA DE “LOS PROYECTOS”. 

En los Convenios de Coordinación Específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables, se 
señalará a “EL ESTADO” como la Instancia Ejecutora de “LOS PROYECTOS” que serán apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, la cual tendrá las obligaciones y responsabilidades que se establecen en 
“LAS REGLAS” y demás normativa aplicable. 

SEXTA. COMPROMISOS DE “LA SEDATU”. 

a) Revisar, evaluar y aprobar “LOS PROYECTOS” por conducto del máximo órgano de decisión de  
“EL PROGRAMA”; 

b) Promover, integrar y dar seguimiento a las actividades en materia de contraloría social; entre otras, 
conformando y capacitando a los comités de contraloría social, ajustándose al esquema de 
operación, la guía operativa y el programa anual de trabajo en la materia determinado por  
"EL PROGRAMA", y validados por la Secretaría de la Función Pública, con el apoyo que 
corresponde de “LAS PARTES”, y 

c) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio, y 
aquellas que resulten aplicables conforme a lo que señalan "LAS REGLAS" y demás normativa 
aplicable. 

SÉPTIMA. COMPROMISOS DE “EL ESTADO”. 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio Marco de Coordinación, “EL ESTADO”, en su 
calidad de Instancia Ejecutora tendrá las siguientes responsabilidades: 

a) Presentar a “LA SEDATU” las propuestas de proyectos susceptibles a ser apoyados por  
“EL PROGRAMA”, conforme a lo señalados en “LAS REGLAS”, así como, a los tipos de apoyos 
establecidos en la Apertura Programática de cada Vertiente (Formato PMU-04), la cual puede ser 
consultada en el micrositio del Programa: http://mimexicolate.gob.mx; 

b) Proporcionar a “LA SEDATU” los elementos relacionados con la atención a los Anexos Transversales 
a que refiere el artículo 41, fracción II, incisos j), o), p), q), r), s), t), u) y v) de la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, y el Presupuesto de Egresos de la Federación para el 
ejercicio fiscal 2023, cuando así corresponda, conforme a la naturaleza de los proyectos, obras  
o acciones; 

c) Registrar en el Sistema de Información determinado por “LA UAPIEP”, las propuestas de proyectos 
de obras o acciones conforme al Anexo Técnico (Formato MIB-01), y de acuerdo con la Apertura 
Programática del Programa (Formato PMU-04), formatos que pueden ser consultados en el micrositio 
del Programa: https://mimexicolate.gob.mx/; 

d) Presentar el oficio de solicitud presupuestaria y de número de proyecto conforme a lo autorizado por 
el Comité de Validación de conformidad al mecanismo establecido en “LAS REGLAS”; 

e) Elaborar el dictamen de proyectos el cual debe cumplir con lo previsto en “LAS REGLAS”; 

f) Proporcionar la documentación que acredite la propiedad o legal posesión de los inmuebles 
susceptibles de ser intervenidos en el marco de “EL PROGRAMA” o, en su defecto, continuar con los 
trámites correspondientes que permitan la adecuada ejecución de “LOS PROYECTOS”, acorde con 
lo establecido en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable; 

g) Suscribir los instrumentos jurídicos que correspondan, de acuerdo con las disposiciones aplicables, 
así como dar cumplimiento a lo convenido; 
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h) Abrir una cuenta bancaria productiva específica para la administración de los recursos federales 

aportados por “EL PROGRAMA”, y remitir el estado de cuenta a “LA SEDATU”, conforme lo 

establezcan “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable; 

i) Proporcionar a “LA SEDATU” la documentación que corresponda a la integración del expediente de 

cada obra o acción que se ejecute en el marco del presente instrumento, de acuerdo con la 

normatividad aplicable y a lo previsto en “LAS REGLAS”; 

j) Obtener las autorizaciones, licencias de construcción, dictámenes de factibilidad, entre otros, de las 

obras y acciones que en el marco del presente Convenio y de la Vertiente Mejoramiento Integral de 

Barrios se autoricen, de conformidad con la normativa aplicable, así como cubrir la totalidad de los 

costos asociados a estos conceptos, lo que podrá realizar en coordinación con “EL MUNICIPIO”; 

k) Remitir a la autoridad competente las quejas y denuncias que se interpongan en relación con  

“EL PROGRAMA”, dando aviso y con la participación que corresponda de “LA SEDATU”; 

l) Cumplir con las responsabilidades específicas aplicables a “EL PROGRAMA” que se establecen en 

“LAS REGLAS”, y 

m) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio y aquellas 

que establezca la Instancia Normativa, “LAS REGLAS” y las disposiciones aplicables. 

OCTAVA. COMPROMISOS DE “EL MUNICIPIO”. 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio Marco de Coordinación, “EL MUNICIPIO” tendrá 

las siguientes responsabilidades: 

a) Proporcionar a la Instancia Ejecutora la documentación que acredite la propiedad o legal posesión de 

los inmuebles susceptibles de ser intervenidos en el marco de “EL PROGRAMA” o, en su caso, 

continuar con los trámites correspondientes que permitan la adecuada ejecución de  

“LOS PROYECTOS”, acorde con lo establecido en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable; 

b) Suscribir los instrumentos jurídicos que correspondan, de acuerdo con las disposiciones aplicables, 

así como dar cumplimiento a lo convenido; 

c) Coadyuvar con “LA SEDATU” y la Instancia Ejecutora en la integración del expediente de cada obra 

o acción, de acuerdo con la normatividad aplicable y a lo definido en “LAS REGLAS”; 

d) Coordinarse con “EL ESTADO” para, en su caso, emitir las autorizaciones, licencias de construcción, 

dictámenes de factibilidad, entre otros, de las obras y acciones propuestas, de conformidad con la 

normativa aplicable, así como cubrir la totalidad de los costos asociados a estos conceptos; 

e) En caso de resultar necesario, coordinarse con “EL ESTADO” para la recepción y activación de las 

obras o proyectos que se ejecuten en el marco de la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios de 

“EL PROGRAMA”; 

f) Cumplir con las disposiciones que resulten aplicables de “EL PROGRAMA”, previstas en  

“LAS REGLAS”; 

g) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio,  

“LAS REGLAS” y demás disposiciones aplicables en beneficio de la población en general de  

“EL MUNICIPIO” y con el fin de coadyuvar a la ejecución de “LOS PROYECTOS” autorizados en el 

marco de la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios del Programa de Mejoramiento Urbano. 

NOVENA. ENLACES. 

"LA SEDATU" designa como enlace con “EL ESTADO” y “EL MUNICIPIO” al arquitecto Enrique Vilchis 

Pérez, Director de Operación Técnica de Programas, adscrito a la Unidad de Apoyo a Programas de 

Infraestructura y Espacios Públicos y a la arquitecta María Basilisa Hercilia Ordaz Esquinca, como Directora 

General de Obras adscrita a la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano, para el 

seguimiento que corresponda conforme al Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, 

Territorial y Urbano, “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable. 
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Para lo relativo al cumplimiento del objeto del presente convenio, “EL ESTADO” designa como enlace con 
"LA SEDATU" a la C. Carolina Armenta Cervantes, Secretaria de Planeación Urbana, Infraestructura, 
Movilidad, Medio Ambiente y Recursos Naturales, quien asistirá para todos los temas inherentes al presente 
Convenio Marco de Coordinación. 

Para lo relativo al cumplimiento del objeto del presente convenio, “EL MUNICIPIO” designa como enlace 
con "LA SEDATU" al C. Ariel Castro Cárdenas, Secretario General Municipal del H. XIV Ayuntamiento de Los 
Cabos, Baja California Sur, quien asistirá para todos los temas inherentes al presente Convenio Marco de 
Coordinación. 

DÉCIMA. CONTROL Y FISCALIZACIÓN. 

El ejercicio de los recursos federales de “EL PROGRAMA”, está sujeto a las disposiciones federales 
aplicables, y podrán ser auditados por las siguientes instancias: el Órgano Interno de Control en  
“LA SEDATU”, la Secretaría de la Función Pública, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Auditoría 
Superior de la Federación, el Órgano Interno del Gobierno local, y demás instancias que por sus atribuciones 
resulten competentes, conforme a la normativa aplicable. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 
Federal en que incurran los servidores públicos federales, estatales o locales, así como los particulares que 
intervengan en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este 
instrumento, serán sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

DÉCIMA PRIMERA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. 

“LAS PARTES” acuerdan que el presente instrumento jurídico tiene sustento en el principio de la buena fe, 
de común acuerdo, por lo que podrán convenir la terminación anticipada del mismo por la existencia de alguna 
de las siguientes causas: 

a) De presentarse caso fortuito, entendiéndose éste por un acontecimiento de la naturaleza; 

b) Por fuerza mayor, entendiéndose un hecho humanamente inevitable, y 

c) Por cumplimiento anticipado del objeto del presente Convenio. 

“LA SEDATU” podrá, en cualquier momento, rescindir el presente instrumento jurídico, sin que medie 
resolución judicial y sin responsabilidad alguna, cuando cualquiera de “LAS PARTES” no cumpla en tiempo y 
forma con los compromisos pactados en este Convenio Marco de Coordinación o de presentarse alguna 
circunstancia prevista en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable, para tal efecto. 

Queda expresamente pactado que “LAS PARTES” no tendrán responsabilidad por los daños y perjuicios 
que pudieran causarse como consecuencia de caso fortuito o fuerza mayor, por lo que una vez que 
desaparezcan las causas que suscitaron su interrupción se reanudarán las tareas pactadas. 

DÉCIMA SEGUNDA. MODIFICACIONES. 

El presente instrumento podrá ser modificado o adicionado total o parcialmente durante su vigencia por 
acuerdo de “LAS PARTES”, mediante el convenio modificatorio correspondiente en los términos previstos en 
el mismo. Las modificaciones o adiciones deben constar por escrito y formarán parte del presente 
instrumento, sin que ello implique la novación de aquellas obligaciones que no sean objeto de modificación  
o adición. 

DÉCIMA TERCERA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio Marco de Coordinación; asimismo, convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en los instrumentos legales y normativos señalados en la Cláusula Cuarta de este Convenio. 

De igual forma, “LAS PARTES” reconocen que el presente instrumento no constituye alguna facultad 
discrecional respecto al cumplimiento de las obligaciones que en este se plasman, ya que constituye la 
ejecución de una función administrativa, encaminada a surtir efectos jurídicos en beneficio de la población en 
general, amparada por la presunción de legalidad y ejecutoriedad. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio Marco 
de Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo entre “LAS PARTES”, conocerán los 
Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 
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DÉCIMA CUARTA. DIFUSIÓN. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones, estrategias y programas en materia de difusión, 
que se encuentren señaladas en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2023, así como en “LAS REGLAS”. 

La publicidad, información, la papelería y la documentación oficial relativa a las acciones realizadas, 
deberá identificarse con el escudo nacional en los términos que establece la Ley Sobre el Escudo, la Bandera 
y el Himno Nacionales, y el artículo 28, fracción II, inciso a) del Decreto de Presupuesto de Egresos de la 
Federación para el ejercicio fiscal 2023, e incluir la siguiente leyenda: “Este programa es público, ajeno a 
cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a los establecidos en el programa”. 

DÉCIMA QUINTA. PROPIEDAD INTELECTUAL Y DERECHOS DE AUTOR. 

En caso de generarse derechos de propiedad intelectual con motivo de las actividades que se lleven a 
cabo en el marco de este Convenio, así como del diseño y la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, "LAS PARTES" se obligan a reconocerse mutuamente los créditos 
correspondientes y ajustarse a lo dispuesto en la Ley Federal del Derecho de Autor, su Reglamento y demás 
normatividad aplicable. 

Asimismo, "LAS PARTES" convienen que, la propiedad intelectual y los derechos de autor resultantes de 
las actividades que desarrollen conjuntamente, corresponderán a la parte que haya producido; o, en su caso, 
a todas ellas en proporción a sus aportaciones. Los derechos de autor de carácter patrimonial que se deriven 
del presente Convenio le corresponden a la parte que haya participado o que haya aportado recursos para su 
realización, la cual, únicamente quedará obligada a otorgarle los créditos correspondientes por su autoría y 
colaboración a la otra parte. 

DÉCIMA SEXTA. CONTRALORÍA SOCIAL. 

“LAS PARTES” serán responsables de que, durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones señaladas en “LAS REGLAS” en materia de 
contraloría social; así como lo señalado en los Lineamientos vigentes emitidos por la Secretaría de la Función 
Pública, para promover las acciones necesarias que permitan la efectividad de la vigilancia ciudadana, bajo el 
Esquema o Esquemas validados por la Secretaría de la Función Pública. 

DÉCIMA SÉPTIMA. RELACIÓN LABORAL. 

"LAS PARTES" convienen que, el personal aportado por cada una para la realización de  
“LOS PROYECTOS” apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, se entenderá relacionado exclusivamente 
con aquella que lo empleó; por ende, cada una de ellas asumirá su responsabilidad por este concepto, y en 
ningún caso serán consideradas como patrones solidarios o sustitutos de la otra. 

DÉCIMA OCTAVA. TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 

“LAS PARTES”, acuerdan guardar y proteger la información reservada y/o confidencial que generen, 
obtengan, adquieran, transformen o se encuentre en su posesión, de acuerdo con la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, así como 
cualquier otro ordenamiento jurídico vigente en la materia, incluyendo, desde luego, los supuestos de 
confidencialidad y reserva estipulados en los citados ordenamientos de considerarse procedente. 

“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán responsables en obtener el 
consentimiento de los titulares de datos personales y/o datos personales sensibles, de conformidad con la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y demás normatividad 
aplicable, que se obtengan con motivo del cumplimiento del objeto del presente Convenio. 

“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, se obligan a realizar los avisos de privacidad 
correspondientes, de conformidad con la mencionada ley, y obtener las autorizaciones correspondientes para 
transferir dichos datos a la otra parte, cuando así sea necesario en términos de la legislación aplicable. 

“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán responsables del manejo, 
almacenamiento y protección de los datos personales y los datos personales sensibles, que obtengan con 
motivo del cumplimiento del presente Convenio. 
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DÉCIMA NOVENA. INTEGRIDAD. 

“LAS PARTES” se comprometen a actuar bajo los principios de legalidad, imparcialidad, transparencia, 
honestidad, e integridad, y a cumplir con todas las disposiciones en materia de responsabilidades de 
servidores públicos, previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y el Código Penal 
Federal. 

“LAS PARTES” se comprometen a que, ni ellas, ni sus directores, funcionarios o empleados habrán 
ofrecido, prometido, entregado, autorizado, solicitado o aceptado ninguna ventaja indebida, económica o de 
otro tipo (o insinuado que lo harán o podrían hacerlo en el futuro) relacionada de algún modo con el presente 
instrumento jurídico o con los que deriven del mismo y que habrán adoptado medidas razonables para evitar 
que lo hagan los subcontratistas, agentes o cualquier otro tercero que se encuentre sujeto a su control o a su 
influencia significativa. 

Para esos efectos, el alcance del objeto del presente Convenio se limita al necesario para cumplir con los 
fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

VIGÉSIMA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a no llevar a cabo acto de corrupción alguno, por lo que pactan que será 
causal de suspensión o terminación de la relación derivada del presente Convenio, el conocimiento de que la 
otra parte ha actuado en violación a la legislación aplicable en materia de anticorrupción, en particular al 
involucrarse o tolerar algún acto de corrupción o ser utilizada como conducto para cometerlo. 

Para esos efectos, el alcance del objeto del presente Convenio, se limita al necesario para cumplir con los 
fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

VIGÉSIMA PRIMERA. DOMICILIOS. 

“LAS PARTES” señalan como sus domicilios convencionales para toda clase de avisos, comunicaciones, 
notificaciones y en general para todo lo relacionado con el presente Convenio, los señalados en sus 
respectivas declaraciones. Cualquier cambio de domicilio de las partes deberá ser notificado por escrito, 
dirigido a “LAS PARTES”, con acuse de recibo, por lo menos en un plazo de diez días hábiles de anticipación 
a la fecha en que deba surtir efectos el cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán como 
válidamente hechas en los domicilios aquí señalados. 

VIGÉSIMA SEGUNDA. PUBLICACIÓN. 

El presente Convenio se publicará en el Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 36 de la Ley de Planeación y en el medio de difusión oficial de “EL ESTADO” de conformidad 
con su normatividad aplicable. 

VIGÉSIMA TERCERA. VIGENCIA. 

El presente Convenio Marco de Coordinación estará vigente a partir del día de su firma y hasta el 31 de 
diciembre de 2023. 

Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso  
para fines distintos a los establecidos en el programa. 

Enteradas las partes de su contenido y alcance legal, firman el presente Convenio Marco de Coordinación, 
en seis tantos, en la Ciudad de México, a los ocho días del mes de febrero de 2023.- Por la SEDATU:  
el Titular de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, C. Daniel Octavio Fajardo Ortiz.- Rúbrica.- 
Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de Infraestructura y Espacios Públicos, C. Glenda Yhadelle 
Argüelles Rodríguez.- Rúbrica.- Director General de Rescate de Espacios Públicos, Encargado del 
Despacho de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano, C. Tomás Candelaria García.- 
Rúbrica.- Director General de Coordinación de Oficinas de Representación, C. Cipriano César Nájera Tijera.- 
Rúbrica.- Titular de la Oficina de Representación en el Estado de Baja California Sur, C. Silvia María del 
Carmen Salas Cariño.- Rúbrica.- Por el Estado: el Gobernador del Estado de Baja California Sur, Prof. Víctor 
Manuel Castro Cosío.- Rúbrica.- Secretario General de Gobierno, Lic. Homero Davis Castro.- Rúbrica.- 
Secretaria de Finanzas y Administración, Mtra. Bertha Montaño Cota.- Rúbrica.- Secretaria de Planeación 
Urbana, Infraestructura y Movilidad, Medio Ambiente y Recursos Naturales, Arq. Carolina Armenta 
Cervantes.- Rúbrica.- Por la Instancia Solicitante: el Presidente Municipal, Prof. Óscar Leggs Castro.- 
Rúbrica.- La Síndica Municipal: Lic. Alondra Torres Garcia.- Rúbrica.- Secretario General Municipal,  
Lic. Ariel Castro Cardenas.- Rúbrica. 
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CONVENIO Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios de la Vertiente Mejoramiento 
Integral de Barrios del Programa de Mejoramiento Urbano, correspondiente al ejercicio fiscal 2023, que celebran 
la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, el Estado de Baja California Sur y el Municipio  
de Mulegé. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

Convenio Marco de Coordinación 
Estado de Baja California Sur/ Municipio de Mulegé 
CMC/UAPIEP/PMU/020/2023 

Convenio Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios de la Vertiente Mejoramiento 
Integral de Barrios del Programa de Mejoramiento Urbano, correspondiente al ejercicio fiscal 2023, que 
celebran el Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, en lo 
sucesivo “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, representada por su 
Titular el ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, asistido por la Titular de la Unidad de Apoyo a Programas 
de Infraestructura y Espacios Públicos la ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez; y por la Unidad de 
Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano el Encargado del Despacho el ciudadano Tomás Candelaria 
García, Director General de Rescate de Espacios Públicos; el Gobierno del Estado de Baja California Sur, en 
lo sucesivo “EL ESTADO” representado por la arquitecta Carolina Armenta Cervantes, Secretaria de 
Planeación Urbana, Infraestructura, Movilidad, Medio Ambiente y Recursos Naturales; y el Ayuntamiento de 
Mulegé, Estado de Baja California Sur, en lo sucesivo “LA INSTANCIA SOLICITANTE”, representado por la 
ciudadana Edith Aguilar Villavicencio, Presidenta Municipal, a quien le asiste el ciudadano Mario Rogelio 
Gerardo Rocha, en su carácter de Director General de Obras Públicas y Asentamientos Humanos de Mulegé, 
Estado de Baja California Sur; a quienes en conjunto se les denominará “LAS PARTES”, al tenor de los 
antecedentes, declaraciones y cláusulas siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. El artículo 26, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), 
establece la obligación del Estado para organizar un sistema de planeación democrática del 
desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al 
crecimiento de la economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de la 
nación. 

2. El artículo 134 de la CPEUM establece que, los recursos económicos de que dispongan la 
Federación, las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para 
satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

3. El artículo 4, fracción I, de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano reconoce el derecho a la ciudad como un principio rector de la planeación, 
regulación y gestión de los asentamientos humanos, y lo define como la obligación del Estado de 
garantizar a todos los habitantes de un asentamiento humano o centros de población, el acceso a la 
vivienda, infraestructura, equipamiento y servicios básicos, a partir de los derechos reconocidos por 
la CPEUM y los tratados internacionales suscritos por México en la materia. 

4. Conforme a los artículos 2, fracción LIII, 74 y 75, fracción VII, de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los subsidios son asignaciones de recursos federales previstas en el 
Presupuesto de Egresos que, a través de las dependencias y entidades, se otorgan a los diferentes 
sectores de la sociedad, a las entidades federativas o municipios para fomentar el desarrollo de 
actividades sociales o económicas prioritarias de interés general, que serán ministrados por las 
dependencias con cargo a sus presupuestos, asegurando la coordinación de acciones entre 
dependencias y entidades, para evitar la duplicidad en el ejercicio de los recursos y reducir gastos 
administrativos. 

5. El artículo 28 de la Ley de Planeación establece que, las acciones contenidas en el Plan Nacional de 
Desarrollo, así como en los programas que de él emanen, deberán especificar las acciones que 
serán objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas; por tanto, en términos 
del artículo 33 de dicho ordenamiento, se podrá convenir con los gobiernos locales, y la participación 
que corresponda a los municipios, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la 
coordinación que se requiera a efecto de que participen y coadyuven a la consecución de los 
objetivos de la planeación nacional. 
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6. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, en el Apartado II, Política Social, numeral 8, denominado 
“Desarrollo Urbano y Vivienda”, señala que, en el Programa de Mejoramiento Urbano, en lo sucesivo 
“EL PROGRAMA”, se realizarán obras de rehabilitación y/o mejoramiento de espacios públicos. 

7. El Programa Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020–2024, elaborado a partir  
del Plan Nacional de Desarrollo 2019–2024, en su objetivo prioritario 3, señala que, la finalidad de  
“EL PROGRAMA” es impulsar un hábitat asequible, resiliente y sostenible, para avanzar en la 
construcción de espacios de vida para que todas las personas puedan vivir seguras y en condiciones 
de igualdad. 

8. Mediante publicación realizada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 2022, se 
dieron a conocer las Reglas de Operación del Programa de Mejoramiento Urbano, para el ejercicio 
fiscal 2023, que en lo sucesivo se denominarán “LAS REGLAS”. 

9. “LAS REGLAS”, en su numeral “13.5 Coordinación institucional”, establecen que, con el propósito de 
propiciar la sinergia con otros programas públicos y privados y obtener mayores impactos en el 
abatimiento de rezagos urbanos y sociales en los Polígonos de Atención Prioritaria del Programa, 
“LA SEDATU” promoverá la coordinación de esfuerzos con dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, Estatal, Municipal, con instituciones y organismos privados, así como 
de la sociedad civil. Para ello, en su caso, se suscribirán los instrumentos jurídicos de coordinación 
correspondientes. 

10. “EL PROGRAMA”, es un instrumento congruente con los tratados internacionales a los que México 
se ha adherido, como la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en particular con el 
objetivo 11, denominado Ciudades y Comunidades Sostenibles, el cual establece: "Lograr que las 
ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles"; en 
específico las metas 11.1, 11.3, 11.7, 11.a y 11.b, resaltan la importancia de asegurar el acceso de 
todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles, así como de 
mejorar los barrios marginales; de aumentar la urbanización inclusiva, sostenible y la capacidad para 
una planificación y gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos; de 
proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, 
en particular para las mujeres y la niñez, las personas mayores de edad y las personas con 
discapacidad; de apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales positivos entre las zonas 
urbanas, periurbanas y rurales mediante el fortalecimiento de la planificación del desarrollo nacional y 
regional; y, finalmente, de aumentar sustancialmente el número de ciudades y asentamientos 
humanos que adoptan y ponen en marcha políticas y planes integrados para promover la inclusión, el 
uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia 
ante los desastres. 

“LAS PARTES” manifiestan su interés en celebrar el presente Convenio, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I.- “LA SEDATU” declara que: 

I.1. Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 90 de la CPEUM; 1°, 2°, fracción I, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal y 1 del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, 
Territorial y Urbano (RISEDATU). 

I.2. Conforme a las atribuciones contenidas en el artículo 41, fracciones X, XIII y XX de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaría de 
Desarrollo Urbano y Vivienda, tiene atribuciones para suscribir el presente Convenio Marco de 
Coordinación. 

I.3. El ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y 
Vivienda, cuenta con atribuciones para suscribir el presente instrumento jurídico, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 2, apartado A, fracción I, inciso b), 7, fracciones XI y XII, y 9 del 
RISEDATU. Asimismo, conforme a lo establecido en el numeral 11.2 de “LAS REGLAS”, a la 
Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, le corresponde suscribir los acuerdos de 
colaboración, coordinación, concertación y cualquier otro instrumento jurídico, para la operación y 
ejecución de “EL PROGRAMA”, de conformidad con la legislación y normatividad aplicable. 
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I.4. La ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas 
de Infraestructura y Espacios Públicos adscrita a la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y 
Vivienda, en lo sucesivo “LA UAPIEP” y Unidad Responsable de “EL PROGRAMA”, cuenta con 
facultades y atribuciones para suscribir el presente Convenio, de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 2, apartado A, fracción II, inciso e), 11, fracciones IV y VI, y 16 del RISEDATU; así 
como en los numerales 11.3 y 11.4 de “LAS REGLAS”. 

I.5. El ciudadano Tomás Candelaria García, Director General de Rescate de Espacios Públicos; 
Encargado del Despacho de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano 
adscrita a la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, en lo sucesivo “LA UPEDU” e 
Instancia Ejecutora de “EL PROGRAMA”, cuenta con atribuciones para coadyuvar y suscribir el 
presente Convenio, de acuerdo con lo señalado en los artículos 2, apartado A, fracción II, inciso d), 
11, fracciones IV y VI, y 15, fracciones I, III, IV y XVI del RISEDATU; y numeral 11.7 de  
“LAS REGLAS”. 

I.6. Señala como su domicilio legal el ubicado en Avenida Nuevo León número 210, Colonia 
Hipódromo Condesa, Alcaldía Cuauhtémoc, Código Postal 06100, Ciudad de México. 

II.- “EL ESTADO” declara que: 

II.1. El Estado de Baja California Sur, es parte integrante de la Federación, libre y soberano en su 
régimen interior, de conformidad con los artículos 115 y 116 de la CPEUM. 

II.2. La arquitecta Carolina Armenta Cervantes, acredita su carácter de Secretaria de Planeación 
Urbana, Infraestructura, Movilidad, Medio Ambiente y Recursos Naturales, mediante nombramiento 
de fecha 01 de enero del 2023, encomendado por el Prof. Víctor Manuel Castro Cosío, Gobernador 
Constitucional del Estado de Baja California Sur. 

II.3. La arquitecta Carolina Armenta Cervantes, en su carácter de Secretaria de Planeación Urbana, 
Infraestructura, Movilidad, Medio Ambiente y Recursos Naturales, se encuentra facultada para 
suscribir el presente instrumento jurídico, en representación del Gobierno del Estado de Baja 
California Sur, de conformidad con lo establecido por los artículos 80 y 82 de la Constitución 
Política del Estado de Baja California Sur, en relación con los artículos 1, 8, 16, fracción III, 20, 
fracción II, y 23, fracción XXVII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Baja 
California Sur. 

II.4. Para efectos de presente instrumento, señala como su domicilio el ubicado en Palacio de 
Gobierno, Isabel la Católica e Ignacio Allende, Colonia Centro, C.P.23000, La Paz, B.C.S. 

III.- “LA INSTANCIA SOLICITANTE” declara que: 

III.1. Es una Institución de Derecho Público, con personalidad jurídico-política y territorio determinado, 
de conformidad con los artículos 115, de la CPEUM; y 117 de la Constitución Política del Estado 
de Baja California Sur. 

III.2. De conformidad con los artículos 150 de la de la Constitución Política del Estado de Baja California 
Sur; y 53, fracción XIII, de la Ley Orgánica del Gobierno Municipal del Estado de Baja California 
Sur, la Presidenta Municipal es la responsable de ejecutar las resoluciones del Ayuntamiento en su 
carácter de representante legal, así como de celebrar a nombre del Ayuntamiento y por acuerdo de 
este, todos los actos y contratos necesarios para el despacho de los asuntos administrativos y la 
atención de los servicios públicos municipales. 

III.3. La ciudadana Edith Aguilar Villavicencio, Presidenta Municipal Constitucional del Ayuntamiento de 
Mulegé, Estado de Baja California Sur, se encuentra plenamente facultada para suscribir el 
presente Convenio, de conformidad con el artículo 53, fracción XIII, de la Ley Orgánica  
del Gobierno Municipal del Estado de Baja California Sur; así como el numeral 11.6 de  
“LAS REGLAS”. 

III.4. El ciudadano Mario Rogelio Gerardo Rocha, en su carácter de Director General de Obras Públicas 
y Asentamientos Humanos de Mulegé, cuenta con facultades para celebrar el presente Convenio 
en términos de los artículos 154 de la Constitución Política del Estado de Baja California Sur; 98, 
103 de la Ley Orgánica del Gobierno Municipal del Estado de Baja California Sur; 49, 52 y 53, 
fracción X, del Reglamento de la Administración Pública Municipal. 

III.5. Para efectos del presente Convenio señala como su domicilio el ubicado en Av. Carranza y Calle 
Plaza S/N, Colonia Centro, Santa Rosalía, C.P. 23920, Mulegé, Baja California Sur. 
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IV.- “LAS PARTES” declaran que: 

IV.1. En la celebración del presente acto jurídico no existe error, dolo o mala fe, por lo que es celebrado 
de manera voluntaria, y reconocen mutuamente la personalidad con que comparecen sus 
respectivos representantes. 

IV.2. Una vez reconocida plenamente la personalidad y capacidad jurídica con que comparecen cada 
una de “LAS PARTES” es su voluntad celebrar el presente Convenio Marco de Coordinación. 

IV.3. Cuentan con los medios necesarios para proporcionarse recíprocamente la asistencia, 
coordinación y apoyo para la consecución del objeto de este instrumento jurídico. 

Con fundamento en los artículos 26, apartado A, 90 y 115 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 1°, 2°, 17 Bis, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 28 y 33 de 
la Ley de Planeación; 1, 4, fracción VII, 75 y 77 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria; 1, 176, 178 y 179 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria; 4, 8, 9, 48, 49, 50 y 51 de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano; 70, fracción XV, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 3 
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 1, 7, fracciones XI y XII, 9, 11, 
fracciones IV y VI, 15, fracciones I, III, IV y XVI, y 16 del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo 
Agrario, Territorial y Urbano; las disposiciones contenidas en “LAS REGLAS”, y demás disposiciones jurídicas 
aplicables, “LAS PARTES” celebran el presente Convenio Marco de Coordinación, al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. 

El objeto del presente Convenio Marco es coordinar acciones entre “LAS PARTES” para la distribución y 
ejercicio de subsidios de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios del Programa de Mejoramiento 
Urbano correspondientes al ejercicio fiscal 2023, así como coadyuvar en el ámbito de sus respectivas 
competencias para que se ejecuten y, en su caso, se activen los proyectos que deriven de las modalidades y 
tipos de apoyo de dicho Programa, a los cuales, en lo sucesivo se les denominará como “LOS PROYECTOS”, 
mismos que se realizarán en el Municipio de Mulegé integrante del Estado de Baja California Sur. 

SEGUNDA. EJECUCIÓN ESPECÍFICA DE “LOS PROYECTOS”. 

La implementación y ejecución de “EL PROGRAMA”, se dará de conformidad con la mecánica de 
operación correspondiente a la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios, para lo cual, “LAS PARTES” 
acuerdan que “LA SEDATU” y “LA INSTANCIA SOLICITANTE” en su oportunidad llevarán a cabo la 
formalización de los Convenios de Coordinación Específicos o instrumentos jurídicos específicos aplicables, 
acorde con lo establecido en “LAS REGLAS”, en los que se establecerán los datos de “LOS PROYECTOS” 
que serán apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”; y en los cuales, aplicará el contenido de los 
apartados de este Convenio Marco de Coordinación, en lo conducente y conforme a la normativa aplicable, 
sin que sea necesaria la participación de “EL ESTADO” en dichos instrumentos. 

“LAS PARTES” convienen que, la ejecución de “LOS PROYECTOS” que sean apoyados con subsidios de 
“EL PROGRAMA”, se realizará desde la firma de los Convenios de Coordinación Específicos y hasta la 
suscripción del Acta de Entrega-Recepción de las obras o acciones, obligándose a realizar las acciones que 
resulten necesarias para recibirlas y, en su caso, activarlas, conforme a la normativa aplicable, con la 
participación que resulte necesaria de “EL ESTADO” para tal efecto y conforme a la normativa aplicable. 

Los recursos financieros que, en su caso, aporte “LA SEDATU”, son subsidios que no pierden su carácter 
federal y que provienen del Ramo Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, asignados a  
“EL PROGRAMA”. 

Estos subsidios se encuentran sujetos a la disponibilidad presupuestal de “EL PROGRAMA”. 

TERCERA. NORMATIVIDAD. 

Para la ejecución de “LOS PROYECTOS” que sean apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”,  
“LAS PARTES” convienen que se sujetarán, en lo aplicable, a lo establecido en: la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento; la Ley de Obras Públicas y Servicios 
Relacionados con las Mismas y su Reglamento; la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del 
Sector Público y su Reglamento, la Ley de Planeación; el Presupuesto de Egresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal 2023; “LAS REGLAS”; este Convenio Marco de Coordinación; los Convenios de Coordinación 
Específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables a la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios, 
así como a las demás disposiciones jurídicas federales y locales aplicables. 
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CUARTA. INSTANCIA EJECUTORA DE “LOS PROYECTOS”. 

En los Convenios de Coordinación Específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables, se 
señalará la Instancia Ejecutora de “LOS PROYECTOS” que serán apoyados con subsidios de  
“EL PROGRAMA”, la cual tendrá las obligaciones y responsabilidades que se establecen en “LAS REGLAS” y 
demás normativa aplicable. 

QUINTA. COMPROMISOS DE “LA SEDATU”. 

a) Definir la cartera de proyectos y montos de apoyo de los subsidios federales para la ejecución de  
"EL PROGRAMA"; 

b) Revisar, evaluar y aprobar “LOS PROYECTOS” por conducto del máximo órgano de decisión de  
“EL PROGRAMA”; 

c) Promover, integrar y dar seguimiento a las actividades en materia de contraloría social; entre otras, 
conformando y capacitando a los comités de contraloría social, ajustándose al esquema de 
operación, la guía operativa y el programa anual de trabajo en la materia determinado por  
"EL PROGRAMA", y validados por la Secretaría de la Función Pública, con el apoyo que 
corresponde de “LAS PARTES”, y 

d) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio, y 
aquellas que resulten aplicables conforme a lo que señalan "LAS REGLAS" y demás  
normativa aplicable. 

SEXTA. COMPROMISOS DE “EL ESTADO”. 

a) Apoyar en el cumplimiento de los objetivos y metas de "EL PROGRAMA"; 

b) Apoyar, en caso de resultar necesario, a “LA INSTANCIA SOLICITANTE”, en el ámbito de su 
competencia, en lo relativo a la obtención u otorgamiento de permisos, licencias, autorizaciones y 
demás actos que se requieran para la realización de las obras o acciones que se contengan en  
“LOS PROYECTOS” aprobados con subsidios de “EL PROGRAMA”; 

c) Coadyuvar y apoyar a “LA INSTANCIA SOLICITANTE” en el ámbito de su competencia con aquellas 
acciones que resulten necesarias para salvaguardar y vigilar la correcta ejecución de  
“LOS PROYECTOS”, así como contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz 
social de las mismas, en términos de la normativa aplicable; 

d) Apoyar, en caso de ser necesario, para que los tipos de apoyos otorgados en el marco de la 
Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios de “EL PROGRAMA” se reciban y, en su caso, se activen 
por “LA INSTANCIA SOLICITANTE” o instancias competentes; 

e) Apoyar a “LA SEDATU” para que “LA INSTANCIA SOLICITANTE” reciba los subsidios que refieran 
los Convenios de Coordinación Específicos que se suscriban en el marco del presente instrumento 
jurídico y, en su caso, recibirlos a través de la figura jurídica idónea, a nombre de “LA INSTANCIA 
SOLICITANTE”, con el fin de beneficiar a la población en general; 

f) Coadyuvar en el cumplimiento de los objetivos de "EL PROGRAMA" de conformidad con lo dispuesto 
en "LAS REGLAS", y 

g) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio, en 
términos de la normativa aplicable. 

SÉPTIMA. COMPROMISOS DE “LA INSTANCIA SOLICITANTE”. 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio Marco de Coordinación, “LA INSTANCIA 
SOLICITANTE” tendrá las siguientes responsabilidades: 

a) Proporcionar la documentación que acredite la propiedad o legal posesión de los inmuebles 
susceptibles de ser intervenidos en el marco de “EL PROGRAMA” o, en su defecto, continuar con los 
trámites correspondientes que permitan la adecuada ejecución de “LOS PROYECTOS”, acorde con 
lo establecido en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable; 

b) Suscribir los instrumentos jurídicos que correspondan, de acuerdo con las disposiciones aplicables, 
así como dar cumplimiento a lo convenido; 
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c) En su caso, emitir las autorizaciones, licencias de construcción, dictámenes de factibilidad, entre 
otros, de las obras y acciones propuestas, de conformidad con la normativa aplicable, así como 
cubrir la totalidad de los costos asociados a estos conceptos; 

d) Remitir a la autoridad competente las quejas y denuncias que se interpongan en relación con  
“EL PROGRAMA”; 

e) Cumplir con las responsabilidades específicas, aplicables a cada Vertiente de “EL PROGRAMA”,  
que se establecen en “LAS REGLAS”; 

f) Otorgar, en su caso, las facilidades que permitan la recepción de los tipos de apoyo de  
“EL PROGRAMA” por parte de otras autoridades, en beneficio de la población en general, conforme 
a lo previsto en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable, y 

g) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio y aquellas 
que establezca la Instancia Normativa, “LAS REGLAS” y las disposiciones aplicables. 

OCTAVA. CONTROL Y FISCALIZACIÓN. 

El ejercicio de los recursos federales de “EL PROGRAMA”, está sujeto a las disposiciones federales 
aplicables, y podrán ser auditados por las siguientes instancias: el Órgano Interno de Control en  
“LA SEDATU”, la Secretaría de la Función Pública, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Auditoría 
Superior de la Federación y demás instancias que por sus atribuciones resulten competentes, conforme a la 
normativa aplicable. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 
Federal en que incurran los servidores públicos federales, estatales o locales, así como los particulares que 
intervengan en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este 
instrumento, serán sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

NOVENA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. 

“LAS PARTES” acuerdan que el presente instrumento jurídico tiene sustento en el principio de la buena fe, 
de común acuerdo, por lo que podrán convenir la terminación anticipada del mismo por la existencia de alguna 
de las siguientes causas: 

a) De presentarse caso fortuito, entendiéndose éste por un acontecimiento de la naturaleza; 

b) Por fuerza mayor, entendiéndose un hecho humanamente inevitable, y 

c) Por cumplimiento anticipado del objeto del presente Convenio. 

“LA SEDATU” podrá, en cualquier momento, rescindir el presente instrumento jurídico, sin que medie 
resolución judicial y sin responsabilidad alguna, cuando cualquiera de “LAS PARTES” no cumpla en tiempo y 
forma con los compromisos pactados en este Convenio Marco de Coordinación o de presentarse alguna 
circunstancia prevista en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable, para tal efecto. 

Queda expresamente pactado que “LAS PARTES” no tendrán responsabilidad por los daños y perjuicios 
que pudieran causarse como consecuencia de caso fortuito o fuerza mayor, por lo que una vez que 
desaparezcan las causas que suscitaron su interrupción se reanudarán las tareas pactadas. 

DÉCIMA. MODIFICACIONES. 

El presente instrumento podrá ser modificado o adicionado total o parcialmente durante su vigencia por 
acuerdo de “LAS PARTES”, mediante el convenio modificatorio correspondiente en los términos previstos en 
el mismo. Las modificaciones o adiciones deben constar por escrito y formarán parte del presente 
instrumento, sin que ello implique la novación de aquellas obligaciones que no sean objeto de modificación o 
adición. 

DÉCIMA PRIMERA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio Marco de Coordinación; asimismo, convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en los instrumentos legales y normativos señalados en la Cláusula Tercera de este Convenio. 

De igual forma, “LAS PARTES” reconocen que el presente instrumento no constituye alguna facultad 
discrecional respecto al cumplimiento de las obligaciones que en este se plasman, ya que constituye la 
ejecución de una función administrativa, encaminada a surtir efectos jurídicos en beneficio de la población en 
general, amparada por la presunción de legalidad y ejecutoriedad. 
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De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio Marco 
de Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo entre “LAS PARTES”, conocerán los 
Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

DÉCIMA SEGUNDA. DIFUSIÓN. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones, estrategias y programas en materia de difusión, 
que se encuentren señaladas en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2023, así como en “LAS REGLAS”. 

La publicidad, información, la papelería y la documentación oficial relativa a las acciones realizadas, 
deberá identificarse con el escudo nacional en los términos que establece la Ley Sobre el Escudo, la Bandera 
y el Himno Nacionales, y el artículo 28, fracción II, inciso a) del Decreto de Presupuesto de Egresos de la 
Federación para el ejercicio fiscal 2023 e incluir la siguiente leyenda: “Este programa es público, ajeno a 
cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a los establecidos en el programa”. 

DÉCIMA TERCERA. PROPIEDAD INTELECTUAL Y DERECHOS DE AUTOR. 

En caso de generarse derechos de propiedad intelectual con motivo de las actividades que se lleven a 
cabo en el marco de este Convenio, así como del diseño y la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, "LAS PARTES" se obligan a reconocerse mutuamente los créditos 
correspondientes y ajustarse a lo dispuesto en la Ley Federal del Derecho de Autor, su Reglamento y demás 
normatividad aplicable. 

Asimismo, "LAS PARTES" convienen que, la propiedad intelectual y los derechos de autor resultantes de 
las actividades que desarrollen conjuntamente, corresponderán a la parte que haya producido; o, en su caso, 
a todas ellas en proporción a sus aportaciones. Los derechos de autor de carácter patrimonial que se deriven 
del presente Convenio le corresponden a la parte que haya participado o que haya aportado recursos para su 
realización, la cual, únicamente quedará obligada a otorgarle los créditos correspondientes por su autoría y 
colaboración a la otra parte. 

DÉCIMA CUARTA. CONTRALORÍA SOCIAL. 

“LAS PARTES” serán responsables de que, durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones señaladas en “LAS REGLAS” en materia de 
contraloría social; así como lo señalado en los Lineamientos vigentes emitidos por la Secretaría de la Función 
Pública, para promover las acciones necesarias que permitan la efectividad de la vigilancia ciudadana, bajo el 
Esquema o Esquemas validados por la Secretaría de la Función Pública. 

DÉCIMA QUINTA. RELACIÓN LABORAL. 

“LAS PARTES” convienen que, el personal aportado por cada una para la realización de  
“LOS PROYECTOS” apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, se entenderá relacionado exclusivamente 
con aquella que lo empleó; por ende, cada una de ellas asumirá su responsabilidad por este concepto, y en 
ningún caso serán consideradas como patrones solidarios o sustitutos de la otra. 

DÉCIMA SEXTA. TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 

“LAS PARTES”, acuerdan guardar y proteger la información reservada y/o confidencial que generen, 
obtengan, adquieran, transformen o se encuentre en su posesión, de acuerdo con la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, así como 
cualquier otro ordenamiento jurídico vigente en la materia, incluyendo, desde luego, los supuestos de 
confidencialidad y reserva estipulados en los citados ordenamientos de considerarse procedente. 

“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán responsables en obtener el 
consentimiento de los titulares de datos personales y/o datos personales sensibles, de conformidad con la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y demás normatividad 
aplicable, que se obtengan con motivo del cumplimiento del objeto del presente Convenio. 

“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, se obligan a realizar los avisos de privacidad 
correspondientes, de conformidad con la mencionada ley, y obtener las autorizaciones correspondientes para 
transferir dichos datos a la otra parte, cuando así sea necesario en términos de la legislación aplicable. 
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“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán responsables del manejo, 
almacenamiento y protección de los datos personales y los datos personales sensibles, que obtengan con 
motivo del cumplimiento del presente Convenio. 

DÉCIMA SÉPTIMA. INTEGRIDAD. 

“LAS PARTES” se comprometen a actuar bajo los principios de legalidad, imparcialidad, transparencia, 
honestidad e integridad, y a cumplir con todas las disposiciones en materia de responsabilidades de 
servidores públicos, previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y el Código Penal 
Federal. 

“LAS PARTES” se comprometen a que, ni ellas, ni sus directores, funcionarios o empleados habrán 
ofrecido, prometido, entregado, autorizado, solicitado o aceptado ninguna ventaja indebida, económica o de 
otro tipo (o insinuado que lo harán o podrían hacerlo en el futuro) relacionada de algún modo con el presente 
instrumento jurídico o con los que deriven del mismo y que habrán adoptado medidas razonables para evitar 
que lo hagan los subcontratistas, agentes o cualquier otro tercero que se encuentre sujeto a su control o a su 
influencia significativa. 

Para esos efectos, el alcance del objeto del presente Convenio se limita al necesario para cumplir con los 
fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA OCTAVA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a no llevar a cabo acto de corrupción alguno, por lo que pactan que será 
causal de suspensión o terminación de la relación derivada del presente Convenio, el conocimiento de que la 
otra parte ha actuado en violación a la legislación aplicable en materia de anticorrupción, en particular al 
involucrarse o tolerar algún acto de corrupción o ser utilizada como conducto para cometerlo. 

Para esos efectos, el alcance del objeto del presente Convenio, se limita al necesario para cumplir con los 
fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA NOVENA. DOMICILIOS. 

“LAS PARTES” señalan como sus domicilios convencionales para toda clase de avisos, comunicaciones, 
notificaciones y en general para todo lo relacionado con el presente Convenio, los señalados en sus 
respectivas declaraciones. Cualquier cambio de domicilio de las partes deberá ser notificado por escrito, 
dirigido a “LAS PARTES”, con acuse de recibo, por lo menos en un plazo de diez días hábiles de anticipación 
a la fecha en que deba surtir efectos el cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán como 
válidamente hechas en los domicilios aquí señalados. 

VIGÉSIMA. PUBLICACIÓN. 

El presente Convenio se publicará en el Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 36 de la Ley de Planeación y en el medio de difusión oficial de “EL ESTADO” de conformidad 
con su normatividad aplicable. 

VIGÉSIMA PRIMERA. VIGENCIA. 

El presente Convenio Marco de Coordinación estará vigente a partir del día de su firma y hasta el 31 de 
diciembre de 2023. 

Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso  
para fines distintos a los establecidos en el programa. 

Enteradas las partes de su contenido y alcance legal, firman el presente Convenio Marco de Coordinación, 
en seis tantos, en la Ciudad de México, a los veintisiete días del mes de febrero de 2023.- Por la SEDATU:  
el Titular de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, C. Daniel Octavio Fajardo Ortiz.- Rúbrica.- 
Titular de la Unidad de Apoyo a Programas de Infraestructura y Espacios Públicos, C. Glenda Yhadelle 
Argüelles Rodríguez.- Rúbrica.- Director General de Rescate de Espacios Públicos, Encargado del 
Despacho de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano, C. Tomás Candelaria García.- 
Rúbrica.- Por el Estado: Secretaria de Planeación Urbana, Infraestructura, Movilidad, Medio Ambiente y 
Recursos Naturales, C. Carolina Armenta Cervantes.- Rúbrica.- Por la Instancia Solicitante: la Presidenta 
Municipal, C. Edith Aguilar Villavicencio.- Rúbrica.- El Director General de Obras Públicas y Asentamientos 
Humanos, C. Mario Rogelio Gerardo Rocha.- Rúbrica. 
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CONVENIO Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios de la Vertiente Mejoramiento 
Integral de Barrios del Programa de Mejoramiento Urbano correspondiente al ejercicio fiscal 2023, que celebran 
la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, el Estado de Guerrero y el Municipio de Iguala  
de la Independencia. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

Convenio Marco de Coordinación 
Estado de Guerrero/ Municipio de Iguala de la Independencia 
CMC/UAPIEP/PMU/014/2023 

Convenio Marco de Coordinación para la distribución y ejercicio de subsidios de la Vertiente Mejoramiento 
Integral de Barrios del Programa de Mejoramiento Urbano, correspondiente al ejercicio fiscal 2023, que 
celebran el Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, en lo 
sucesivo “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, representada por su 
Titular el ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, asistido por la Titular de la Unidad de Apoyo a Programas 
de Infraestructura y Espacios Públicos la ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, y por la Unidad de 
Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano el Encargado del Despacho el ciudadano Tomás Candelaria 
García, Director General de Rescate de Espacios Públicos; el Gobierno del Estado de Guerrero, en lo 
sucesivo “EL ESTADO” representado por el Mtro. Ludwig Marcial Reynoso Núñez, Secretario General de 
Gobierno; y el Ayuntamiento de Iguala de la Independencia, Estado de Guerrero, en lo sucesivo  
“LA INSTANCIA SOLICITANTE”, representado en este acto por el ciudadano David Gama Pérez, en su 
carácter de Presidente Municipal, quien actúa en compañía de la ciudadana Nayeli Salmerón Mora, en su 
carácter de Primer Síndica Procuradora del Ayuntamiento de Iguala de la Independencia, Estado de Guerrero; 
a quienes en conjunto se les denominará “LAS PARTES”, al tenor de los antecedentes, declaraciones y 
cláusulas siguientes: 

ANTECEDENTES 

1. El artículo 26, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), 
establece la obligación del Estado para organizar un sistema de planeación democrática del 
desarrollo nacional que imprima solidez, dinamismo, competitividad, permanencia y equidad al 
crecimiento de la economía para la independencia y la democratización política, social y cultural de la 
nación. 

2. El artículo 134 de la CPEUM establece que, los recursos económicos de que dispongan la 
Federación, las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para 
satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

3. El artículo 4, fracción I, de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano reconoce el derecho a la ciudad como un principio rector de la planeación, 
regulación y gestión de los asentamientos humanos, y lo define como la obligación del Estado de 
garantizar a todos los habitantes de un asentamiento humano o centros de población, el acceso a la 
vivienda, infraestructura, equipamiento y servicios básicos, a partir de los derechos reconocidos por 
la CPEUM y los tratados internacionales suscritos por México en la materia. 

4. Conforme a los artículos 2, fracción LIII, 74 y 75, fracción VII, de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los subsidios son asignaciones de recursos federales previstas en el 
Presupuesto de Egresos que, a través de las dependencias y entidades, se otorgan a los diferentes 
sectores de la sociedad, a las entidades federativas o municipios para fomentar el desarrollo de 
actividades sociales o económicas prioritarias de interés general, que serán ministrados por las 
dependencias con cargo a sus presupuestos, asegurando la coordinación de acciones entre 
dependencias y entidades, para evitar la duplicidad en el ejercicio de los recursos y reducir gastos 
administrativos. 

5. El artículo 28 de la Ley de Planeación establece que, las acciones contenidas en el Plan Nacional de 
Desarrollo, así como en los programas que de él emanen, deberán especificar las acciones que 
serán objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas; por tanto, en términos 
del artículo 33 de dicho ordenamiento, se podrá convenir con los gobiernos locales, y la participación 
que corresponda a los municipios, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la 
coordinación que se requiera a efecto de que participen y coadyuven a la consecución de los 
objetivos de la planeación nacional. 



100 DIARIO OFICIAL Viernes 8 de septiembre de 2023 

6. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, en el Apartado II, Política Social, numeral 8, denominado 
“Desarrollo Urbano y Vivienda”, señala que, en el Programa de Mejoramiento Urbano, en lo sucesivo 
“EL PROGRAMA”, se realizarán obras de rehabilitación y/o mejoramiento de espacios públicos. 

7. El Programa Sectorial de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020–2024, elaborado a partir  
del Plan Nacional de Desarrollo 2019–2024, en su objetivo prioritario 3, señala que, la finalidad de  
“EL PROGRAMA” es impulsar un hábitat asequible, resiliente y sostenible, para avanzar en la 
construcción de espacios de vida para que todas las personas puedan vivir seguras y en condiciones 
de igualdad. 

8. Mediante publicación realizada en el Diario Oficial de la Federación el día 30 de diciembre de 2022, 
se dieron a conocer las Reglas de Operación del Programa de Mejoramiento Urbano, para el 
ejercicio fiscal 2023, que en lo sucesivo se denominarán “LAS REGLAS”. 

9. “LAS REGLAS”, en su numeral “13.5 Coordinación institucional”, establecen que, con el propósito de 
propiciar la sinergia con otros programas públicos y privados y obtener mayores impactos en el 
abatimiento de rezagos urbanos y sociales en los Polígonos de Atención Prioritaria del Programa, 
“LA SEDATU” promoverá la coordinación de esfuerzos con dependencias y entidades de la 
Administración Pública Federal, Estatal, Municipal, con instituciones y organismos privados, así como 
de la sociedad civil. Para ello, en su caso, se suscribirán los instrumentos jurídicos de coordinación 
correspondientes. 

10. “EL PROGRAMA”, es un instrumento congruente con los tratados internacionales a los que México 
se ha adherido, como la Agenda 2030 y los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en particular con el 
objetivo 11, denominado Ciudades y Comunidades Sostenibles, el cual establece: "Lograr que las 
ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles"; en 
específico las metas 11.1, 11.3, 11.7, 11.a y 11.b, resaltan la importancia de asegurar el acceso de 
todas las personas a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles, así como de 
mejorar los barrios marginales; de aumentar la urbanización inclusiva, sostenible y la capacidad para 
una planificación y gestión participativas, integradas y sostenibles de los asentamientos humanos; de 
proporcionar acceso universal a zonas verdes y espacios públicos seguros, inclusivos y accesibles, 
en particular para las mujeres y la niñez, las personas mayores de edad y las personas con 
discapacidad; de apoyar los vínculos económicos, sociales y ambientales positivos entre las zonas 
urbanas, periurbanas y rurales mediante el fortalecimiento de la planificación del desarrollo nacional y 
regional; y, finalmente, de aumentar sustancialmente el número de ciudades y asentamientos 
humanos que adoptan y ponen en marcha políticas y planes integrados para promover la inclusión, el 
uso eficiente de los recursos, la mitigación del cambio climático y la adaptación a él y la resiliencia 
ante los desastres. 

“LAS PARTES” manifiestan su interés en celebrar el presente Convenio, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I.- “LA SEDATU” declara que: 

I.1. Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 90 de la CPEUM; 1°, 2°, fracción I, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal y 1 del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, 
Territorial y Urbano (RISEDATU). 

I.2. Conforme a las atribuciones contenidas en el artículo 41, fracciones X, XIII y XX de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública Federal, “LA SEDATU”, a través de la Subsecretaría de 
Desarrollo Urbano y Vivienda, tiene atribuciones para suscribir el presente Convenio Marco de 
Coordinación. 

I.3. El ciudadano Daniel Octavio Fajardo Ortiz, Titular de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y 
Vivienda, cuenta con atribuciones para suscribir el presente instrumento jurídico, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 2, apartado A, fracción I, inciso b), 7, fracciones XI y XII, y 9 del 
RISEDATU. Asimismo, conforme a lo establecido en el numeral 11.2 de “LAS REGLAS”, a la 
Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, le corresponde suscribir los acuerdos de 
colaboración, coordinación, concertación y cualquier otro instrumento jurídico, para la operación y 
ejecución de “EL PROGRAMA”, de conformidad con la legislación y normatividad aplicable. 
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I.4. La ciudadana Glenda Yhadelle Argüelles Rodríguez, Titular de la Unidad de Apoyo a Programas 
de Infraestructura y Espacios Públicos adscrita a la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y 
Vivienda, en lo sucesivo “LA UAPIEP” y Unidad Responsable de “EL PROGRAMA”, cuenta con 
facultades y atribuciones para suscribir el presente Convenio, de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 2, apartado A, fracción II, inciso e), 11, fracciones IV y VI, y 16 del RISEDATU; así 
como en los numerales 11.3 y 11.4 de “LAS REGLAS”. 

I.5. El ciudadano Tomás Candelaria García, Director General de Rescate de Espacios Públicos; 
encargado del Despacho de la Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano 
adscrita a la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, en lo sucesivo “LA UPEDU” e 
Instancia Ejecutora de “EL PROGRAMA”, cuenta con atribuciones para coadyuvar y suscribir el 
presente Convenio, de acuerdo con lo señalado en los artículos 2, apartado A, fracción II, inciso d), 
11, fracciones IV y VI, y 15, fracciones I, III, IV y XVI del RISEDATU; y numeral 11.7 de  
“LAS REGLAS”. 

I.6. Señala como su domicilio legal el ubicado en Avenida Nuevo León número 210, Colonia 
Hipódromo Condesa, Alcaldía Cuauhtémoc, Código Postal 06100, Ciudad de México. 

II.- “EL ESTADO” declara que: 

II.1. El Estado de Guerrero, es parte integrante de la Federación, libre y soberano en su régimen 
interior, de conformidad con los artículos 115 y 116 de la CPEUM; 1 y 22 de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Guerrero. 

II.2. El Mtro. Ludwig Marcial Reynoso Núñez, Secretario General de Gobierno, se encuentra facultado 
para suscribir el presente Convenio, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 87, 88, 90, 
numeral 2, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero; 1, 4, 5, 14, 18, 22, 
apartado A, fracción I, y 23 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Guerrero número 242. 

II.3.  Que, de conformidad con lo establecido en el artículo 5 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Guerrero número 242, la Gobernadora podrá celebrar convenios con el 
gobierno federal, entidades federativas y ayuntamientos de la entidad, así como con los sectores 
social y privado, a efecto de prestar servicios públicos, ejecutar obras o realizar cualquier otro 
propósito de beneficio colectivo, cumpliendo en cada caso con las formalidades que exijan las 
leyes aplicables. 

II.4. Para efectos legales del presente instrumento, señala como su domicilio el ubicado en el recinto de 
las oficinas del Poder Ejecutivo, Boulevard Lic. René Juárez Cisneros, número 62, edificio 
Acapulco, colonia Ciudad de los Servicios, C.P. 39074, Cuidad de Chilpancingo de los Bravo, 
Guerrero. 

III.- “LA INSTANCIA SOLICITANTE” declara que: 

III.1. Es un órgano de elección popular directa, encargado de la administración del Municipio de Iguala 
de la Independencia, y se encuentra dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio de 
conformidad con los artículos 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 27, 
numeral 38, 170, numeral 2, 171 y 178 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Guerrero; 3 y 9, numeral 38, de la Ley Orgánica del Municipio Libre del Estado de Guerrero. 

III.2. El arquitecto David Gama Pérez, Presidente Municipal de Iguala de la Independencia, Guerrero, 
acredita su personalidad con la constancia de mayoría expedida por el Consejo General del 
Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Guerrero, mediante el cual 
se designa y nombra como Presidente Municipal, 11 de junio de 2022, en sesión solemne de 
cabildo y cuenta con capacidad jurídica para suscribir el presente Convenio, en términos de lo 
dispuesto por los artículos 115 de la CPEUM; 26, 27, numeral 38, 178 de la Constitución Política 
del Estado Libre y Soberano de Guerrero; 72 y 73 de la Ley Orgánica del Municipio Libre del 
Estado de Guerrero. 

III.3. La ciudadana Nayeli Salmerón Mora, Primer Síndica Procuradora del Ayuntamiento de Iguala de la 
Independencia, acredita su personalidad con la constancia de mayoría expedida a su favor por el 
Consejo General del Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de 
Guerrero, mediante la cual se designa como Primera Síndica Procuradora de fecha 11 de junio de 
2022, en sesión solemne de cabildo y cuenta con capacidad jurídica para suscribir el Convenio, en 
términos de lo dispuesto por los artículos 115 de la CPEUM; 26, 27, numeral 38 y 178 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero; y 77 de la Ley Orgánica del 
Municipio Libre del Estado de Guerrero. 
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III.4.  Para los efectos legales del presente Convenio, señala como su domicilio el ubicado en Avenida 
Vicente Guerrero, número 1, Colonia Centro, Iguala, Guerrero, C.P. 40000. 

IV.- “LAS PARTES” declaran que: 

IV.1. En la celebración del presente acto jurídico no existe error, dolo o mala fe, por lo que es celebrado 
de manera voluntaria, y reconocen mutuamente la personalidad con que comparecen sus 
respectivos representantes. 

IV.2. Una vez reconocida plenamente la personalidad y capacidad jurídica con que comparecen cada 
una de “LAS PARTES” es su voluntad celebrar el presente Convenio Marco de Coordinación. 

IV.3. Cuentan con los medios necesarios para proporcionarse recíprocamente la asistencia, 
coordinación y apoyo para la consecución del objeto de este instrumento jurídico. 

Con fundamento en los artículos 26, apartado A, 90 y 115 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 1°, 2°, 17 Bis, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 28 y 33 de 
la Ley de Planeación; 1, 4, fracción VII, 75 y 77 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria; 1, 176, 178 y 179 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria; 4, 8, 9, 48, 49, 50 y 51 de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano; 70, fracción XV, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 3 
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 1, 7, fracciones XI y XII, 9, 11, 
fracciones IV y VI, 15, fracciones I, III, IV y XVI, y 16 del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo 
Agrario, Territorial y Urbano; las disposiciones contenidas en “LAS REGLAS”, y demás disposiciones jurídicas 
aplicables, “LAS PARTES” celebran el presente Convenio Marco de Coordinación, al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. 

El objeto del presente Convenio Marco es coordinar acciones entre “LAS PARTES” para la distribución y 
ejercicio de subsidios de la Vertiente de Mejoramiento Integral de Barrios del Programa de Mejoramiento 
Urbano correspondientes al ejercicio fiscal 2023, así como coadyuvar en el ámbito de sus respectivas 
competencias para que se ejecuten y, en su caso, se activen los proyectos que deriven de las modalidades y 
tipos de apoyo de dicho Programa, a los cuales, en lo sucesivo se les denominará como “LOS PROYECTOS”, 
mismos que se realizarán en el Municipio de Iguala de la Independencia integrante del Estado de Guerrero. 

SEGUNDA. EJECUCIÓN ESPECÍFICA DE “LOS PROYECTOS”. 

La implementación y ejecución de “EL PROGRAMA”, se dará de conformidad con la mecánica de 
operación correspondiente a la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios, para lo cual, “LAS PARTES” 
acuerdan que “LA SEDATU” y “LA INSTANCIA SOLICITANTE” en su oportunidad, llevarán a cabo la 
formalización de los Convenios de Coordinación Específicos o instrumentos jurídicos específicos aplicables, 
acorde con lo establecido en “LAS REGLAS”, en los que se establecerán los datos de “LOS PROYECTOS” 
que serán apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”; y en los cuales, aplicará el contenido de los 
apartados de este Convenio Marco de Coordinación, en lo conducente y conforme a la normativa aplicable, 
sin que sea necesaria la participación de “EL ESTADO” en dichos instrumentos. 

“LAS PARTES” convienen que, la ejecución de “LOS PROYECTOS” que sean apoyados con subsidios de 
“EL PROGRAMA”, se realizará desde la firma de los Convenios de Coordinación Específicos y hasta la 
suscripción del Acta de Entrega-Recepción de las obras o acciones, obligándose a realizar las acciones que 
resulten necesarias para recibirlas y, en su caso, activarlas, conforme a la normativa aplicable, con la 
participación que resulte necesaria de “EL ESTADO” para tal efecto y conforme a la normativa aplicable. 

Los recursos financieros que, en su caso, aporte “LA SEDATU”, son subsidios que no pierden su carácter 
federal y que provienen del Ramo Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, asignados a  
“EL PROGRAMA”. 

Estos subsidios se encuentran sujetos a la disponibilidad presupuestal de “EL PROGRAMA”. 

TERCERA. NORMATIVIDAD. 

Para la ejecución de “LOS PROYECTOS” que sean apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”,  
“LAS PARTES” convienen que se sujetarán, en lo aplicable, a lo establecido en: la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y su Reglamento; la Ley de Obras Públicas y Servicios 
Relacionados con las Mismas y su Reglamento; la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del 
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Sector Público y su Reglamento, la Ley de Planeación; el Presupuesto de Egresos de la Federación para el 
Ejercicio Fiscal 2023; “LAS REGLAS”; este Convenio Marco de Coordinación; los Convenios de Coordinación 
Específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables a la Vertiente Mejoramiento Integral de Barrios, 
así como a las demás disposiciones jurídicas federales y locales aplicables. 

CUARTA. INSTANCIA EJECUTORA DE “LOS PROYECTOS”. 

En los Convenios de Coordinación Específicos o los instrumentos jurídicos específicos aplicables,  
se señalará la Instancia Ejecutora de “LOS PROYECTOS” que serán apoyados con subsidios de  
“EL PROGRAMA”, la cual tendrá las obligaciones y responsabilidades que se establecen en “LAS REGLAS” y 
demás normativa aplicable. 

QUINTA. COMPROMISOS DE “LA SEDATU”. 

a) Definir la cartera de proyectos y montos de apoyo de los subsidios federales para la ejecución de  
"EL PROGRAMA"; 

b) Revisar, evaluar y aprobar “LOS PROYECTOS” por conducto del máximo órgano de decisión  
de “EL PROGRAMA”; 

c) Promover, integrar y dar seguimiento a las actividades en materia de contraloría social; entre otras, 
conformando y capacitando a los comités de contraloría social, ajustándose al esquema de 
operación, la guía operativa y el programa anual de trabajo en la materia determinado por  
"EL PROGRAMA", y validados por la Secretaría de la Función Pública, con el apoyo que 
corresponde de “LAS PARTES”, y 

d) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio, y 
aquellas que resulten aplicables conforme a lo que señalan "LAS REGLAS" y demás  
normativa aplicable. 

SEXTA. COMPROMISOS DE “EL ESTADO”. 

a) Apoyar, en el ámbito de su competencia, en el cumplimiento de los objetivos y metas de  
“EL PROGRAMA” 

b) Apoyar, en caso de resultar necesario, a “LA INSTANCIA SOLICITANTE”, en el ámbito de su 
competencia, en lo relativo a la obtención u otorgamiento de permisos, licencias, autorizaciones y 
demás actos que se requieran para la realización de las obras o acciones que se contengan en  
“LOS PROYECTOS” aprobados con subsidios de “EL PROGRAMA”; 

c) Promover que las instancias correspondientes realicen la verificación respecto a que los subsidios 
otorgados de “EL PROGRAMA” se ejerzan de conformidad con lo dispuesto en la normatividad 
aplicable, “LAS REGLAS”; 

d) Promover que las instancias correspondientes realicen la vigilancia de la correcta ejecución de  
“LOS PROYECTOS”; 

e) Facilitar mecanismos de cooperación para el cumplimiento de los objetivos de “EL PROGRAMA” de 
conformidad a lo dispuesto en “LAS REGLAS”; 

f) Coadyuvar en el cumplimiento de los objetivos de "EL PROGRAMA" de conformidad con lo dispuesto 
en "LAS REGLAS", y 

g) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio,  
en términos de la normativa aplicable. 

SÉPTIMA. COMPROMISOS DE “LA INSTANCIA SOLICITANTE”. 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio Marco de Coordinación, “LA INSTANCIA 
SOLICITANTE” tendrá las siguientes responsabilidades: 

a) Proporcionar la documentación que acredite la propiedad o legal posesión de los inmuebles 
susceptibles de ser intervenidos en el marco de “EL PROGRAMA” o, en su defecto, continuar con los 
trámites correspondientes que permitan la adecuada ejecución de “LOS PROYECTOS”, acorde con 
lo establecido en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable; 

b) Suscribir los instrumentos jurídicos que correspondan, de acuerdo con las disposiciones aplicables, 
así como dar cumplimiento a lo convenido; 
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c) En su caso, emitir las autorizaciones, licencias de construcción, dictámenes de factibilidad, entre 
otros, de las obras y acciones propuestas, de conformidad con la normativa aplicable, así como 
cubrir la totalidad de los costos asociados a estos conceptos; 

d) Remitir a la autoridad competente las quejas y denuncias que se interpongan en relación con  
“EL PROGRAMA”; 

e) Cumplir con las responsabilidades específicas, aplicables a cada Vertiente de “EL PROGRAMA”, que 
se establecen en “LAS REGLAS”; 

f) Otorgar, en su caso, las facilidades que permitan la recepción de los tipos de apoyo de  
“EL PROGRAMA” por parte de otras autoridades, en beneficio de la población en general, conforme 
a lo previsto en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable, y 

g) Las demás que resulten necesarias para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio y aquellas 
que establezca la Instancia Normativa, “LAS REGLAS” y las disposiciones aplicables. 

OCTAVA. CONTROL Y FISCALIZACIÓN. 

El ejercicio de los recursos federales de “EL PROGRAMA”, está sujeto a las disposiciones federales 
aplicables, y podrán ser auditados por las siguientes instancias: el Órgano Interno de Control en  
“LA SEDATU”, la Secretaría de la Función Pública, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Auditoría 
Superior de la Federación y demás instancias que por sus atribuciones resulten competentes, conforme a la 
normativa aplicable. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 
Federal en que incurran los servidores públicos federales, estatales o locales, así como los particulares que 
intervengan en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este 
instrumento, serán sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

NOVENA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. 

“LAS PARTES” acuerdan que el presente instrumento jurídico tiene sustento en el principio de la buena fe, 
de común acuerdo, por lo que podrán convenir la terminación anticipada del mismo por la existencia de alguna 
de las siguientes causas: 

a) De presentarse caso fortuito, entendiéndose éste por un acontecimiento de la naturaleza; 

b) Por fuerza mayor, entendiéndose un hecho humanamente inevitable, y 

c) Por cumplimiento anticipado del objeto del presente Convenio. 

“LAS PARTES” podrán, en cualquier momento, rescindir el presente instrumento jurídico, sin que medie 
resolución judicial y sin responsabilidad alguna, cuando cualquiera de “LAS PARTES” no cumpla en tiempo y 
forma con los compromisos pactados en este Convenio Marco de Coordinación o de presentarse alguna 
circunstancia prevista en “LAS REGLAS” y demás normativa aplicable, para tal efecto. 

Queda expresamente pactado que “LAS PARTES” no tendrán responsabilidad por los daños y perjuicios 
que pudieran causarse como consecuencia de caso fortuito o fuerza mayor, por lo que una vez que 
desaparezcan las causas que suscitaron su interrupción se reanudarán las tareas pactadas. 

DÉCIMA. MODIFICACIONES. 

El presente instrumento podrá ser modificado o adicionado total o parcialmente durante su vigencia por 
acuerdo de “LAS PARTES”, mediante el convenio modificatorio correspondiente en los términos previstos en 
el mismo. Las modificaciones o adiciones deben constar por escrito y formarán parte del presente 
instrumento, sin que ello implique la novación de aquellas obligaciones que no sean objeto de modificación o 
adición. 

DÉCIMA PRIMERA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio Marco de Coordinación; asimismo, convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en los instrumentos legales y normativos señalados en la Cláusula Tercera de este Convenio. 

De igual forma, “LAS PARTES” reconocen que el presente instrumento no constituye alguna facultad 
discrecional respecto al cumplimiento de las obligaciones que en este se plasman, ya que constituye la 
ejecución de una función administrativa, encaminada a surtir efectos jurídicos en beneficio de la población en 
general, amparada por la presunción de legalidad y ejecutoriedad. 



Viernes 8 de septiembre de 2023 DIARIO OFICIAL 105 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio Marco 
de Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo entre “LAS PARTES”, conocerán los 
Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

DÉCIMA SEGUNDA. DIFUSIÓN. 

“LAS PARTES” serán responsables de que durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones, estrategias y programas en materia de difusión, 
que se encuentren señaladas en el Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio 
Fiscal 2023, así como en “LAS REGLAS”. 

La publicidad, información, la papelería y la documentación oficial relativa a las acciones realizadas, 
deberá identificarse con el escudo nacional en los términos que establece la Ley Sobre el Escudo, la Bandera 
y el Himno Nacionales, y el artículo 28, fracción II, inciso a) del Decreto de Presupuesto de Egresos de la 
Federación para el ejercicio fiscal 2023, e incluir la siguiente leyenda: “Este programa es público, ajeno a 
cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a los establecidos en el programa”. 

DÉCIMA TERCERA. PROPIEDAD INTELECTUAL Y DERECHOS DE AUTOR. 

En caso de generarse derechos de propiedad intelectual con motivo de las actividades que se lleven a 
cabo en el marco de este Convenio, así como del diseño y la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, "LAS PARTES" se obligan a reconocerse mutuamente los créditos 
correspondientes y ajustarse a lo dispuesto en la Ley Federal del Derecho de Autor, su Reglamento y demás 
normatividad aplicable. 

Asimismo, "LAS PARTES" convienen que, la propiedad intelectual y los derechos de autor resultantes de 
las actividades que desarrollen conjuntamente, corresponderán a la parte que haya producido; o, en su caso, 
a todas ellas en proporción a sus aportaciones. Los derechos de autor de carácter patrimonial que se deriven 
del presente Convenio le corresponden a la parte que haya participado o que haya aportado recursos para su 
realización, la cual, únicamente quedará obligada a otorgarle los créditos correspondientes por su autoría y 
colaboración a la otra parte. 

DÉCIMA CUARTA. CONTRALORÍA SOCIAL. 

“LAS PARTES” serán responsables de que, durante la ejecución de “LOS PROYECTOS” apoyados con 
subsidios de “EL PROGRAMA”, se cumplan las disposiciones señaladas en “LAS REGLAS” en materia de 
contraloría social; así como lo señalado en los Lineamientos vigentes emitidos por la Secretaría de la Función 
Pública, para promover las acciones necesarias que permitan la efectividad de la vigilancia ciudadana, bajo el 
Esquema o Esquemas validados por la Secretaría de la Función Pública. 

DÉCIMA QUINTA. RELACIÓN LABORAL. 

"LAS PARTES" convienen que, el personal aportado por cada una para la realización de  
“LOS PROYECTOS” apoyados con subsidios de “EL PROGRAMA”, se entenderá relacionado exclusivamente 
con aquella que lo empleó; por ende, cada una de ellas asumirá su responsabilidad por este concepto, y en 
ningún caso serán consideradas como patrones solidarios o sustitutos de la otra. 

DÉCIMA SEXTA. TRANSPARENCIA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. 

“LAS PARTES”, acuerdan guardar y proteger la información reservada y/o confidencial que generen, 
obtengan, adquieran, transformen o se encuentre en su posesión, de acuerdo con la Ley General de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, así como 
cualquier otro ordenamiento jurídico vigente en la materia, incluyendo, desde luego, los supuestos de 
confidencialidad y reserva estipulados en los citados ordenamientos de considerarse procedente. 

“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán responsables en obtener el 
consentimiento de los titulares de datos personales y/o datos personales sensibles, de conformidad con la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados y demás normatividad 
aplicable, que se obtengan con motivo del cumplimiento del objeto del presente Convenio. 

“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, se obligan a realizar los avisos de privacidad 
correspondientes, de conformidad con la mencionada ley, y obtener las autorizaciones correspondientes para 
transferir dichos datos a la otra parte, cuando así sea necesario en términos de la legislación aplicable. 
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“LAS PARTES”, en sus respectivos ámbitos de competencia, serán responsables del manejo, 
almacenamiento y protección de los datos personales y los datos personales sensibles, que obtengan con 
motivo del cumplimiento del presente Convenio. 

DÉCIMA SÉPTIMA. INTEGRIDAD. 

“LAS PARTES” se comprometen a actuar bajo los principios de legalidad, imparcialidad, transparencia, 
honestidad, e integridad, y a cumplir con todas las disposiciones en materia de responsabilidades de 
servidores públicos, previstas en la Ley General de Responsabilidades Administrativas y el Código Penal 
Federal. 

“LAS PARTES” se comprometen a que, ni ellas, ni sus directores, funcionarios o empleados habrán 
ofrecido, prometido, entregado, autorizado, solicitado o aceptado ninguna ventaja indebida, económica o de 
otro tipo (o insinuado que lo harán o podrían hacerlo en el futuro) relacionada de algún modo con el presente 
instrumento jurídico o con los que deriven del mismo y que habrán adoptado medidas razonables para evitar 
que lo hagan los subcontratistas, agentes o cualquier otro tercero que se encuentre sujeto a su control o a su 
influencia significativa. 

Para esos efectos, el alcance del objeto del presente Convenio se limita al necesario para cumplir con los 
fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA OCTAVA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a no llevar a cabo acto de corrupción alguno, por lo que pactan que será 
causal de suspensión o terminación de la relación derivada del presente Convenio, el conocimiento de que la 
otra parte ha actuado en violación a la legislación aplicable en materia de anticorrupción, en particular al 
involucrarse o tolerar algún acto de corrupción o ser utilizada como conducto para cometerlo. 

Para esos efectos, el alcance del objeto del presente Convenio se limita al necesario para cumplir con los 
fines y conducción normal de las actividades de cada una de “LAS PARTES”. 

DÉCIMA NOVENA. DOMICILIOS. 

“LAS PARTES” señalan como sus domicilios convencionales para toda clase de avisos, comunicaciones, 
notificaciones y en general para todo lo relacionado con el presente Convenio, los señalados en sus 
respectivas declaraciones. Cualquier cambio de domicilio de las partes deberá ser notificado por escrito, 
dirigido a “LAS PARTES”, con acuse de recibo, por lo menos en un plazo de diez días hábiles de anticipación 
a la fecha en que deba surtir efectos el cambio. Sin este aviso, todas las comunicaciones se entenderán como 
válidamente hechas en los domicilios aquí señalados. 

VIGÉSIMA. PUBLICACIÓN. 

El presente Convenio se publicará en el Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 36 de la Ley de Planeación y en el medio de difusión oficial de “EL ESTADO” de conformidad 
con su normatividad aplicable. 

VIGÉSIMA PRIMERA. VIGENCIA. 

El presente Convenio Marco de Coordinación estará vigente a partir del día de su firma y hasta el 31 de 
diciembre de 2023. 

Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso  
para fines distintos a los establecidos en el programa. 

Enteradas las partes de su contenido y alcance legal, firman el presente Convenio Marco de Coordinación, 
en seis tantos, en la Ciudad de México, al primer día del mes de marzo de 2023.- Por la SEDATU: el Titular de 
la Subsecretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda, C. Daniel Octavio Fajardo Ortiz.- Rúbrica.- Titular de la 
Unidad de Apoyo a Programas de Infraestructura y Espacios Públicos, C. Glenda Yhadelle Argüelles 
Rodríguez.- Rúbrica.- Director General de Rescate de Espacios Públicos, Encargado del Despacho de la 
Unidad de Proyectos Estratégicos para el Desarrollo Urbano, C. Tomás Candelaria García.- Rúbrica.-  
Por el Estado: el Secretario General de Gobierno, Mtro. Ludwig Marcial Reynoso Núñez.- Rúbrica.- Por la 
Instancia Solicitante: el Presidente Municipal, Arq. David Gama Pérez.- Rúbrica.- Primer Síndica Procuradora, 
C. Nayeli Salmerón Mora.- Rúbrica. 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 147/2021. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
147/2021 
PROMOVENTE: COMISIÓN NACIONAL DE 
LOS DERECHOS HUMANOS 

VISTO BUENO 

SR/A. MINISTRA/O 

PONENTE: JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ 

COTEJÓ 

SECRETARIOS: DANIELA CARRASCO BERGE Y JUAN CARLOS SALMANCA VAZQUEZ 

Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondiente 
al día seis de marzo de dos mil veintitrés, por el que se emite la siguiente: 

SENTENCIA 

Mediante la que se resuelve la acción de inconstitucionalidad 147/2021, promovida por la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, en contra del artículo 204 Bis I del Código Penal para el Estado Libre y Soberano 
de Guerrero Número 499, adicionado mediante Decreto Número 839 publicado en el Periódico Oficial del 
Gobierno de Guerrero el tres de septiembre de dos mil veintiuno. 

La cuestión jurídica por resolver en este asunto consiste en determinar si el precepto impugnado es 
inconstitucional por: 1) transgredir el principio de culpabilidad, 2) transgredir el derecho humano a la seguridad 
jurídica, el principio de legalidad en su vertiente de taxatividad, el principio de interés superior de la niñez y de 
inimputabilidad de las niñas y los niños menores de 12 años, y el principio de mínima intervención del derecho 
penal, y 3) fijar una pena que transgrede el principio de proporcionalidad de las penas y la prohibición de 
penas inusitadas en materia punitiva. 

I. TRÁMITE DE LA DEMANDA. 

1. Presentación del escrito. El cuatro de octubre de dos mil veintiuno la Presidenta de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos (en adelante “CNDH”), presentó demanda de acción de 
inconstitucionalidad ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de este Alto Tribunal. 

2. Autoridades emisoras y promulgadora. Congreso del Estado de Guerrero y Gobernador 
Constitucional de dicha entidad federativa. 

3. Norma general impugnada. El artículo 204 Bis I del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de 
Guerrero Número 499, adicionado mediante Decreto Número 839 publicado en el Periódico Oficial 
del Gobierno de Guerrero el tres de septiembre de dos mil veintiuno. 

Artículo 204 Bis I. Discriminación en instalaciones escolares públicas o privadas. 

Cuando exista en las instituciones educativas públicas y privadas de nivel básico, algún tipo de 
discriminación en razón de religión, género, vestimenta, discapacidad física e intelectual, 
condición social o económica, lugar de origen, estado de salud, exista agresión física o verbal, 
de manera reiterativa por parte de una alumna o alumno a sus demás compañeros o 
compañeras, los padres y las madres del agresor o de la agresora tendrán la obligación de 
llevar a su hija o hijo a terapia psicológica, así mismo serán acreedores a multa de cien 
unidades de medida y actualización vigente al momento de la comisión de esta conducta. 

4. Preceptos constitucionales y convencionales que se estiman violados. La promovente argumenta 
que la norma impugnada es contraria a los artículos 1, 4, 14, 16, 18 y 22 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 2 y 9 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 2, 9, 15 y 
24 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y, 3 y 40 de la Convención sobre los 
Derechos del Niño. 

5. Conceptos de invalidez. La CNDH presenta los conceptos de invalidez que se sintetizan 
a continuación. 
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6. En el primer concepto de invalidez, la CNDH señala que la norma impugnada transgrede el derecho 
humano a la seguridad jurídica, el principio de legalidad en su vertiente de taxatividad, el principio de 
interés superior de la niñez y de inimputabilidad de las niñas o los niños menores de 12 años y el 
principio de mínima intervención del derecho penal, por las siguientes razones: 

6.1. Respecto al derecho a la seguridad jurídica y principio de legalidad en su vertiente de 
taxatividad en materia penal previstos en los artículos 14 y 16 constitucionales, la accionante 
señala que la forma en que se encuentra configurado el tipo penal del artículo 204 Bis I del Código 
Penal para el Estado Libre y Soberano de Guerrero es en tal grado impreciso que impide que se 
identifiquen con certeza plena cada uno de los elementos que lo integran. 

6.2. La accionante argumenta que la simple lectura de la norma admite diversas lecturas e 
interpretaciones. Asimismo, de un análisis de los elementos del delito previsto en la norma,  
la accionante concluye que el tipo penal no resulta claro, debido a que algunos elementos de la 
descripción de la conducta reprochable resultan vagos e imprecisos al no encontrarse debidamente 
acotados, e impide identificar con certeza cada uno de los elementos que lo constituyen. Al ser un 
tipo penal abierto e impreciso, genera incertidumbre jurídica para las destinatarias de la norma.  
En particular, señala: 

a) El sujeto activo de la conducta típica no se define con precisión. Por ejemplo, en la 
conducta “exista algún tipo de discriminación” no se comprende qué sujeto realizaría 
la conducta prohibida y en la conducta “exista agresión física o verbal” parece que se imputa 
a personas menores de edad. 

b) El objeto de la prohibición no se establece con exactitud, pues la configuración de la norma 
cuestionada únicamente alude a la existencia de algún tipo de discriminación, sin que pueda 
desprenderse una conducta concretamente atribuible a una persona. El precepto controvertido 
no define expresamente cuáles son las conductas que serán calificadas como discriminatorias. 

c) La expresión “agresión verbal” constituye una conducta que admite múltiples interpretaciones. 
El texto es insuficiente para limitar razonablemente el conjunto de conductas que pueden 
actualizar esa conducta típica, ya que el enunciado es abierto al grado que en cada caso la 
autoridad penal podrá calificar, según su arbitrio, las palabras, expresiones, gesticulaciones o 
hechos que actualizan una agresión verbal, con la única referencia a la comprensión social y 
contextual de lo que constituye una ofensa que amerita el reproche punitivo. 

6.3. La accionante concluye que las conductas típicas del artículo 204 Bis I del Código Penal para el 
Estado Libre y Soberano de Guerrero no se encuentran debidamente acotadas para generar, 
indiscutiblemente, certeza jurídica a los destinatarios de la norma. 

6.4. En cuanto al principio de interés superior de la infancia y al principio de minoría de edad o 
inimputabilidad de niñas y niños menores de 12 años, la accionante destaca que, tratándose de 
medidas que puedan afectar los intereses de las niñas, niños y adolescentes, se debe llevar a cabo 
un escrutinio más estricto en relación con la necesidad y proporcionalidad de aquellas. 

6.5. Asimismo, la CNDH señala que las niñas y los niños menores de 12 años carecen de capacidad para 
infringir normas penales. Lo anterior conforme al artículo 18, párrafo cuarto, de la Constitución 
Federal, del que desprende el principio de inimputabilidad de niñas y niños menores de 12 años.  
En el mismo tenor, la accionante desprende del diverso 40, párrafo 3, de la Convención sobre los 
Derechos del Niño, la obligación de los Estados parte de establecer una edad mínima antes de la 
cual se presumirá que las niñas y los niños no tienen la capacidad de infringir leyes penales. 
Conforme a lo señalado por el Comité de los Derechos del Niño, dicha edad mínima no puede ser 
inferior a los 12 años. 

6.6. La accionante señala que el artículo 204 Bis I del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de 
Guerrero conculca el principio de inimputabilidad de las niñas y los niños menores de 12 años porque 
sujeta a responsabilidad penal a las alumnas y los alumnos de instituciones educativas públicas y 
privadas de nivel básico. En el Estado de Guerrero, dicho alumnado tiene una edad de entre 45 días 
de nacidos y 15 o 16 años. A pesar de que la sanción no recaiga directamente en los estudiantes, la 
norma impugnada coloca a las niñas y los niños menores de 12 años como sujetos imputables de las 
conductas reprochables del mencionado tipo penal. Por lo tanto, la accionante concluye que se 
transgrede el principio de inimputabilidad de niñas y niños menores de 12 años. Asimismo, agrega 
que se trasgrede el principio del interés superior de la niñez, pues no se estableció una medida que 
efectivamente otorgue una protección efectiva a las personas menores de edad que hayan sufrido 
conductas reprochables en la norma impugnada, como de las que actualizaron los supuestos  
de la norma. 
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6.7. En cuanto al principio de mínima intervención en materia penal (ultima ratio), la CNDH reconoce 
que el bullying o acoso escolar es un fenómeno trascendente en México y señala su preocupación y 
exigencia por que este se erradique, pues es una forma de violencia inadmisible en contra de la 
niñez y la adolescencia. A pesar de esto, señala que el precepto impugnado vulnera el principio de 
ultima ratio, pues el Congreso del Estado de Guerrero pudo haber adoptado otras medidas menos 
lesivas e incluso pudo retomar medidas ya vigentes. 

6.8. Lo anterior, puesto que la tipificación de la conducta en la norma impugnada no garantiza 
efectivamente la salvaguarda del bien jurídico tutelado. El tipo penal únicamente sanciona a las 
madres y padres de los menores que hubieren realizado la conducta reprochable. La accionante 
considera que dicha sanción penal se enfoca exclusivamente en castigar, sin atender la multiplicidad 
de causas y factores que pueden ocasionar un ambiente de discriminación o agresión en las 
escuelas. Además, la medida únicamente se avoca a atener las posibles causas de las conductas 
violentas de las y los menores de edad que ejercen bullying, sin destinarse a proteger efectivamente 
la dignidad o integridad de la niña, niño o adolescente víctima. 

6.9. Por otro lado, la accionante considera que, a la luz del principio de subsidiaridad, el Estado debió 
recurrir en primera instancia a otras medidas menos restrictivas para proteger el bien jurídico, pues 
tal resultado se puede alcanzar a través de la aplicación de un marco jurídico civil y administrativo.  
Al respecto, asegura que la medida no impide ni previene el fenómeno de bullying. Asimismo, si el 
legislador únicamente pretendía que los padres o tutores asumieran la responsabilidad del cuidado 
de las niñas, los niños y adolescentes, podría haberse valido de medios menos lesivos al derecho 
penal. Además, señala que la obligación de educar, proteger y procurar un entorno de seguridad y 
armonía para niños y niñas no recae únicamente en padres y tutores, sino que es una 
responsabilidad compartida por las instituciones educativas y por el propio Estado. 

7. En el segundo concepto de invalidez, la CNDH señala que la porción normativa “así mismo serán 
acreedores a una multa de cien unidades de medida y actualización vigente al momento de la comisión 
de esta conducta” contenida en el artículo 204 Bis I del Código Penal para el Estado Libre y Soberano 
de Guerrero transgrede el principio de proporcionalidad de las penas, así como la prohibición de penas 
inusitadas en materia punitiva. Lo anterior, puesto que establece una multa fija e invariable como una de 
las consecuencias jurídicas por la comisión del delito, lo que constituye una pena absoluta e inflexible 
que no permite un margen de apreciación para que los operadores jurídicos puedan individualizarse de 
manera casuística, atendiendo a la gravedad del ilícito y al grado de culpabilidad del sujeto activo.  
Por tanto, el precepto impugnado es violatorio de los artículos 14 y 22 constitucionales. 

8. Auto de registro y turno. En acuerdo emitido el ocho de octubre de dos mil veintiuno, el Presidente de 
esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó que se formara y registrara el expediente relativo a 
la presente acción de inconstitucionalidad, a la que le correspondió el número 147/2021, y turnó el 
asunto al Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá para que fungiera como instructor del 
procedimiento. 

9. Auto admisorio. Por medio del auto emitido el trece de octubre de dos mil veintiuno, el Ministro 
instructor admitió a trámite la acción de inconstitucionalidad. Asimismo, ordenó que se diera vista a los 
Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Guerrero para que rindieran sus informes, así como a la 
Fiscalía General de la República y a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal para que estuvieran en 
posibilidad de formular manifestaciones. 

10. Informe del Poder Legislativo del Estado de Guerrero.1 En su informe, el Poder Legislativo sostiene 
la validez de la norma impugnada. Esgrime, en síntesis, los siguientes argumentos: 

10.1. Para responder al argumento de que los menores son inimputables, aduce que la sanción aplica 
solamente a los padres y por tanto no se afecta ningún derecho del menor responsable, pues éstos 
no son los sujetos activos penalmente hablando. Además, la sanción es únicamente económica y no 
priva de la libertad al responsable. 

10.2. Alega que la norma no viola el derecho a la seguridad jurídica porque la reforma se aprobó con 
sustento en la Constitución Política del Estado de Guerrero. Además, la sanción se establece 
únicamente después de un juicio previo y la comprobación del tipo penal. Asimismo, los imputados 
cuentan con facultades para su defensa previstas en la Constitución y existen tiempos y condiciones 
para establecer la sanción en el Código Nacional de Procedimientos Penales. 

                                                 
1 Presentado por la Diputada Flor Añorve Ocampo en su carácter de Presidenta de la Mesa Directiva del Honorable Congreso del Estado de 
Guerrero y en representación del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de Guerrero. Recibido en la Oficina de Certificación Judicial y 
Correspondencia el veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno. 
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10.3. Considera que no hay vulneración al principio de legalidad en su vertiente de taxatividad ya que la 
discriminación asentada en la norma es muy clara en su redacción y ésta sí establece el modo, 
tiempo y lugar para su materialización. Además, señala que el destinatario son todas aquellas 
personas que se encuentran en situación de discriminación entre compañeros o padres hacia otros 
menores y que cerrar la definición provocaría que ciertos sujetos de derecho no pudieran ser 
castigados. 

10.4. Respecto a la penalidad establecida, argumenta que la multa beneficiaría la infraestructura de la 
entidad y también con ello se podría pagar el tratamiento que necesite el menor para sobreponerse a 
la situación que le generó una crisis. Además, involucrar a los padres con una multa les haría saber 
que tanto el menor infractor como la víctima son seres humanos que requieren ser tratados con 
dignidad para que no proliferen problemas sociales. En este sentido, argumenta que la política 
criminal es una facultad propia del poder legislativo. 

10.5. Respecto al principio de proporcionalidad de las penas, señala que no considera la pena como 
inusitada porque lo inusitado significa “lo no usado” y existen multas como sanción en otras 
disposiciones del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Guerrero. Además, considera 
que la multa no es trascendental puesto que no trasciende a otros rubros. Considera que la pena es 
proporcional toda vez que es una multa la cual puede apoyar la reparación del daño del menor, tal 
como el tratamiento psicológico que pueda recibir. 

10.6. Considera que no se afecta el principio de mínima intervención porque no existe otro medio legal 
penal que sancione esta conducta. 

10.7. Agrega, que no se afecta el principio del interés superior de la niñez porque no aplica la pena a los 
menores de edad sino a los padres, pero sí beneficia a quien es motivo de discriminación. 

11. Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Guerrero.2 En su informe, el Poder Ejecutivo sostiene la 
validez de la norma impugnada. Esgrime, en síntesis, los siguientes argumentos: 

11.1. El Poder Ejecutivo del Estado promulgó la norma imputada conforme a la facultad que le confiere la 
Constitución Estatal. 

11.2. De los conceptos de invalidez, deriva que la inconstitucionalidad e inconvencionalidad de las normas 
impugnadas son imputadas y atribuidas al Poder Legislativo del Estado de Guerrero, por lo que 
advierte le corresponde a dicho poder sostener la validez de la norma. 

11.3. Argumenta que la norma no trasgrede principio de legalidad en su vertiente de taxatividad en materia 
penal. Reconoce que si bien, el término “exista discriminación” es amplio, en ningún modo es 
ambiguo en virtud de que señala el tipo de discriminación que castiga: la discriminación en razón de 
religión, género, vestimenta, discapacidad física e intelectual, condición social o económica, lugar de 
origen y estado de salud. Por lo tanto, el tipo penal sí se encuentra determinado en forma específica. 

12. Alegatos. Por medio de acuerdo de veinticinco de enero de dos mil veintidós se tuvieron por rendidos 
los informes de las autoridades. En dicho acuerdo, se otorgó un plazo para la formulación de alegatos. 

12.1. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos formuló alegatos mediante escrito presentado el 
once de febrero de dos mil veintidós. Por su parte, el Poder Legislativo del Estado de Guerrero los 
formuló el dieciséis de marzo de dos mil veintidós.3 

13. Opinión de la Fiscalía General de la República.4 En su opinión, la Fiscalía General de la República 
considera como fundados los dos conceptos de invalidez presentados por la Comisión Nacional de los 
Derechos Humanos. Por lo tanto, estima que lo procedente es que esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación declare la disposición impugnada como inválida. Esgrime, en síntesis, los siguientes 
argumentos: 

                                                 
2 Presentado por el Dr. Jorge Salgado Parra, Consejero Jurídico del Poder Ejecutivo del Estado de Guerrero y en representación del 
Gobernador del Estado de Guerrero. Recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia el treinta de noviembre de dos mil 
veintiuno. 
3 Toda vez que el plazo para su formulación transcurrió del dos al ocho de marzo de dos mil veintidós, la presentación de los alegatos por 
parte del Poder Legislativo del Estado de Guerrero fue inoportuna. 
4 Presentado por Carmen Lucía Sustaita Figueroa, en su calidad de Directora de Asuntos Jurídicos, y Armando Argüelles Paz y Puente, en su 
calidad de Director General de Constitucionalidad. Recibido en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia el once de febrero de 
dos mil veintidós. 
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13.1. Primer concepto de invalidez. Respecto a la violación al principio de legalidad en materia penal 
en su vertiente de taxatividad y al derecho a la seguridad jurídica, considera que no existe 
indefinición en el sujeto activo de la norma, pues es comprensible que las personas sujetas activas 
de la descripción típica son las alumnas o alumnos de las instituciones educativas públicas o 
privadas de nivel básico de la localidad. Sin embargo, en lo que concierne a la conducta “exista 
agresión verbal”, sí se viola el principio de legalidad en su vertiente de taxatividad, pues se otorga un 
amplio margen de discrecionalidad a la autoridad ministerial o judicial para calificar palabras, 
expresiones, gesticulaciones o hechos que actualizan una agresión. Finalmente, considera que, en 
general, el Congreso local no cumplió, en su función creativa, con una redacción apropiada que 
permita que las conductas ilícitas sean claras o inteligibles, no solamente para las personas 
operadoras jurídicas, sino también para las personas destinatarias. Por lo tanto, se transgrede el 
principio referido. 

13.2. Respecto a la violación al principio de minoría de edad o de inimputabilidad de niñas y niños 
menores de 12 años de edad, en relación con su interés superior, la norma penal está dirigida a 
la niñez de nivel inicial hasta de secundaria, lo que compone un sector etario que va desde los 45 
días de nacimiento hasta los 15 o 16 años de edad. Por ello, se está transgrediendo el principio de 
inimputabilidad de personas menores de 12 años de edad. Además, destaca que el Congreso del 
Estado de Guerrero situó en un mismo plano de igualdad a las personas menores de 12 años y a las 
de 12 a 16 años, pues no distinguió rangos de edad. Esto implica una distorsión del sistema integral 
de justicia para los adolescentes en perjuicio del interés superior de la niñez. 

13.3. Respecto a la violación al principio de mínima intervención (ultima ratio), señala que la escuela 
juega un rol preponderante entre los factores de protección de la niñez, pero también se erigen como 
un factor de riesgo. Así pues, deben potenciarse las medidas tendientes a incrementar la calidad de 
la formación y entrenamiento del personal educativo, y en crear capacidades para aplicar modelos de 
relacionamiento respetuosos e inclusivos para la gestión pacífica y constructiva de conflictos 
interpersonales. Considera que el Congreso del Estado de Guerrero, al tipificar la conducta, perdió 
de vista la línea jurisprudencial de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en el sentido de que 
se trate de evitar la instauración de procesos penales en el caso de adolescentes. Señala que la 
legislación local —la Ley número 214 para Prevenir, Combatir y Eliminar la Discriminación en el 
Estado de Guerrero— ya establece un procedimiento para presentar quejas de actos, omisiones o 
prácticas discriminatorias ocurridas en instituciones escolares públicas o privadas de nivel básico en 
esa entidad federativa. Por lo tanto, no es necesario retomar dichas medidas, sino que más bien se 
sugiere analizar las medidas administrativas para prevenir y eliminar la discriminación y la reparación 
dictadas por el Consejo Estatal, con la finalidad de identificar acciones de mejora que coadyuven en 
la solución de las problemáticas de conducta. Considera que sujetar al alumnado a un procedimiento 
de jurisdicción penal, lejos de garantizarle sus derechos humanos, podría ocasionarle una 
estigmatización en la escuela, provocando un círculo vicioso donde los sujetos activos del delito se 
convertirían en sujetos pasivos. Además, el tipo penal no abona a la solución del conflicto interno que 
se puede presentar en las instituciones educativas, sino que podría provocar un incremento de las 
conductas reprochables. Considera también que no era necesario llegar a la materia penal para 
restituir el derecho por el acto, omisión o práctica discriminatoria. Respecto a la sanción, estima que 
no es solamente aplicable a las madres y padres, sino también al alumnado, pues estos son 
sometidos a terapia psicológica. Indica que esto podría ser válido, pero bajo el ámbito administrativo 
y sin estar sujeto a un procedimiento jurisdiccional. Estima que el Congreso local sí transgredió los 
subprincipios de fragmentariedad y subsidiariedad del principio de legalidad en su vertiente de 
taxatividad penal. El Congreso estatal no debió tipificar las conductas sin la motivación suficiente 
para demostrar la necesidad de realizarlo así por la vía penal. 

13.4. Segundo concepto de invalidez. Respecto al principio de proporcionalidad de las penas, 
considera que la porción normativa “multa de cien unidades de medida y actualización” del artículo 
204 Bis I transgrede la prohibición de establecer multas excesivas pues no permite al juzgador 
determinar la sanción correspondiente con base en las circunstancias en que se ejecutó la conducta 
discriminatoria, los medios para cometerla, el peligro del bien tutelado, así como la forma y grado de 
intervención. Además, de manera extensiva, considera que el diverso 204 Bis contiene una violación 
al principio de legalidad en su vertiente de taxatividad al establecer un parámetro de “hasta 
doscientas veces el valor de la unidad de Medida y Actualización” el cual no establece a qué pena o 
medida de seguridad se refiere. 

14. Opinión de la Consejería Jurídica del Gobierno Federal. La Consejería Jurídica del Gobierno 
Federal no formuló una opinión respecto de la acción de inconstitucionalidad. 

15. Cierre de instrucción. Visto el estado procesal de autos, el día seis de abril de dos mil veintidós, con 
fundamento en el artículo 68, párrafo tercero, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 constitucional, el Ministro instructor dictó auto de cierre de instrucción y se procedió a la 
elaboración del proyecto de resolución. 
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II. COMPETENCIA. 

16. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer y 
resolver la presente acción de inconstitucionalidad, conforme a los artículos 105, fracción II, inciso g), de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;5 1 de su Ley Reglamentaria;6 y 10, fracción I, 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación;7 así como el Punto Segundo, fracción II, del 
Acuerdo General Número 1/2023 de este Tribunal Pleno.8 Ello es así puesto que la CNDH plantea la 
invalidez del artículo 204 Bis I del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Guerrero Número 
499 por considerar que éste viola el derecho a la seguridad jurídica y los principios de legalidad en su 
vertiente de taxatividad en materia penal, de mínima intervención en materia penal (ultima ratio), de 
minoría de edad o de inimputabilidad de niñas y niños menores de 12 años, de proporcionalidad de las 
penas, del interés superior de la niñez, así como la prohibición de penas inusitadas, reconocidos en la 
Constitución Federal y en diversos tratados internacionales de los que México es parte. 

III. OPORTUNIDAD. 

17. De conformidad con el artículo 60 de la Ley Reglamentaria de la materia, el plazo para promover una 
acción de inconstitucionalidad es de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la fecha 
en la que se haya publicado la norma general o tratado internacional impugnado en el medio oficial 
correspondiente. Si el último día del plazo fuese inhábil, la demanda puede presentarse el primer día 
hábil siguiente.9 

18. El tres de septiembre de dos mil veintiuno se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Guerrero el 
Decreto Número 839, por el que se adicionó el artículo 204 Bis I del Código Penal para el Estado Libre y 
Soberano de Guerrero. Por ello, el plazo para la impugnación de este precepto transcurrió del cuatro de 
septiembre de dos mil veintiuno hasta el tres de octubre de esa anualidad. Sin embargo, el último día 
para la presentación de la demanda fue un día inhábil (domingo), por lo que de conformidad con el 
referido artículo 60 de la Ley Reglamentaria de la materia, la demanda se puede presentar al día 
siguiente, el cuatro de octubre de dos mil veintiuno. 

19. La CNDH presentó la demanda relativa a esta acción de inconstitucionalidad el cuatro de octubre de 
dos mil veintiuno ante la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. En consecuencia, debe concluirse que la presentación de la demanda fue 
oportuna. 

IV. LEGITIMACIÓN. 

20. El artículo 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Federal faculta a la CNDH a promover acciones 
de inconstitucionalidad en contra de leyes federales y de entidades federativas, así como tratados 
internacionales, por vulnerar los derechos humanos reconocidos en la Constitución Federal, así como 
en los tratados internacionales de los que México es parte.10 

                                                 
5 Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: […] 
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación 
de la norma, por: […]  
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de 
los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas; […]. 
6 Artículo 1. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá y resolverá con base en las disposiciones del presente Título, las 
controversias constitucionales en las que se hagan valer violaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como las 
acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
7 Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá funcionando en Pleno: 
I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
8 Segundo. El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación conservará para su resolución: […] 
II. Las acciones de inconstitucionalidad, salvo en las que deba sobreseerse, así como los recursos interpuestos en éstas en los que sea 
necesaria su intervención. […] 
9 Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la 
fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 
inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. 
10 Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: […] 
II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, 
por: […] 
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. […] 



Viernes 8 de septiembre de 2023 DIARIO OFICIAL 113 

21. Dado que en la demanda la CNDH impugna el artículo 204 Bis I del Código Penal para el Estado Libre y 
Soberano de Guerrero por vulnerar el derecho a la seguridad jurídica y los principios de legalidad en su 
vertiente de taxatividad en materia penal, de mínima intervención en materia penal (ultima ratio), de 
minoría de edad o de inimputabilidad de niñas y niños menores de 12 años, de proporcionalidad de las 
penas, del interés superior de la niñez, así como la prohibición de penas inusitadas, debe concluirse 
que cuenta con legitimación para promover la presente acción de inconstitucionalidad. 

22. Ahora bien, de conformidad con el primer párrafo del artículo 11 en relación con el diverso 59, ambos de 
la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 Constitucional,11 la accionante debe 
comparecer por conducto del servidor público que esté facultado para representarla. Asimismo, 
establece que se presumirá que la persona que acude goza de la representación legal, salvo prueba en 
contrario. 

23. María del Rosario Piedra Ibarra suscribe la demanda de la acción de inconstitucionalidad en su carácter 
de Presidenta de la CNDH, el cual acredita con copia certificada del acuerdo de su designación emitido 
por el Senado de la República. 

24. El artículo 15, fracción XI, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos faculta a su 
Presidenta a promover las acciones de inconstitucionalidad que correspondan.12 Así, debe concluirse 
que esta funcionaria cuenta con la representación del órgano legitimado para presentar la demanda. 

V. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. 

25. Las autoridades emisoras y promulgadoras de las normas no hicieron valer ninguna causal de 
improcedencia, y este Alto Tribunal no advierte que se actualice alguna de oficio, por lo que se pasa al 
estudio de fondo del asunto. 

VI. ESTUDIO DE FONDO. 

26. En su primer concepto de invalidez, la CNDH argumenta, en síntesis, que: (1) el artículo vulnera el 
derecho a la seguridad jurídica y el principio de legalidad en su vertiente de taxatividad en materia penal 
en cuanto a que la redacción del tipo penal es en tal grado impreciso que impide que se identifiquen con 
certeza plena los elementos que lo integran. (2) También, argumenta que la norma violenta el principio 
de interés superior de la infancia y el de inimputabilidad de niñas y niños menores de 12 años en cuanto 
a que sujeta a responsabilidad penal a alumnas y alumnos de instituciones públicas y privadas de nivel 
básico que tienen esa edad. (3) Además, señala que la norma viola el principio de mínima intervención 
en materia penal (ultima ratio) esencialmente porque la norma no garantiza efectivamente la 
salvaguarda del bien jurídico tutelado y el Estado debió haber recurrido a otras medidas menos 
restrictivas —tales como de carácter civil y administrativo— para la protección de dicho bien jurídico. 

27. En su segundo concepto de invalidez, la accionante aduce que la porción normativa que fija la 
sanción transgrede el principio de proporcionalidad de las penas, pues establece una multa fija por  
la comisión del delito. Esto constituye una pena absoluta e inflexible que no permite un margen de 
apreciación para que los operadores jurídicos puedan individualizarse de manera casuística, atendiendo 
a la gravedad del ilícito y al grado de culpabilidad del sujeto activo. 

28. De acuerdo con lo planteado por el accionante, la cuestión jurídica a resolver consiste en determinar si 
el artículo 204 Bis I del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Guerrero es inconstitucional 
por vulnerar el derecho a la seguridad jurídica y los principios de legalidad en su vertiente de taxatividad 
en materia penal, del interés superior de la niñez, de minoría de edad o de inimputabilidad de 
niñas y niños menores de 12 años, de mínima intervención en materia penal (ultima ratio), así como 
por transgredir el principio de proporcionalidad de las penas, y la prohibición de penas inusitadas en 
materia punitiva. 

                                                 
11 Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, 
en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio 
goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. 
[…] 
Artículo 59. En las acciones de inconstitucionalidad se aplicarán en todo aquello que no se encuentre previsto en este Título, en lo 
conducente, las disposiciones contenidas en el Título II. 
12 Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 
[…] 
XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y 
[…] 
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29. Este Tribunal Pleno considera que la norma vulnera los principios de culpabilidad y de ultima ratio, cuyo 
estudio es de carácter prioritario sobre el resto de las trasgresiones hechas valer por la accionante. 
Para tal efecto, se expondrá el marco jurídico relevante (VI.1), contra el cual se contrastará la norma 
impugnada (VI.2). 

VI. 1 Parámetro de regularidad. 

30. En este apartado, se desarrollará en primera instancia el parámetro de regularidad relativo al principio 
de culpabilidad (A) y, posteriormente, el relativo al interés superior de la niñez (B) y al principio de 
mínima intervención en materia penal (C). 

A. Principio de culpabilidad. 

31. De acuerdo con el principio de culpabilidad en materia penal, solamente es posible sancionar 
penalmente a quien ha realizado un hecho punible de forma dolosa o culposa. Este principio se 
encuentra protegido en el artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,13 el 
cual prohíbe la aplicación de penas inusitadas y trascendentales, entre las cuales, se encuentran las 
penas que alcanzan a personas distintas al sujeto activo. Cabe resaltar que el principio de culpabilidad 
encuentra también relación con el artículo 18 constitucional,14 que establece la clasificación etaria de las 
personas menores de edad que son y que no son responsables de la comisión de delitos. En su párrafo 
cuarto, establece que, por un lado, las personas que tengan entre doce años cumplidos y menos de 
dieciocho años de edad a quienes se atribuya la comisión o participación en un hecho que la ley señale 
como delito, les será aplicable el sistema integral de justicia para adolescentes, el cual garantizará, 
además de los derechos humanos, derechos específicos para los adolescentes en razón de su 
condición de personas en desarrollo. Por otro lado, los menores de doce años a quienes se atribuya 
que han cometido o participado en un hecho que la ley señale como delito, sólo podrán ser sujetos de 
asistencia social. Es decir, estos últimos no son imputables por la comisión de delitos. Estas 
consideraciones cobran relevancia en este asunto dado que la norma de naturaleza penal impugnada 
incluye dentro del ámbito del derecho sancionador de adultos un reproche específico a las personas 
menores de edad. 

32. Asimismo, diversos instrumentos internacionales de derechos humanos, como el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos,15 y la Convención Americana sobre Derechos Humanos,16 establecen 
como garantía para las personas, la necesidad de que se deba probar su culpabilidad para que sea 
legítima la imposición de una pena. 

33. En concordancia con lo anterior, cabe señalar que el Código Penal para el Estado Libre y Soberano de 
Guerrero, No. 499, en su artículo 5°, párrafos primero y segundo, plasma el contenido de dicho 
principio: 

                                                 
13 Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier 
especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser 
proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado. 
No se considerará confiscación la aplicación de bienes de una persona cuando sea decretada para el pago de multas o impuestos, ni cuando 
la decrete la autoridad judicial para el pago de responsabilidad civil derivada de la comisión de un delito. Tampoco se considerará 
confiscación el decomiso que ordene la autoridad judicial de los bienes en caso de enriquecimiento ilícito en los términos del artículo 109, la 
aplicación a favor del Estado de bienes asegurados que causen abandono en los términos de las disposiciones aplicables, ni de aquellos 
bienes cuyo dominio se declare extinto en sentencia. 
La acción de extinción de dominio se ejercitará por el Ministerio Público a través de un procedimiento jurisdiccional de naturaleza civil y 
autónomo del penal. Las autoridades competentes de los distintos órdenes de gobierno le prestarán auxilio en el cumplimiento de esta 
función. La ley establecerá los mecanismos para que las autoridades administren los bienes sujetos al proceso de extinción de dominio, 
incluidos sus productos, rendimientos, frutos y accesorios, para que la autoridad lleve a cabo su disposición, uso, usufructo, enajenación y 
monetización, atendiendo al interés público, y defina con criterios de oportunidad el destino y, en su caso, la destrucción de los mismos. 
Será procedente sobre bienes de carácter patrimonial cuya legítima procedencia no pueda acreditarse y se encuentren relacionados con las 
investigaciones derivadas de hechos de corrupción, encubrimiento, delitos cometidos por servidores públicos, delincuencia organizada, robo 
de vehículos, recursos de procedencia ilícita, delitos contra la salud, secuestro, extorsión, trata de personas y delitos en materia de 
hidrocarburos, petrolíferos y petroquímicos. 
A toda persona que se considere afectada, se le deberá garantizar el acceso a los medios de defensa adecuados para demostrar la 
procedencia legítima del bien sujeto al procedimiento. 
14 Artículo 18. […] 
La Federación y las entidades federativas establecerán, en el ámbito de sus respectivas competencias, un sistema integral de justicia para los 
adolescentes, que será aplicable a quienes se atribuya la comisión o participación en un hecho que la ley señale como delito y tengan entre 
doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad. Este sistema garantizará los derechos humanos que reconoce la Constitución para 
toda persona, así como aquellos derechos específicos que por su condición de personas en desarrollo les han sido reconocidos a los 
adolescentes. Las personas menores de doce años a quienes se atribuya que han cometido o participado en un hecho que la ley señale 
como delito, sólo podrán ser sujetos de asistencia social. […] 
15 Artículo 14 […] 
2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley. 
16 Artículo 8. Garantías Judiciales […] 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. 
Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas […] 
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Artículo 5. Culpabilidad, proporcionalidad y presunción de inocencia 

No podrá imponerse pena alguna, ni declararse penalmente responsable a una persona, si la 
acción u omisión no han sido realizadas culpablemente. La medida de la pena estará en 
relación directa con el grado de culpabilidad de la persona respecto del hecho cometido, así 
como de la gravedad de éste. En ningún caso podrá imponerse pena alguna que sea mayor al 
grado de culpabilidad. 

Igualmente se requerirá la acreditación de la culpabilidad de la persona para la aplicación de 
una medida de seguridad, si ésta se impone accesoriamente a la pena, y su duración estará 
en relación directa con el grado de culpabilidad. Para la imposición de cualquiera de las 
restantes consecuencias jurídicas será necesaria la existencia, al menos, de un hecho típico y 
antijurídico, siempre que de acuerdo con las circunstancias personales del sujeto activo, haya 
merecimiento, necesidad racional e idoneidad de su aplicación en atención a los fines de 
prevención especial del delito y de reinserción social que con aquéllas pudieran alcanzarse. 

[…] 

34. Además, es de notar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido la protección del 
principio de culpabilidad en el sistema jurídico mexicano.17 Específicamente, la Primera Corte ha 
explorado, en numerosos precedentes,18 los alcances de este principio, definiéndolo como fundamento 
y límite de la pena.19 

35. La culpabilidad funge entonces como un fundamento porque a nadie se le impondrá pena alguna si no 
se demuestra previamente su culpabilidad y, como un límite, porque la medida de la pena se hará con 
relación directa al grado de culpabilidad del sujeto.20 Así, la Primera Sala ha insistido en que la pena 
sólo puede ser impuesta a la persona responsable de su comisión. 21 

36. Asimismo, en el estudio de este principio, la Primera Sala ha subrayado que las normas penales tienen 
tres funciones principales: una seleccionadora, que corresponde a la elección que la legisladora 
ordinaria hace de las conductas que, por su gravedad y lesión de los bienes jurídicos, merecen ser 
consideradas delito; una función de garantía como expresión del compromiso del orden jurídico con la 
protección de los bienes jurídicos; y, por último, una función motivadora que indica la aspiración del 
derecho penal de fomentar una adhesión al pacto social representado por las normas penales. 22 Estas 
tres funciones se relacionan adecuada y suficientemente con los principios de mínima intervención y de 
culpabilidad, que son principios rectores del derecho penal democrático, con asidero en el ya referido 
artículo 22 constitucional.23 

B. Interés superior de la niñez. 

37. El principio del interés superior de la niñez (también referido como interés superior del menor o de la 
infancia) establece que el desarrollo de la niñez y el ejercicio pleno de sus derechos deben ser 
considerados como criterios rectores para la elaboración de normas y la aplicación de éstas en 
todos los órdenes relativos de la vida de las niñas y los niños.24 Su objetivo es garantizar que las 
niñas y los niños disfruten plena y efectivamente de todos sus derechos humanos, así como su 
desarrollo holístico.25 

                                                 
17 Recientemente, sirve referir al amparo en revisión 540/2021 y al amparo en revisión 541/2021, resueltos por el Pleno de este Alto Tribunal 
el 28 de marzo de 2022. 
18 Ilustrativamente, cabe destacar lo resuelto en el amparo directo en revisión 2553/2020, resuelto por la Primera Sala el 23 de febrero de 
2022; el amparo directo en Revisión 92/2018, resuelto por la Primera Sala el 2 de diciembre de 2020; y el amparo directo en revisión 
6254/2018, resuelto por la Primera Sala el 2 de octubre de 2019. 
19 Destacan las consideraciones contenidas en el amparo directo en revisión 6254/2018, resuelto el 2 de octubre de 2019 por la Primera 
Sala, bajo la ponencia del Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo.  
20 Ídem. 
21 Ídem. 
22 Amparo directo en revisión 92/2018, resuelto por la Primera Sala el 2 de diciembre de 2020 bajo la ponencia del Ministro Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. 
23 Ídem. 
24 Como referencia, véase la tesis jurisprudencial 25/2012, emitida por la Primera Sala, de rubro “INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SU 
CONCEPTO,” consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época Libro XV, Diciembre de 2012, Tomo 1, 
página 334. En la cual esta Suprema Corte de Justicia de la Nación retoma la interpretación del ‘interés superior del niño’ realizado por la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
25 Conforme a lo establecido en la “Observación general N°14 (2013) sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una 
consideración primordial (artículo 3, párrafo 1).” Comité de los Derechos del Niño. Aprobada por el Comité en su 62° período de sesiones (14 
de enero a 1 de febrero de 2013). 
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38. El principio encuentra su fundamento constitucional en el artículo 4 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.26 De dicho precepto, se deriva que el principio de interés superior de la 
niñez obliga al Estado a velar por el desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes, lo que 
incluye, pero no se limita, a garantizar sus derechos a la alimentación, la salud, la educación y al sano 
esparcimiento. Asimismo, dicho interés se encuentra reconocido en el artículo 3, apartado 1, de la 
Convención sobre los Derechos del Niño.27 De dichos preceptos derivamos que el Estado, a través de 
sus autoridades, tiene la obligación de atender el interés superior de la niñez. 

39. El contenido de la expresión “interés superior del menor” se encuentra desarrollado en múltiples 
precedentes de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como en pronunciamientos del 
Comité de los Derechos del Niño de la Organización de las Naciones Unidas. De entre ellos, destacan 
los siguientes: 

40. El interés superior del menor es un concepto triple por ser un (I) derecho sustantivo; (II) un principio 
jurídico interpretativo fundamental; y, (III) una norma de procedimiento. Cabe destacar que, como 
derecho sustantivo, se le debe observar en todas las decisiones y medidas que afecten a las niñas y los 
niños; su interés superior deberá ser una consideración primordial que se deberá evaluar y tomar en 
cuenta al sopesar distintos intereses para tomar una decisión sobre una cuestión debatida.28 

41. Tal como lo ha señalado esta Suprema Corte, este principio implica que la protección de los derechos 
de las niñas y niños “debe realizarse por parte de las autoridades a través de medidas reforzadas o 
agravadas en todos los ámbitos que estén relacionados directa o indirectamente con los niños, niñas y 
adolescentes, ya que sus intereses deben protegerse siempre con una mayor intensidad.”29 De esto 
deriva que, cuando corresponda a los juzgadores analizar la constitucionalidad o aplicar normas que 
incidan sobre los derechos de niñas, niños y adolescentes, “es necesario realizar un escrutinio más 
estricto en relación con la necesidad y proporcionalidad de la medida de modo que se permita 
vislumbrar los grados de afectación a los intereses de los menores y la forma en que deben 
armonizarse para servir como herramienta útil para garantizar en todo momento el bienestar integral del 
menor al que afecten.”30 En este sentido, al analizar una norma penal que criminalice la conducta de 
niñas, niños y adolescentes, este Tribunal Pleno deberá ser más estricto para poder considerarla 
necesaria y proporcional para alcanzar su finalidad. 

42. El principio del interés superior de la niñez obliga a toda autoridad, incluyendo a legisladores 
y a juzgadores.31 

43. Orientativamente, cabe enfatizar que la Primera Sala se ha pronunciado respecto al rol que tiene el 
principio en el ámbito jurisdiccional. Dicha Sala ha señalado que el interés superior del menor es un 
“criterio orientador fundamental de la actuación judicial”, dado que es una clave heurística de la 
actividad interpretativa relacionada con cualquier norma jurídica que deba aplicarse a un niño o que 
pueda afectar sus intereses. Por tanto, de acuerdo con este principio, el juzgador está obligado a 
realizar una interpretación sistemática considerando los deberes de protección de los menores y los 
derechos de estos contenidos en la Constitución, los tratados internacionales y las leyes de protección 
de la niñez.32 

                                                 
26 Artículo 4. […] 
En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de 
manera plena sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y 
sano esparcimiento para su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas 
públicas dirigidas a la niñez. 
[…] 
27 Artículo 3. 
1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las 
autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño. 
28 De acuerdo con lo establecido en la “Observación general N°14 (2013) sobre el derecho del niño a que su interés superior sea una 
consideración primordial (artículo 3, párrafo 1)”. Comité de los Derechos del Niño. 62° período de sesiones (14 de enero a 1 de febrero de 
2013). pp.6, y en la tesis de jurisprudencia 113/2019 emitida por la Segunda Sala, de rubro “DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y 
ADOLESCENTES. EL INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR SE ERIGE COMO LA CONSIDERACIÓN PRIMORDIAL QUE DEBE DE 
ATENDERSE EN CUALQUIER DECISIÓN QUE LES AFECTE,” consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 69, Agosto de 2019, Tomo III, página 2328.  
29 Acción de inconstitucionalidad 8/2014, resuelta en sesión de 11 de agosto de 2015. 
30 Ídem. 
31 Véase el amparo directo en revisión 3799/2014, resuelto por la Primera Sala en la sesión de 25 de febrero de 2015. 
32 A manera de orientación, véase la tesis aislada LXXXIII/2015 emitida por la Primera Sala de rubro “INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR 
COMO ELEMENTO DE INTERPRETACIÓN EN EL ÁMBITO JURISDICCIONAL,” consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 15, Febrero de 2015, Tomo II, página 1397.  
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44. De forma paralela, se ha reconocido la obligación específica del legislador a considerar el interés 
superior de la niñez en el proceso de creación de normas. La Primera Sala de esta Suprema Corte ha 
señalado que el interés de la niñez implica un criterio rector para elaborar normas por lo que deben 
tomarse en cuenta aspectos dirigidos a garantizar y proteger el desarrollo y ejercicio pleno de sus 
derechos.33 También ha señalado que el legislador, al momento de elaborar normas que inciden en los 
derechos de la niñez, está obligado a tomar en cuenta el principio a fin de que en todo momento se 
potencialice la protección integral de los niños y las niñas para evitarles cualquier afectación. Esto 
significa que, al ponderar sus intereses frente a los de terceros, no se restrinjan los derechos cuya 
naturaleza implica el goce esencial de los derechos de la infancia.34 

45. De los precedentes referidos podemos derivar que existe una obligación de considerar adecuadamente 
el interés superior de la niñez en la labor legislativa. En el caso a analizar, nos encontramos que esto se 
da en dos sentidos: existe una obligación de considerar el interés de la niñez que la norma busca 
proteger, así como el interés de los menores que son sujetos a la sanción de la norma. 

46. Por tanto, esta Suprema Corte no debe limitarse a interpretar las normas a la luz del principio del interés 
superior de la niñez, sino que, en su papel de tribunal constitucional, debe evaluar si el legislador 
contempló dicho principio adecuadamente en su labor legislativa. En este caso, eso significa que este 
Tribunal Pleno deberá interpretar la norma impugnada a la luz del principio de interés superior de la 
niñez, pero también examinar si el legislador consideró dicho principio en su labor legislativa, en cuanto 
aplica a las víctimas como a los victimarios. 

C. Principio de mínima intervención en materia penal y su especial  
relación con el interés superior de la niñez. 

47. Este Tribunal Pleno, al resolver la acción de inconstitucionalidad 51/2018, reconoció el principio de 
mínima intervención o ultima ratio del derecho penal como un parámetro de regularidad constitucional.35 
Asimismo, reconoció su contenido y alcances del siguiente modo: 

El principio de mínima intervención implica que el derecho penal debe ser el último recurso 
de la política social del Estado para la protección de los bienes jurídicos más importantes 
frente a los ataques más graves que puedan sufrir. De ahí que la intervención del derecho 
penal en la vida social debe reducirse a lo mínimo posible. 

Dicho principio también denominado de última ratio, implica que las sanciones penales se 
deben limitar al círculo de lo indispensable, de manera tal que el castigo para las conductas 
lesivas a los bienes jurídicos que previamente se han considerado dignos de protección, se 
restrinja a aquellas modalidades de ataque más peligrosas. […]

 

Asimismo, la intervención mínima responde al convencimiento de que la pena es un mal 
irreversible y una solución imperfecta que debe utilizarse solamente cuando no haya más 
remedio, es decir, tras el fracaso de cualquier otro modo de protección. […] Por tanto, el 
derecho penal ha de ser la última ratio, esto es, el último recurso ante la falta de otros medios 
menos lesivos. 36 

48. El Pleno señaló que el contenido y alcances del principio de mínima intervención penal se derivan y 
entienden inmersos en los artículos 14, 16, 18, 19, 20, 21, 22 y 23 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos37, así como en diversas disposiciones de instrumentos de carácter 

                                                 
33 A manera de orientación, véase la tesis aislada LXXXIII/2015 ya citada, y la tesis aislada CXXI/2012 emitida por la Primera Sala de rubro 
“INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. SUS ALCANCES Y FUNCIONES NORMATIVAS,” consultable en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro IX, Junio de 2012, Tomo 1, página 261. 
34 Véase el amparo directo en revisión 3799/2014, resuelto por la Primera Sala en sesión del 25 de febrero de 2015. 
35 Véase la acción de inconstitucionalidad 51/2018, resuelta en sesión de 22 de agosto de 2019. pp.32 y 33 
36 Ídem. p.25 y 26 
37 En la parte conducente, los preceptos de referencia establecen lo siguiente: 
Artículo 14. A ninguna ley se dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. 
(REFORMADO, D.O.F. 9 DE DICIEMBRE DE 2005) 
Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales 
previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con 
anterioridad al hecho. 
En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aún por mayoría de razón, pena alguna que no esté 
decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata. 
En los juicios del orden civil, la sentencia definitiva deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley, y a falta de ésta se 
fundará en los principios generales del derecho. 
(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 15 DE SEPTIEMBRE DE 2017) 
Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la 
autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los 
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que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del 
cumplimiento de lo previsto en este párrafo. 
(…). 
(REFORMADO, D.O.F. 18 DE JUNIO DE 2008) 
Sólo en casos urgentes, cuando se trate de delito grave así calificado por la ley y ante el riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse 
a la acción de la justicia, siempre y cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora, lugar o circunstancia, el 
Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad, ordenar su detención, fundando y expresando los indicios que motiven su proceder. 
(REFORMADO, D.O.F. 18 DE JUNIO DE 2008) 
En casos de urgencia o flagrancia, el juez que reciba la consignación del detenido deberá inmediatamente ratificar la detención o decretar la 
libertad con las reservas de ley. 
(REFORMADO, D.O.F. 18 DE JUNIO DE 2008) 
La autoridad judicial, a petición del Ministerio Público y tratándose de delitos de delincuencia organizada, podrá decretar el arraigo de una 
persona, con las modalidades de lugar y tiempo que la ley señale, sin que pueda exceder de cuarenta días, siempre que sea necesario para 
el éxito de la investigación, la protección de personas o bienes jurídicos, o cuando exista riesgo fundado de que el inculpado se sustraiga a la 
acción de la justicia. Este plazo podrá prorrogarse, siempre y cuando el Ministerio Público acredite que subsisten las causas que le dieron 
origen. En todo caso, la duración total del arraigo no podrá exceder los ochenta días. 
(…). 
(REFORMADO, D.O.F. 18 DE JUNIO DE 2008) 
Ningún indiciado podrá ser retenido por el Ministerio Público por más de cuarenta y ocho horas, plazo en que deberá ordenarse su libertad o 
ponérsele a disposición de la autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia 
organizada. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto será sancionado por la ley penal. 
(REFORMADO, D.O.F. 18 DE JUNIO DE 2008) 
En toda orden de cateo, que sólo la autoridad judicial podrá expedir, a solicitud del Ministerio Público, se expresará el lugar que ha de 
inspeccionarse, la persona o personas que hayan de aprehenderse y los objetos que se buscan, a lo que únicamente debe limitarse la 
diligencia, levantándose al concluirla, un acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar cateado o en 
su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia. 
(…). 
(REFORMADO, D.O.F. 18 DE JUNIO DE 2008) 
Artículo 18. Sólo por delito que merezca pena privativa de libertad habrá lugar a prisión preventiva. El sitio de ésta será distinto del que se 
destinare para la extinción de las penas y estarán completamente separados. 
(…). 
(REFORMADO, D.O.F. 2 DE JULIO DE 2015) 
Las formas alternativas de justicia deberán observarse en la aplicación de este sistema, siempre que resulte procedente. El proceso en 
materia de justicia para adolescentes será acusatorio y oral, en el que se observará la garantía del debido proceso legal, así como la 
independencia de las autoridades que efectúen la remisión y las que impongan las medidas. Éstas deberán ser proporcionales al hecho 
realizado y tendrán como fin la reinserción y la reintegración social y familiar del adolescente, así como el pleno desarrollo de su persona y 
capacidades. El internamiento se utilizará sólo como medida extrema y por el tiempo más breve que proceda, y podrá aplicarse únicamente a 
los adolescentes mayores de catorce años de edad, por la comisión o participación en un hecho que la ley señale como delito. 
(…). 
(REFORMADO, D.O.F. 18 DE JUNIO DE 2008) 
Artículo 19. Ninguna detención ante autoridad judicial podrá exceder del plazo de setenta y dos horas, a partir de que el indiciado sea puesto 
a su disposición, sin que se justifique con un auto de vinculación a proceso en el que se expresará: el delito que se impute al acusado; el 
lugar, tiempo y circunstancias de ejecución, así como los datos que establezcan que se ha cometido un hecho que la ley señale como delito y 
que exista la probabilidad de que el indiciado lo cometió o participó en su comisión. 
(REFORMADO, D.O.F. 12 DE ABRIL DE 2019) 
El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva cuando otras medidas cautelares no sean suficientes para garantizar la 
comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad, así 
como cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sentenciado previamente por la comisión de un delito doloso. El juez ordenará 
la prisión preventiva oficiosamente, en los casos de abuso o violencia sexual contra menores, delincuencia organizada, homicidio doloso, 
feminicidio, violación, secuestro, trata de personas, robo de casa habitación, uso de programas sociales con fines electorales, corrupción 
tratándose de los delitos de enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo de funciones, robo al transporte de carga en cualquiera de sus 
modalidades, delitos en materia de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, delitos en materia de desaparición forzada de personas y 
desaparición cometida por particulares, delitos cometidos con medios violentos como armas y explosivos, delitos en materia de armas de 
fuego y explosivos de uso exclusivo del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, así como los delitos graves que determine la ley en contra  
de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad, y de la salud. 
(…). 
(REFORMADO, D.O.F. 18 DE JUNIO DE 2008) 
Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e 
inmediación. 
A. De los principios generales: 
(…). 
VII. Una vez iniciado el proceso penal, siempre y cuando no exista oposición del inculpado, se podrá decretar su terminación anticipada en los 
supuestos y bajo las modalidades que determine la ley. Si el imputado reconoce ante la autoridad judicial, voluntariamente y con conocimiento 
de las consecuencias, su participación en el delito y existen medios de convicción suficientes para corroborar la imputación, el juez citará a 
audiencia de sentencia. La ley establecerá los beneficios que se podrán otorgar al inculpado cuando acepte su responsabilidad; 
(…). 
B. De los derechos de toda persona imputada: 
(…). 
VII. Será juzgado antes de cuatro meses si se tratare de delitos cuya pena máxima no exceda de dos años de prisión, y antes de un año si la 
pena excediere de ese tiempo, salvo que solicite mayor plazo para su defensa; 
IX. En ningún caso podrá prolongarse la prisión o detención, por falta de pago de honorarios de defensores o por cualquiera otra prestación 
de dinero, por causa de responsabilidad civil o algún otro motivo análogo. 
La prisión preventiva no podrá exceder del tiempo que como máximo de pena fije la ley al delito que motivare el proceso y en ningún caso 
será superior a dos años, salvo que su prolongación se deba al ejercicio del derecho de defensa del imputado. Si cumplido este término no se 
ha pronunciado sentencia, el imputado será puesto en libertad de inmediato mientras se sigue el proceso, sin que ello obste para imponer 
otras medidas cautelares. 
(…). 
C. De los derechos de la víctima o del ofendido: 
(…). 
(REFORMADO, D.O.F. 18 DE JUNIO DE 2008) 
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internacional.38 Por citar algunos, refiere al artículo 10, párrafo 2, del Convenio 169 sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales en Países Independientes,39 y, de forma relevante para este análisis, a los 
diversos 37, inciso b), y 40, párrafos 3, inciso b), y 4, de la Convención sobre los Derechos 
del Niño.40 

49. Este Tribunal Pleno ya había reconocido con anterioridad que el principio de mínima intervención penal 

se puede derivar del contenido de la Convención sobre los Derechos del Niño al analizar la reforma 

constitucional de 2005 en materia de sistema integral de justicia para adolescentes. En la acción de 

inconstitucionalidad 37/2006, este Tribunal Pleno explicó que el principio de mínima intervención para el 

sistema integral de justicia para adolescentes, así como sus implicaciones de alternatividad, internación 

como medida más grave y breve término, pueden derivarse de disposiciones de la Convención sobre 

los Derechos del Niño y de la Constitución.41 

50. En particular, el subprincipio de alternatividad establece que se deben resolver el menor número de 

conflictos de carácter penal involucrando a niñas y niños a nivel judicial. El artículo 40.3, inciso (b), de la 

Convención establece: “b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a 

esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el entendimiento de que se respetarán 

plenamente los derechos humanos y las garantías legales.” Asimismo, el subprincipio de que  

“el internamiento sólo podrá preverse respecto de las conductas más graves” se deriva del 

artículo 37, inciso (b): 

                                                                                                                                                     
Artículo 21. La investigación de los delitos corresponde al Ministerio Público y a las policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando 
de aquél en el ejercicio de esta función. 
El ejercicio de la acción penal ante los tribunales corresponde al Ministerio Público. La ley determinará los casos en que los particulares 
podrán ejercer la acción penal ante la autoridad judicial. 
La imposición de las penas, su modificación y duración son propias y exclusivas de la autoridad judicial. 
Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, las que 
únicamente consistirán en multa, arresto hasta por treinta y seis horas o en trabajo a favor de la comunidad; pero si el infractor no pagare la 
multa que se le hubiese impuesto, se permutará esta por el arresto correspondiente, que no excederá en ningún caso de treinta y seis horas. 
Si el infractor de los reglamentos gubernativos y de policía fuese jornalero, obrero o trabajador, no podrá ser sancionado con multa mayor del 
importe de su jornal o salario de un día. 
Tratándose de trabajadores no asalariados, la multa que se imponga por infracción de los reglamentos gubernativos y de policía, no excederá 
del equivalente a un día de su ingreso. 
El Ministerio Público podrá considerar criterios de oportunidad para el ejercicio de la acción penal, en los supuestos y condiciones que fije 
la ley. 
(…). 
(REFORMADO, D.O.F. 18 DE JUNIO DE 2008) 
Artículo 22. Quedan prohibidas las penas de muerte, de mutilación, de infamia, la marca, los azotes, los palos, el tormento de cualquier 
especie, la multa excesiva, la confiscación de bienes y cualesquiera otras penas inusitadas y trascendentales. Toda pena deberá ser 
proporcional al delito que sancione y al bien jurídico afectado. 
(REFORMADO, D.O.F. 14 DE MARZO DE 2019) 
No se considerará confiscación la aplicación de bienes de una persona cuando sea decretada para el pago de multas o impuestos, ni cuando 
la decrete la autoridad judicial para el pago de responsabilidad civil derivada de la comisión de un delito. Tampoco se considerará 
confiscación el decomiso que ordene la autoridad judicial de los bienes en caso de enriquecimiento ilícito en los términos del artículo 109, la 
aplicación a favor del Estado de bienes asegurados que causen abandono en los términos de las disposiciones aplicables, ni de aquellos 
bienes cuyo dominio se declare extinto en sentencia. 
(…). 
Artículo 23. Ningún juicio criminal deberá tener más de tres instancias. Nadie puede ser juzgado dos veces por el mismo delito, ya sea que 
en el juicio se le absuelva o se le condene. Queda prohibida la práctica de absolver de la instancia. 
38 Acción de inconstitucionalidad 51/2018, resuelta en sesión de 22 de agosto de 2019. p. 37-31 
39 Artículo 10. 
1. Cuando se impongan sanciones penales previstas por la legislación general a miembros de dichos pueblos deberán tenerse en cuenta sus 
características económicas, sociales y culturales. 
2. Deberá darse la preferencia a tipos de sanción distintos del encarcelamiento. 
40 Artículo 37. Los Estados Partes velarán por que: 
(…). 
b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo 
de conformidad con la ley y se utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda; 
Artículo 40. 
(…). 
3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e 
instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables 
de haber infringido esas leyes, y en particular: 
(…). 
b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, en el 
entendimiento de que se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías legales. 
4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la 
colocación en hogares de guarda, los programas de enseñanza y formación profesional, así como otras posibilidades alternativas a la 
internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que guarde proporción tanto 
con sus circunstancias como con la infracción. 
41 Véase la acción de inconstitucionalidad 37/2006, resuelta en sesión del 22 de noviembre de 2007. 
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b) Ningún niño [será] privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el 
encarcelamiento o la prisión de un niño se llevará a cabo de conformidad con la ley y se 
utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el periodo más breve que 
proceda.42 

51. Así pues, es notable que el principio de mínima intervención penal cobra una particular importancia en 
el caso de menores. 

52. Por otro lado, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido que “el derecho penal es el 
medio más restrictivo y severo para establecer responsabilidades respecto de una conducta ilícita, 
particularmente cuando se imponen penas privativas de libertad. Por lo tanto, el uso de la vía penal 
debe responder al principio de intervención mínima, en razón de la naturaleza del derecho penal como 
ultima ratio. Es decir, en una sociedad democrática el poder punitivo sólo se puede ejercer en la medida 
estrictamente necesaria para proteger los bienes jurídicos fundamentales de los ataques más graves 
que los dañen o pongan en peligro. Lo contrario conduciría al ejercicio abusivo del poder punitivo 
del Estado.”43 

53. En suma, conforme al principio de mínima intervención del derecho penal, el ejercicio de la facultad 
sancionatoria debe operar únicamente cuando las demás alternativas de control han fallado. 

VI.2 Violación al principio de culpabilidad y de ultima ratio penal con  
relación al interés superior de la niñez. 

54. En este apartado analizaremos si la norma bajo estudio violenta el principio de culpabilidad (A), 
así como si violenta el interés superior de la infancia y al principio de mínima intervención o ultima ratio 
en materia penal, el segundo y tercer argumento expresados por la accionante en el primer concepto 
de invalidez (B). 

55. Al respecto, se adelanta que el concepto de invalidez es esencialmente fundado y suplido en su 
deficiencia.44 

A. Análisis de la norma impugnada a la luz del principio de culpabilidad. 

56. Para iniciar el análisis, cabe atender a la redacción de la norma impugnada. 

Artículo 204 Bis I. Discriminación en instalaciones escolares públicas o privadas. 

Cuando exista en las instituciones educativas públicas y privadas de nivel básico, algún tipo de 
discriminación en razón de religión, género, vestimenta, discapacidad física e intelectual, 
condición social o económica, lugar de origen, estado de salud, exista agresión física o verbal, 
de manera reiterativa por parte de una alumna o alumno a sus demás compañeros o 
compañeras, los padres y las madres del agresor o de la agresora tendrán la obligación de 
llevar a su hija o hijo a terapia psicológica, así mismo serán acreedores a multa de cien 
unidades de medida y actualización vigente al momento de la comisión de esta conducta. 

57. De su lectura se deriva que las conductas tipificadas en la norma son: “algún tipo de discriminación en 
razón de religión, género, vestimenta, discapacidad física e intelectual, condición social o económica, 
lugar de origen, estado de salud”, “agresión física”, o “agresión verbal”. El sujeto activo de la norma es 
“una alumna o alumno de nivel básico,” pues es quien debe realizar la conducta previsto en el supuesto 
de la norma, y el sujeto pasivo son “sus demás compañeros o compañeras”, pues son los que sufren  
el delito. 

58. Ahora bien, la sanción de la norma consiste en que: “los padres y las madres del agresor o de la 
agresora tendrán la obligación de llevar a su hija o hijo a terapia psicológica, así mismo serán 
acreedores a multa de cien unidades de medida y actualización vigente al momento de la comisión de 
esta conducta”. De esta lectura, observamos que la pena recae directamente sobre los padres y las 
madres del agresor o de la agresora, pues, además de llevar a su hijo o hija a terapia psicológica, serán 
acreedores a una multa. No pasa por alto que, de forma indirecta, el hijo o la hija se ven penalizados en 
parte porque se ven obligados a atender a terapia psicológica. Sin embargo, la pena de la norma, al 
recaer directamente sobre los padres y las madres, recae sobre un sujeto distinto al sujeto activo. 

                                                 
42 Ídem p. 298. (Cabe señalar que la sentencia refiere en este apartado erróneamente al artículo 40 inciso (b). Sin embargo, cita 
correctamente el artículo 37, inciso (b).) 
43 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Usón Ramírez vs. Venezuela, sentencia de 20 de noviembre de 2009, párrafo 73. 
44 De acuerdo con la facultad de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación prevista en el artículo 71 de la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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59. De la lectura de la norma, se observa que no existe ninguna relación causal entre la conducta de los 
hijos y las hijas y la conducta de acción o de omisión de los padres. Además, el tipo penal no establece 
ningún elemento subjetivo, como el de dolo o culpa, ni para los alumnos y alumnas, o para los padres y 
las madres. 

60. Así pues, la norma sanciona a los padres y las madres por conductas que no les son directamente 
atribuibles, y sin que sea necesario acreditar el dolo o culpa de su parte. Por lo tanto, debe concluirse 
que la norma violenta el principio de culpabilidad en materia penal, en términos del artículo 22 
constitucional. 

B. Análisis de necesidad de la norma impugnada para cumplir con el  
principio de ultima ratio a la luz del principio de interés superior de la niñez. 

61. Sin perjuicio de la conclusión del apartado anterior y del hecho de que la pena de la norma recae 
directamente sobre los padres y madres, no pasa inadvertido que el alumno y alumna serían el sujeto 
activo de la norma, por lo que habría de seguirse un procedimiento penal en su contra, además de que 
podría recaer sobre ellos, de forma indirecta, la sanción consistente en atender a terapia psicológica. 

62. Así pues, este Tribunal Pleno considera que resulta relevante y necesario resolver si la criminalización 
de la conducta de la norma impugnada es estrictamente necesario para la protección de los bienes 
jurídicos que el artículo 204 Bis I del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Guerrero 
pretende proteger. 

63. Ahora bien, para poder evaluar la necesidad de la medida, será necesario estudiar, por un lado, cuál es 
la finalidad de la medida y el bien jurídico protegido, y por otro, los impactos de la criminalización y las 
sanciones de la norma. 

64. Ahora bien, para poder realizar el análisis de necesidad de mínima intervención, se procede a primero 
identificar y analizar la finalidad de la medida y el bien jurídico que pretende proteger. 

65. La exposición de motivos de la iniciativa legislativa, así como la conducta que la norma impugnada 
penaliza denotan que la finalidad que persigue dicha norma es atender el problema de acoso escolar, 
comúnmente conocido por su término en inglés: “bullying”. La exposición de motivos señala que: 

Actualmente el tema del bullying en las instituciones educativas de diferentes niveles de 
educación es un problema que poco a poco ha ido rebasando hasta a los mismos directivos  
de las escuelas, ya que algunas veces los casos suelen ser extremos en los que se necesita 
la intervención de las autoridades correspondientes externas a la institución. 

66. Asimismo, ésta define el bullying o acoso escolar como “un tipo de comportamiento violento e 
intimidatorio que se ejerce de manera verbal, física o psicológica entre niños y adolescentes durante la 
etapa escolar.” 

67. Por otro lado, cabe reiterar que las conductas penalizadas en la norma impugnada coinciden en general 
con las definiciones de bullying. Ilustrativamente, sirve traer a cuenta que la Primera Sala de esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación realizó un análisis detallado del bullying al resolver el amparo 
directo 35/2014. En su sentencia, definió el bullying como “todo acto u omisión que de manera reiterada 
agreda física, psicoemocional, patrimonial o sexualmente a una niña, niño, o adolescente; realizado 
bajo el cuidado de las instituciones escolares, sean públicas o privadas.”45 Retomamos dicha definición 
en esta sentencia. Cabe precisar que, tal como en el caso analizado por la sentencia de amparo, en 
este caso nos acotamos al fenómeno de acoso o bullying en contra de niñas y niños bajo el cuidado de 
las instituciones educativas públicas o privadas, sin dejar de reconocer que el bullying puede ocurrir en 
otros contextos. 

68. Al analizar la conducta penada en el artículo impugnado, observamos que coincide con la definición de 
la Primera Sala en lo siguiente: 

 que la conducta sea la agresión a una niña, niño, u adolescente; 

 que ésta se realice en (o bajo el cuidado) de las instituciones educativas públicas y privadas; 

 que la conducta se realice de forma reiterada. 

                                                 
45 Véase el amparo directo 35/2014, resuelto por la Primera Sala en sesión del 15 de mayo de 2015. p. 41 
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69. Por tanto, y si seguimos la definición de acoso escolar de la Primera Sala, observamos que la norma 
impugnada únicamente regula una categoría de bullying: la que es realizada por estudiantes a su 
compañeros o compañeras de clase en instituciones educativas de nivel básico. Por tanto, podemos 
confirmar que la norma impugnada regula el bullying en instituciones educativas. 

70. Por otro lado, cabe también reconocer la importancia que tiene atender el problema del acoso escolar 
en México. Los datos demuestran que el acoso escolar es un problema serio en México y en el mundo. 
De acuerdo con la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura 
(UNESCO), casi uno de cada tres estudiantes (32%) en el mundo fue víctima de acoso en el ámbito 
escolar por parte de sus compañeros o compañeras.46 De acuerdo con datos de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) (2018), en México, el 23% de los estudiantes reportó 
haber sufrido bullying al menos algunas veces al mes, y el 9% reportó sufrirlo frecuentemente.47 Por 
otro lado, la titular de la Secretaría de Educación Pública señaló en noviembre de 2021 que la violencia 
en México se ha expandido en las escuelas, y que distintos indicadores señalan que el 80% de los 
niños de entre 8 y 10 años sufren diariamente algún tipo de violencia o de acoso, especialmente 
bullying.48 La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) refiere a una encuesta aplicada a 
48,000 estudiantes de primaria y a 52,000 de secundaria en México, que encontró que 19% de los 
estudiantes de primaria y 11% de secundaria reconocieron ejercer violencia física a sus pares. 
Asimismo, 30.9% de los estudiantes y 23% de las estudiantes son víctimas de acoso escolar.49 

71. Es por ello que el Estado Mexicano ha reconocido la necesidad de atender el problema del acoso 
escolar. En ese sentido, México recientemente firmó la Declaratoria para la Prevención de la Violencia y 
el Acoso en la Escuela, Incluido el Ciberacoso.50 

72. Las consecuencias educativas y para la salud ocasionadas por el acoso escolar denotan que este 
problema atenta contra los derechos de la niñez. Las niñas y niños que padecen acoso escolar con 
frecuencia tienen casi tres veces más probabilidades de declarar que se sienten marginados en la 
escuela de los que no lo padecen.51 Asimismo, es dos veces más probable que se salten clase 
regularmente52 y es más probable que deseen abandonar los estudios después de terminada la 
educación secundaria que los que no son acosados frecuentemente.53 Las niñas y los niños víctimas 
tienen un desempeño académico más bajo, pues obtienen una puntuación en sus exámenes que las y 
los estudiantes que no lo son. Además, entre más frecuente es el acoso, más bajas son las notas.54 

73. Además, el acoso escolar amenaza de forma particular a las minorías. Las niñas y los niños 
considerados “diferentes” corren un mayor riesgo de ser víctimas de acoso. Entre los factores que 
destacan por influir se encuentra la disconformidad con las normas de género, la apariencia física, la 
raza, la nacionalidad o el color de piel.55 

74. En cuanto a los impactos a la salud, las víctimas de acoso escolar tienen casi el doble de 
probabilidades de sentirse solas, de no poder dormir por la noche y de haber tenido ideas suicidas de 
las que no lo son.56 Asimismo, la violencia escolar puede ocasionar, directamente lesiones físicas y 
daños en los menores.57 En general, los estudiantes acosados tienen más probabilidades de declarar 
una baja satisfacción con la vida y de calidad de la salud de los que no lo son.58 

                                                 
46 Al menos una vez en el mes anterior a la realización de las encuestas evaluadas. En “Más allá de los números: Poner fin a la violencia y el 
acoso en el ámbito escolar.” UNESCO. 2021. p.17 (en adelante, “UNESCO 2021”) 
47 “PISA 18 Results (Volumne III): What School Life Means for Students’ Lives.” Programa para la Evaluación Internacional de Alumnos 
(PISA) 2018. OCDE. 2018. https://www.oecd-ilibrary.org//sites/cd52fb72-en/index.html?itemId=/content/component/cd52fb72-en# 
48 “México, Francia, Catar y Marruecos suscriben la Declaratoria de la UNESCO para la Prevención de la Violencia y el Acoso Escolar.” 
UNESCO. 4 de noviembre de 2021 <https://es.unesco.org/news/mexico-francia-catar-y-marruecos-suscriben-declaratoria-unesco-prevencion-
violencia-y-acoso> 
49 “Violencia, niñez y crimen organizado.” Comisión Interamericana de Derechos Humanos. OEA. 11 de noviembre de 2015. 
<http://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/violencianinez2016.pdf> pp.217 
50 Ibidem. 
51 UNESCO (2021) p. 31 
52 Ídem. p. 32 
53 Ibidem. 
54 Ídem p. 33 
55 Ídem p. 25 
56 Ídem p. 33 
57 Ídem p. 34 
58 Ibidem. 
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75. Podemos derivar de los datos anteriores que la prevalencia del acoso escolar representa una amenaza 
al derecho a la educación, al derecho a la salud y al derecho al libre desarrollo de la personalidad de los 
menores de edad. Así pues, el acoso escolar es un fenómeno que existe de manera prevalente en 
México y que representa una amenaza a los derechos de las niñas, niños y adolescentes. En ese 
sentido, el bien jurídico que se pretende proteger al criminalizar el bullying son los derechos de las 
niñas, niños y adolescentes. Conforme al principio del interés superior del menor, podemos derivar que 
la finalidad de atenderlo es constitucionalmente prioritaria. 

76. En esa línea, cabe destacar las medidas recomendadas para combatir el acoso escolar, así como la 
forma en que se distribuye la responsabilidad para hacerlo. 

77. El análisis realizado por la UNESCO demuestra que un clima de disciplina positivo reduce el acoso.59 
Asimismo, la presencia de apoyo familiar es también un factor importante, pues las niñas y los niños 
que lo reportan cuentan con menos probabilidades de ser objeto de acoso o de ser acosadores, 
mientras que los acosadores y víctimas reportan puntuaciones más bajas de apoyo familiar.60 

78. La UNESCO ha identificado nueve factores clave que han contribuido a la eficacia de la respuesta al 
acoso escolar con base en el estudio de países en donde ha disminuido o han mantenido a lo largo del 
tiempo un nivel bajo de acoso escolar. Estos son: 

 Un fuerte liderazgo político y un sólido marco jurídico y político para abordar la violencia contra los 
niños y las niñas incluida la violencia escolar. Al respecto, el reporte de la UNESCO desarrolla que 
las políticas desarrolladas deben enfatizar que el entorno escolar y de aula han de ser positivos, 
incluido el uso de una disciplina positiva o no punitiva. Así pues, se trata de un planteamiento que va 
más allá de la prevención de la violencia y el acoso por sí sola, y cuyo objetivo es garantizar que 
todos los elementos que hacen de la vida en la escuela una experiencia positiva para el alumnado y 
el personal docente se encuentren activos. 

 Colaboración entre el sector educativo y una amplia gama de socios. 

 Aplicación de programas e intervenciones escolares que se basen en pruebas de eficacia (utilizando 
datos empíricos). 

 Disponibilidad de datos sobre violencia y acoso en el ámbito escolar, y seguimiento sistemático de las 
respuestas (seguimiento sistemático de las respuestas). 

 Formación del profesorado sobre violencia y acoso en las escuelas y gestión positiva del aula. 
En este punto, se hace un especial hincapié en la mejora de las habilidades del profesorado 
en la gestión del aula, incluida la creación de una cultura positiva en el aula y el uso de una 
disciplina positiva. 

 Atención centrada en un entorno escolar y de aula seguro y positivo. Por ejemplo, a través del 
fomento de la utilización de una disciplina positiva. 

 Compromiso con los derechos y el empoderamiento de niños, niñas y adolescentes, y participación 
de estudiantes. 

 Participación sistemática de todos los interesados de la comunidad escolar. 61 

79. Es también necesario estudiar cómo la responsabilidad de proteger a las niñas, niños y adolescentes, 
así como de combatir el fenómeno del acoso escolar recae tanto en padres de familia como en las 
autoridades del Estado y las instituciones educativas. 

80. El Estado tiene la responsabilidad de garantizar la protección, prevención y restitución integrales de los 
derechos de las niñas, niños y adolescentes. Sin embargo, ésta es una responsabilidad compartida y 
mediante las personas que tengan a los niños, niñas y adolescentes a su cargo. En este sentido, la 
Convención sobre los Derechos del Niño establece en su artículo 19, apartado 1, lo siguiente: 

                                                 
59 En los países de la OCDE, 12.3% de estudiantes en escuelas con un clima de disciplina negativo padecieron acoso, mientras que 
únicamente 5.7% de estudiantes en escuelas con un clima de disciplina positivo lo padecieron. Ídem p. 30  
60 Ídem p. 31 
61 Idem. pp. 48-49 



124 DIARIO OFICIAL Viernes 8 de septiembre de 2023 

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, sociales y 
educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso físico o 
mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, 
mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de 
cualquier otra persona que lo tenga a su cargo. 

81. La Convención sobre los Derechos del Niño también aborda el tema de la disciplina escolar en su 
artículo 28, apartado 2: 

2. Los Estados Partes adoptarán cuantas medidas sean adecuadas para velar porque la 
disciplina escolar se administre de modo compatible con la dignidad humana del niño y de 
conformidad con la presente Convención. 

82. La corresponsabilidad de los padres y madres, las autoridades y los centros educativos por el cuidado 
de los niños, niñas y adolescentes queda plasmada en la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños 
y Adolescentes. El artículo 6 de la ley señala como principio rector el de corresponsabilidad de los 
miembros de la familia, la sociedad y las autoridades.62 Por otro lado, el diverso 103 enumera una serie 
de obligaciones que son compartidas tanto de los que ejercen la patria potestad, tutela o guarda y 
custodia, como de las demás personas que, por razón de sus funciones o actividades, tengan bajo su 
cuidado niñas, niños o adolescentes, en proporción a su responsabilidad. Las obligaciones incluyen, por 
mencionar algunas relevantes al caso, garantizar el libre desarrollo de su personalidad y el ejercicio de 
sus derechos; participar en su proceso educativo y proporcionarles las condiciones para su continuidad 
y permanencia en el sistema educativo; impartir en consonancia con la evolución de sus facultades, 
dirección y orientación apropiada a niñas, niños y adolescentes; asegurar un entorno afectivo, 
comprensivo y sin violencia para el pleno, armonioso y libre desarrollo de su personalidad; y protegerles 
contra toda forma de violencia, maltrato, perjuicio, daño y agresión.63 En particular, la dirección y el 
personal de las instituciones educativas tienen la obligación de abstenerse a ejercer cualquier forma de 
violencia, maltrato, perjuicio, agresión, daño, abuso, acoso y explotación en contra de niñas, niños o 
adolescentes, y formular programas e impartir cursos de formación permanente para prevenirlas y 
erradicarlas.64 

                                                 
62 Artículo 6. Para efectos del artículo 2 de esta Ley, son principios rectores, los siguientes: […] 
IX. La corresponsabilidad de los miembros de la familia, la sociedad y las autoridades; 
[…] 
63 Artículo 103. Son obligaciones de quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como de las demás personas que por 
razón de sus funciones o actividades tengan bajo su cuidado niñas, niños o adolescentes, en proporción a su responsabilidad y, cuando sean 
instituciones públicas, conforme a su ámbito de competencia, las siguientes: 
I. Garantizar sus derechos alimentarios, el libre desarrollo de su personalidad y el ejercicio de sus derechos, de conformidad con lo dispuesto 
en la presente Ley y demás disposiciones aplicables. 
Para los efectos de esta fracción, los derechos alimentarios comprenden esencialmente la satisfacción de las necesidades de alimentación y 
nutrición, habitación, educación, vestido, atención médica y psicológica preventiva integrada a la salud, asistencia médica y recreación. Las 
leyes federales y de las entidades federativas deberán prever los procedimientos y la orientación jurídica necesaria así como las medidas de 
apoyo para asegurar el cumplimiento del deber de garantizar los derechos alimentarios; 
II. Registrarlos dentro de los primeros sesenta días de vida; 
III. Asegurar que cursen la educación obligatoria, participar en su proceso educativo y proporcionarles las condiciones para su continuidad y 
permanencia en el sistema educativo; 
IV. Impartir en consonancia con la evolución de sus facultades, dirección y orientación apropiada a niñas, niños y adolescentes, sin que ello 
pueda justificar limitación, vulneración o restricción alguna en el ejercicio de sus derechos; 
V. Asegurar un entorno afectivo, comprensivo y sin violencia para el pleno, armonioso y libre desarrollo de su personalidad; 
VI. Fomentar en niñas, niños y adolescentes el respeto a todas las personas, así como el cuidado de los bienes propios, de la familia y de la 
comunidad, y el aprovechamiento de los recursos que se dispongan para su desarrollo integral; 
VII. Protegerles contra toda forma de violencia, maltrato, perjuicio, daño, agresión, abuso, venta, trata de personas y explotación; 
VIII. Abstenerse de cualquier atentado contra su integridad física, psicológica o actos que menoscaben su desarrollo integral. El ejercicio de la 
patria potestad, la tutela o la guarda y custodia de niñas, niños y adolescentes no podrá ser justificación para incumplir la obligación prevista 
en la presente fracción; 
IX. Evitar conductas que puedan vulnerar el ambiente de respeto y generar violencia o rechazo en las relaciones entre niñas, niños y 
adolescentes, y de éstos con quienes ejercen la patria potestad, tutela o guarda y custodia, así como con los demás miembros de su familia; 
X. Considerar la opinión y preferencia de las niñas, niños y adolescentes para la toma de decisiones que les conciernan de manera directa 
conforme a su edad, desarrollo evolutivo, cognoscitivo y madurez, y 
XI. Educar en el conocimiento y uso responsable de las tecnologías de la información y comunicación. 
En casos de controversia, el órgano jurisdiccional competente determinará el grado de responsabilidad de quien tenga a su cargo y cuidado a 
niñas, niños o adolescentes, atendiendo a los principios rectores de esta Ley. 
Las leyes federales y de las entidades federativas deberán prever disposiciones que regulen y sancionen las obligaciones establecidas en el 
presente artículo. 
64 Artículo 105. Las leyes federales y de las entidades federativas dispondrán lo necesario para que, en términos de lo dispuesto en la 
presente Ley y en el ámbito de sus respectivas competencias, se dé cumplimiento a las obligaciones siguientes: 
[…] 
III. Que la directiva y personal de instituciones de salud, asistencia social, académicas, deportivas, religiosas o de cualquier otra índole, se 
abstengan de ejercer cualquier forma de violencia, maltrato, perjuicio, agresión, daño, abuso, acoso y explotación en contra de niñas, 
niños o adolescentes, y que formulen programas e impartan cursos de formación permanente para prevenirlas y erradicarlas, y  
[…] (énfasis añadido) 
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83. En el mismo tenor, la UNESCO ha señado que para la aplicación de los programas de combate contra 
el acoso escolar en los centros de educación deben participar todas las partes interesadas del sector 
escolar. Esto incluye a la dirección, los profesores, el personal no docente, padres y madres, 
estudiantes, autoridades locales y profesionales de otros sectores.65 

84. El amparo directo 35/2014 sienta un precedente importante en cuanto a la responsabilidad que recae en 
las instituciones educativas para proteger a sus alumnos de acoso escolar. El asunto, que evalúa la 
responsabilidad de un centro educativo privado y su personal ante un caso de bullying, señala que ellos 
se encuentran vinculados por el principio del interés superior del menor y están obligados a proteger los 
derechos del niño a la dignidad, integridad, educación y no discriminación.66 Además, reconoce el deber 
de cuidado que las autoridades escolares tienen con sus alumnos y alumnas para hacer frente al 
fenómeno de acoso escolar bajo los estándares que exige la prestación del servicio educativo.67 Estas 
responsabilidades debe entenderse que recaen también, por mayoría de razón, en centros escolares 
públicos. 

85. Una vez que se ha concluido que el objetivo de la norma es combatir el acoso escolar; que dicho 
objetivo es un objetivo constitucionalmente prioritario conforme al principio del interés superior del 
menor, y que la responsabilidad del cuidado de los niños frente a dicho fenómeno es un deber 
compartido entre el Estado, los centros escolares y los padres y madres de familia, se procede con 
el análisis. 

86. Ahora bien, para analizar si la norma penal impugnada es necesaria conforme al principio de mínima 
intervención, se procede a identificar de qué forma la norma impacta a niñas, niños y adolescentes al 
criminalizar sus conductas y establecer las sanciones correspondientes. 

87. Tal como ya se señaló, el sujeto activo del delito es un alumno o alumna en instituciones educativas 
públicas o privadas de nivel básico. Por otro lado, el sujeto pasivo son sus compañeros y compañeras. 
Cabe señalar que la educación inicial, preescolar, primaria y secundaria conforman la educación 
básica.68 Y el alumnado de instituciones educativas en dichos niveles tienen por lo general una edad de 
entre 45 días de nacidos y 15 o 16 años.69 Por lo tanto, podemos derivar que, como regla general, el 
sujeto activo y pasivo del delito serán menores de 18 años. En este sentido, observamos que la norma 
está dirigida directamente a niñas, niños y adolescentes. 

88. Cabe también señalar que la sanción de la norma se establece en la siguiente porción normativa: los 
padres y las madres del agresor o de la agresora tendrán la obligación de llevar a su hija o hijo a terapia 
psicológica, así mismo serán acreedores a multa de cien unidades de medida y actualización vigente al 
momento de la comisión de esta conducta. En este sentido, la sanción de la norma impacta 
directamente a los padres y madres del agresor o agresora. 

                                                 
65 UNESCO 2021. p. 50 
66 Véase el amparo directo 35/2014, resuelto por la Primera Sala en sesión del 15 de mayo de 2015. p. 41 
67 Al respecto, véase la responsabilidad que existe de las autoridades escolares cuando se les demanda por negligencia. Ídem. p. 45 
68 De acuerdo con lo establecido en el primer párrafo del artículo 3° constitucional y el primer párrafo del artículo 37 de la Ley General de 
Educación. 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 3. Toda persona tiene derecho a la educación. El Estado -Federación, Estados, Ciudad de México y Municipios- impartirá y 
garantizará la educación inicial, preescolar, primaria, secundaria, media superior y superior. La educación inicial, preescolar, primaria y 
secundaria, conforman la educación básica; ésta y la media superior serán obligatorias, la educación superior lo será en términos de la 
fracción X del presente artículo. La educación inicial es un derecho de la niñez y será responsabilidad del Estado concientizar sobre 
su importancia. 
[…] 
Ley General de Educación. 
Artículo 37. La educación básica está compuesta por el nivel inicial, preescolar, primaria y secundaria. 
[…] 
69 De acuerdo con el sitio web de la Secretaría de Educación Pública, la educación inicial se brinda a niñas y niños menores de seis años de 
edad, y esta inician con niñas y niños de cuarenta y cinco días de edad. Por otro lado, dicho sitio también señala que la educación secundaria 
general y técnica se brinda para niñas, niños y adolescentes menores de 15 años, mientras que la Telesecundaria se brinda para menores de 
16 años. Excepcionalmente, para las comunidades rurales e indígenas y centros escolares para población migrante que careza de servicios 
educativos para adultos, ésta se brindará para menores de 18 años. 
Cabe señalar que la Ley General de Educación únicamente establece, en su artículo 42, que la edad mínima para ingresar a la educación 
básica en el nivel preescolar es de tres años, y para nivel primaria de seis años. Sin embargo, no señala nada relativo a la educación inicial o 
secundaria. La Ley Numero 464 de Educación del Estado libre y Soberano de Guerrero prevé una disposición similar. 
En relación con la educación inicial, véase: “Educación Inicial” Dirección de Educación Inicial. Secretaría de Educación Pública. 1 de enero de 
2013. <https://www.gob.mx/sep/acciones-y-programas/educacion-inicial-direccion-de-educacion-inicial> 
En relación con la educación secundaria, véase: “Educación Secundaria” Secretaría de Educación Pública. 3 de agosto de 2020. < 
https://educacionbasica.sep.gob.mx/consejos_tecnicos_escolares/default/pub?id=1125&nomactividad=Secundaria> 
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89. Sin embargo, lo anterior no quiere decir que la sanción no impacte a la hija o el hijo. En primer lugar, 
ellas y ellos son los que deberán asistir a terapia psicológica. Pero más destacadamente, la norma es 
de carácter penal, y esto tiene implicaciones importantes para los sujetos activos. Cabe señalar que el 
hecho de que la sanción de la norma impugnada no sea el encarcelamiento no la exime de ser una 
norma de carácter penal. La norma, al estar plasmada en el Código Penal para el Estado Libre y 
Soberano de Guerrero, indudablemente criminaliza la conducta sancionada. Así pues, la acusación a la 
niña, niño o adolescente de cometer la conducta tipificada en la misma lo llevaría a enfrentar un juicio 
de carácter penal (si bien, éste se llevaría a cabo en el sistema de justicia para adolescentes)70 y todas 
las implicaciones que esto conlleva. Por lo tanto, la aplicación de la norma a un menor de edad implica 
una colisión con el referido subprincipio de alternatividad del principio de mínima intervención penal. 

90. Someter a una niña, niño o adolescente a un proceso judicial y, en particular, a uno de carácter penal 
representa por sí solo e independientemente del resultado, una amenaza a su integridad. Enfrentarse a 
un proceso judicial coloca a casi todas las niñas, niños o adolescentes en una situación de 
vulnerabilidad, angustia, ansiedad, tristeza o miedo.71 Además, el juicio es un proceso que implica 
costos económicos —tales como los de defensa legal, de traslados, y los costos de oportunidad de los 
niños, niñas y adolescentes, y de sus padres o tutores—, así como costos personales —tales como los 
de carácter psicológico, emocional, y el desgaste de relaciones personales—. Por tanto, las posibles 
afectaciones al desarrollo del menor derivadas de que enfrente un juicio de carácter penal implican un 
menoscabo al principio de interés superior de la niñez. 

91. Dado que el sujeto activo es menor de 18 años y que la sanción de norma de carácter penal lo impacta 
directamente, queda claro que la norma implica una colisión con el principio del interés superior de 
la niñez. 

92. Considerando las conclusiones anteriores, se aduce que la cuestión jurídica a resolver es la siguiente: 
con el objeto de proteger a las niñas, niños y adolescentes de acoso escolar en las instituciones 
educativas públicas y privadas de nivel básico, ¿es necesario criminalizar la conducta de las alumnas y 
alumnos menores de 18 años que agredan físicamente y de manera reiterada a sus compañeras 
y compañeros, así como fijar las sanciones del artículo impugnado? 

93. Cabe señalar, en primera instancia, que la medida puede considerarse como idónea para proteger a 
niñas, niños y adolescentes de acoso escolar en cierta medida. La amenaza de una sanción y de ser 
sometida a un proceso penal desincentivará a las niñas, niños y adolescentes a agredir físicamente a 
sus compañeros. Sin embargo, esto no significa que la medida sea idónea para atender el acoso 
escolar en otras dimensiones—tales como la atención a víctimas— ni, destacadamente, que la medida 
sea necesaria. 

                                                 
70 Conforme a los principios y procedimientos establecidos en la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes, en 
relación a lo establecido en el artículo 18 de la Constitución Federal y el diverso 16 del Código Penal para el Estado Libre y Soberano de 
Guerrero Número 499. 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Artículo 18. 
[…] 
(REFORMADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 
La Federación y las entidades federativas establecerán, en el ámbito de sus respectivas competencias, un sistema integral de justicia para los 
adolescentes, que será aplicable a quienes se atribuya la comisión o participación en un hecho que la ley señale como delito y tengan entre 
doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad. Este sistema garantizará los derechos humanos que reconoce la Constitución para 
toda persona, así como aquellos derechos específicos que por su condición de personas en desarrollo les han sido reconocidos a los 
adolescentes. Las personas menores de doce años a quienes se atribuya que han cometido o participado en un hecho que la ley señale 
como delito, sólo podrán ser sujetos de asistencia social. 
La operación del sistema en cada orden de gobierno estará a cargo de instituciones, tribunales y autoridades especializados en la procuración 
e impartición de justicia para adolescentes. Se podrán aplicar las medidas de orientación, protección y tratamiento que amerite cada caso, 
atendiendo a la protección integral y el interés superior del adolescente. 
(REFORMADO, D.O.F. 2 DE JULIO DE 2015) 
Las formas alternativas de justicia deberán observarse en la aplicación de este sistema, siempre que resulte procedente. El proceso en 
materia de justicia para adolescentes será acusatorio y oral, en el que se observará la garantía del debido proceso legal, así como la 
independencia de las autoridades que efectúen la remisión y las que impongan las medidas. Éstas deberán ser proporcionales al hecho 
realizado y tendrán como fin la reinserción y la reintegración social y familiar del adolescente, así como el pleno desarrollo de su persona y 
capacidades. El internamiento se utilizará sólo como medida extrema y por el tiempo más breve que proceda, y podrá aplicarse únicamente a 
los adolescentes mayores de catorce años de edad, por la comisión o participación en un hecho que la ley señale como delito. 
[…] 
Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Guerrero Número 499. 
Artículo 16. Igualdad y edad penal. 
[…] 
A las personas menores de dieciocho años edad que realicen una conducta activa u omisiva prevista en algún tipo penal, se les aplicarán las 
disposiciones contenidas en las leyes correspondientes, por los órganos especializados destinados a ello y según las normas de 
procedimiento que las mismas establezcan. 
71 Dirección General de Derechos Humanos de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. “Protocolo para juzgar con perspectiva de Infancia 
y Adolescencia.” SCJN. Noviembre 2021 p. 31 
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94. Una medida puede considerarse necesaria cuando no existan medidas no penales que sean igualmente 
idóneas para alcanzar el objetivo. La medida contenida en la norma impugnada no se considera 
necesaria porque existen otras medidas igualmente idóneas y menos lesivas al derecho del interés de 
la niñez. 

95. En primer lugar, y suponiendo sin conceder que el establecimiento de una multa a los padres o tutores y 
el mandato de asesoría psicológica fueran medidas que adecuadamente atendieran el problema de 
acoso escolar, no hay necesidad de someter a las niñas, niños y adolescentes a un procedimiento 
judicial de tipo penal.72 Una medida administrativa de idénticas características tendría los mismos 
efectos disuasorios y sería menos restrictiva a los derechos de las niñas, niños y adolescentes puesto 
que no traería aparejada el mismo nivel de costos emocionales, económicos y sociales que los que 
derivarían de un juicio y sanción penal. Por lo tanto, el carácter penal de la norma no es necesaria y se 
incumple el principio de mínima intervención penal. La norma, al ser de tipo penal, no es estrictamente 
necesaria para alcanzar el fin que busca la norma, esto es, desincentivar el acoso escolar. 

96. En conclusión, dado que la norma violenta el principio culpabilidad, así como el de mínima intervención 
en materia penal, se declara la invalidez de la totalidad de la norma impugnada, por haber resultado 
fundados, en esencia, los planteamientos de la comisión accionante, sin que resulte necesario analizar 
los restantes. 73 

VII. EFECTOS. 

97. A la luz de lo expuesto en el considerando anterior, se declara la invalidez del artículo 204 Bis I del 
Código Penal para el Estado Libre y Soberano de Guerrero Número 499, adicionado mediante Decreto 
Número 839 publicado en el Periódico Oficial del Gobierno de Guerrero el tres de septiembre de dos 
mil veintiuno. 

98. Con fundamento en el artículo 45 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la declaratoria de invalidez tendrá efectos 
retroactivos a partir del cuatro de septiembre de dos mil veintiuno, fecha en la que entró en vigor 
la norma. 

99. La presente ejecutoria surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de este 
fallo al Congreso del Estado Libre y Soberano de Guerrero. 

100. Para el eficaz cumplimiento de esta sentencia, también se deberá notificar al titular del Poder Ejecutivo 
del Estado de Guerrero, al Tribunal Superior de Justicia del Estado de Guerrero, a los órganos 
jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación en el Vigesimoprimer Circuito con competencia en 
materia penal, así como a la Fiscalía General de esa entidad federativa. 

VIII. DECISIÓN. 

Por lo antes expuesto, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación resuelve: 

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad. 

SEGUNDO. Se declara la invalidez del artículo 204 Bis I del Código Penal para el Estado Libre y Soberano 
de Guerrero Número 499, adicionado mediante Decreto Número 839 publicado en el Periódico Oficial de dicha 
entidad federativa el tres de septiembre de dos mil veintiuno, en términos del apartado VI de este fallo. 

                                                 
72 Cabe reiterar el contenido del párrafo 3 inciso b) y párrafo 4 del artículo 40 de la Convención sobre los Derechos del Niño (énfasis 
añadido): 
Artículo 40. 
(…). 
3. Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para promover el establecimiento de leyes, procedimientos, autoridades e 
instituciones específicos para los niños de quienes se alegue que han infringido las leyes penales o a quienes se acuse o declare culpables 
de haber infringido esas leyes, y en particular: 
(…). 
b) Siempre que sea apropiado y deseable, la adopción de medidas para tratar a esos niños sin recurrir a procedimientos judiciales, 
en el entendimiento de que se respetarán plenamente los derechos humanos y las garantías legales. 
4. Se dispondrá de diversas medidas, tales como el cuidado, las órdenes de orientación y supervisión, el asesoramiento, la libertad vigilada, la 
colocación en hogares de guarda, los programas de enseñanza y formación profesional, así como otras posibilidades alternativas a la 
internación en instituciones, para asegurar que los niños sean tratados de manera apropiada para su bienestar y que guarde proporción 
tanto con sus circunstancias como con la infracción. 
73 De acuerdo con el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia 37/2004 emitida por el Pleno, de rubro "ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO INNECESARIO DE CONCEPTOS DE INVALIDEZ,” consultable en Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIX, Junio de 2004, página 863. 
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TERCERO. La declaración de invalidez surtirá sus efectos retroactivos al cuatro de septiembre de dos mil 
veintiuno, a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de 
Guerrero, de conformidad con su apartado VII. 

CUARTO. Publíquese esta sentencia en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del Estado 
de Guerrero, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 
Zaldívar Lelo de Larrea, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández, respecto de 
los apartados I, II, III, IV y V, relativos, respectivamente, al trámite de la demanda, a la competencia, a la 
oportunidad, a la legitimación y a las causas de improcedencia. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 
Zaldívar Lelo de Larrea, Ríos Farjat con razones adicionales respecto al artículo 18 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos y apartándose de algunas expresiones que se realizan en el párrafo 69, 
Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández, respecto del apartado VI, relativo al estudio de 
fondo, consistente en declarar la invalidez del artículo 204 Bis I del Código Penal para el Estado Libre y 
Soberano de Guerrero, Número 499. El señor Ministro Zaldívar Lelo de Larrea reservó su derecho para 
formular voto concurrente. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 
Zaldívar Lelo de Larrea, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández, respecto del 
apartado VII, relativo a los efectos, consistente en determinar que: 1) La declaratoria de invalidez decretada 
tendrá efectos retroactivos a partir del cuatro de septiembre de dos mil veintiuno, fecha en que entró en vigor 
la norma; 2) La declaratoria de invalidez decretada surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos 
resolutivos de este fallo al Congreso del Estado Libre y Soberano de Guerrero; y, 3) Para el eficaz 
cumplimiento de esta sentencia, también se deberá notificar al titular del Poder Ejecutivo, a la Fiscalía General 
y al Supremo Tribunal de Justicia del Poder Judicial, todos del Estado de Guerrero, a los Tribunales 
Colegiados en Materia Penal y Administrativa y al de Apelación del Vigésimo Primer Circuito, así como a los 
Centros de Justicia Penal Federal en el Estado de Guerrero y a los Juzgados de Distrito en dicha entidad 
federativa. 

En relación con el punto resolutivo cuarto: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 
Zaldívar Lelo de Larrea, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidenta Piña Hernández. 

La señora Ministra Presidenta Piña Hernández declaró que el asunto se resolvió en los términos 
precisados. 

Firman la señora Ministra Presidenta y el señor Ministro Ponente, con el Secretario General de Acuerdos 
quien da fe. 

Presidente, Ministra Norma Lucía Piña Hernández.- Firmado electrónicamente.- Ponente, Ministro Juan 
Luis González Alcántara Carrancá.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, 
Licenciado Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de veintiocho fojas útiles, 
en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente 
de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 147/2021, promovida por la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión 
del seis de marzo del dos mil veintitrés. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de 
la Federación.- Ciudad de México, a veintinueve de agosto de dos mil veintitrés.- Rúbrica. 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la  
República Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario 
del pueblo”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA  

EXTRANJERA PAGADERAS EN LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco  
de México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 
cambio obtenido el día de hoy fue de $17.5543 M.N. (diecisiete pesos con cinco mil quinientos cuarenta y tres 
diezmilésimos moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 7 de septiembre de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Directora de Disposiciones de 
Banca Central, Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- Gerente de Operaciones Nacionales,  
Lic. José Andrés Jiménez Guerra.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario 
del pueblo”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos de 
28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 11.5000 y 11.5043 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: BBVA México, S.A., Banco Nacional de México, S.A., Banco Inbursa, S.A., 
Banca Mifel, S.A., Banco J.P. Morgan, S.A., ScotiaBank Inverlat, S.A. y Banco Mercantil del Norte, S.A. 

Ciudad de México, a 7 de septiembre de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Directora de Disposiciones de 
Banca Central, Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- Gerente de Operaciones Nacionales,  
Lic. José Andrés Jiménez Guerra.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario 
del pueblo”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil bancario en 
moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 11.24 por ciento.  

Ciudad de México, a 6 de septiembre de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Directora de Disposiciones de 
Banca Central, Lic. María Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- Gerente de Operaciones Nacionales,  
Lic. José Andrés Jiménez Guerra.- Rúbrica. 
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CIRCULAR 7/2023 dirigida a las Instituciones de Crédito, Casas de Bolsa, Fondos de Inversión, Sociedades 
Financieras de Objeto Múltiple que tengan vínculos patrimoniales con una Institución de Banca Múltiple, 
Almacenes Generales de Depósito, Instituciones de Seguros y a la Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, 
Rural, Forestal y Pesquero, relativa a las modificaciones a la Circular 4/2012 (transición de las TIIE a plazos 
mayores a un día hábil bancario, a la TIIE de Fondeo). 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario 
del pueblo”. 

CIRCULAR 7/2023 

A LAS INSTITUCIONES DE CRÉDITO, CASAS DE 

BOLSA, FONDOS DE INVERSIÓN, SOCIEDADES 

FINANCIERAS DE OBJETO MÚLTIPLE QUE TENGAN 

VÍNCULOS PATRIMONIALES CON UNA INSTITUCIÓN 

DE BANCA MÚLTIPLE, ALMACENES GENERALES DE 

DEPÓSITO, INSTITUCIONES DE SEGUROS Y A LA 

FINANCIERA NACIONAL DE DESARROLLO 

AGROPECUARIO, RURAL, FORESTAL Y PESQUERO: 

  

 ASUNTO: MODIFICACIONES A LA CIRCULAR 

4/2012 (TRANSICIÓN DE LAS TIIE A 

PLAZOS MAYORES A UN DÍA HÁBIL 

BANCARIO, A LA TIIE DE FONDEO) 

El Banco de México, con el propósito de continuar promoviendo el sano desarrollo del sistema financiero y 

considerando las recomendaciones de la asociación suiza que agrupa a autoridades financieras de diversos 

países, denominada Consejo de Estabilidad Financiera (FSB, por sus siglas en inglés), así como de la 

agrupación de autoridades supervisoras bancarias denominada Comité de Supervisión Bancaria de Basilea, y 

de la Organización Internacional de Comisiones de Valores (IOSCO, por sus siglas en inglés), respecto de las 

características que deben tener las tasas de referencia utilizadas en los mercados financieros, en particular, 

los periodos en que las instituciones financieras deberían cesar de utilizar tasas de referencia no 

determinadas con base en operaciones reales, ha decidido determinar las fechas a partir de las cuales se 

restringirá el uso, como subyacente para nuevas operaciones, de las Tasas de Interés Interbancarias de 

Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos mayores a un día hábil bancario, así como reconocer el uso 

de la TIIE a un día hábil bancario (TIIE de Fondeo) como subyacente dentro de las operaciones derivadas 

estandarizadas. 

Por lo anterior, con fundamento en los artículos 28, párrafos sexto y séptimo, de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, 2, 3, fracción I, 24, 26 y 36 de la Ley del Banco de México, 46, fracción XXV, y 

48 de la Ley de Instituciones de Crédito, 176, párrafo primero, de la Ley del Mercado de Valores, 15, párrafo 

segundo, de la Ley de Fondos de Inversión, 11 Bis 2, fracción XII, y 87-D, párrafo cuarto, de la Ley General de 

Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, 9, párrafo segundo, de la Ley Orgánica de Nacional 

Financiera, 6, párrafo segundo, de la Ley Orgánica de Sociedad Hipotecaria Federal, 9, párrafo segundo, de la 

Ley Orgánica del Banco del Bienestar, 9, párrafo segundo, de la Ley Orgánica del Banco Nacional de 

Comercio Exterior, 10, párrafo segundo, de la Ley Orgánica del Banco Nacional de Obras y Servicios 

Públicos, 8, párrafo segundo, de la Ley Orgánica del Banco Nacional del Ejército, Fuerza Aérea y Armada, 22 

de la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros, 1, 4, párrafo primero, 8, 

párrafos cuarto y octavo, 10, párrafo primero, 12, párrafo primero, en relación con el 19 Bis 1, fracción XI, y 

17, fracción I, del Reglamento Interior del Banco de México, que le otorgan la atribución de expedir 

disposiciones a través de la Dirección General de Operaciones de Banca Central y de la Dirección 
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de Disposiciones de Banca Central, respectivamente, así como Segundo, fracciones VI y X, del Acuerdo de 

Adscripción de las Unidades Administrativas del Banco de México, ha resuelto modificar el Anexo 2, 

adicionar la definición “TIIE de Fondeo” al numeral 1.1, así como derogar la definición “TIIE” contenida en el 

numeral 1.1, de las “Reglas para la realización de operaciones derivadas”, emitidas por el Banco de México 

mediante la Circular 4/2012, para quedar en los términos siguientes: 

REGLAS PARA LA REALIZACIÓN DE OPERACIONES DERIVADAS 

“1. DISPOSICIONES GENERALES 

1.1 … 

TIIE: Se deroga. 

TIIE de Fondeo: a la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio en moneda nacional, a plazo de un 

día hábil bancario, que publica el Banco de México de conformidad con lo previsto en 

la Sección IV del Capítulo IV del Título Tercero de las Disposiciones aplicables a las 

operaciones de las instituciones de crédito, las sociedades financieras de objeto 

múltiple reguladas que mantengan vínculos patrimoniales con instituciones de crédito 

y la Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero, 

emitidas por el Banco de México mediante la Circular 3/2012, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 2 de marzo de 2012, según haya sido modificada mediante 

resoluciones posteriores. 

…” 

“ANEXO 2 

CRITERIOS PARA LA DETERMINACIÓN DE OPERACIONES DERIVADAS ESTANDARIZADAS 

I. El Banco de México, para determinar las Operaciones Derivadas que tendrán el carácter de 

Operaciones Derivadas Estandarizadas, tomará en cuenta las características siguientes: 

a. El grado de estandarización de los términos y condiciones de las Operaciones Derivadas; 

b. La liquidez, la profundidad, el volumen negociado y el tamaño de las Operaciones Derivadas 

en el mercado mexicano; 

c. El número y tipo de entidades que tienen acceso para negociarlas y liquidarlas; 

d. La disponibilidad de fuentes de precios razonables, confiables y generalmente aceptados; 

e. El riesgo sistémico asociado con la celebración de dichas Operaciones Derivadas, así como 

su impacto en la estabilidad del sistema financiero mexicano; 

f. La existencia de sociedades que administran sistemas para facilitar operaciones con valores 

autorizadas por la CNBV, o instituciones del exterior que realicen funciones similares a las 

que llevan a cabo dichas sociedades que reconozca la CNBV, en las que se negocien 

dichas Operaciones Derivadas; 

g. La existencia de una cámara de compensación o institución del exterior que actúe como 

contraparte central, reconocida por el Banco de México en términos del numeral 7.6, en las 

que se compensen y liquiden dichas Operaciones Derivadas, y 

h. El efecto en la competencia, considerando las tarifas asociadas a los servicios de 

negociación y compensación. 
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II. De conformidad con lo dispuesto en la fracción I anterior, se consideran Operaciones Derivadas 

Estandarizadas, las siguientes: 

Se deroga. 

Las Operaciones de Intercambio (Swaps) de conformidad con las cuales una de las partes se obliga 

a realizar pagos denominados en pesos en periodos de 28 días naturales, o en aquellos que los 

sustituyan en caso de días inhábiles, de un monto calculado como el resultado de aplicar una 

determinada tasa de interés fija a un determinado monto, no amortizable y, a su vez, la otra parte se 

obliga a realizar pagos, en el mismo plazo, de montos denominados en la misma moneda, 

equivalentes al resultado de aplicar el resultado de la composición de las TIIE de Fondeo durante 

todos los días hábiles del periodo de intereses, al mismo monto no amortizable, y cuyo plazo mínimo 

de la Operación de Intercambio (Swap) sea mayor o igual a 28 días naturales y el plazo máximo 

menor o igual a 30 años. 

La composición de intereses a que se refiere el párrafo inmediato anterior corresponderá a lo 

establecido en la siguiente fórmula: 

 

Donde: 

  es la tasa de intereses de un periodo a la que se refieren los párrafos anteriores expresada en 

puntos porcentuales. 

  es el número de días naturales del periodo de cálculo de intereses (28 días para todos los 

periodos, excepto en aquellos casos en los que se presenten días inhábiles distintos a sábados y 

domingos, al inicio o al final del periodo que corresponda). 

  es el número de días hábiles dentro del periodo de cálculo de intereses en los que el Banco de 

México haya publicado la TIIE de Fondeo en su portal de internet. 

  es un operador que significa realizar la multiplicación de los factores entre paréntesis. 

  es la TIIE de Fondeo publicada en el portal de internet del Banco de México el día hábil  del 

periodo de cálculo de intereses, expresada en puntos porcentuales. 

  es el número de días naturales para los cuales la  publicada en el portal de internet del 

Banco de México en el día hábil  es aplicable; es decir, un día para todos los casos, excepto 

para los días hábiles a los que sigan inmediatamente días inhábiles, en cuyo caso el número de 

días corresponderá a la suma del día hábil más el día inhábil o los días inhábiles que le sigan 

de manera inmediata.” 

TRANSITORIAS 

PRIMERA.- Las modificaciones a las “Reglas para la realización de operaciones derivadas” previstas en la 

presente Circular entrarán en vigor el 1 de enero de 2025, sin perjuicio de lo dispuesto en las reglas 

transitorias siguientes. 

SEGUNDA.- A partir del 1 de enero de 2024, las Entidades, los Fondos de Inversión, los Almacenes 

Generales de Depósito, las Instituciones de Seguros y las Sofomes que celebren nuevas Operaciones 

Derivadas deberán abstenerse de utilizar como Subyacente en dichas operaciones las Tasas de Interés 

Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional a plazos de 91 y 182 días. No obstante, las Entidades, los 

Fondos de Inversión, los Almacenes Generales de Depósito, las Instituciones de Seguros y las Sofomes 

podrán continuar utilizando, como Subyacente en dichas operaciones, las Tasas de Interés Interbancarias de 



Viernes 8 de septiembre de 2023 DIARIO OFICIAL 133 

Equilibrio en moneda nacional a plazos de 91 y 182 días, según corresponda, que el Banco de México 

publique de conformidad con el Capítulo IV del Título Tercero de las “Disposiciones aplicables a las 

operaciones de las instituciones de crédito, las sociedades financieras de objeto múltiple reguladas que 

mantengan vínculos patrimoniales con instituciones de crédito y la Financiera Nacional de Desarrollo 

Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero” emitidas por el Banco de México mediante la Circular 3/2012, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de marzo de 2012, según haya sido modificada mediante 

resoluciones posteriores, únicamente en aquellas Operaciones Derivadas que celebren con anterioridad a la 

fecha indicada en la presente regla transitoria. En estos supuestos, las Entidades, los Fondos de Inversión, los 

Almacenes Generales de Depósito, las Instituciones de Seguros y las Sofomes podrán utilizar las tasas de 

referencia señaladas hasta el vencimiento de las operaciones referidas. 

TERCERA.- A partir del 1 de enero de 2025, las Entidades, los Fondos de Inversión, los Almacenes 

Generales de Depósito, las Instituciones de Seguros y las Sofomes que celebren nuevas Operaciones 

Derivadas u Operaciones Derivadas Estandarizadas, según corresponda, deberán abstenerse de utilizar como 

Subyacente en dichas operaciones la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio en moneda nacional a plazo 

de 28 días. No obstante, las Entidades, los Fondos de Inversión, los Almacenes Generales de Depósito, las 

Instituciones de Seguros y las Sofomes podrán continuar utilizando, como Subyacente en dichas operaciones, 

la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio en moneda nacional a plazo de 28 días que el Banco de México 

publique de conformidad con el Capítulo IV del Título Tercero de las “Disposiciones aplicables a las 

operaciones de las instituciones de crédito, las sociedades financieras de objeto múltiple reguladas que 

mantengan vínculos patrimoniales con instituciones de crédito y la Financiera Nacional de Desarrollo 

Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero” emitidas por el Banco de México mediante la Circular 3/2012, 

publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de marzo de 2012, según haya sido modificada mediante 

resoluciones posteriores, únicamente en aquellas Operaciones Derivadas u Operaciones Derivadas 

Estandarizadas que celebren con anterioridad a la fecha indicada en la presente regla transitoria. En estos 

supuestos, las Entidades, los Fondos de Inversión, los Almacenes Generales de Depósito, las Instituciones de 

Seguros y las Sofomes podrán utilizar la tasa de referencia señalada hasta el vencimiento de las operaciones 

referidas. 

CUARTA.- Sin perjuicio de lo dispuesto en las reglas transitorias Segunda y Tercera anteriores, de 

manera extraordinaria, las Entidades, los Fondos de Inversión, los Almacenes Generales de Depósito, las 

Instituciones de Seguros y las Sofomes podrán celebrar, con posterioridad a las fechas indicadas en las reglas 

transitorias referidas, según corresponda, nuevas Operaciones Derivadas Estandarizadas utilizando como 

Subyacente la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio en moneda nacional a plazo de 28 días y nuevas 

Operaciones Derivadas utilizando como Subyacente las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en 

moneda nacional a plazos de 28, 91 y 182 días que publica el Banco de México de conformidad con el 

Capítulo IV del Título Tercero de las “Disposiciones aplicables a las operaciones de las instituciones de 

crédito, las sociedades financieras de objeto múltiple reguladas que mantengan vínculos patrimoniales con 

instituciones de crédito y la Financiera Nacional de Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero” 

emitidas por el Banco de México mediante la Circular 3/2012, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 

2 de marzo de 2012, según haya sido modificada mediante resoluciones posteriores, exclusivamente, cuando 

tales operaciones tengan como propósito el cierre de posiciones en Operaciones Derivadas y Operaciones 

Derivadas Estandarizadas que hayan celebrado con anterioridad a las fechas a que se refieren las reglas 

transitorias Segunda y Tercera, respectivamente, de la presente Circular. 

Ciudad de México, a 4 de septiembre de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Director General de Operaciones de 

Banca Central, Gerardo Israel García López.- Rúbrica.- Directora de Disposiciones de Banca Central, María 

Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica. 

 

Para cualquier consulta sobre el contenido de la presente Circular, el Banco de México se pone a su disposición a través de la Dirección de 

Autorizaciones y Sanciones de Banca Central al teléfono (55) 5237-2000 extensión 3200. 
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CIRCULAR 8/2023 dirigida a las Instituciones de Crédito, relativa a los medios para dar a conocer las circulares 
que el Banco de México emita en materia de almacenamiento, abastecimiento, canje, entrega, retiro, reproducción 
y destrucción de billetes y monedas metálicas, así como corresponsalía de caja. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario 
del pueblo”. 

CIRCULAR 8/2023 

A LAS INSTITUCIONES DE CRÉDITO:   

 ASUNTO: MEDIOS PARA DAR A CONOCER LAS 

CIRCULARES QUE EL BANCO DE 

MÉXICO EMITA EN MATERIA DE 

ALMACENAMIENTO, ABASTECIMIENTO, 

CANJE, ENTREGA, RETIRO, 

REPRODUCCIÓN Y DESTRUCCIÓN DE 

BILLETES Y MONEDAS METÁLICAS, ASÍ 

COMO CORRESPONSALÍA DE CAJA 

El Banco de México, con el propósito de continuar promoviendo el sano desarrollo del sistema financiero y 
el buen funcionamiento de los sistemas de pagos, así como la protección de los intereses del público, 
considera conveniente expedir las disposiciones de carácter general a que se refiere el artículo 22, fracción II, 
de la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros, para determinar los medios a 
través de los cuales podrá dar a conocer la regulación que emita en materia de almacenamiento, 
abastecimiento, canje, entrega, retiro, reproducción y destrucción de billetes y monedas metálicas, así como 
corresponsalía de caja. 

Por lo anterior, con fundamento en los artículos 28, párrafos sexto y séptimo, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, 3, fracción I, 24 y 26, de la Ley del Banco de México, 22, fracción II, y párrafo 
tercero, incisos a) y b), de la Ley para la Transparencia y Ordenamiento de los Servicios Financieros, 48 y 48 
Bis 1, penúltimo párrafo, de la Ley de Instituciones de Crédito, 1, 4, párrafo primero, 8, párrafos cuarto y 
octavo, 10, párrafo primero, 16, párrafo primero, en relación con el 16 Bis, fracción II, y 17, fracción I, del 
Reglamento Interior del Banco de México, que le otorgan la atribución de expedir disposiciones a través de la 
Dirección General de Emisión y la Dirección de Disposiciones de Banca Central, respectivamente, así como 
Segundo, fracciones III y X, del Acuerdo de Adscripción de las Unidades Administrativas del Banco de México, 
ha resuelto emitir las siguientes Disposiciones de carácter general para determinar los medios para dar a 
conocer las circulares que el Banco de México emita en materia de almacenamiento, abastecimiento, canje, 
entrega, retiro, reproducción y destrucción de billetes y monedas metálicas, así como corresponsalía de caja: 

DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL PARA DETERMINAR LOS MEDIOS PARA DAR 
A CONOCER LAS CIRCULARES QUE EL BANCO DE MÉXICO EMITA EN MATERIA DE 

ALMACENAMIENTO, ABASTECIMIENTO, CANJE, ENTREGA, RETIRO, REPRODUCCIÓN Y 
DESTRUCCIÓN DE BILLETES Y MONEDAS METÁLICAS, ASÍ COMO CORRESPONSALÍA DE CAJA 

Artículo 1.- El Banco de México podrá dar a conocer las disposiciones de carácter general que emita en 
materia de almacenamiento, abastecimiento, canje, entrega, retiro, reproducción y destrucción de billetes y 
monedas metálicas, así como corresponsalía de caja, mediante su publicación en la página electrónica en 
internet del propio Banco, que se identifica con el nombre de dominio siguiente: 

https://www.banxico.org.mx/marco-normativo/normativa-emitida-por-el-banco-de-mexico/circular-operaciones-
de-caja/operaciones-caja-disposicione.html 

En adición a la publicación a que se refiere el párrafo inmediato anterior, en la misma fecha en que efectúe 
la referida publicación, el Banco de México comunicará a las instituciones de crédito las disposiciones de 
carácter general que emita en dicha materia mediante correo electrónico proveniente de las direcciones 
previstas en el Anexo 1 de esta Circular. Dichas disposiciones de carácter general se enviarán a las 
instituciones de crédito, firmadas electrónicamente por los funcionarios competentes para emitirlas en 
términos del Reglamento Interior del Banco de México con base en los datos de creación de firma electrónica 
y conforme a los procedimientos y sistemas de Infraestructura Extendida de Seguridad, administrada y 
regulada por el Banco de México, a que se refiere la Circular-Telefax 6/2005, según quede modificada o 
sustituida por resoluciones posteriores. 

El uso de la firma electrónica tendrá los mismos efectos legales que la firma autógrafa, de conformidad 
con las disposiciones aplicables. 
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Artículo 2.- Para efectos de lo previsto en el artículo 1 de las presentes disposiciones, cada institución de 
crédito deberá proporcionar a la Dirección de Programación y Distribución de Efectivo del Banco de México, 
una dirección de correo electrónico institucional y de tres a diez direcciones de correo electrónico de personas 
que laboren en la institución, las cuales deberán mantener habilitadas, en todo momento, para la recepción de 
las disposiciones de carácter general que emita el Banco de México en materia de almacenamiento, 
abastecimiento, canje, entrega, retiro, reproducción y destrucción de billetes y monedas metálicas, así como 
corresponsalía de caja, conforme al formato incluido en el Anexo 2 de la presente Circular. El correo 
electrónico institucional previsto en este párrafo deberá utilizarse únicamente para la recepción de las 
disposiciones de carácter general a que se refiere la presente Circular y su denominación deberá estar 
relacionada con tal fin. 

La información a que se refiere el párrafo inmediato anterior que las instituciones de crédito envíen al 
Banco de México para los efectos indicados en el presente artículo deberá ser entregada, de manera física o 
por medios electrónicos a las direcciones de correo electrónico establecidas en el Anexo 1 de las presentes 
disposiciones, en días hábiles bancarios, entre las 9:00 y las 17:00 horas, y suscrita por algún representante 
que cuente con facultades para ejercer actos de administración o de dominio a nombre de la institución de 
crédito de que se trate. A efecto de acreditar las facultades referidas, la institución de crédito deberá 
presentar, en adición a la información a que se refiere el párrafo precedente, copia certificada de la escritura 
pública en la que conste el otorgamiento de las facultades referidas, así como copia simple de la identificación 
oficial del representante. En todo caso, la copia certificada a que se refiere el presente párrafo deberá 
presentarse de manera física a la Dirección de Programación y Distribución de Efectivo del Banco de México, 
en Calzada Legaria número 691, colonia Irrigación, demarcación territorial Miguel Hidalgo, código postal 
11500, Ciudad de México, México. 

Las instituciones de crédito podrán abstenerse de presentar la copia certificada de la escritura pública en 
la que conste el otorgamiento de las facultades de representación a que se refiere el párrafo inmediato 
anterior, tratándose de comunicaciones suscritas por los representantes de las instituciones de crédito que se 
encuentren registrados ante el Banco de México en términos de las Reglas del Módulo de Atención 
Electrónica, contenidas en la Circular 13/2012 del Banco de México, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 17 de septiembre de 2012, según quede modificada o sustituida por resoluciones posteriores. 

Las instituciones de crédito deberán notificar a la Dirección de Programación y Distribución de Efectivo del 
Banco de México, de manera física o por medios electrónicos a las direcciones de correo electrónico 
establecidas en el Anexo 1 de las presentes disposiciones, cualquier revocación o modificación respecto a las 
facultades de los representantes que hayan sido acreditados ante el propio Banco, ya sea mediante la 
presentación de copia certificada de la escritura pública en la que conste el otorgamiento de las facultades o 
mediante su registro como representante de conformidad con las Reglas del Módulo de Atención Electrónica, 
para proporcionar las direcciones de correo electrónico habilitadas para la recepción de las disposiciones de 
carácter general que emita en materia de almacenamiento, abastecimiento, canje, entrega, retiro, 
reproducción y destrucción de billetes y monedas metálicas, así como corresponsalía de caja, dentro de los 
tres días hábiles bancarios siguientes a que surta efectos la revocación o modificación de que se trate. 

Artículo 3.- Las instituciones de crédito, por conducto de los representantes a que se refiere el artículo 2 
de las presentes disposiciones, podrán modificar el listado de las direcciones de correo electrónico habilitadas 
para la recepción de las disposiciones de carácter general del Banco de México. 

Asimismo, las instituciones de crédito deberán mantener actualizado el listado de direcciones de correo 
electrónico habilitadas para la recepción de disposiciones de carácter general que emita el Banco de México, 
para lo cual deberán notificar a este Instituto Central, por conducto de dichos representantes, cualquier baja, 
inactivación o modificación de las direcciones de correo referidas, dentro de los diez días hábiles bancarios 
siguientes a que ocurra la baja, inactivación o modificación de que se trate. 

En ambos casos, las modificaciones o revocaciones deberán notificarse al Banco de México, de manera 
física o por medios electrónicos a las direcciones de correo electrónico establecidas en el Anexo 1 de las 
presentes disposiciones, mediante la presentación del formato incluido en el Anexo 2 de la presente Circular 
con las direcciones de correo electrónico que se mantendrán habilitadas. Dichas modificaciones o 
revocaciones surtirán efectos al segundo día hábil bancario siguiente al de su notificación al Banco de México. 

Los documentos que las instituciones de crédito envíen al Banco de México en términos de las presentes 
disposiciones deberán estar suscritos con firma autógrafa o firma electrónica avanzada. Para efectos 
de las presentes disposiciones, se entiende por firma electrónica avanzada a aquella que cumple con los 
requisitos de Firma Electrónica Avanzada o Fiable a que se refieren los artículos 89 y 97 del Código de 
Comercio, según sea modificado o sustituido con posterioridad. Los datos de la firma electrónica deberán 
ser susceptibles de verificarse mediante el correspondiente certificado digital expedido por el Servicio de 
Administración Tributaria. 
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Artículo 4.- El envío de las disposiciones de carácter general que emita el Banco de México en materia de 
almacenamiento, abastecimiento, canje, entrega, retiro, reproducción y destrucción de billetes y monedas 
metálicas, así como corresponsalía de caja, se tendrá por realizado, para todos los efectos legales, si estas se 
comunican de conformidad con lo establecido en las presentes disposiciones, a la dirección de correo 
electrónico institucional o a las direcciones de correo electrónico de las personas que laboren en la institución 
de crédito de que se trate, y que el propio Banco tenga registradas al momento del referido envío, con base en 
la última versión de la información a que se refiere el Anexo 2 que haya presentado la institución de crédito 
correspondiente al Banco de México, incluso en caso de que algunas cuentas de correo electrónico 
proporcionadas por la institución de crédito resulten inexactas, inactivas, inexistentes o presenten cualquier 
error para la recepción de las disposiciones referidas. 

En caso de que alguna institución de crédito no presente al Banco de México, conforme a lo previsto en 
las presentes disposiciones, la información necesaria y actualizada para que este pueda realizar el envío de 
las disposiciones de carácter general que emita en materia de almacenamiento, abastecimiento, canje, 
entrega, retiro, reproducción y destrucción de billetes y monedas metálicas, así como corresponsalía de caja, 
el envío de estas se tendrá por realizado, para todos los efectos legales, por su sola publicación en la página 
electrónica en internet del propio Banco, que se identifica con el nombre de dominio siguiente: 

https://www.banxico.org.mx/marco-normativo/normativa-emitida-por-el-banco-de-mexico/circular-operaciones-
de-caja/operaciones-caja-disposicione.html 

 

ANEXO 1 

DIRECCIONES DE CORREO ELECTRÓNICO DEL BANCO DE MÉXICO A TRAVÉS DE LAS CUALES 
PODRÁN ENVIARSE A LAS INSTITUCIONES DE CRÉDITO LAS DISPOSICIONES DE CARÁCTER 
GENERAL QUE ESTE EMITA EN MATERIA DE ALMACENAMIENTO, ABASTECIMIENTO, CANJE, 

ENTREGA, RETIRO, REPRODUCCIÓN Y DESTRUCCIÓN DE BILLETES Y MONEDAS METÁLICAS, ASÍ 
COMO CORRESPONSALÍA DE CAJA 

COC@banxico.org.mx 

circular_caja@banxico.org.mx 

 

ANEXO 2 

MODELO DE COMUNICACIÓN PARA PROPORCIONAR AL BANCO DE MÉXICO LAS DIRECCIONES DE 
CORREO ELECTRÓNICO HABILITADAS POR LA INSTITUCIÓN DE CRÉDITO PARA LA RECEPCIÓN DE 

LAS DISPOSICIONES DE CARÁCTER GENERAL QUE EMITA EN MATERIA DE ALMACENAMIENTO, 
ABASTECIMIENTO, CANJE, ENTREGA, RETIRO, REPRODUCCIÓN Y DESTRUCCIÓN DE BILLETES Y 

MONEDAS METÁLICAS, ASÍ COMO CORRESPONSALÍA DE CAJA 

Ciudad de México, a __ de ______ de ____ 

BANCO DE MÉXICO 
DIRECCIÓN DE PROGRAMACIÓN Y DISTRIBUCIÓN DE EFECTIVO 
Calzada Legaria número 691, colonia Irrigación, 
Demarcación territorial Miguel Hidalgo, 
Código postal 11500, Ciudad de México. 
P r e s e n t e. 

En relación con el artículo 2 de la Circular 8/2023 del Banco de México, en los términos vigentes a la fecha 
de suscripción de la presente, según sea modificada o sustituida por esa autoridad mediante resoluciones 
posteriores, (nombre de la institución de crédito) hace constar que las disposiciones de carácter general que 
emita el Banco de México en materia de almacenamiento, abastecimiento, canje, entrega, retiro, reproducción 
y destrucción de billetes y monedas metálicas, así como corresponsalía de caja, obligan y surten sus efectos 
en los términos que estas señalen para (nombre de la institución de crédito), al ser enviadas por ese Banco 
Central, en términos de la Circular 8/2023 citada, a las direcciones de correo electrónico siguientes: 

DIRECCIONES DE CORREO ELECTRÓNICO 

Dirección de correo institucional 

________________________________ 

Direcciones de correo, mínimo tres y hasta diez personas que laboran en la institución 

________________________________ 

________________________________ 

________________________________ 
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Para tales efectos, quien suscribe la presente comunicación cuenta con las facultades necesarias para 
presentar este escrito, conforme a la Circular 8/2023 citada, lo cual se acredita con (incluir la opción que 
corresponda conforme a lo siguiente) 

(opción 1) la copia certificada de la escritura pública en la que consta el otorgamiento de las facultades 
correspondientes, así como copia fotostática de la identificación oficial del representante, quien, bajo protesta 
de decir verdad, manifiesta que dicha copia simple es una reproducción fiel y exacta del original. 

(opción 2) el comprobante del registro ante el Banco de México en términos de las Reglas del Módulo de 
Atención Electrónica, contenidas en la Circular 13/2012 del Banco de México, publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el 17 de septiembre de 2012, según quede modificada o sustituida por resoluciones posteriores. 

Esta institución de crédito se obliga a notificar al Banco de México, de manera inmediata y a través de los 
medios establecidos en la Circular 8/2023, cualquier cambio en la presente lista, el cual surtirá efectos a partir 
del segundo día hábil bancario siguiente al que se haga del conocimiento del Banco de México. 

Por lo anterior, esta institución de crédito, en este acto, libera de toda responsabilidad al Banco de México 
por el envío de disposiciones de carácter general a las direcciones de correo electrónico señaladas en la 
presente comunicación. Lo anterior, hasta en tanto no exista alguna nueva comunicación que revoque o 
modifique las referidas direcciones de correo electrónico que, en su caso, se presente en términos de lo 
previsto en la citada Circular 8/2023. 

Asimismo, (nombre de la institución de crédito), en este acto, reconoce que el envío de las disposiciones 
de carácter general se tendrá por realizado, para todos los efectos legales, si estas se comunican a la 
dirección de correo electrónico institucional o las direcciones de correo electrónico señaladas en el presente 
escrito. 

Finalmente, se deja sin efectos cualquier comunicación previa que esta institución de crédito hubiere 
presentado al Banco de México en términos del Anexo 2 de la Circular 8/2023. 

A t e n t a m e n t e, 

(Denominación de la institución de crédito) 

(Nombre, puesto y firma del representante) 

 

TRANSITORIAS 

PRIMERA.- La presente Circular entrará en vigor el día siguiente a su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

SEGUNDA.- Las instituciones de crédito deberán proporcionar a la Dirección de Programación y 
Distribución de Efectivo del Banco de México las direcciones de correo electrónico habilitadas para la 
recepción de las disposiciones de carácter general que emita el Banco de México, conforme al formato 
incluido en el Anexo 2 de la presente Circular, a más tardar el 23 de octubre de 2023. 

TERCERA.- Las disposiciones de carácter general vigentes en materia de almacenamiento, 
abastecimiento, canje, entrega, retiro, reproducción y destrucción de billetes y monedas metálicas, así como 
corresponsalía de caja, dadas a conocer por el Banco de México a las instituciones de crédito con anterioridad 
a la entrada en vigor de la presente Circular conservarán su plena validez y efectos legales. 

Hasta el 23 de octubre de 2023, continuarán en vigor y con plenos efectos los medios a través de los 
cuales el Banco de México hubiere dado o dé a conocer las disposiciones de carácter general en materia de 
almacenamiento, abastecimiento, canje, entrega, retiro, reproducción y destrucción de billetes y monedas 
metálicas, así como corresponsalía de caja. 

CUARTA. Se abroga la Circular-Telefax 1/2002 del Banco de México. 

Ciudad de México, a 5 de septiembre de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Director General de Emisión, 
Alejandro Alegre Rabiela.- Rúbrica.- Directora de Disposiciones de Banca Central, María Teresa Muñoz 
Arámburu.- Rúbrica. 

 

Para cualquier consulta sobre el contenido de la presente Circular, el Banco de México se pone a su disposición a través de la Dirección de 
Autorizaciones y Sanciones de Banca Central al teléfono (55) 5237-2000 extensión 3200. 
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VALOR de la unidad de inversión. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario 
del pueblo”. 

VALOR DE LA UNIDAD DE INVERSIÓN 

El Banco de México, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo tercero del Decreto que establece las 
obligaciones que podrán denominarse en unidades de inversión y reforma y adiciona diversas disposiciones 
del Código Fiscal de la Federación y de la Ley del Impuesto sobre la Renta; con fundamento en los artículos 
8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de México, y según lo previsto en el artículo 20 Ter del referido 
Código, da a conocer el valor en pesos de la Unidad de Inversión, para los días del 11 al 25 de septiembre  
de 2023. 

FECHA 
Valor  

(Pesos) 
11-septiembre-2023 7.846426 
12-septiembre-2023 7.847763 
13-septiembre-2023 7.849100 
14-septiembre-2023 7.850437 
15-septiembre-2023 7.851774 
16-septiembre-2023 7.853112 
17-septiembre-2023 7.854450 
18-septiembre-2023 7.855788 
19-septiembre-2023 7.857126 
20-septiembre-2023 7.858465 
21-septiembre-2023 7.859803 
22-septiembre-2023 7.861142 
23-septiembre-2023 7.862481 
24-septiembre-2023 7.863821 
25-septiembre-2023 7.865161  

Ciudad de México, a 7 de septiembre de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Precios y Salarios,  
Dr. Josué Fernando Cortés Espada.- Rúbrica.- Directora de Disposiciones de Banca Central, Lic. María 
Teresa Muñoz Arámburu.- Rúbrica.- Subgerente de Precios y Salarios, Lic. Eduardo Miguel Torres Torija 
Symonds.- Rúbrica.  

 

INSTITUTO NACIONAL DE ESTADISTICA Y GEOGRAFIA 
ÍNDICE nacional de precios al consumidor. 

Al margen un logotipo, que dice: Instituto Nacional de Estadística y Geografía. 

ÍNDICE NACIONAL DE PRECIOS AL CONSUMIDOR 
Con fundamento en los artículos 59 fracción III, inciso a) de la Ley del Sistema Nacional de Información 

Estadística y Geográfica, 20 y 20-bis del Código Fiscal de la Federación, y 23 fracción X del Reglamento 
Interior del Instituto Nacional de Estadística y Geografía corresponde al Instituto elaborar el Índice Nacional de 
Precios al Consumidor y publicar los mismos en el Diario Oficial de la Federación, por lo que se da a conocer 
lo siguiente: 

Con base en la segunda quincena de julio de 2018=100 el Índice Nacional de Precios al Consumidor del 
mes de agosto de 2023 es 129.545. Esta cifra representa una variación de 0.55 por ciento respecto del índice 
correspondiente al mes de julio de 2023, que fue de 128.832. 

Los precios de los bienes y servicios más significativos por su incidencia sobre la inflación general durante 
el mes de agosto de 2023 fueron, al alza: Jitomate; Gas doméstico LP; Cebolla; Gasolina de bajo octanaje; 
Loncherías, fondas, torterías y taquerías; Universidad; Vivienda propia; Tomate verde; Electricidad; y Otras 
frutas. Así como a la baja: Papa y otros tubérculos; Transporte aéreo; Chayote; Servicios turísticos en 
paquete; Naranja; Pollo; Ejotes; Aguacate; Uva y Huevo. 

En los próximos días del mes en curso, este Instituto hará la publicación prevista en el último párrafo del 
artículo 20-bis del Código Fiscal de la Federación. 

Por otra parte, el Instituto Nacional de Estadística y Geografía da a conocer que el Índice Nacional de 
Precios al Consumidor quincenal con base en la segunda quincena de julio de 2018 = 100, correspondiente a 
la segunda quincena de agosto de 2023, es de 129.711. Este número representa una variación de 0.26 por 
ciento respecto al índice de la primera quincena de agosto de 2023, que fue de 129.380. 

Ciudad de México, a 7 de septiembre de 2023.- Instituto Nacional de Estadística y Geografía: Director 
General Adjunto de Índices de Precios, Lic. Jorge Alberto Reyes Moreno.- Rúbrica. 
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INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 
ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se aprueban la metodología y el 
Catálogo de programas de radio y televisión que difunden noticias, así como los requerimientos técnicos que 
deberán atender el Instituto Nacional Electoral y la Institución de Educación Superior participante para el 
monitoreo y análisis del contenido de las transmisiones durante las precampañas y campañas federales del Proceso 
Electoral Federal 2023-2024. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG391/2023. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE APRUEBAN LA 

METODOLOGÍA Y EL CATÁLOGO DE PROGRAMAS DE RADIO Y TELEVISIÓN QUE DIFUNDEN NOTICIAS, ASÍ 

COMO LOS REQUERIMIENTOS TÉCNICOS QUE DEBERÁN ATENDER EL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL Y LA 

INSTITUCIÓN DE EDUCACIÓN SUPERIOR PARTICIPANTE PARA EL MONITOREO Y ANÁLISIS DEL CONTENIDO DE 

LAS TRANSMISIONES DURANTE LAS PRECAMPAÑAS Y CAMPAÑAS FEDERALES DEL PROCESO ELECTORAL 

FEDERAL 2023-2024 

GLOSARIO 

CIDH Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

CEVEM Centro(s) de Verificación y Monitoreo 

Comité Comité de Radio y Televisión del Instituto Nacional Electoral 

Consejo General Consejo General del Instituto Nacional Electoral 

COVID-19 Coronavirus SARS-CoV2 

CPEUM Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

DEPPP Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos 

DOF Diario Oficial de la Federación 

IES Institución(es) de Educación Superior 

INE / Instituto Instituto Nacional Electoral 

JGE Junta General Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral 

LFTR Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión 

LGAMVLV Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 

LGBTTTIQ+ 

Comunidad o grupo cuya orientación sexual, identidad de género, expresión de 
género y/o características sexuales corresponden a personas lesbianas, gais, 
bisexuales, trans (transgénero, travesti, transexual), queer y otras, como no 
binarias, intersexuales, etcétera 

LGIPE Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 

LGMIME Ley General de los Medios de Impugnación en Materia Electoral 

LGPP Ley General de Partidos Políticos 

LOPJF Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 

OPL Organismo(s) Público(s) Local(es)  

PEF Proceso(s) Electoral(es) Federal(es) 

Principios de 
Yogyakarta 

Principios sobre la aplicación de la legislación internacional de derechos 
humanos en relación con la orientación sexual y la identidad de género 

RE Reglamento de Elecciones 

RRTME Reglamento de Radio y Televisión en Materia Electoral 

SCJN Suprema Corte de Justicia de la Nación 

Sala Superior del TEPJF Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
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ANTECEDENTES 

Del monitoreo de noticiarios en PEF anteriores 

I. Ordenanza de los monitoreos. En cumplimiento a lo señalado en el artículo 185, numeral 1 de la 
LGIPE —y, en su momento, en cumplimiento a lo señalado en el artículo 76, numeral 8 del Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales—, el Consejo General emitió los Acuerdos 
por medio de los cuales se ordenó la realización de los monitoreos de las transmisiones sobre 
precampañas y campañas federales de los PEF 2008-2009, 2011-2012, 2014-2015, 2017-2018, 
2020-2021, y 2023-2024, tal como se muestra en la tabla (1) siguiente: 

Tabla 1. Acuerdos del Consejo General sobre la ordenanza 
de los monitoreos 

PEF Acuerdo Fecha de aprobación 

2008-2009 CG127/2009 31/03/2009 

2011-2012 CG337/2011 11/10/2011 

2014-2015 INE/CG151/2014 03/09/2014 

2017-2018 INE/CG432/2017 12/09/2017 

2020-2021 INE/CG295/2020 30/09/2020 

2023-2024 INE/CG297/2023 31/05/2023 

 

 Conforme a lo dispuesto en el artículo 6, numeral 2, inciso l) del RRTME, mediante los puntos de 
Acuerdo Segundo y Quinto del Acuerdo identificado con la clave INE/CG297/2023, el treinta y uno 
de mayo de dos mil veintitrés el Consejo General instruyó al Comité a elaborar y proponer la 
metodología para el monitoreo de espacios noticiosos en radio y televisión, así como el catálogo de 
programas de radio y televisión que difunden noticias, con motivo de las precampañas y campañas 
del PEF 2023-2024. 

 Asimismo, en los puntos de Acuerdo Segundo y Sexto del mismo instrumento, el Consejo General 
instruyó al Comité a formular y poner a su consideración los requerimientos técnicos que deberán 
atender el Instituto y la IES participante. Lo anterior, con el objetivo de llevar a cabo el monitoreo y 
análisis del contenido de las transmisiones en los programas en radio y televisión que difundan 
noticias durante las precampañas y campañas del PEF 2023-2024. 

 En el punto de Acuerdo Octavo del instrumento de referencia se mandató a la DEPPP para llevar a 
cabo las gestiones necesarias en la obtención de los índices de audiencia de los programas de 
radio y televisión que difunden noticias. Lo anterior, con el propósito de que el Comité y el Consejo 
General cuenten con un insumo relevante para determinar el catálogo de programas de radio y 
televisión a los que se aplicará la metodología de monitoreo respectiva.  

De las medidas adoptadas por la pandemia del COVID-19 

II. Medidas preventivas y de actuación dictadas por la JGE. El diecisiete de marzo de dos mil 
veinte, mediante Acuerdo identificado con la clave INE/JGE34/2020, la JGE aprobó medidas 
preventivas y de actuación con motivo de la pandemia provocada por el virus COVID-19. En el 
punto de Acuerdo Octavo, respecto de las comunicaciones derivadas de los procedimientos, se 
señala que se privilegiarán las notificaciones electrónicas, sobre las personales, en términos de lo 
dispuesto en la normativa aplicable. 

De la reforma en materia de violencia política en razón de género 

III. Reforma para combatir y sancionar la violencia política contra las mujeres en razón de 
género. El trece de abril de dos mil veinte se publicó en el DOF el Decreto por el que se reforman y 
adicionan diversas disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, de la Ley General del 
Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, de la Ley General de Partidos Políticos, 
de la Ley General en Materia de Delitos Electorales; Ley Orgánica de la Fiscalía General de la 
República, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación y de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, para prevenir, atender y erradicar la violencia política contra las 
mujeres en razón de género. 
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 En el artículo 48 Bis de la LGAMVLV se estableció la obligación de incorporar la perspectiva de 
género en el monitoreo de las transmisiones sobre precampañas y campañas en los programas de 
radio y televisión que difundan noticias durante los procesos electorales.  

 Además, se agregaron los artículos 20 Bis y 20 Ter sobre la violencia política contra las mujeres en 
razón de género. Este tipo de violencia abarca diversas conductas, incluidas aquellas que 
amenacen, intimiden o agredan a las mujeres, o que reproduzcan estereotipos de género en los 
medios de comunicación y la propaganda política, cuyo objeto o resultado sea afectar el ejercicio 
de los derechos políticos y electorales de las mujeres. 

 En ese sentido, con el fin de dar cumplimiento al mandato legal de incorporar la perspectiva de 
género al monitoreo de las transmisiones de los programas que difundan noticias en radio y 
televisión durante las precampañas y campañas, el veintiuno de agosto de dos mil veinte, mediante 
Acuerdo identificado con la clave INE/CG198/2020, el Consejo General reformó, entre otros, el 
artículo 57 numeral 4 del RRTME. 

De los Lineamientos Generales, metodología y aspectos técnicos 

IV. Aprobación de los Lineamientos Generales 2020-2021. El veintiuno de agosto de dos mil veinte, 
el Consejo General emitió el Acuerdo […] por el que se aprueban los lineamientos generales que, 
sin afectar la libertad de expresión y la libre manifestación de las ideas ni pretender regular dichas 
libertades, se recomiendan a los noticiarios, respecto de la información y difusión de las actividades 
de precampaña y campaña de los partidos políticos y de las candidaturas independientes del 
Proceso Electoral Federal 2020-2021, en cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 160,  
numeral 3 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, identificado con la clave 
INE/CG197/2020. 

V. Aprobación de las metodologías y requerimientos técnicos. Con la intención de llevar a cabo 
los proyectos de monitoreo noticioso, este Consejo General ha emitido diversos Acuerdos en los 
que se aprobaron las metodologías y propuestas de requerimientos técnicos a implementar durante 
PEF anteriores, como se muestra en la tabla 2:1 

Tabla 2. Acuerdos del Consejo General sobre la metodología y 
requerimientos técnicos 

PEF Acuerdo Fecha de aprobación 

2008-2009 CG127/2009 31/03/2009 

2011-2012 CG412/2011 14/12/2011 

2014-2015 INE/CG223/2014 22/10/2014 

2017-2018 INE/CG507/2017 30/10/2017 

2020-2021 INE/CG547/2020 28/10/2020 

 

VI. Aprobación de los catálogos de programas. Con el propósito de establecer los programas de 
radio y televisión que se sujetarían al monitoreo, el Consejo General ha emitido los Acuerdos 
respectivos para la aprobación de los catálogos de programas que difunden noticias para los 
monitoreos de los PEF anteriores, como se muestra en la tabla 3:2 

Tabla 3. Acuerdos del Consejo General sobre el catálogo de programas de 
radio y televisión 

PEF Acuerdo Fecha de aprobación 

2008-2009 CG139/2009 07/04/2009 

2011-2012 CG412/2011 14/12/2011 

2014-2015 INE/CG223/2014 22/10/2014 

2017-2018 INE/CG563/2017 22/11/2017 

2020-2021 INE/CG548/2020 28/10/2020 

                                                 
1 Mediante el Acuerdo identificado con la clave CG127/2009 se ordenó la realización del monitoreo y se aprobó la metodología. Los Acuerdos 
aprobados para los PEF 2008-2009, 2011-2012 y 2014-2015 no contenían la aprobación de los requerimientos técnicos. 
2 Los Acuerdos por medio de los que se aprobaron las metodologías de los PEF 2011-2012 y 2014-2015 también contemplaron la aprobación 
de los catálogos. 



142 DIARIO OFICIAL Viernes 8 de septiembre de 2023 

VII. Aprobación de la propuesta de la IES 2020-2021. El dieciocho de noviembre de dos mil veinte, el 
Consejo General emitió el Acuerdo […] por el que se aprueba la propuesta de la Institución de 
Educación Superior que realizará el monitoreo y análisis del contenido de las transmisiones en los 
programas de radio y televisión que difundan noticias durante las precampañas y campañas 
federales del Proceso Electoral Federal 2020-2021, identificado con la clave INE/CG576/2020. 

VIII. Informes del monitoreo de noticiarios. El quince de febrero de dos mil veintiuno, la Secretaría 
Ejecutiva presentó al Consejo General el Informe sobre el monitoreo de noticieros y la difusión de 
sus resultados durante el periodo de precampañas (periodo acumulado del 23 de diciembre de 
2020 al 31 de enero de 2021). Asimismo, el treinta de junio de dos mil veintiuno, la Secretaría 
Ejecutiva presentó al Consejo General el Informe sobre el monitoreo de noticieros y la difusión de 
sus resultados durante el periodo de campañas (Informe final – periodo acumulado del 4 de abril al 
2 de junio de 2021).  

 En la tabla 4 se relacionan el número de informes que se presentaron durante los últimos cuatro 
PEF (2011-2012; 2014-2015; 2017-2018 y 2020-2021).3 

Tabla 4. Número de informes publicados durante las 
precampañas y campañas de los PEF 

 
PEF 

2011-2012 
PEF 

2014-2015 
PEF 

2017-2018 
PEF 

2020-2021 

Precampañas 

Informes semanales 9 6 9 6 

Informes acumulados 1 5 8 5 

Campañas 

Informes semanales 12 8 14 9 

Informes acumulados 10 7 13 8 
 

IX. Consulta sobre los Lineamientos Generales 2023-2024. El veinticuatro de mayo de dos mil 
veintitrés, el Comité emitió el Acuerdo […] por el que se aprueba la consulta a las organizaciones 
que agrupan a concesionarios de radio y televisión y a las personas profesionales de la 
comunicación, con motivo de los Lineamientos Generales que se recomiendan a los noticiarios 
respecto de la información y difusión de las actividades de precampaña y campaña de los partidos 
políticos y las candidaturas independientes en el Proceso Electoral Federal 2023-2024, identificado 
con la clave INE/ACRT/14/2023.  

Reforma legal en materia electoral 2023 

X. Decreto que reforma diversas disposiciones en materia electoral. El dos de marzo de dos mil 
veintitrés, se publicó en el DOF el Decreto emitido por el presidente de los Estados Unidos 
Mexicanos, por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la LGIPE, de la 
LGPP, de la LOPJF y se expide la LGMIME. 

XI. Creación del Comité Técnico para la implementación de la Reforma Electoral 2023. El tres de 
marzo de dos mil veintitrés, el Consejo General emitió el Acuerdo […] por el que se da inicio formal 
a la organización y aprobación de los trabajos de modificación de los instrumentos normativos y 
administrativos del Instituto y se crea el Comité Técnico para la Implementación de la Reforma 
Electoral 2023, identificado con la clave INE/CG135/2023, mediante el cual se aprobó la creación 
del Comité Técnico para la implementación de la Reforma Electoral 2023. 

XII. Controversia constitucional. El nueve de marzo de dos mil veintitrés, en su carácter de 
representante del INE, el encargado de despacho de la Secretaría Ejecutiva promovió ante la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación una controversia constitucional en contra del Decreto 
publicado en el DOF el dos de marzo de dos mil veintitrés que reforma diversas disposiciones en 
materia electoral. En dicho instrumento, el INE solicitó la suspensión del Decreto y sus efectos, 
en tanto se pronuncia el máximo órgano jurisdiccional sobre el fondo de la controversia.  

XIII. Aprobación del Plan de trabajo y cronograma de actividades. El dieciséis de marzo de dos mil 
veintitrés, mediante el Acuerdo INE/CG136/2023, el Consejo General aprobó el Plan de trabajo y 
cronograma para la realización de las actividades necesarias para el cumplimiento de la Reforma 
Electoral 2023. 

                                                 
3 El número informes de los PEF 2011-2012 y 2017-2018 fueron para la elección de la Presidencia y en la misma cantidad para senadurías y 
diputaciones federales. 
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XIV. Admisión de la controversia constitucional y suspensión del decreto. El veinticuatro de marzo 
de dos mil veintitrés, el ministro instructor de la SCJN, Javier Laynez Potisek admitió la demanda 
de controversia constitucional que interpuso el INE en contra del decreto por el que se reforma, 
adiciona y derogan diversas disposiciones de la LGIPE, la LGPP, la LOPJF y que expide la 
LGMIME. Dicho medio de control constitucional se registró con el expediente 261/2023.  

 Asimismo, el ministro instructor concedió la suspensión que solicitó el INE respecto de todos los 
artículos impugnados del Decreto, para que las cosas se mantengan en el estado en el que se 
encuentran y rijan las disposiciones vigentes antes de la reforma. 

XV. Suspensión de trabajos. El veintisiete de marzo de dos mil veintitrés, el Consejo General emitió el 
Acuerdo […] por el que, en cumplimiento al Acuerdo emitido en el incidente de suspensión derivado 
de la controversia constitucional 261/2023, se suspenden los trabajos de modificación de los 
instrumentos normativos y administrativos del Instituto para la implementación de la Reforma 
Electoral 2023, así como el Plan de Trabajo y Cronograma, aprobados mediante Acuerdos 
INE/CG135/2023 e INE/CG136/2023, identificado con la clave INE/CG179/2023. En los puntos de 
Acuerdo PRIMERO y SEGUNDO se determinó lo siguiente: 

PRIMERO. En cumplimiento a lo ordenado en el acuerdo dictado en el incidente 
de suspensión derivado de la controversia constitucional 261/2023, se determina 
suspender los trabajos de modificación de los instrumentos normativos y 
administrativos del Instituto para la implementación de la reforma electoral 2023, 
así como el Plan de Trabajo y Cronograma, aprobados mediante acuerdos 
INE/CG135/2023 e INE/CG136/2023, en los términos señalados en los 
considerandos de este acuerdo.  

SEGUNDO. Las Direcciones Ejecutivas y Unidades Técnicas, así como los 
órganos desconcentrados locales y distritales del Instituto, deberán aplicar en el 
ejercicio de sus funciones las disposiciones vigentes hasta antes de la 
publicación del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 
disposiciones de la LGIPE, de la Ley General de Partidos Políticos, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación y se expide la Ley General de los 
Medios de Impugnación en Materia Electoral. 

XVI. Procedencia de la controversia constitucional 261/2023. El siete de junio de dos mil veintitrés, 
la Segunda Sala de la SCJN desechó los recursos de reclamación interpuestos por la Cámara de 
Senadores, la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión y el Poder Ejecutivo Federal contra 
la admisión de la controversia constitucional 261/2023, con lo cual se mantiene la suspensión de la 
entrada en vigor del Decreto por el que se reforma, adiciona y derogan diversas disposiciones de la 
LGIPE, la LGPP, la LOPJF y que expide la LGMIME. 

XVII. Invalidez del Decreto. El veintidós de junio de dos mil veintitrés, el Pleno de la SCJN, por mayoría 
de 9 votos, invalidó el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones 
de la LGIPE, la LGPP, la LOPJF y que expide la LGMIME, publicado el dos de marzo de dos mil 
veintitrés. La SCJN resolvió que existieron múltiples violaciones graves al procedimiento legislativo 
y que, conforme a la jurisprudencia del propio Tribunal, invalidan dicho procedimiento.  

 Al declarar la invalidez del Decreto impugnado, el Pleno de la SCJN determinó que, a fin de 
preservar el principio de certeza que rige en materia electoral, las normas que se habían reformado 
a través de dicho Decreto recuperarán su vigencia con el texto que tenían hasta antes de la entrada 
en vigor de aquel; es decir, al dos de marzo de dos mil veintitrés. 

CONSIDERACIONES 

Facultades del Instituto  

1. Los artículos 41, base V, apartado A de la CPEUM; 2, numeral 1, inciso b); 29 y 30 numeral 2 de la 
LGIPE, disponen que la organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a 
través del INE, organismo público autónomo con personalidad jurídica y patrimonio propios, así 
como de los OPL, cuyas actividades deberán regirse por los principios de certeza, legalidad, 
independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad, paridad y se realizarán con 
perspectiva de género. 

2. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 41, base III, apartado A, inciso g) de la CPEUM; 
30, numeral 1, inciso i); 31, numeral 1 y 160, numeral 1 de la LGIPE y 4 numeral 1 del RRTME; el 
INE es la autoridad única encargada de la administración de los tiempos del Estado en radio y 
televisión correspondientes a la prerrogativa de los partidos políticos y candidaturas 
independientes, así como la asignación de tiempos para las demás autoridades electorales y es 
independiente en sus decisiones y funcionamiento. 
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3. Los artículos 41, párrafo tercero de la CPEUM y 30, numeral 1, incisos a), e) y f) de la LGIPE, 
disponen que la renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se realizará mediante elecciones 
libres, auténticas y periódicas. En ese contexto, el Instituto contribuirá en el desarrollo de la vida 
democrática, garantizando la celebración periódica y pacífica de dichas elecciones, así como 
ejerciendo las funciones que la CPEUM le otorga en los procesos electorales locales, velando en 
todo momento por la autenticidad y efectividad del sufragio. 

4. Los artículos 162, numeral 1 de la LGIPE y 4, numeral 2 del RRTME establecen que el Instituto 
ejercerá sus facultades en materia de radio y televisión a través del Consejo General, la JGE, la 
DEPPP, el Comité, la Comisión de Quejas y Denuncias y de las Vocalías y Juntas Ejecutivas en los 
órganos desconcentrados, locales y distritales que tendrán funciones auxiliares. 

5. De conformidad con el artículo 35 de LGIPE, el Consejo General es el órgano superior de dirección 
del Instituto y es el responsable de vigilar el cumplimiento de las disposiciones constitucionales y 
legales en materia electoral, así como de velar porque los principios de certeza, legalidad, 
independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad y paridad de género, guíen todas las 
actividades del Instituto. Asimismo, en su desempeño aplicará la perspectiva de género. 

6. De acuerdo con el artículo 44, numeral 1, incisos k), n), aa) y jj) de la LGIPE, el Consejo General 
del Instituto tiene como atribuciones: 1) vigilar que en lo relativo a las prerrogativas de los partidos 
políticos se actúe con apego a la LGIPE y la LGPP, así como a lo dispuesto en los reglamentos que 
al efecto expida el Consejo General; 2) vigilar de manera permanente que el Instituto ejerza sus 
facultades como autoridad única en la administración del tiempo que corresponda al Estado en 
radio y televisión destinado a sus propios fines, a los de otras autoridades electorales federales y 
locales y al ejercicio del derecho de los partidos políticos nacionales, agrupaciones políticas 
y candidaturas de conformidad con lo establecido en la LGIPE y demás leyes aplicables; 3) conocer 
de las infracciones y, en su caso, imponer las sanciones que correspondan; 4) dictar los Acuerdos 
necesarios para hacer efectivas las anteriores atribuciones; y 5) las demás señaladas en la LGIPE 
o en otra legislación aplicable. 

7. Los artículos 41, base IV, segundo párrafo de la CPEUM y 251, numeral 1 de la LGIPE señalan que 
las campañas electorales para la Presidencia de los Estados Unidos Mexicanos, senadurías y 
diputaciones federales, en el año que corresponda, tendrán una duración de noventa (90) días.  

8. El artículo 296, numeral 2 del RE indica que tratándose de PEF o procesos locales cuya 
organización le corresponda realizar, es responsabilidad del Instituto y, en su caso, de los OPL 
cuyas legislaciones electorales así lo dispongan, llevar a cabo el monitoreo de los programas de 
radio y televisión que difunden noticias en un proceso electoral, acorde a las respectivas 
atribuciones previstas para cada autoridad en la legislación. Para ello, se reconoce lo siguiente: 

 La información que se obtenga del monitoreo de los programas que difundan noticias en radio 
y televisión será útil para que la ciudadanía conozca el tratamiento que brindan los noticiarios 
de radio y televisión a la información de precampañas y campañas electorales de las 
candidaturas a la Presidencia de la República, senadurías y diputaciones federales en el  
PEF 2023-2024. 

 El monitoreo de las transmisiones de los programas que difundan noticias constituye una 
herramienta útil para que este Instituto ofrezca a la ciudadanía información transparente sobre 
el comportamiento de los medios de comunicación en las tendencias informativas y sobre el 
respeto a su derecho a la información, el cual se hace efectivo mediante información político-
electoral objetiva, equilibrada, plural y equitativa.  

 Para colaborar con estos ejercicios en el ámbito local, el INE proporcionará apoyo a los OPL 
que lo soliciten en los términos de los convenios de colaboración correspondientes. 

9. De conformidad con el artículo 298 numeral 1, inciso a) del RE, el Instituto aprobará con al menos 
cuarenta y cinco días de anticipación al inicio de las precampañas, la metodología aplicable al 
monitoreo de noticias para precampañas y campañas. 

10. El artículo 298 numeral 1, inciso b) del RE, señala que el Instituto aprobará con al menos veinte 
días de anticipación al inicio de las precampañas, el catálogo de programas de radio y televisión 
que difundan noticias, a los que se aplicará el monitoreo. Dicho catálogo deberá tener como 
sustento para su elaboración, un análisis de audiencias. 

11. De acuerdo con el artículo 298 numeral 1, inciso c) del RE, el Instituto podrá contratar la realización 
de los monitoreos a personas morales que demuestren experiencia en dicha actividad o similares, o 
a Instituciones de Educación Superior, para lo cual emitirán la convocatoria respectiva, con las 
especificaciones técnicas para el análisis y realización de los monitoreos.  
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Duración de precampaña y campaña federal 

12. El artículo 226, numeral 2, incisos a) y c) de la LGIPE señalan que durante los PEF en que se 
renueven el titular del Poder Ejecutivo Federal y las dos Cámaras del Congreso de la Unión, las 
precampañas no podrán durar más de sesenta (60) días. Las precampañas darán inicio al día 
siguiente que se apruebe el registro interno de precandidaturas y deberán celebrarse dentro de los 
mismos plazos. 

13. Los artículos 41, base IV, segundo párrafo de la CPEUM y 251, numeral 1 de la LGIPE señalan que 
las campañas electorales para la Presidencia de los Estados Unidos Mexicanos, senadurías y 
diputaciones federales tendrán una duración de noventa (90) días en el año que corresponda. 

14. De conformidad con lo establecido en los artículos 237, numeral 1, inciso a); 239, numerales 1 y 5 y 
251, numeral 3 de la LGIPE, en el año de la elección en el que se renueven el titular del Poder 
Ejecutivo Federal y las dos Cámaras del Congreso de la Unión, las candidaturas se registrarán 
entre el quince (15) y el veintidós (22) de febrero. Las campañas electorales de los partidos 
políticos iniciarán a partir del día siguiente al de la sesión de registro de candidaturas para la 
elección respectiva, la cual deberá celebrarse dentro de los tres (3) días siguientes al vencimiento 
de los plazos señalados en el artículo 239 de la LGIPE y deberán concluir tres (3) días antes a 
aquél en que se celebre la Jornada Electoral. 

Facultades del Consejo General 

15. La LGIPE, en sus artículos 35; 44, numeral 1, incisos n) y jj), y 185, numeral 1, así como el 
RRTME, artículo 6, numeral 1, incisos c) y d), señalan que el Consejo General: 

a. Es el órgano superior de dirección responsable de vigilar el cumplimiento de las disposiciones 
constitucionales y legales en materia electoral, así como de velar porque los principios de 
certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad y objetividad guíen todas 
las actividades del Instituto; 

b. Tiene le atribución de vigilar de manera permanente que el Instituto ejerza sus facultades 
como autoridad única en la administración del tiempo que corresponda al Estado en radio y 
televisión destinado a sus propios fines, a los de otras autoridades electorales federales 
y locales y al ejercicio del derecho de los partidos políticos nacionales, agrupaciones políticas 
y candidaturas de conformidad con lo establecido en la LGIPE y demás leyes aplicables. 

c. Tiene la competencia de ordenar la realización de monitoreos de las transmisiones sobre las 
precampañas y campañas electorales federales en los programas que difundan noticias en 
radio, y televisión; así como hacer públicos los resultados —al menos cada quince días— 
por medio de los tiempos destinados a la comunicación social del INE y mediante los 
mecanismos y medios informativos que determine, y  

d. Está facultado para aprobar el Acuerdo que establezca la metodología con perspectiva de 
género y el catálogo para el monitoreo de las transmisiones sobre las precampañas y 
campañas electorales en los programas que difundan noticias en radio y televisión. 

16. El artículo 57, numeral 4 del RRTME establece que el INE monitoreará con perspectiva de género 
los programas en radio y televisión que difundan noticias, conforme a lo que determine el Consejo 
General, para hacer del conocimiento público la cobertura informativa de los contenidos noticiosos 
de las precampañas y campañas federales. Lo anterior tiene relación con el artículo 48 Bis de la 
LGAMVLV. 

17. En virtud de lo anterior, mediante el Acuerdo identificado con la clave INE/CG297/2023, el Consejo 
General ordenó la realización del monitoreo de las transmisiones sobre precampañas y campañas 
electorales del PEF 2023-2024. Para ello, se dispuso que el Comité elabore y proponga a este 
órgano superior de dirección la metodología, el catálogo para el monitoreo noticioso de las 
precampañas y campañas del PEF 2023-2024 y los requerimientos técnicos que deberán atender 
el INE y la IES participante. Para la elaboración del catálogo se instruyó a la DEPPP a llevar a cabo 
las gestiones necesarias para obtener los índices de audiencia de los programas de radio y 
televisión que difunden noticias. 

Facultades del Comité 

18. Según lo dispuesto en los artículos 6, numeral 2, inciso l) del RRTME y 74, numeral 5, incisos n) y 
p) del Reglamento Interior del Instituto, son atribuciones del Comité proponer al Consejo General la 
metodología y el catálogo de programas en radio y televisión que difundan noticias, para el 
monitoreo de las trasmisiones sobre las precampañas y campañas electorales federales, así como 
las demás que le confiera la LGIPE, el Consejo General y demás disposiciones aplicables. 
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Disposiciones relacionadas con la libertad de expresión y la actividad periodística 

19. El artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y 19 del Pacto Internacional 
de los Derechos Civiles y Políticos señalan lo siguiente: 

a. Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el 
de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y 
opiniones, y el de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión. 

b. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones.  

c. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de 
buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, 
ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro 
procedimiento de su elección.  

d. El ejercicio del derecho entraña deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente, 
puede estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente 
fijadas por la ley y ser necesarias para: a) Asegurar el respeto a los derechos o a la 
reputación de los demás y b) La protección de la seguridad nacional, el orden público 
o la salud o la moral públicas. 

20. Los artículos IV de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre y 13 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos señalan que toda persona tiene derecho 
a la libertad de opinión, expresión y difusión del pensamiento por cualquier medio. 

21. Según el primer mandato de la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión, en todas sus 
formas y manifestaciones, la libertad de expresión es un derecho fundamental e inalienable, 
inherente a todas las personas y un requisito indispensable para la existencia misma de una 
sociedad democrática. 

22. El artículo 1° de la CPEUM, señala que se prohíbe toda clase de discriminación con motivo de las 
opiniones. En su artículo 6º, ésta determina la base regulatoria sobre la manifestación de las ideas 
y el derecho a la información –derechos que no pueden entenderse uno sin el otro. Con base en lo 
anterior, se entiende lo siguiente: 

a. La manifestación de las ideas no será objeto de ninguna inquisición judicial o administrativa. 

b. El Estado debe garantizar el derecho a la información. 

c. Toda persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como a 
buscar, recibir y difundir información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión. 

d. El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y 
comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de 
banda ancha e internet. 

23. El artículo 5 de la Ley reglamentaria del artículo 6o., párrafo primero de la CPEUM en materia del 
derecho de réplica, señala que la crítica periodística será sujeta al derecho de réplica, siempre y 
cuando esté sustentada en información falsa o inexacta cuya divulgación le cause un agravio a la 
persona que lo solicite, ya sea político, económico, en su honor, imagen, reputación o vida privada. 

24. Con respecto a la radiodifusión, al ser un servicio público de interés general, el Estado garantizará 
que se preste en condiciones de competencia y calidad y brinde los beneficios de la cultura a toda 
la población, preservando la pluralidad y la veracidad de la información. Por lo anterior, con base en 
los artículos 6°, Apartado B, fracción IV de la CPEUM y 238 de la LFTR, se prohíbe la transmisión 
de publicidad o propaganda presentada como información periodística o noticiosa. Asimismo, se 
establecerán las condiciones que deben regir los contenidos y la contratación de los servicios para 
su transmisión al público, incluidas aquellas relativas a la responsabilidad de los concesionarios 
respecto de la información transmitida por cuenta de terceros, sin afectar la libertad de expresión y 
de difusión. 

25. Sirve de criterio orientador el sostenido por la Sala Superior del TEPJF en la Jurisprudencia 
15/2018 de rubro PROTECCIÓN AL PERIODISMO. CRITERIOS PARA DESVIRTUAR LA 
PRESUNCIÓN DE LICITUD DE LA ACTIVIDAD PERIODÍSTICA, al señalar que la libertad de 
expresión, incluida la de prensa, implica la inviolabilidad de difundir opiniones, información e ideas, 
a través de cualquier medio y que la labor periodística goza de un manto jurídico protector al 
constituir el eje central de la circulación de ideas e información pública. 
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Igualdad de género y no discriminación 

26. El artículo 1º, párrafo primero de la CPEUM señala que todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos en la propia Carta Magna y en los tratados internacionales de 
los que el Estado mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio 
no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la misma 
establece. 

 En términos del párrafo segundo, las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 
conformidad con la CPEUM y los tratados internacionales de la materia, favoreciendo en todo 
tiempo a las personas la protección más amplia. 

 El párrafo tercero del artículo referido señala que todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos 
humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las 
violaciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. 

 Asimismo, el párrafo quinto del artículo referido menciona que se prohíbe toda discriminación 
motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, 
las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o 
cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los 
derechos y libertades de las personas. 

27. Los Objetivos de Desarrollo Sostenible de la Organización de las Naciones Unidas establecen 
distintas metas, entre las que destacan: 

a. La necesidad de asegurar la participación plena y efectiva de las mujeres y la igualdad de 
oportunidades de liderazgo en todos los niveles de decisión en la vida política, económica y 
pública. (Meta 5.5). 

b. El llamado a potenciar y promover la inclusión social, económica y política de todas las 
personas, independientemente de su edad, sexo, discapacidad, raza, etnia, origen, religión, 
situación económica u otra condición. (Meta 10.2). 

28. El artículo 2 de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer establece que los Estados Parte condenan dicha acción en todas sus formas, por lo que 
convienen en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a 
eliminar la discriminación contra la mujer. 

 Asimismo, el artículo 7 de dicho ordenamiento establece que los Estados Parte tomarán medidas 
para erradicar la discriminación contra la mujer en la vida política y pública del país y, en particular, 
garantizarán a las mujeres igualdad de condiciones para votar, ser votadas y ocupar cargos 
públicos, entre otros. 

29. De conformidad con los artículos 5 y 6 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer (Convención Belém do Pará) toda mujer podrá ejercer libre 
y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y contará con la 
total protección de esos derechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales 
sobre derechos humanos. En ese sentido, el derecho a una vida libre de violencia incluye que la 
mujer sea libre de toda forma de discriminación y que debe ser valorada y educada libre de 
patrones estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos 
de inferioridad o subordinación. 

30. El artículo 42, fracción V de la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres determina la 
obligación de las autoridades correspondientes de velar por que los medios de comunicación 
transmitan una imagen igualitaria, plural y no estereotipada de mujeres y hombres en la sociedad, 
así como que promuevan el conocimiento y la difusión del principio de igualdad y, en su caso, 
eviten el uso sexista del lenguaje. 

31. El artículo 1, fracción III de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, señala que se 
entiende por discriminación lo siguiente: 

[…] toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que, por acción u omisión, 
con intención o sin ella, no sea objetiva, racional ni proporcional y tenga por 
objeto o resultado obstaculizar, restringir, impedir, menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio de los derechos humanos y libertades, cuando 
se base en uno o más de los siguientes motivos: el origen étnico o nacional, el 
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color de piel, la cultura, el sexo, el género, la edad, las discapacidades, 
la condición social, económica, de salud física o mental, jurídica, la religión, la 
apariencia física, las características genéticas, la situación migratoria, el 
embarazo, la lengua, las opiniones, las preferencias sexuales, la identidad o 
filiación política, el estado civil, la situación familiar, las responsabilidades 
familiares, el idioma, los antecedentes penales o cualquier otro motivo. 

 Asimismo, los artículos 15 Séptimus y 15 Octavus, párrafo primero de dicha ley señalan que las 
acciones afirmativas son medidas especiales, específicas y de carácter temporal en favor de 
personas o grupos en situación de discriminación que tienen como objetivo corregir situaciones 
de desigualdad en el disfrute o ejercicio de derechos y libertades. 

 Las acciones afirmativas podrán incluir medidas para favorecer el acceso, permanencia y 
promoción de personas pertenecientes a grupos en situación de discriminación y subrepresentados 
en espacios educativos, laborales y cargos de elección popular por medio del establecimiento de 
porcentajes o cuotas. 

32. De conformidad con el artículo 256, fracciones VI, VIII y IX de la LFTR, se establece que son 
derechos de las audiencias: a) ejercer el derecho de réplica; b) en la prestación de los servicios de 
radiodifusión estará prohibida toda discriminación motivada por origen étnico nacional, el género, la 
edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salid, la religión, las opiniones, las 
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga 
por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas; y c) el respeto de los 
derechos humanos, el interés superior de la niñez, la igualdad de género y la no discriminación. 

De las personas no binarias 

33. El artículo 1° de la CPEUM establece que en los Estados Unidos Mexicanos todas las personas 
gozarán de los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales 
de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo 
ejercicio no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que la 
misma Carta Magna establece. Además, las normas relativas a los derechos humanos se 
interpretarán de conformidad con la propia CPEUM y con los tratados internacionales de la materia, 
favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia. 

Adicionalmente, en la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación, la identidad de 
género se reconoce como una de las categorías protegidas contra la discriminación, pues se 
encuentra estrechamente relacionada con el derecho al libre desarrollo de la personalidad. 
Asimismo, la autopercepción de la persona constituye un papel indispensable en términos de la 
construcción de identidad de género. 

Aunado a lo anterior, es derecho de cada persona definir de manera autónoma su identidad sexual 
y de género, bien jurídicamente tutelado por el desarrollo de la legislación internacional de los 
derechos humanos a través de las disposiciones que garantizan el derecho de igualdad y no 
discriminación, identidad, libre desarrollo de la personalidad y reconocimiento de la personalidad 
jurídica. 

En este sentido, los Principios de Yogyakarta, relativos a la aplicación de la legislación internacional 
de derechos humanos en relación con la orientación sexual y la identidad de género, son un 
referente obligado para la interpretación y alcance en el reconocimiento de derechos de la 
comunidad LGBTTTIQ+ en las dimensiones formal y material. Estos principios plantean las 
obligaciones de los Estados de implementar medidas de carácter legislativo, jurídico y 
administrativo para reconocer legalmente la identidad de género que cada persona defina para sí. 

En tal virtud, la identidad de género es uno de los elementos que constituye la personalidad jurídica 
y no puede ser motivo de discriminación. El derecho al libre desarrollo de la personalidad 
comprende todos aquellos aspectos de la vida en que la persona desea proyectarse. Por ello, la 
identidad sexo-genérica se integra como un elemento de autodeterminación y autonomía, que se 
encuentra protegido por las instituciones jurídicas internacionales y nacionales. 

En consecuencia, no solo corresponde a los órganos jurisdiccionales sino también a las 
autoridades administrativas aprobar acuerdos y ejecutar acciones orientadas a maximizar el 
ejercicio de los derechos de las personas —incluyendo acciones afirmativas y medidas progresivas 
que favorezcan a personas no binarias, entre otros colectivos, comunidades y poblaciones de la 
diversidad sexual y de género— para evitar actos discriminatorios en su contra. Esto es todavía 
más importante cuando se les confiere constitucionalmente la protección y promoción de los 
derechos humanos. 
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La CIDH ha documentado que hay un universo de identidades y expresiones de género entre las 
que se encuentra la de las personas que se identifican como “no binarias” o “personas de género 
no binario” entre muchas otras posibilidades. La identidad de género, por lo tanto, hace referencia a 
la vivencia interna e individual que cada persona siente y define, misma que podría o no 
corresponder con el género asignado al nacer. 

En otras palabras, se trata de personas que desafían a las normas o categorías convencionales, o 
bien, que las trascienden. Si el Estado ha construido gran parte de sus procesos por medio de la 
heteronormatividad —la asignación de roles binarios hombre-mujer a los que ha dado pleno 
reconocimiento— las personas de la comunidad LGBTTTIQ+ han expandido la comprensión de las 
categorías de sexo, género, identidad de género y orientación sexual sobre cómo las personas 
pueden identificarse a sí mismas. En este sentido, según la CIDH, las identidades no binarias 
reúnen —entre otras categorías identitarias— a personas que no se identifican con una única 
posición fija de género como mujer u hombre; a personas que se identifican parcialmente como 
tales; a personas que deciden fluir entre los géneros por periodos de tiempo; a personas que no se 
identifican con ningún género o a quienes disienten de la idea misma del género. 

Según datos del Instituto Nacional de Estadística y Geografía, en México hay más de 5 millones de 
personas de 15 años o más que se identifican con una orientación o identidad de género 
LGBTTTIQ+; es decir, una de cada 20 personas —5.1% de la población. El 81.8% de este grupo 
pertenece al mismo por su orientación sexual, mientras que el 7.6% lo es por su identidad de 
género, y 10.6% por ambas.4 

Violencia política contra las mujeres en razón de género 

34. El artículo 20 Bis de la LGAMVLV establece que la violencia política contra las mujeres en razón de 
género es toda acción u omisión, incluida la tolerancia, basada en elementos de género y ejercida 
dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar 
el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales de una o varias mujeres, el acceso al 
pleno ejercicio de las atribuciones inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la 
función pública, la toma de decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a 
las prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos públicos del 
mismo tipo.  

Asimismo, dispone que se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de 
género, cuando se dirijan a una mujer por su condición de mujer; le afecten 
desproporcionadamente o tengan un impacto diferenciado en ella y que puede manifestarse en 
cualquiera de los tipos de violencia reconocidos en la referida Ley y puede ser perpetrada 
indistintamente por agentes estatales, superiores jerárquicos, colegas de trabajo, personas 
dirigentes de partidos políticos, militantes, simpatizantes, precandidaturas o candidaturas 
postuladas por los partidos políticos o representantes de los mismos; medios de comunicación y 
sus integrantes; por un particular o por un grupo de particulares.  

Adicionalmente, el artículo 20 Ter de la LGAMVLV establece las conductas en las que puede 
expresarse la violencia política contra las mujeres en razón de género y que se sancionará en los 
términos establecidos en la legislación electoral, penal y de responsabilidades administrativas.  

35. El artículo 48 Bis de la LGAMVLV señala que corresponde al INE y a los OPL, en el ámbito de sus 
competencias, lo siguiente:  

I. Promover la cultura de la no violencia en el marco del ejercicio de los derechos políticos y 
electorales de las mujeres;  

II. Incorporar la perspectiva de género al monitoreo de las transmisiones sobre las precampañas 
y campañas electorales en los programas en radio y televisión que difundan noticias, durante 
los procesos electorales; y 

III. Sancionar, de acuerdo con la normatividad aplicable, las conductas que constituyan violencia 
política contra las mujeres en razón de género. 

                                                 
4 INEGI, “Encuesta Nacional sobre Diversidad Sexual y de Género (ENDISEG) 2021”, acceso el 30 de junio de 2023, Encuesta Nacional 
sobre Diversidad Sexual y de Género (ENDISEG) 2021 (inegi.org.mx).  
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36. Aunado a lo anterior, la Sala Superior del TEPJF ha establecido distintas jurisprudencias en 
relación con violencia política de género, entre las que se destacan las siguientes: 

 Jurisprudencia 21/2018 de rubro VIOLENCIA POLÍTICA DE GÉNERO. ELEMENTOS 
QUE LA ACTUALIZAN EN EL DEBATE POLÍTICO, establece que para acreditar la 
existencia de violencia política de género dentro de un debate político, quien juzga debe 
analizar si en el acto u omisión concurren los siguientes elementos: 1. Sucede en el marco 
del ejercicio de derechos político-electorales o bien en el ejercicio de un cargo público; 2. 
Es perpetrado por el Estado o sus agentes, por superiores jerárquicos, colegas de trabajo, 
partidos políticos o representantes de los mismos; medios de comunicación y sus 
integrantes, un particular o un grupo de personas; 3. Es simbólico, verbal, patrimonial, 
económico, físico, sexual o psicológico; 4. Tiene por objeto o resultado menoscabar o 
anular el reconocimiento, goce y ejercicio de los derechos político-electorales de las 
mujeres, y 5. Se basa en elementos de género, es decir: i. se dirige a una mujer por ser 
mujer, ii. tiene un impacto diferenciado en las mujeres; iii. afecta desproporcionadamente a 
las mujeres. En ese sentido, las expresiones que se den en el contexto de un debate 
político en el marco de un proceso electoral, que reúnan todos los elementos anteriores, 
constituyen violencia política contra las mujeres por razones de género. 

 Jurisprudencia 48/2016 de rubro VIOLENCIA POLÍTICA POR RAZONES DE GÉNERO. 
LAS AUTORIDADES ELECTORALES ESTÁN OBLIGADAS A EVITAR LA 
AFECTACIÓN DE DERECHOS POLÍTICOS ELECTORALES, establece que la violencia 
política contra las mujeres comprende todas aquellas acciones u omisiones de personas, 
servidoras o servidores públicos que se dirigen a una mujer por ser mujer, tienen un 
impacto diferenciado en ellas o les afectan desproporcionadamente, con el objeto o 
resultado de menoscabar o anular sus derechos político-electorales, incluyendo el 
ejercicio del cargo. El derecho de las mujeres a una vida libre de discriminación y de 
violencia, se traduce en la obligación de toda autoridad de actuar con la debida diligencia y 
de manera conjunta para prevenir, investigar, sancionar y reparar una posible afectación a 
sus derechos. En consecuencia, cuando se alegue violencia política por razones de 
género, problema de orden público, las autoridades electorales deben realizar un análisis 
de todos los hechos y agravios expuestos, a fin de hacer efectivo el acceso a la justicia y 
el debido proceso. Debido a la complejidad que implican los casos de violencia política de 
género, así como a la invisibilización y normalización en la que se encuentran este tipo de 
situaciones, es necesario que cada caso se analice de forma particular para definir si se 
trata o no de violencia de género y, en su caso, delinear las acciones que se tomarán para 
no dejar impunes los hechos y reparar el daño a las víctimas. 

Conformación de la metodología 

37. Con base en el artículo 296, numeral 1 del RE, el monitoreo de los espacios que difunden noticias 
tiene como objetivo proporcionar información cierta, oportuna, completa, plural e imparcial, que 
permita conocer el tratamiento que este tipo de programas brindan a las precampañas y campañas 
por la Presidencia, las senadurías y las diputaciones federales. Lo anterior, en cumplimiento a las 
garantías y derechos a la información establecidos en el artículo 6°, párrafos primero, segundo y 
tercero, y Apartado B, Fracciones II, III y IV, de la CPEUM y con la finalidad de contribuir al 
fortalecimiento de un voto informado y razonado. 

38. En cumplimiento a lo establecido en el Acuerdo identificado con la clave INE/CG297/2023, el 
Comité elaboró la propuesta de metodología para el monitoreo noticioso del PEF 2023-2024, así 
como el proyecto de requerimientos técnicos que deberá atender el INE y la IES participante para 
llevar a cabo el monitoreo y análisis de contenido de los programas contemplados. 

39. Para la conformación de este instrumento, el Comité tomó en consideración la retroalimentación 
recibida acerca de los resultados del monitoreo noticioso del PEF 2020-2021, así como lo señalado 
en el considerando 33. En consecuencia, entre los diversos cambios que se incluyen en la 
metodología está la incorporación de las personas no binarias.  

 Esto no sólo responde a lo señalado en el párrafo anterior, sino también al reconocimiento a las 
personas no binarias que ha realizado el Instituto en otras áreas, como por ejemplo, la inclusión de 
esta categoría en el campo de sexo de la credencial para votar con fotografía, aprobada por el 
Consejo General el veintisiete de febrero de dos mil veintitrés, mediante el Acuerdo identificado con 
la clave INE/CG123/2023. 
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40. La retroalimentación sobre el monitoreo noticioso del PEF 2020-2021 también abarcó 
consideraciones sobre el registro de valoraciones positivas o negativas en los géneros de “debate” 
y de “opinión y análisis” de los programas de radio y televisión que difunden noticias, así como en 
los programas de “espectáculos o revista”. 

Los foros sobre el registro de coberturas electorales organizados por el Instituto en 2021 
permitieron conocer propuestas y reflexiones de especialistas en derechos de las audiencias y de 
personas académicas expertas en estos instrumentos, quienes se pronunciaron a favor de que la 
metodología se ampliara e incluyera el registro de valoraciones positivas y negativas en géneros de 
opinión, y por la inclusión de programas de debate, análisis y opinión en la observación de medios 
en procesos electorales.  

Este argumento rechaza la idea de que registrar las valoraciones en dichos géneros y programas 
pueda acallar el debate sobre las precampañas o campañas electorales. Para las personas 
especialistas e investigadoras en análisis de contenido de información electoral esta variable no 
interfiere en la libertad de expresión, pues sus resultados no son vinculantes y el monitoreo no evita 
su difusión. Se trata de una herramienta que permite conocer el tratamiento otorgado por los 
programas y medios a los procesos electorales. 

En los foros también se recalcó que la importancia de incluir el registro de valoraciones en dichos 
géneros y programas radica en que éstos ocupan un lugar relevante durante los procesos 
electorales, pues muchas veces la ciudadanía los usa para dotarse de elementos críticos que le 
permitan contrastar la información. En virtud de lo señalado con anterioridad, el Comité valoró 
incluir esta sugerencia en la construcción de la metodología. 

El derecho a la información de la ciudadanía y la libertad de expresión de las y los comunicadores u 
opinadores son derechos humanos interdependientes que no se oponen ni se excluyen, sino que 
se integran y complementan. Esta metodología garantiza estos derechos de manera conjunta al 
incorporar la valoración de información en los géneros de opinión, debate y análisis de los 
noticiarios y en los programas de espectáculos o revista. 

41. La metodología es, posiblemente, la parte del monitoreo noticioso que más ha evolucionado 
durante los últimos años; se conforma por una serie de criterios y variables que permiten 
discriminar, registrar, categorizar y analizar la información que se presenta en los noticiarios. 
Durante los PEF de 2011-2012, 2014-2015 y 2017-2018, la metodología únicamente contempló 
seis variables. Éstas se basaron en un análisis principalmente cuantitativo de los noticiarios 
monitoreados, como se muestra a continuación: 1) tiempo de transmisión; 2) géneros periodísticos; 
3) recursos técnicos usados para presentar la información; 4) importancia de las noticias según su 
ubicación en los programas; 5) registro de encuestas o sondeos de opinión. El único elemento 
cualitativo fue la variable siguiente: 6) valoraciones que se vertían sobre los distintos actores 
políticos en algunos de esos programas. 

En el pasado PEF 2020-2021, a las seis variables señaladas anteriormente, se agregaron dos: 
1) “Igualdad de género y no discriminación”, que se instrumentó mediante “sexo de la persona de la 
enunciación” y “uso de lenguaje incluyente y no sexista”— y 2) “Violencia política contra las mujeres 
en razón de género, medida mediante la “presencia de estereotipos de género”. 

Ahora bien, para el PEF 2023-2024 se propone construir la metodología sobre los cimientos de las 
experiencias anteriores, pero revitalizando el proyecto del monitoreo. Para esto es necesario 
construir una metodología más balanceada entre lo cuantitativo y lo cualitativo. Para la elaboración 
de esta metodología se tomó en cuenta la retroalimentación sobre los resultados del monitoreo 
noticioso del PEF 2020-2021, lo que permitió identificar temas aun sin explorar. Así, se agregaron 
cinco nuevas variables a las ocho anteriores, con lo que el total aumentará a trece, como se puede 
observar en la gráfica 1. 

Esto implica que la metodología del monitoreo del PEF 2023-2024 logrará un avance más 
significativo, desde el punto de vista de las variables que se contemplan. Esto se debe a que, 
mientras la metodología del PEF 2020-2021 integró treinta y tres por ciento (33%) más variables 
que las del ejercicio anterior, ésta contempla sesenta y tres por ciento (63%) más variables que la 
del PEF 2020-2021 y ciento diecisiete por ciento (117%) más que las de los tres últimos PEF. 
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42. Las nuevas variables buscan dotar a la metodología de un enfoque cualitativo, con el propósito de 
que el monitoreo provea a la ciudadanía de información más amplia y completa sobre la cobertura 
de las precampañas y campañas en los programas de radio y televisión que difunden noticias. 

Propuesta de variables para el PEF 2023-2024 

43. La variable “enfoque de la cobertura que dan los medios a las personas precandidatas y 
candidatas” busca identificar si las notas monitoreadas hacen referencia a elementos personales de 
las precandidaturas y candidaturas o si, en su caso, se enfocan en sus mensajes, ideas y 
propuestas. Es importante mencionar que, para su elaboración, se tomó en cuenta la diferenciación 
entre temas “programáticos” y “no programáticos” establecida en Ojos que (aún) no ven. Nuevo 
reporte de ocho países: género, campañas electorales y medios en América Latina, de ONU 
Mujeres e IDEA Internacional. 

44. La variable “candidaturas postuladas mediante acciones afirmativas” tiene como objetivo registrar si 
en los programas monitoreados se menciona si las candidaturas son postuladas mediante una 
acción afirmativa y, en su caso, por cuál en específico se está haciendo dicha postulación. Esta 
variable permitirá identificar si a las candidaturas postuladas para representar a grupos en situación 
de discriminación se les está visibilizando o dando cobertura en los programas de noticias. 

45. La variable “presencia de estereotipos relacionados con grupos en situación de discriminación” 
busca identificar el posible uso de estereotipos relacionados con un amplio rango de grupos en 
situación de discriminación de los que pueden formar parte las personas precandidatas y 
candidatas. Esta variable también permitirá llevar a cabo un análisis interseccional, poniendo 
especial atención en cómo estos estereotipos pueden afectar a las mujeres, particularmente. 

46. La variable “vínculo de temas de interés público con actores políticos” consiste en registrar con qué 
temas de interés público se relaciona a los actores políticos en los programas monitoreados. 

47. La variable “actos de violencia política contra personas precandidatas o candidatas” permite 
reconocer si en los programas monitoreados se transmiten noticias sobre amenazas o agresiones 
en contra de las personas precandidatas y candidatas. Esta variable dará cuenta sobre si las 
personas conductoras, reporteras, locutoras y analistas sólo mencionan estos actos o si, además, 
usan su posición para condenarlos. Adicionalmente, la inclusión de esta variable permitirá 
reconocer si son las mismas personas precandidatas y candidatas quienes acuden a los programas 
que difunden noticias a denunciar los actos de violencia política de los que han sido víctimas. 

48. En atención a lo señalado en los considerandos anteriores y para llevar a cabo un monitoreo que 
cumpla con los objetivos establecidos en el artículo 299 del RE, el Comité elaboró una metodología 
que incluye los elementos siguientes: 

I. Objetivo general 

II. Objetivos específicos 
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III. Criterios metodológicos 

1. Unidades de análisis 

2. Sujetos de la enunciación (la persona que habla) 

3. Objeto de enunciación (de lo que se habla) 

4. Excepciones (lo que no se monitoreará) 

IV. Variables de monitoreo 

1. Tiempos de transmisión 

2. Género periodístico 

3. Valoración de la información 

4. Recursos técnicos utilizados para presentar la información 

5. Importancia de las noticias 

6. Registro de encuestas o sondeos de opinión 

7. Igualdad de género y no discriminación 

7.1 Género de la persona de la enunciación 

7.2 Uso de lenguaje incluyente y no sexista 

8. Violencia política contra las mujeres en razón de género 

8.1 Presencia de roles o estereotipos de género 

9. Enfoque de la cobertura que dan los medios a las personas precandidatas y candidatas 

10. Candidaturas postuladas mediante acciones afirmativas 

11. Presencia de estereotipos relacionados con grupos en situación de discriminación 

12. Vínculo de temas de interés público con actores políticos 

13. Actos de violencia política contra personas precandidatas o candidatas. 

V. Informes de resultados del monitoreo 

49. De conformidad con lo establecido en el considerando 40, el Comité estimó necesario aplicar todas 
las variables mencionadas —incluyendo la de “valoración de la información”— a los géneros 
periodísticos de “debate” y de “opinión y análisis” en los programas de radio y televisión que 
difunden noticias, así como a los programas de “espectáculos o revista” y los de “debate, opinión y 
análisis”, en términos de lo establecido en los considerandos 52, 53 y 54. 

Requerimientos técnicos 

50. El Comité elaboró la propuesta de requerimientos técnicos que deberán atender el INE y la IES 
para la realización del monitoreo y análisis del contenido de las transmisiones sobre precampañas 
y campañas electorales en programas de radio y televisión que difunden noticias, a partir de los 
siguientes lineamientos: 

a. El INE grabará, por medio de los CEVEM instalados en las entidades federativas, los espacios 
noticiosos incluidos en el catálogo de programas que por este medio se aprueba. A estas 
grabaciones también se les podrá llamar “testigos”; 

b. El INE hará las gestiones necesarias para poner a disposición de la IES participante los 
testigos, con el objetivo de que ésta lleve a cabo el análisis de la información; 

c. La IES participante deberá llevar a cabo el registro y la captura de la información derivada del 
análisis correspondiente de cada una de las variables de la metodología —con perspectiva 
de género— para el monitoreo de programas de radio y televisión que difunden noticias. Esta 
actividad se realizará mediante el Sistema de Monitoreo de Noticiarios diseñado por la 
Dirección de Procesos Tecnológicos de la DEPPP; y 

d. La IES participante deberá presentar semanalmente los informes de resultados del monitoreo 
y sus acumulados, considerando los puntos siguientes: 

- Interpretación cualitativa de los datos recogidos por el monitoreo; 

- Incluir un apartado sobre los resultados de las variables de género y no discriminación; 

- Incluir una sección relativa al análisis de la cobertura noticiosa por tipo de concesión; e 

- Integrar un apartado que contextualice los resultados del monitoreo con base en los 
sucesos políticos. 

 Lo anterior, conforme a los requerimientos técnicos aprobados mediante este Acuerdo y con 
el propósito de que los informes de resultados sean publicados a través del Portal de 
Monitoreo de Noticiarios del INE. 
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Conformación del catálogo de noticiarios 

51. De conformidad con lo señalado en el artículo 300, numeral 1 del RE, el catálogo de programas de 
radio y televisión respecto de los cuales se realizará el monitoreo se deberá conformar por los 
programas que difundan noticias con mayor impacto a nivel nacional y local, en su caso, en la 
demarcación territorial donde se celebre el proceso electoral respectivo. Para cumplir con lo 
anterior, la DEPPP realizó las acciones siguientes: 

- Se recabó, con auxilio de las Vocalías de las Juntas Locales y Distritales Ejecutivas, el listado 
de programas de radio y televisión que difundan noticias, que se ven y se escuchan en los 
CEVEM, en el que además se indica la relevancia política de cada uno. 

- Se realizó la adquisición de los índices de audiencia con la empresa Investigación de 
Mercados INRA S.C. 

52. Los catálogos de noticiarios usados en los últimos PEF han contemplado una importante cantidad 
de programas de radio y televisión que difunden noticias. Después de la penúltima elección 
presidencial (PEF 2011-2012), este Instituto decidió integrar en el catálogo programas de 
“espectáculos o revista” debido al interés que éstos generan entre la ciudadanía. 

 Como se puede observar en las gráficas 2 y 3, durante el primer PEF 2014-2015 organizado por el 
INE, el catálogo que se usó para precampañas, así como el de campañas se expandieron para 
contemplar 10 (diez) programas de “espectáculos o revista”. Desde entonces, el Instituto ha 
mantenido esa cantidad de programas dentro de los catálogos respectivos, con el fin de proveer a 
la ciudadanía una perspectiva más amplia sobre las coberturas noticiosas en radio y televisión. 

 En este sentido, el Comité manifestó su interés por ampliar el rango de análisis del monitoreo por la 
importancia que reviste. Lo anterior permitirá ofrecer al Consejo General y a la ciudadanía en 
general más información sobre el tratamiento que otorgan los programas en radio y televisión a las 
precampañas y campañas electorales. Por ello —para este ejercicio— se incluyen en el catálogo 4 
(cuatro) programas de “debate, opinión y análisis”. Dicha innovación también se muestra en las 
gráficas 2 y 3.  
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53. Para la integración del catálogo de programas de radio y televisión que difunden noticias que se 
usará en el periodo de precampaña del PEF 2023-2024, se consideraron 59 noticiarios de mayor 
audiencia a partir de los índices reportados por los estudios de la empresa Investigación de 
Mercados INRA S.C., así como 10 programas denominados de “espectáculos o de revista” y 4 
programas de “debate, opinión y análisis”. 

54. Para la integración del catálogo de programas de radio y televisión que difunden noticias que será 
utilizado en el periodo de campaña del PEF 2023-2024, se consideraron 489 noticiarios de mayor 
audiencia con base en los índices reportados por los estudios de la empresa referida en el párrafo 
anterior, así como 10 programas denominados de “espectáculo o de revista” y 4 programas de 
“debate, opinión y análisis”. 

55. Conforme a lo señalado en el artículo 300, numeral 2 del RE, para la elaboración del catálogo se 
consideraron los aspectos siguientes: 

I. Mayor audiencia nacional. Bajo el cual se integran los programas que difundan noticias con 
mayor índice de audiencia nacional, independientemente de su ubicación geográfica.  

II. Equidad territorial. Para determinar el criterio de equidad territorial, se buscó que todas las 
entidades fueran cubiertas, considerando a los concesionarios de uso público y de uso 
comercial por entidad, permitiendo con ello incorporar los 6 noticiarios de mayor audiencia 
representativos de cada entidad; en este sentido, se integró un total de 192 noticiarios al 
catálogo de campañas. 

III. Representatividad demográfica. Con base en el porcentaje de la lista nominal de cada 
entidad se distribuyeron 238 noticiarios para el catálogo de campaña. 

IV. Relevancia política. Criterio que es proporcionado por las Juntas Locales Ejecutivas y se 
refiere al grado con que se habla de asuntos políticos en los noticiarios (alta, media o baja). 
Esta información es utilizada en aquellos casos donde no se cuenta con información relativa a 
niveles de audiencia. 

56. Para la conformación de los catálogos de precampaña y campaña y con el objeto de que ambos 
contuvieran una representatividad que corresponda con el listado local de noticiarios, como en PEF 
anteriores, se aplicaron los criterios de proporcionalidad siguientes: 

a. Por tipo de medio. Se seleccionaron los noticiarios de acuerdo con el porcentaje por tipo de 
medio (radio o televisión), respecto de la totalidad de los noticiarios registrados de cada 
entidad y que son monitoreados en los CEVEM. 

b. Por tipo de concesión. Se seleccionaron los noticiarios para cada entidad, atendiendo la 
distribución: 84% de concesionarios comerciales y 16% de señales de concesión pública, 
social y social comunitaria.  

c. Por turno. Se consideró 41% de noticiarios en horario matutino, 37% en horario vespertino y 
22% en horario nocturno. 

d. Por periodicidad. Se consideró 90% de noticiarios que se transmiten de lunes a viernes y 
10% que se transmiten en sábado y domingo. 

57. A partir de los criterios antes expuestos y de acuerdo al número de noticiarios asignados por cada 
entidad se integró un listado de noticiarios que permitiera cumplir con la proporción esperada del 
catálogo, tomando como primer aspecto el nivel de audiencia del noticiario y solo para los casos 
donde no se tuviera información relativa a niveles de audiencia, se ocupó la relevancia política 
remitida por las Juntas Locales Ejecutivas (alta, media o baja), dependiendo del grado con que se 
hable de asuntos políticos. 

58. Se consideró, en la medida de lo posible, no integrar noticiarios con la misma persona conductora. 
Adicionalmente, si al incorporar un noticiario en el catálogo conforme a los criterios antes descritos 
no se identificó alguno que cumpliera, se integró un noticiario que correspondiera a la categoría 
más próxima. Asimismo, en atención al artículo 300, numeral 2, inciso g) del RE, al seleccionar 
entre noticiarios que tuvieran la misma relevancia política pero que no se cuente con información 
de audiencia, se determinó seleccionar aquellos de televisión cuyo horario fuera nocturno y 
aquellos de radio cuyo horario fuera matutino. 
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59. Conforme a la experiencia del monitoreo realizado en PEF anteriores, se ha identificado que, previo 
al inicio de las precampañas y campañas, algunos programas que difunden noticias presentan 
cambios en horario, persona conductora o, incluso, dejan de ser transmitidos. Debido a esto, debe 
contemplarse la posibilidad de actualizar el catálogo previo al inicio de las precampañas y 
campañas o durante su desarrollo.  

 Por lo tanto, resulta indispensable facultar al Comité para que actualice el catálogo aprobado en el 
presente Acuerdo, en el caso que se presente alguno de los supuestos mencionados en el párrafo 
anterior. La actualización del catálogo deberá realizarse de conformidad con los criterios 
establecidos para su conformación. 

Fundamentos para la emisión del Acuerdo 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículos 1; 6, Apartado B, fracciones II, III y IV; y 41, párrafo tercero y bases III, apartado A, IV, párrafo 
segundo, V, apartado A. 

Declaración Universal de los Derechos Humanos 

Artículo 19. 

Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos 

Artículo 19. 

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 

Artículo IV. 

Convención Americana sobre Derechos Humanos 

Artículo 13. 

Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer 

Artículos 2 y 7. 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 
(Convención Belém do Pará) 

Artículos 5 y 6. 

Principios sobre la aplicación de la legislación internacional de derechos humanos en relación con la 
orientación sexual y la identidad de género 

Principio 3, inciso B. 

Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 

Artículos 2, numeral 1, inciso b); 29; 30, numerales 1, incisos a), e), f) e i), y 2; 31, numeral 1; 35; 44, 
numeral 1, incisos k), n), aa) y jj); 160, numeral 1; 162, numeral 1; 185, numeral 1; 226, numeral 2, incisos a) y 
c); 237, numeral 1, inciso a); 239, numerales 1 y 5; 251, numerales 1 y 3 

Ley reglamentaria del artículo 6º, párrafo primero de la CPEUM, 
en materia del derecho de réplica 

Artículo 5. 

Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión 

Artículos 238 y 256, fracciones VI, VIII y IX. 

Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 

Artículos 20 Bis, 20 Ter y 48 Bis. 

Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres 

Artículo 42, fracción V. 

Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación 

Artículos 1, fracción III; 15 Séptimus y 15 Octavus párrafo primero. 

Reglamento de Elecciones 

Artículos 296, numerales 1 y 2; 298, numeral 1 incisos a), b) y c); 299 y 300, numerales 1 y 2. 

Reglamento Interior del Instituto Nacional Electoral 

Artículo 74, numeral 5, incisos n) y p) 

Reglamento de Radio y Televisión en Materia Electoral 

Artículos 4, numeral 1 y 2; 6, numerales 1, incisos c) y d) y 2, inciso l); 57, numeral 4 
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ACUERDO 

PRIMERO. Se aprueba la Metodología que deberá usarse para llevar a cabo el monitoreo de las 
transmisiones sobre las precampañas y campañas federales del Proceso Electoral Federal 2023-2024 en los 
programas en radio y televisión que difundan noticias, misma que acompaña al presente como Anexo 1 y 
forma parte integral del mismo. 

SEGUNDO. Se aprueba el Catálogo de programas de radio y televisión que difunden noticias sobre los 
cuales se realizará el monitoreo de las transmisiones sobre las precampañas y campañas federales del 
Proceso Electoral Federal 2023-2024, mismo que acompaña al presente como Anexo 2 y forma parte integral 
del mismo. 

TERCERO. Se aprueban los requerimientos técnicos que deberán atender el Instituto Nacional Electoral y 
la Institución de Educación Superior participante para la realización del monitoreo y análisis del contenido de 
las transmisiones en los programas en radio y televisión que difundan noticias durante las precampañas y 
campañas del Proceso Electoral Federal 2023-2024, mismos que acompañan al presente como Anexo 3 
y forman parte integral del mismo. 

CUARTO. Se faculta al Comité de Radio y Televisión para modificar el catálogo de programas al que se 
refiere el punto de Acuerdo Segundo, cuando se presente cualquiera de los supuestos mencionados en el 
considerando 59 de este Acuerdo. 

QUINTO. Se instruye a la Secretaría Ejecutiva, en términos de lo establecido en el punto de Acuerdo 
Tercero del diverso INE/CG297/2023, para que emita una convocatoria dirigida a Instituciones de Educación 
Superior que puedan realizar el monitoreo. Las Instituciones que participen deberán presentar una propuesta 
para atender la metodología, los requerimientos técnicos y el catálogo de programas de radio y televisión que 
difunden noticias aprobados para el monitoreo. Para tal efecto, las Instituciones de Educación Superior 
participantes deberán incluir una propuesta económica debidamente desglosada y sustentada. 

SEXTO. Se instruye a la Secretaría Ejecutiva, en los términos establecidos en el punto de Acuerdo 
Tercero del diverso INE/CG297/2023, para que se anexe el presente instrumento a la convocatoria dirigida a 
las Instituciones de Educación Superior para la realización del monitoreo de noticiarios de las precampañas y 
campañas correspondiente al Proceso Electoral Federal 2023-2024. 

SÉPTIMO. Se instruye a la Secretaría Ejecutiva para que, en el Convenio de Colaboración Específico que 
celebre este Instituto con la Institución de Educación Superior para realizar el monitoreo y análisis de 
contenido de las transmisiones de los programas de radio y televisión que difundan noticias relacionadas con 
las precampañas y campañas del Proceso Electoral Federal 2023-2024, se anexen la metodología, el 
catálogo y los requerimientos técnicos, aprobados mediante el presente Acuerdo. 

OCTAVO. El presente Acuerdo surtirá efectos una vez aprobado por este Consejo General del Instituto 
Nacional Electoral. 

NOVENO. Publíquese el presente instrumento en el Diario Oficial de la Federación, sin anexos. Así como 
en el portal de internet del Instituto Nacional Electoral y su Gaceta. 

El presente Acuerdo fue aprobado en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 7 de julio de 
2023, por votación unánime de las y los Consejeros Electorales, Maestro Arturo Castillo Loza, Norma Irene 
De La Cruz Magaña, Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, Maestro José Martín Fernando Faz Mora, Carla Astrid 
Humphrey Jordán, Maestra Rita Bell López Vences, Maestro Jorge Montaño Ventura, Maestra Dania Paola 
Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y de la Consejera 
Presidenta, Licenciada Guadalupe Taddei Zavala. 

La Consejera Presidenta del Consejo General, Lic. Guadalupe Taddei Zavala.- Rúbrica.- La Encargada 
del Despacho de la Secretaría del Consejo General, Lic. María Elena Cornejo Esparza.- Rúbrica. 

El Acuerdo y los anexos pueden ser consultados en las siguientes direcciones electrónicas: 

Página INE: 

https://www.ine.mx/sesion-extraordinaria-del-consejo-general-07-de-julio-de-2023/ 

Página DOF 

www.dof.gob.mx/2023/INE/CGext202307_07_ap_1.pdf 

_____________________________ 
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TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIO 
ACUERDO 22/2023 Acuerdo del Tribunal Superior Agrario por el que se faculta al personal actuarial adscrito a 
los Tribunales Unitarios Agrarios Distritos 37 y 47 a realizar actuaciones en la ciudad de Puebla. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos. 

ACUERDO 22/2023 ACUERDO DEL TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIO POR EL QUE SE FACULTA AL PERSONAL 

ACTUARIAL ADSCRITO A LOS TRIBUNALES UNITARIOS AGRARIOS DISTRITOS 37 Y 47 A REALIZAR ACTUACIONES 

EN LA CIUDAD DE PUEBLA. 

Ciudad de México, a 30 de agosto de 2023. 

El Pleno del Tribunal Superior Agrario, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 5o., 8o., 

fracciones I, II, X y XI y 9 fracción VIII de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios; y 

CONSIDERANDO 

I. Que los Tribunales Agrarios son órganos federales dotados de plena jurisdicción y autonomía para 

dictar sus fallos, y les corresponde la administración de la justicia agraria en la totalidad del territorio 

nacional. 

II. Que en el uso de las atribuciones que les confieren los 5o. y 8o. fracciones I y II de la Ley Orgánica 

de los Tribunales Agrarios, establecen que para los efectos de esta el territorio de la República se 

dividirá en distritos cuyos límites territoriales serán determinados por el Tribunal Superior Agrario, 

quien podrá modificarlos en cualquier tiempo, así como que en cada Distrito habrá el número de 

Tribunales Unitarios que se determine. 

III. Que mediante el Acuerdo General 25/2022 que emitió el Pleno del Tribunal Superior Agrario, se 

modificó la competencia Territorial de los Tribunales Unitarios Agrarios Distritos 37 y 47, ambos en el 

Estado de Puebla. 

IV. Que en la sede y competencia territorial de los Tribunales Unitarios Agrarios Distritos 47 y 37 

comprende la ciudad de Puebla, en la cual residen diversas dependencias y entidades federales, 

estatales y municipales relacionadas con el sector agropecuario, además de personas físicas y 

morales que resultan ser parte en los procedimientos que indistintamente se radican en estos 

Distritos. 

V. Que, hasta la fecha los emplazamientos, citaciones, notificaciones y demás actuaciones judiciales 

correspondientes a la circunscripción de este Municipio, son practicados exclusivamente por el 

Tribunal Unitario Agrario Distrito 47, aun cuando la Ciudad de Puebla es igualmente sede del 

Tribunal Unitario del Distrito 37. 

VI. Que en razón de lo anterior, sin necesidad de modificar la distribución competencial de los Tribunales 

Unitarios Agrarios de los Distritos 37 y 47 estipulada en el artículo 18 de su Ley Orgánica y el 

Acuerdo 25/2022, se estima conveniente que el personal de Actuaria, Secretaria de Acuerdos, 

Secretaria de Acuerdos “B” y Jefatura de Unidad, habilitados para funciones de actuaria adscritos a 

los Tribunales Unitarios Agrarios de los Distritos 37 y 47, puedan realizar de igual manera 

actuaciones judiciales de emplazamiento, citación y notificación dentro de la circunscripción territorial 

de la ciudad de Puebla, para agilizar los procedimientos respectivos. 
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VII. Asimismo, se invoca como norma análoga lo contenido en la Ley de Amparo, Reglamentaria de los 

artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en cuyo artículo 27, 

donde se regula lo referente a notificaciones, establece “…cuando el domicilio se encuentre fuera de 

la circunscripción territorial del órgano jurisdiccional que conoce del juicio, pero en zona conurbada, 

podrá comisionar al notificador para que realice en los términos de la fracción 1 de este artículo…”. 1 

VIII. De igual manera, se invoca como antecedente que el pleno de este Tribunal Superior Agrario emitió 

acuerdo en sesión de doce de febrero de dos mil ocho donde facultó al personal de los Tribunales 

Unitarios Agrarios 13, 15 y 16 en Guadalajara, Jalisco, para que las notificaciones en esa ciudad y 

área metropolitana se realicen indistintamente por el personal de los Tribunales citados. 

IX. Que por las razones expuestas y con fundamento en las disposiciones legales que han quedado 

señaladas, el Tribunal Superior Agrario emite los siguientes puntos de: 

ACUERDO 

PRIMERO. Se determina que el personal de Actuaria, Secretaria de Acuerdos, Secretaria de Acuerdos “B” 

y Jefatura de Unidad, habilitados para funciones de actuaria adscritos a los Tribunales Unitarios Agrarios de 

los Distritos 37 y 47, puedan realizar de igual manera actuaciones judiciales de emplazamiento, citación y 

notificación a las dependencias y entidades, personas físicas y morales dentro de la circunscripción territorial 

de la ciudad de Puebla, respecto de los procedimientos radicados en cada uno de esos distritos  

de justicia agraria. 

SEGUNDO. No se modifica la competencia territorial del Tribunal Unitario Agrario del Distrito 47, para la 

substanciación y resolución de cualquier procedimiento relacionado con tierras comprendidas en la Ciudad de 

Puebla, por lo que continuará realizando las actuaciones judiciales relativas a los asuntos de su índice. 

TERCERO. Publíquese el presente Acuerdo en el Diario Oficial de la Federación y, para su mayor 

difusión, en el Boletín Judicial Agrario, así como en la página web de los Tribunales Agrarios, asimismo en 

uno de los diarios de mayor circulación en la ciudad de Puebla, Estado de Puebla. 

CUARTO. El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

El Secretario General de Acuerdos del Tribunal Superior Agrario, Licenciado Eugenio Armenta Ayala, 

con fundamento en el artículo 22, Fracción II y III, de la Ley Orgánica de los Tribunales Agrarios, hace constar 

y CERTIFICA: Que en sesión extraordinaria administrativa celebrada el treinta de agosto de dos mil veintitrés, 

el Pleno de este Órgano Jurisdiccional, por unanimidad de votos aprobó el ACUERDO 22/2023 ACUERDO DEL 

TRIBUNAL SUPERIOR AGRARIO POR EL QUE SE FACULTA AL PERSONAL ACTUARIAL ADSCRITO A LOS 

TRIBUNALES UNITARIOS AGRARIOS DISTRITOS 37 Y 47 A REALIZAR ACTUACIONES EN LA CIUDAD  

DE PUEBLA.-Conste. 

Ciudad de México, a 30 de agosto de 2023.- Secretario General de Acuerdos, Lic. Eugenio Armenta 

Ayala.- Rúbrica. 

                                                 
1 ACUERDO del Tribunal Superior Agrario publicado en el Diario Oficial de la Federación el dieciocho de febrero de dos mil ocho. 
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 SECCION DE AVISOS 
 
 
 

 AVISOS JUDICIALES 
 
 
 
 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito 
Toluca, Edo. de México 

EDICTO 
 

En el juicio de amparo directo 123/2023, promovido por Josué Antonio de Jesús Chávez contra el acto que 
reclama al Segundo Tribunal de Alzada en Materia Penal de Tlalnepantla, Estado de México, consistente en la 
sentencia dictada el veintitrés de febrero de dos mil veintitrés, en el toca de apelación 838/2022, que confirmó 
el fallo condenatorio emitido el veintidós de noviembre de dos mil veintidós  en la causa penal 352/2022 del 
índice del Tribunal de Enjuiciamiento del Distrito Judicial de Cuautitlán, Estado de México, instruida en su 
contra por el hecho delictuoso de robo con modificativa (agravante de haberse cometido con violencia),  
en agravio de  Rogelio Granada García y otro, en virtud de ignorar su domicilio; por lo que se les hace saber la 
instauración del juicio de amparo por medio de este edicto y se hace de su conocimiento que deberán 
presentarse en este Tribunal a hacer valer sus derechos, dentro del término de quince días, contado a partir 
del siguiente al de la última publicación, en el entendido de que, en caso de no hacerlo, las ulteriores 
notificaciones se harán por lista. 

 
Atentamente. 

Toluca, Estado de México, 04 de julio de 2023. 
Secretaria de Acuerdos. 

Licenciada Angélica González Escalona. 
Rúbrica. 

(R.- 538935) 
Estados Unidos Mexicanos 

Juzgado Tercero de Distrito en Materia Penal en el Estado de Puebla, 
con residencia en San Andrés Cholula 

EDICTO 
 

Evelia Gallardo Cruz, Delfino Flores Peralta, Julio Miguel Flores Reyes, José Luis Arriola Sarabia y Néstor 
Hernández Silva, terceros interesados en el juicio de amparo 405/2023, de este Juzgado Tercero de Distrito 
en Materia Penal en el Estado de Puebla, promovido por Conrado Morales de Cristóbal, contra actos del 1. 
Juez de lo Penal del Distrito Judicial de Huejotzingo, Puebla; se ha ordenado emplazar por edictos a los 
referidos terceros interesados; que deberán publicarse por tres veces de siete en siete días en el “Diario 
Oficial de la Federación” y en cualquiera de los periódicos siguientes: “Reforma”, “Excélsior”, “El Financiero” o 
“El Universal”, a elección del Consejo de la Judicatura Federal; de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
27, fracción III, inciso c) de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 
aplicación supletoria a la ley citada y con el Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales. Queda 
a disposición en la actuaría de este juzgado copia autorizada de la demanda de amparo, del auto admisorio y 
del acuerdo de veintinueve de junio de dos mil veintitrés, haciéndole saber que deberá presentarse dentro del 
término de treinta días, contado a partir del siguiente al de la última publicación. 

 
San Andrés Cholula, Puebla, cinco de julio de dos mil veintitrés. 

Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en Materia Penal en el Estado de Puebla. 
Rafael Torres Campos 

Rúbrica. 
(R.- 540227) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Tercero de Distrito en Materia Penal en el Estado de Puebla, 

con residencia en San Andrés Cholula 
EDICTO 

 
2. Josefina Luna Salazar y 5. Almacenes de Muebles Imperio, Sociedad Anónima de Capital Variable, 

terceros interesados en el juicio de amparo 427/2023, de este Juzgado Tercero de Distrito en Materia Penal 
en el Estado de Puebla, promovido por Carmelo Cordero Cordero, contra actos de la 1. Segunda Sala en 
Materia Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Puebla; se ha ordenado emplazar por edictos a 
los referidos terceros interesados; que deberán publicarse por tres veces de siete en siete días en el “Diario 
Oficial de la Federación” y en cualquiera de los periódicos siguientes: “Reforma”, “Excélsior”, “El Financiero” o 
“El Universal”, a elección del Consejo de la Judicatura Federal; de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
27, fracción III, inciso c) de la Ley de Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de 
aplicación supletoria a la ley citada y con el Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, 
que establece las disposiciones en materia de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales. Queda 
a disposición en la actuaría de este juzgado copia autorizada de la demanda de amparo, del auto admisorio y 
del acuerdo de esta data, haciéndole saber que deberá presentarse dentro del término de treinta días, 
contado a partir del siguiente al de la última publicación. 

 
San Andrés Cholula, Puebla, cuatro de julio de dos mil veintitrés. 

Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en Materia Penal en el Estado de Puebla. 
Rafael Torres Campos 

Rúbrica. 
(R.- 540229) 

Estados Unidos Mexicanos 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito 

Zapopan, Jalisco 
EDICTO 

 
En los autos del juicio de amparo directo 33/2023, promovido por la quejosa Mónica Parra Navares, con 

fundamento en el artículo 27, fracción III, inciso c), de la Ley de Amparo, así como 315 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de la Materia, se ordena emplazar por este medio al 
tercero interesado Junior Ascencio Ochoa Castañeda, quien deberá presentarse dentro del término de treinta 
días, contados a partir del día siguiente al de la última publicación, a hacer valer sus derechos en el presente 
juicio, apercibido que de no hacerlo, se seguirá el procedimiento en sus etapas, haciéndose las subsecuentes 
notificaciones por lista, que se fije en los estrados de este Tribunal Colegiado, en términos de lo dispuesto en 
los artículos 26, fracción III, y 27 de la Ley de Amparo. Queda a su disposición en la Secretaría de Acuerdos 
de este Órgano Jurisdiccional, la copia de la demanda de amparo. 

 
Atentamente. 

Zapopan, Jalisco, a once de julio de dos mil veintitrés. 
El Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito. 

Lic. José Mendoza Ortega. 
Rúbrica. 

(R.- 540242) 

Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Tercero de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa 

y de Trabajo y de Juicios Federales en el Estado de Puebla 
San Andrés Cholula, Puebla 

EDICTO 
 

En el juicio de amparo indirecto 1029/2022, promovido por Juan Antonio Loranca Gálvez, en su carácter 
de apoderado legal de Miguel Arroyo Gutiérrez, se ordena emplazar a los terceros interesados Teresita Cruz 
Ramos y Ricardo Rocha Suárez, haciéndoles saber que cuentan con treinta días contados a partir de la última 
publicación de edictos, para que comparezcan a este Juzgado de Distrito ubicado en Avenida Osa Menor 
número ochenta y dos, séptimo piso, Ala Sur, Ciudad Judicial siglo XXI, Reserva Territorial Atlixcáyotl, San 
Andrés Cholula, Puebla, Código Postal 72810, a defender sus derechos, queda a su disposición en la actuaria 
copia simple de la demanda de amparo; además, señale domicilio en la ciudad donde tiene residencia este 
Órgano o en la ciudad de Puebla, donde oír y recibir notificaciones, apercibido que de no hacerlo, las 
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posteriores se le harán por lista que se fije en estrados. Lo anterior, toda vez que el quejoso promovió juicio de 
amparo contra la falta de emplazamiento al juicio ordinario civil 723/2016, y como consecuencia todo lo 
actuado, del índice del Juzgado Tercero Especializado en Materia Civil Distrito Judicial de Puebla. 

 
San Andrés Cholula, Puebla, 15 de junio de dos mil veintitrés 

Jueza Tercero de Distrito en Materia de Amparo Civil, Administrativa 
y de Trabajo y de Juicios Federales. 
D. en D. Julieta Ramírez Fragoso. 

Rúbrica. 
Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en Materia de Amparo Civil, 

Administrativa y de Trabajo y de Juicios Federales. 
Lic Ricardo Hernández Rugerio. 

Rúbrica. 
(R.- 540236) 

Estados Unidos Mexicanos 
Juzgado Tercero de Distrito en Materia Penal en el Estado de Puebla, 

con residencia en San Andrés Cholula 
EDICTO 

 
María Rocío Sosa Arroyo, representante de la difunta Claudia Herrera Sosa, tercera interesada en el juicio 

de amparo 408/2023, de este Juzgado Tercero de Distrito en Materia Penal en el Estado de Puebla, 
promovido por Andrés Luna Sosa, contra actos de Aarón Hernández Chino, Juez de Control del Juzgado de 
Oralidad Penal y Ejecución de la Región Judicial Norte con sede en Zacatlán, Puebla y la Directora del Centro 
Penitenciario de Puebla; se ha ordenado emplazar por edictos a la referida tercera interesada; que deberán 
publicarse por tres veces de siete en siete días en el “Diario Oficial de la Federación” y en cualquiera de los 
periódicos siguientes: “Reforma”, “Excélsior”, “El Financiero” o “El Universal”, a elección del Consejo de la 
Judicatura Federal; de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27, fracción III, inciso c) de la Ley de 
Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la ley citada y con el 
Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que establece las disposiciones en materia 
de actividad administrativa de los órganos jurisdiccionales. Queda a disposición en la actuaría de este juzgado 
copia autorizada de la demanda de amparo, del auto admisorio y del acuerdo de esta data, haciéndole saber 
que deberá presentarse dentro del término de treinta días, contado a partir del siguiente al de la última 
publicación. 

 
San Andrés Cholula, Puebla, seis de julio de dos mil veintitrés. 

Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en Materia Penal en el Estado de Puebla. 
Rafael Torres Campos 

Rúbrica. 
(R.- 540245) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito en la Ciudad de México 
D.C. 70/2023 

Diario Oficial de la Federación 
EDICTO 

 
Se notifica a: 

• Delia Soria Luna 
En los autos del cuaderno de amparo directo 70/2023, promovido por Marlene Susana Cortez Malpica, 

contra la sentencia de diecisiete de noviembre de dos mil veintidós, pronunciada por la Tercera Sala Familiar 
del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, en los tocas 840/2020 y 841/2020, se ordenó 
emplazarla por medio de edictos, por virtud de ignorarse su domicilio, y en su carácter de tercera interesada, 
la interposición del juicio de amparo directo ante el Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Primer Circuito, a fin de que acuda ante esta autoridad federal dentro de un término máximo de treinta días 
en defensa de sus intereses, dejando a su disposición en la secretaría de acuerdos del referido tribunal las 
copias simples correspondientes. 

 
Ciudad de México, catorce de julio de dos mil veintitrés. 

Secretaria de Acuerdos del Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 
Lic. Michelle Morales Hernández. 

Rúbrica. 
(R.- 540557) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Cuarto de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México 
Juicio de Amparo 1037/2021-7 

EDICTOS. 
 

En los autos del juicio de amparo 1037/2021-7, promovido por Brenda Rodríguez Sapiens contra actos de 
la Segunda Sala Especializada en Ejecución de Sanciones Penales del Tribunal Superior de Justicia en la 
Ciudad de México, se ordenó emplazar por edictos a la tercero interesado Elena López Granados, con apoyo 
en el artículo 27, fracción III, inciso b), párrafo segundo de la Ley de Amparo, quedando a su disposición en 
este Juzgado copia simple de la demanda de garantías; asimismo, se les concede un plazo de 30 días 
contados a partir de la última publicación para que comparezca a juicio a deducir sus derechos y señale 
domicilio para recibir notificaciones en esta Ciudad de México; apercibida que de no hacerlo, las ulteriores 
notificaciones aún las de carácter personal, se le practicarán por medio de lista. 

 
Atentamente 

Ciudad de México, a 03 de agosto de 2023. 
Secretaria del Juzgado Cuarto de Distrito de Amparo en Materia Penal en la Ciudad de México. 

Lic. María Guadalupe Lagunes Reyes. 
Rúbrica. 

(R.- 540604) 

Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito 

Campeche, Camp. 

EDICTO: 

 

TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO PRIMER CIRCUITO. En el juicio de amparo directo 901/2023, 

promovido por Guadalupe Viviana Cardeñas Sánchez, se ordena emplazar a los tercero interesados J.E.R.N., 

Y.E.R.N., D.G.M.C., M.I.R. de la G.M., C.M.M.E. y E.A.S.P., haciéndosele saber que cuentan con TREINTA 

DÍAS contados a partir de la última publicación de edictos, para que comparezca a este tribunal colegiado a 

defender sus derechos y señale domicilio en esta ciudad donde oír y recibir notificaciones, apercibida que de 

no hacerlo, las posteriores se le harán por lista que se fije en estrados, lo anterior toda vez que la quejosa 

promovió demanda de amparo contra la sentencia de dos de septiembre de dos mil dieciséis, dictada por la 

Sala Penal del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Campeche, en el toca 01/15-2016/1026. 

 

San Francisco de Campeche, Campeche, a 12 de julio de 2023. 

Secretario de Acuerdos del Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito. 

Lic. Jose de los Angeles Martín Balán 

Rúbrica. 

(R.- 540622) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado 7o. de Distrito 

Cd. Juárez, Chih. 
EDICTO 

 
Grupo Amaral, Administrador de Cartera, Sociedad Anónima Promotora de Inversión de Capital 

Variable.(Parte tercero Interesada). 
El quejoso Iván Ordoñez Gijón, promovió demanda de amparo, señalando como autoridades responsables 

al Juez Tercero de lo Civil del Distrito Judicial Bravos, a la Jefa de la Oficina Central de Oficiales Notificadores 
y Ministros Ejecutores del Distrito Judicial Bravos, al Oficial Notificador y Ministro Ejecutor adscrito a la Oficina 
Central de Oficiales Notificadores y Ministros Ejecutores del Distrito Judicial Bravos y al Registrador Público 
de la Propiedad del Distrito Bravos, todos con sede en esta ciudad, de quienes reclamó todo lo actuado dentro 
del Juicio Especial Hipotecario 1060/2012, del índice del Juzgado Tercero de lo Civil del Distrito Judicial 
Bravos; demanda que se admitió a trámite el cinco de diciembre de dos mil veintidós y se registró con el 
número de juicio de amparo 1136/2022-VI. En dicho asunto Grupo Amaral, Administrador de Cartera, 
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Sociedad Anónima Promotora de Inversión de Capital Variable, tiene el carácter de tercero interesado, quien 
no pudo ser emplazada de forma ordinaria, por lo cual se ordenó su emplazamiento por edictos, los cuales 
deberán publicarse por tres veces, de siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los 
periódicos de mayor circulación en la república; asimismo, se fija en la puerta de este Juzgado una copia 
íntegra de este edicto durante todo el tiempo del emplazamiento, de conformidad con el artículo 315 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo. Se hace saber al 
tercero interesado, que deberá apersonarse en este juzgado, dentro del término de treinta días contado a 
partir del día siguiente al de la última publicación; apercibido de que en caso de no presentarse, las ulteriores 
notificaciones de índole personal, se le practicaran por medio de lista, de conformidad con el artículo 26, 
fracción III, de la mencionada Ley de Amparo; de igual forma se le hace saber que la audiencia constitucional 
está señalada para las nueve horas del cuatro de julio de dos mil veintitrés. 

 
Ciudad Juárez, Chihuahua, 16 de junio 2023 

La Jueza Séptimo de Distrito en el Estado de Chihuahua, con sede en Ciudad Juárez 
Lic. Claudia López López 

Rúbrica. 
(R.- 540621) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado de Distrito en Materias de Amparo y Juicios Federales en el Estado 
H. Matamoros, Tamaulipas 

EDICTO 
 

Tercero Interesado Refugio Ernesto Sánchez Pizaña; por este medio se le comunica que Jesús Rigoberto 
Chávez Gutiérrez, promovió demanda contra actos del Juez de Primera Instancia Mixto del Decimoprimer 
Distrito Judicial en el Estado, con sede en San Fernando, Tamaulipas, consistentes en la omisión de 
desahogar las pruebas solicitadas dentro de la causa penal 65/2015, la cual se registró con el número  
de amparo 263/2023-VI; asimismo se ordenó su emplazamiento al mismo y deberá comparecer si así le 
conviniere, ante este Juzgado de Distrito, ubicado en Av. Pedro Cárdenas y Longoria, núm. 2015, 4° nivel, 
Fracc. Victoria, C.P. 87390, de esta ciudad, dentro del término de treinta días, contados a partir de la última 
publicación del edicto, el cual se publicará tres veces, de siete en siete días en el Diario Oficial de la 
Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación en la república mexicana; asimismo,  
deberá señalar domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad; apercibido que de no hacerlo,  
las subsecuentes, aún las personales, se le realizarán por lista que se publica en este órgano, en términos del 
artículo 27, fracción III, inciso b), de la Ley de Amparo. 

 
H. Matamoros, Tamaulipas, 21 de julio de 2023. 

El Secretario del Juzgado de Distrito en Materias de Amparo y Juicios Federales 
en el estado de Tamaulipas, encargado del despacho por vacaciones del titular, 

en términos del artículo 141 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 
Licenciado Edgar Ulises González González. 

Rúbrica. 
(R.- 540627) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito 
Zapopan, Jalisco 

EDICTO 
 

Benjamín Viveros Ramos 
Tercero Interesado 

"En cumplimiento auto treinta de junio de dos mil veintitrés, dictado por el Presidente del Segundo Tribunal 
Colegiado Materia Civil Tercer Circuito, amparo directo 519/2022, promovido por Natividad Bello Vargas, por 
sí y como albacea de la sucesión a bienes de Héctor Ramírez Barragán, contra acto Séptima Sala Supremo 
Tribunal de Justicia Estado Jalisco, se hace conocimiento que resulta carácter tercero interesado, en términos 
artículo 5°, fracción III, inciso b) Ley de Amparo y 315 Código Federal Procedimiento Civiles aplicado 
supletoriamente, se ordenó emplazar por edicto a juicio, si a su interés conviniere se apersone a través de 
quien legalmente lo represente, ante este tribunal colegiado, a deducir derechos dentro término  treinta días, 
partir siguiente a ultima publicación del presente edicto; apercibido no comparecer lapso indicado, ulteriores   
notificaciones personales surtirán efectos por lista se publique estrados este órgano" 

Para su publicación por tres veces de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación y en el 
periódico de mayor circulación en la república mexicana, se expide la presente en la ciudad de Zapopan, 
Jalisco, a treinta de junio de dos mil veintitrés. Doy fe.– 

 
El Secretario de Acuerdos del Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito. 

Licenciado Rafael Adrián Castillo Castro. 
Rúbrica. 

(R.- 540748) 
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Estados Unidos Mexicanos 

Juzgado Primero de Distrito en Materia Penal en el Estado de Puebla, 

con residencia en San Andrés Cholula 

EDICTO 

 

En el juicio de amparo indirecto 1240/2022, promovido por María Cristina de la Rosa Rodríguez, contra 

actos de Alfredo Guzmán Cabrera, agente del Ministerio Público encargado de la agencia Especializada en 

Investigación en Delitos de Alta Incidencia, y otras autoridades, se ordenó emplazar a la tercera interesada 

Erika Jisel Lucero Salinas, por este medio. Se le hace saber que tiene treinta días contados a partir de la 

última publicación de edictos, para comparecer a este juzgado a defender sus derechos, si así conviniera a 

sus intereses, y señalar domicilio en San Andrés Cholula o zona conurbada, en caso de no hacerlo, las 

subsecuentes notificaciones, se le harán por medio de lista. 

 

San Andrés Cholula, Puebla, 04 de agosto de 2023. 

Secretaria del Juzgado Primero de Distrito en Materia Penal en el Estado de Puebla. 

Deisy Cocoletzi Piantzi 

Rúbrica. 

(R.- 540919) 

Estados Unidos Mexicanos 

Juzgado Primero de Distrito en Materia Penal en el Estado de Puebla, 

con residencia en San Andrés Cholula 

EDICTO 

 

En el juicio de amparo indirecto 54/2023, promovido por Acelo Omero Victoria Carro y Rolando Rodríguez 

Jiménez, contra actos del Juez de Control de la Región Judicial Centro, con sede en Puebla, se ordenó 

emplazar a las víctimas indirectas Isabel Romero Zamora, Patricia Manuel Vargas y Anastacio Cayetano 

Carrera, en su carácter de terceros interesados, por este medio. Se les hace saber que tienen treinta días 

contados a partir de la última publicación de edictos, para comparecer a este juzgado a defender sus 

derechos, si así conviniera a sus intereses, y señalar domicilio en San Andrés Cholula o zona conurbada, en 

caso de no hacerlo, las subsecuentes notificaciones, se les harán por medio de lista. 

 

San Andrés Cholula, Puebla, 04 de agosto de 2023. 

Secretaria del Juzgado Primero de Distrito en Materia Penal en el Estado de Puebla. 

Deisy Cocoletzi Piantzi 

Rúbrica. 

(R.- 540920) 

Estados Unidos Mexicanos 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito 

San Andrés Cholula, Pue. 
EDICTO 

 
DULCE MARÍA CASTELÁN CONTRERAS 

Les comunico que en proveído de esta fecha se admitió la demanda que originó el juicio de amparo directo 
50/2023, promovido por Macario Silvestre Castelán Martínez, contra la resolución de siete de diciembre de 
dos mil dieciocho dictada por las personas magistradas que integran la Tercera Sala en Materia Penal del 
Tribunal Superior de Justicia del Estado de Puebla, en el toca de apelación 212/2018, relativo a la sentencia 
emitida por la persona titular del Juzgado de lo Penal del Distrito Judicial de Acatlán de Osorio, Puebla, en la 
causa penal 1/2016. Luego, al desconocerse el domicilio actual y correcto de usted, tercera interesada, Dulce 
María Castelán Contreras, en ese mismo auto se ordenó su emplazamiento a este juicio por edictos, en 
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términos de los artículos 27, fracción III, inciso c), de la Ley de Amparo, y 315 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a la ley de la materia. Le informo que en la actuaría de este 
tribunal queda a su disposición copia simple de la demanda, y que se le otorgó un plazo de treinta días 
hábiles, contados a partir del siguiente al de la última publicación de este edicto, para que concurra ante este 
tribunal colegiado de circuito y, en términos del artículo 181 de la Ley de Amparo, formule alegatos o 
promueva amparo adhesivo; asimismo, señale domicilio para oír y recibir notificaciones de carácter personal 
en este municipio o zona conurbada. Apercibido que de no hacerlo, sin ulterior proveído, se le tendrá por 
emplazado, las subsecuentes notificaciones, incluso de carácter personal, se le practicarán por lista, y se 
continuará con la substanciación de este juicio de derechos. 

 
Atentamente, 

San Andrés Cholula, Puebla; 06 de julio de 2023. 
Secretario adscrito al Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito. 

Edgar Alán Guzmán Espinoza 
Rúbrica. 

(R.- 540624) 
Estados Unidos Mexicanos 

Juzgado Sexto de Distrito en Salina Cruz, Oaxaca 
EDICTO 

 
En cumplimiento al auto de veinticinco de julio de dos mil veintitrés, dictado en el juicio de amparo indirecto 

397/2022, radicado en este Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Oaxaca, con sede en Salina Cruz, 
promovido por NESTOR DANIEL CABRERA GALLEGOS, contra actos del Juez de Control del Circuito 
Judicial del Istmo, sede Santo Domingo Tehuantepec, Oaxaca, por auto de siete de junio de dos mil veintidós, 
se admitió a trámite el citado juicio de amparo; por acuerdo de treinta de junio de dos mil veintidós, se ordenó 
emplazar a juicio a ELODIA BRIAN SERRET RUIZ, en su carácter de tercera interesada; sin embargo, ante la 
imposibilidad de emplazarla a juicio, no obstante haber agotado las medidas de investigación y no haber 
logrado localizar el domicilio de la aludida tercera interesada, en proveído de veintinueve de noviembre de dos 
mil veintidós, se ordenó su emplazamiento por medio de edictos, en términos del normativo 315 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo; haciéndole saber a la citada 
tercera interesada que en caso de convenir a sus intereses deberá presentarse ante este Juzgado Sexto de 
Distrito en el Estado de Oaxaca, sito en avenida Tampico número ciento seis, planta baja, centro, Salina Cruz, 
Oaxaca, dentro del término de treinta días, contados a partir del siguiente al de la última publicación. 

 
Salina Cruz, Oaxaca, 25 de julio de 2023. 

Secretario del Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Oaxaca. 
Roberto Matus Vázquez. 

Rúbrica. 
(R.- 540927) 

Estados Unidos Mexicanos 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito 

EDICTO 
 
En el juicio de amparo directo 49/2023, promovido por Juan De Dios Tapia Guzmán, contra la resolución 

dictada el cuatro de julio de dos mil diecinueve, por el Segundo Tribunal de Alzada en Materia Penal de 
Tlalnepantla, Estado de México, en el toca de apelación 595/2018; se emitió un acuerdo para hacer saber a 
los terceros interesados Víctor Hugo Menchaca Molinero, María del Rosario Ramírez Chávez, Jonathan 
Bustos Anica y Emma Reyes Vázquez, que dentro de los treinta días siguientes al de la última publicación, 
comparezcan ante este Tribunal, debidamente identificada en las instalaciones que ocupa este Órgano 
Jurisdiccional, sito en Avenida Doctor Nicolás San Juan, Número 104, Colonia Ex rancho Cuauhtémoc, código 
postal 50010, en defensa de sus intereses si así lo estiman conveniente, apercibidos que de no hacerlo dentro 
del término referido, se tendrá por hecho el emplazamiento y las ulteriores notificaciones se les harán por lista 
que se fije en un lugar visible y de fácil acceso a este Tribunal. Queda a su disposición en la Secretaría de 
Acuerdos del Tribunal, copia simple de la demanda de amparo. 

 
Atentamente 

Toluca, Estado de México, 2 de agosto de 2023. 
Por Acuerdo del Magistrado Presidente, firma la Secretaria de Acuerdos 
del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 

Licenciada Rosalva Carranza Peña 
Rúbrica. 

(R.- 540928) 
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Estados Unidos Mexicanos 

Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de México, 

con residencia en Nezahualcóyotl 

EDICTO 

 

Nezahualcóyotl, Estado de México a veintiuno de julio mayo de dos mil veintitrés, en los autos del juicio de 

amparo 1091/2022, promovido por Emilio Álvaro Martínez Linarte, contra actos del Juez de Control del Distrito 

Judicial de Chalco en el Estado de México, se ordena emplazar como terceros interesados a Luis Alejandro 

Jaramillo Santiago y Fidencio Lara Oliver, mediante edictos, para que comparezcan a deducir sus 

derechos, en el término de treinta días, contado a partir del día siguiente al en que se efectúe la última 

publicación. 

 

Atentamente. 

Secretario del Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de México, 

con residencia en Nezahualcóyotl. 

Lic. Joaquín Antonio Tovar Pedraza. 

Rúbrica. 

(R.- 540997) 

Estados Unidos Mexicanos 

Juzgado Primero de Distrito en Materia Penal en el Estado de Puebla 

Juzgado Primero de Distrito de Amparo en Materia Penal en el Estado de Puebla, 

con residencia en San Andrés Cholula 

EDICTO 

 

En el juicio de amparo 325/2023, promovido por Felipe Cuautle Xicale contra actos del Juez del Tribunal 

de Enjuiciamiento con jurisdicción Estatal en Puebla y otras autoridades, se ordenó emplazar al tercero 

interesado Ángel Sainz Ortiz, por este medio. Se le hace saber que tiene treinta días contados a partir de la 

última publicación de edictos, para comparecer a este juzgado a defender sus derechos, si así conviniera a 

sus intereses, y señalar domicilio en San Andrés Cholula o zona conurbada, en caso de no hacerlo, las 

subsecuentes notificaciones, se le harán por medio de lista. 

 

San Andrés Cholula, Puebla, 11 de agosto de 2023. 

Secretario del Juzgado Primero de Distrito en Materia Penal en el Estado de Puebla 

con residencia en San Andrés Cholula. 

Martín Alfaro Mena 

Rúbrica. 

(R.- 541334) 

Estados Unidos Mexicanos 
Primer Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales  

en el Estado de Puebla 
EDICTO 

 
En los autos del Conflicto Individual de Seguridad Social 333/2022-III, promovido por Gabriela Gil 

Hernández en el que demanda de Afore XXI, Banorte, Sociedad Anónima de Capital Variable la devolución de 
las aportaciones por concepto de ahorro para el retiro IMSS 1997, del Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores la devolución y pago de las aportaciones por concepto de Infonavit 1997,  
más los rendimientos que se generen, y como se desconoce el domicilio de la tercera interesada María Josefa 
García Ramírez, en acuerdo de treinta y uno de mayo de dos mil veintitrés, se ordenó emplazarla a juicio por 
medio de edictos, que se publicarán dos veces, con un lapso de tres días entre uno y otro, en uno de los 
periódicos de mayor circulación en la República Mexicana. Se hace del conocimiento de la tercera que  
deberá presentarse ante este Tribunal, con domicilio en Boulevard Municipio Libre número 1910,  
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colonia Ex Hacienda Mayorazgo, Código Postal 72480, Puebla, Puebla, a recoger las copias de traslado para 
que en un plazo de treinta días, siguientes a la fecha de la última publicación del edicto, manifieste por escrito 
ante este Tribunal lo que a su derecho convenga y ofrezca las pruebas que a su interés corresponda,  
autorice personas que la representen y a señale domicilio en esta ciudad, para recibir citas y notificaciones; 
con el apercibimiento que de no hacerlo, las subsecuentes notificaciones, aún las de carácter personal,  
se harán a través de boletín judicial, y que de no hacer manifestación alguna dentro del plazo que le fue 
concedido, se tendrá por perdido su derecho a ofrecer pruebas y deberá estar al resultado del presente juicio, 
quedando a su disposición en la Secretaría de este Tribunal las copias de traslado correspondiente. 

 
Puebla, Puebla; 05 de julio de 2023. 

El Secretario Instructor del Primer Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales en el Estado de Puebla. 
Alejandro Tlacuahuac Zitlalpopoca 

Rúbrica. 
(R.- 540641) 

Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito 

EDICTO 

 

En los autos del amparo directo D.C. 493/2023, promovido por Claudia Rocío Gutiérrez Mora, quien se 

ostenta albacea de la sucesión de Filemón Muciño Aguirre, contra de la sentencia definitiva dictada por la 

Octava Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, el uno de junio del año en 

curso, en el toca 727/2022; en proveído de tres de agosto del presente año, se ordenó emplazar por medio de 

edictos al tercero interesado Fernando Zepeda, a quien se le concede un término de treinta días contados a 

partir de la última publicación para que comparezca a juicio a hacer valer sus derechos y señale domicilio para 

oír y recibir notificaciones en esta ciudad, apercibido que de no hacerlo, las ulteriores notificaciones aún las de 

carácter personal, se practicaran por medio de lista. 

 

Atentamente 

Ciudad de México, a veintiuno de agosto de dos mil veintitrés. 

Secretario de Acuerdos 

Lic. Armando Esparza Márquez 

Rúbrica. 

(R.- 541441) 

Estados Unidos Mexicanos 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito 

EDICTO 
 

En el juicio de amparo directo 188/2023, promovido por VÍCTOR TONATIUH HERNÁNDEZ ESCUDERO, 
contra el acto reclamado al Segundo Tribunal de Alzada en Materia Penal de Toluca, Estado de México, 
consistente en la sentencia dictada el veintitrés de enero de dos mil veinte, en el toca de apelación 704/2019; 
se emitió un acuerdo para hacer saber a la tercera interesada víctima del sexo femenino de identidad 
resguardada de iniciales D.V.R.A., que dentro de los treinta días siguientes al de la última publicación, 
comparezca ante este Tribunal, debidamente identificada en las instalaciones que ocupa este Órgano 
Jurisdiccional, sito en Avenida Doctor Nicolás San Juan, Número 104, Colonia Ex rancho Cuauhtémoc, código 
postal 50010, en defensa de sus intereses si así lo estima conveniente, apercibida que de no hacerlo dentro 
del término referido, se tendrá por hecho el emplazamiento y las ulteriores notificaciones se le harán por lista 
que se fije en un lugar visible y de fácil acceso a este Tribunal. Queda a su disposición en la Secretaría de 
Acuerdos del Tribunal, copia simple de la demanda de amparo. 

 
Atentamente 

Toluca, Estado de México, veintidós de agosto de dos mil veintitrés. 
Por Acuerdo del Magistrado Presidente, firma la Secretaria de Acuerdos del Primer  

Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 
Licenciada Rosalva Carranza Peña 

Rúbrica. 
(R.- 541595) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Noveno de Distrito en Materia de Amparo y Juicios Federales en el Estado de México, 
con residencia en Toluca 

EDICTO 
 

En el juicio de amparo 1301/2022-VIII, promovido por el apoderado legal de Almexa Aluminio, S.A. de 
C.V., e Industria Mexicana del Aluninio, S.A. de C.V. contra actos del Juez de Control y Tribunal  
de Enjuiciamiento del Distrito Judicial de Cuautilán, Estado de México, se emitió un acuerdo para hacer saber 
al tercero interesado Eduardo Rodríguez Pérez, que dentro de los treinta días siguientes deberá comparecer 
debidamente identificado en las instalaciones que ocupa este juzgado, sito en Avenida Doctor Nicolás San 
Juan, Número 104, segundo piso, Colonia Ex rancho Cuauhtémoc, código postal 50010, para ser 
debidamente emplazado al juicio de referencia. 

 
Atentamente. 

La Secretaria del Juzgado Noveno de Distrito en Materia de Amparo y Juicios Federales  
en el Estado de México, con residencia en Toluca. 

Firma la Secretaria 
Lic. Laura Guadalupe López Quezada. 

Rúbrica. 
(R.- 541609) 

Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito 

Ciudad de México 

“EDICTOS” 

 

En los autos del juicio de amparo directo civil D.C. 386/2023-II, promovido por Juan Manuel Fajardo 

Zavala, contra el acto de la Primera Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, 

consistente en la sentencia de catorce de abril de dos mil veintitrés, dictada en el toca 831/2010/21, deducido 

del juicio ordinario civil, expediente 1331/2019, del índice del Juzgado Décimo Sexto Civil de la Ciudad de 

México, promovido por Juan Manuel Fajardo Zavala, en contra de Felix Fajardo Zavala y Graciela Méndez 

Ávila; por auto de ocho de agosto de dos mil veintitrés, se ordenó emplazar por edictos a la tercera 

llamada a juicio Constructora Habitacional San Juan de Aragón, Sociedad Anónima, haciéndole saber que se 

puede apersonar dentro del término de treinta días.  

 

Ciudad de México, a veintiocho de agosto de dos mil veintitrés. 

La Secretaria de Acuerdos del Octavo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 

Lic. Aída Patricia Guerra Gasca. 

Rúbrica. 

(R.- 541613) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan 

Quejoso: Inmobiliaria Guirod, sociedad anónima de capital variable 
Tercero Interesado: Poirier and Brothers Inc, sociedad anónima de capital variable 

EDICTO 
 

“…Inserto: Se comunica a la moral tercero interesado Poirier and Brothers Inc, sociedad anónima de 
capital variable, por conducto de quien legalmente la represente, que el Juzgado Cuarto de Distrito en el 
Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, mediante auto de veinte de febrero de dos mil 
veintitrés, admitió la demanda de amparo promovida por Inmobiliaria Guirod, sociedad anónima de capital 
variable, registrada con el número de juicio de amparo 136/2023-II-B, en el que señaló como acto reclamado 
la ejecución material de lanzamiento forzoso llevado a cabo el diecisiete de enero de dos mil veintitrés, 
ordenado en el expediente 255/2022 del índice del Juzgado Sexagésimo Séptimo de lo Civil en la Ciudad de 
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México, respecto del  inmueble ubicado en calle Circuito de Valle Escondido, número treinta y dos, lote 
veinticuatro, manzana cinco, colonia Loma de Valle Escondido, municipio de Atizapán de Zaragoza, Estado de 
México. Se le hace de su conocimiento el derecho que tienen de apersonarse dentro del término de treinta 
días, contados a partir de la última publicación, en el local de este juzgado sito en Boulevard Toluca, número 
cuatro, colonia Industrial Naucalpan, código postal 53370, Naucalpan de Juárez, Estado de México y que la 
audiencia constitucional se encuentra fijada para las diez horas con veinticinco minutos del dieciséis de agosto 
de dos mil veintitrés.” 

 
Atentamente. 

Naucalpan de Juárez, Estado de México, a diez de agosto de dos mil veintitrés. 
Secretaria del Juzgado Cuarto de Distrito en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez. 

Licenciada Karla Michelle García Báez. 
Rúbrica. 

(R.- 540749) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Tercero de Distrito 

Zacatecas 
EDICTO  

Por ignorarse el domicilio de la tercera interesada Imelda Herrera Miranda, en cumplimiento a lo 
establecido en acuerdo de siete de agosto de dos mil veintitrés, con fundamento en el artículo 27, fracción III, 
inciso b), de la Ley Reglamentaria de los artículos 103 y 107 constitucionales, en relación con el artículo 315 
del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a dicha ley, se ordena su 
emplazamiento mediante edictos, en el que se deberá hacer de su conocimiento que en el Juzgado Tercero 
de Distrito en el Estado de Zacatecas, el quejoso José Manuel Herrera Salcedo, promovió juicio de amparo en 
contra de los actos reclamados al Juzgado Segundo de Primera Instancia y de lo Familiar del Distrito Judicial 
de Sombrerete, Zacatecas, registrado en este órgano jurisdiccional bajo el número 881/2022, consistente en: 
“la falta de emplazamiento y la omisión de reconocerlo como heredero en la sucesión a bienes de José 
Manuel Herrera Miranda, dentro de los autos del juicio 218/2018, del índice de la responsable”, asimismo, se 
le hace saber que deberá presentarse dentro del término de treinta días contados del siguiente al de la última 
publicación de edictos, apercibida de que pasado dicho término sin comparecer, se le harán las posteriores 
notificaciones por lista, fijada en los estrados de este Juzgado Federal; finalmente, practicado su 
emplazamiento por este medio, se señalará fecha para la celebración de la audiencia constitucional relativa. 
En el entendido que se publicarán por tres veces, de siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación, 
en el periódico denominado “El Universal” y en el diverso “Imagen” de esta ciudad.  

Zacatecas, Zacatecas, a siete de agosto de dos mil veintitrés. 
Secretaria del Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Zacatecas. 

Lic. Mónica Lizette Lozano Ramírez. 
Rúbrica. 

(R.- 541670) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Decimosexto Circuito  

Guanajuato 
EDICTO 

 
Tercero interesado Juan Carlos Ramos Conejo. 

Por este conducto, se ordena emplazar al tercer interesado Juan Carlos Ramos Conejo, dentro del juicio 
de amparo directo 122/2023, promovido por Daniela Vázquez Murrieta por sí y en representación de las niñas 
de iniciales O.A.V ., y V.A.V , por conducto de su asesor jurídico Israel Fuentes Juárez, contra actos de la 
Segunda Sala Penal del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, en cuya demanda de amparo se señala: 

IV. Acto reclamado: la sentencia de 30 de mayo de 2023, dictada en el toca 45/2023. 
VI. Preceptos constitucionales cuya violación se reclama: 1, 4, 14, 16, 17 y 20. 
Se hace saber al tercero interesado en cuestión, que debe presentarse ante este tribunal colegiado  

a defender sus derechos; apercibido que de no comparecer, se continuará el juicio sin su presencia, 
haciéndose las ulteriores notificaciones en las listas que se fijan en los estrados de este tribunal. 

Publíquese por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de los 
periódicos de mayor circulación de la República. 

 
Atentamente. 

Guanajuato, Gto., 21 de agosto de 2023. 
El Secretario de Acuerdos del Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Decimosexto Circuito. 

Lic. Christian Gabriel Aguilar Romero. 
Rúbrica. 

(R.- 541676) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Segundo Tribunal Laboral Federal de Asuntos Individuales, 

con residencia en Hermosillo, Sonora 
EDICTO 

 
SEGUNDO TRIBUNAL LABORAL FEDERAL DE ASUNTOS INDIVIDUALES CON RESIDENCIA EN 

HERMOSILLO, SONORA. En el procedimiento ordinario laboral 65/2023 promovido por Eder Alan Hernández 
Sánchez, se ordena emplazar a los demandados Proyectos Industriales de Tamuin, Sociedad Anónima de 
Capital Variable, Proyectos y Transportes Emitsa, Sociedad Anónima de Capital Variable, haciéndoseles 
saber que cuentan con quince días después de la última publicación de edictos para que comparezcan a este 
Tribunal Laboral a defender sus derechos y señalen domicilio en esta ciudad donde oír y recibir notificaciones, 
apercibidos que de no hacerlo así, las posteriores notificaciones se realizarán por boletín, asimismo, se les 
hace saber que quedan a su disposición, en el lugar que ocupa este Tribunal, sito en Doctor Aguilar número 
13, entre Galeana y Ocampo, colonia Centenario, Hermosillo, Sonora, las copias de traslado de la demanda y 
documentos anexos para su debida instrucción, auto de admisión y auto de veintidós de junio de dos mil 
veintitrés. En el entendido que en caso de no comparecer y no dar contestación a la demanda, dentro del 
término establecido, se tendrán por admitidas las peticiones de la parte actora, salvo aquellas que sean 
contrarias a la ley; por perdido su derecho a ofrecer pruebas y a formular reconvención, sin perjuicio de que 
antes de la audiencia preliminar puedan ofrecer pruebas, para demostrar que el actor no era su trabajador, 
que no existió el despido o que no son ciertos los hechos afirmados por la parte actora.  

 
Hermosillo, Sonora, a 29 de junio de 2023. 

Secretario Instructor adscrito al Segundo Tribunal Laboral Federal de 
 Asuntos Individuales, con residencia en Hermosillo 

Hermosillo, Sonora. 
Lic. Roberto Aarón Peña Rodríguez 

Rúbrica. 
(R.- 540913) 

Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Sexto de Distrito en el Edo. de Morelos 
EDICTO 

 
Charles James Mccombs Mora, en el lugar donde se encuentre: 
En los autos del juicio de amparo 168/2023, promovido por el quejoso Enrique Marchan Mota, por propio 

derecho y como albacea de la sucesión a bienes de Enrique Marchan Domínguez, contra actos del Juzgado 
Tercero Civil de Primera Instancia del Noveno Distrito Judicial del Estado de Morelos, reclamando:  
“A).-Todo lo actuado en el juicio 202/2021-2ª, en especial la falta de emplazamiento al mismo respecto del 
suscrito. Tanto en lo personal como albacea a bienes de mi padre Enrique Marchan Domínguez.  
B).- La omisión de llamar a juicio al suscrito como propietario del predio materia del juicio que se reclama.  
C).- Todos los efectos y consecuencia generados por los actos reclamados. Ordenándose, restituir las cosas y 
los derechos del quejoso al estado que se encontraban antes de los actos reclamados. (…)” juicio de amparo 
que se radicó en este Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Morelos, ubicado en Boulevard del Lago 
número 103, edificio “B”, nivel 4, colonia Villas Deportivas, Delegación Miguel Hidalgo, Cuernavaca, Morelos, 
código postal 62370, y en el cual se le ha señalado con el carácter de tercero interesado y al desconocerse 
su domicilio actual, se ha ordenado su emplazamiento por edictos, que deberán publicarse por tres veces de 
siete en siete días en el Diario Oficial de la Federación, y en uno de los diarios de mayor circulación en la 
República Mexicana,  de conformidad con lo dispuesto en los artículos 27, fracción III, inciso b) de la Ley de 
Amparo y 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo 
conforme a su artículo 2°, haciéndole saber que deberá presentarse dentro de TREINTA DÍAS, contados a 
partir del siguiente al de la última publicación; apercibido que de no hacerlo, las ulteriores notificaciones, sin 
necesidad de acuerdo, se le harán por lista que se publique en los estrados de este Juzgado Federal. Queda 
a su disposición en este órgano judicial copia de la demanda de amparo de que se trata; asimismo, se hace 
de su conocimiento que la audiencia constitucional se encuentra prevista para las diez horas con cincuenta 
y cinco minutos del doce de junio de dos mil veintitrés. 

 
Atentamente 

Cuernavaca, Morelos, veinticuatro de mayo de 2023. 
Secretario del Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Morelos 

Aldo Salazar Villanueva. 
Rúbrica. 

(R.- 540932) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito 
DC-687/2022 
“EDICTOS” 

 
AL MARGEN SUPERIOR IZQUIERDO APARECE UN SELLO CON EL ESCUDO NACIONAL Y CON EL 

TEXTO QUE DICE: ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.- PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 
En los autos del juicio de amparo DC-687/2022 promovido por Aurora Castro Ayala, en contra del acto 

emitido por la Quinta Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México, y en virtud de 
desconocerse el domicilio del tercero interesado Rafael Ordóñez en este juicio de garantías, se ha ordenado 
por auto de siete de agosto de dos mil veintitrés, emplazarlo a juicio por medio de Edictos, que se publicarán 
por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación, como en el periódico de “El Sol de 
México”, en atención a lo dispuesto en el Artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles de 
aplicación supletoria a la Ley de Amparo; por lo tanto, queda a disposición de dicho tercero interesado en la 
Secretaría de este Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, copia simple de la 
demanda y sus anexos y, asimismo, se le hace saber que cuenta con el término de treinta días, los que se 
computarán a partir del día siguiente al de la última publicación de los edictos de mérito, para que ocurran 
ante este Tribunal Colegiado a hacer valer sus derechos si a su interés conviniere y, asimismo, señale 
domicilio para oír y recibir notificaciones en esta ciudad capital, apercibido que de no hacerlo, las ulteriores 
notificaciones, aún las de carácter personal, se le harán por lista de acuerdos, así como por estrados de este 
Tribunal. 

 
Atentamente 

Ciudad de México, 14 de agosto de 2023. 
El Secretario de Acuerdos del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito. 

Lic. Alejandro Enrique Mayén Espinosa. 
Rúbrica. 

(R.- 540996) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial del Estado de Michoacán 
Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Michoacán de Ocampo 

Juzgado Mixto de Primera Instancia 
 Sahuayo de Morelos, Michoacán 

EDICTO 
 

Sahuayo, Michoacán, a 21 veintiuno de agosto de 2023 
La ciudadana licenciada Gilda Lucía Rodríguez Márquez, Juez Mixta de Primera Instancia de este 

Distrito Judicial, con residencia en esta ciudad de Sahuayo, Michoacán, y en cumplimiento a lo ordenado 
dentro del juicio de amparo directo número 285/2023, promovido por el licenciado Marco Antonio Aguilar 
Cabezas, ante el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito, con sede en 
Morelia, Michoacán, con motivo del juicio sumario civil número 82/2018, que sobre cobro de honorarios, 
que promueve ante este Tribunal el licenciado Marco Antonio Aguilar Cabezas, frente a "Cooperativa de 
Ahorro y Crédito "Sr. Dr. Don Enrique Méndez Garibay", en el que se dictó el auto que en lo conducente a 
continuación se transcribe:   

“… Se ordena el emplazamiento al tercer interesado Edgardo Ignacio Orozco Pérez, en cuanto 
representante legal de la moral "Cooperativa de Ahorro y Crédito "Sr. Dr. Don Enrique Méndez Garibay", 
por medio del presente edicto, que se publique por 3 tres veces, de 7 siete en 7 siete días en el diario oficial 
de la Federación y en uno de los periódicos de mayor circulación en la Republica, para enterarlo de la 
tramitación del juicio de amparo a que se hace mención en el párrafo que antecede, para que dentro del plazo 
de 30 treinta días, contado a partir del día siguiente de la publicación de este edicto, comparezca ante el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Primer Circuito, con sede en Morelia, Michoacán, a 
dar contestación a los agravios, dejándole a su disposición las copias de la demanda de amparo en la 
Secretaría de este Juzgado, para que las recoja dentro del término citado. 
 

Atentamente. 
El Secretario de Acuerdos del Juzgado Mixto de Primera Instancia de este Distrito Judicial. 

Lic. Pablo Flores González. 
Rúbrica. 

(R.- 541167) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Décimo Segundo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 
“2023, Año de Francisco Villa” 

EDICTO 
 

En los autos del juicio de amparo indirecto 624/2023-IV, del índice del Juzgado Décimo Segundo de 
Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México, promovido por Dedge Corp, Sociedad Anónima de 
Capital Variable, en el cual reclama la sentencia interlocutoria de diecinueve de mayo de dos mil veintitrés, 
dictada en el incidente de recusación del perito tercero en discordia en materia de informática, planteado por 
la quejosa en los autos del juicio ordinario mercantil expediente 1042/2019 del índice del Juzgado Décimo 
Noveno Civil de Proceso Escrito de la Ciudad de México, que desechó dicha recusación e impuso a la 
ahora quejosa una sanción pecuniaria equivalente a ciento veinte días de salario mínimo general vigente en 
esta ciudad, a favor de su colitigante; y ante la imposibilidad de llamar al tercero interesado Juan Carlos 
Cruz Romero, se ordenó su emplazamiento por medio de EDICTOS, los que deberán publicarse en el Diario 
Oficial de la Federación y en un periódico de circulación nacional por tres veces, de siente en siete días, 
apercibiéndola que tiene el plazo de treinta días contados a partir del siguiente al de la última publicación, 
para comparecer a este juicio, quedando a su disposición en el local de este juzgado copia de la demanda de 
amparo, auto admisorio, además del acuerdo de ocho de agosto de dos mil veintitrés, en el que se ordenó su 
emplazamiento por edictos; también que de no señalar domicilio para oír y recibir notificaciones dentro de la 
jurisdicción de este órgano federal o de no comparecer, las subsecuentes notificaciones se le harán por medio 
de lista. 

 
Ciudad de México, 17 de agosto de 2023 

El Secretario del Juzgado Décimo Segundo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México 
José Nahúm Barrios García 

Rúbrica. 
(R.- 541328) 

Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Guerrero 

Acapulco 

EDICTO 

 

Juicio amparo indirecto 1113/2022. 

Guadalupe Alvarado Muñoz, Olivia Romero Díaz, Ana Laura Arellano Milán, Ana Laura Arellano Millán, 

Ana María Isabel Bautista, Rolando Hernández Herrera, Jesús Eduardo Pérez Miranda, 

Eva López Pastrana y José Trejo Hernández. 

“Cumplimiento auto treinta junio dos mil veintitrés, dictado Juez Segundo de Distrito Estado de Guerrero, 

juicio amparo 1113/2022 promovido José Antonio Lázaro Vargas y Rodolfo Villanueva Romero, contra actos 

Juez Control y Enjuiciamiento Penal en Acapulco, Guerrero y Jurisdicción y Competencia Distrito Judicial 

Tabares, consistentes en auto de vinculación proceso de siete de noviembre de dos mil veintidós,  

dictado carpeta judicial C-69/2017, se hace conocimiento que resulta carácter terceros interesados Guadalupe 

Alvarado Muñoz, hermano de víctima directa Abel Alvarado Muñoz; Olivia Romero Díaz, madre víctima  

directa Francisco Guevara Viveros; Ana Laura Arellano Milán o Ana Laura Arellano Millán, Ana María Isabel 

Bautista y Rolando Hernández Herrera esposa, madre y padre de víctima directa Miguel Ángel Hernández 

Bautista; Jesús Eduardo Pérez Miranda, primo víctima directa José Isidro Pérez González;  

Eva López Pastrana tía víctima directa Cesáreo López Encarnación o Cesar López Encarnación y José Trejo 

Hernández, propio derecho; en términos artículo 5°, fracción III, inciso a) ley amparo y 315 Código Federal de 

Procedimientos Civiles, por auto treinta junio dos mil veintitrés, mandó emplazar por edicto, para que,  

si intereses conviene se apersonen al juicio amparo 1113/2022, ante este Juzgado Federal, en Boulevard de 

las Naciones 640, granja 39, fracción “A”, planta baja, fraccionamiento Granjas Marqués, código postal 39890, 

Acapulco, Guerrero, deducir derechos dentro término treinta días, contados a partir siguiente a última 
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publicación del presente edicto; apercibidos que no comparecer lapso indicado, ulteriores notificaciones aún 

carácter personal surtirán efectos por lista que fijará y publicará en local este órgano jurisdiccional y portal 

internet del Poder Judicial Federación, términos artículo 29 Ley de Amparo; en inteligencia que este juzgado 

ha señalado doce horas del veintinueve septiembre dos mil veintitrés, celebración audiencia constitucional. 

Quedando disposición de terceros interesados, en este juzgado, copia demanda amparo, auto admisorio. 

Para publicación tres veces de siete en siete días (naturales) Diario Oficial Federación y periódico mayor 

circulación república mexicana, se expide la presente en Acapulco Juárez, Guerrero, a treinta junio dos mil 

veintitrés. Doy fe. 

 

El Secretario del Juzgado Segundo de Distrito en el Estado de Guerrero. 

Lic. Sergio Pita Romero. 

Rúbrica. 

(R.- 540618) 

Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Tercero de Distrito en Materia de Extinción de Dominio con competencia en la República Mexicana 

y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito, con sede en la Ciudad de México 

EDICTO 

 

A CUALQUIER PERSONA QUE CONSIDERE TENER INTERÉS JURÍDICO CONSISTENTE EN LA 

PÉRDIDA A FAVOR DEL ESTADO DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD DEL NUMERARIO 

CONSISTENTE EN LA CANTIDAD DE $47,535.00 USD (CUARENTA Y SIETE MIL QUINIENTOS TREINTA 

Y CINCO 00/100 DÓLARES AMERICANOS). 

En auto de dos de agosto de dos mil veintitrés, dictado en los autos del Juicio de Extinción de Dominio 

13/2023, se admitió a trámite el juicio promovido por los agentes del Ministerio Público de la Federación 

adscritos a la Unidad Especializada en Materia de Extinción de Dominio, dependiente de la Unidad para la 

Implementación del Sistema Penal Acusatorio de la Fiscalía General de la República contra Mario Vargas 

Hernández, en su calidad de demandado, de conformidad con el artículo 86, de la Ley Nacional de Extinción 

de Dominio, se ordenó publicar el presente edicto a efecto de que comparezca a juicio, cualquier persona que 

considere tener interés jurídico consistente en la pérdida a favor del Estado de los derechos de propiedad y/o 

posesión respecto del numerario consistente en la cantidad de $47,535.00 USD (cuarenta y siete mil 

quinientos treinta y cinco 00/100 dólares americanos); del cual se presume que su origen no es de legítima 

procedencia, ya que se encuentra vinculado con el hecho ilícito, de operaciones con recursos de procedencia 

ilícita, previsto en el numeral 400 bis, fracción I, del Código Penal Federal, el cual fue asegurado por el agente 

del Ministerio Público de la Federación, Titular de la Célula B-II-6 Puerto Peñasco, Sonora, dentro de la 

carpeta de investigación FED/SON/PPCO/0000712/2023, así como por este órgano jurisdiccional. 

Atento a lo anterior, deberá comparecer ante este Juzgado Tercero de Distrito en Materia de Extinción de 

Dominio con Competencia en la República Mexicana y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el 

Primer Circuito, con residencia en la Ciudad de México sito acceso 11, nivel plaza, del edificio sede San 

Lázaro, Eduardo Molina 2, esquina Sidar y Rovirosa, colonia Del Parque, Alcaldía Venustiano Carranza, 

código postal 15960, dentro del término de treinta días hábiles siguientes, contado a partir de cuando haya 

surtido efectos la publicación del último edicto, a efecto de contestar la demanda, acreditar su interés jurídico 

y expresar lo que a su derecho convenga. 

 

Ciudad de México 

7 de agosto de 2023 

Secretario del Juzgado Tercero de Distrito en Materia de Extinción de Dominio con competencia 

en la República Mexicana y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito, 

con residencia en la Ciudad de México, encargado del despacho por vacaciones del Titular 

Leobardo García García 

Rúbrica. 

(E.- 000423) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Tercero de Distrito en Materia de Extinción de Dominio con competencia en la República Mexicana 
y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito con sede en la Ciudad de México 

EDICTO 
 
AL DEMANDADO EDGARDO MANNINGS Y A LA PERSONA AFECTADA MARCO ROBERTO GARCÍA 

Y/O MARCOS ROBERTO GARCÍA 
En auto de cinco de junio de dos mil veintitrés, dictado en los autos del Juicio de Extinción de Dominio 

10/2023, se admitió a trámite el juicio promovido por los agentes del Ministerio Público de la Federación 
adscritos a la Unidad Especializada en Materia de Extinción de Dominio, dependiente de la Unidad para la 
Implementación del Sistema Penal Acusatorio de la Fiscalía General de la República en contra de Edgardo 
Mannings, en su calidad de demandado, y de Marco Roberto García y/o Marcos Roberto García, en su calidad 
de persona afectada; de conformidad con el artículo 86 de la Ley Nacional de Extinción de Dominio, se ordenó 
publicar el presente edicto a efecto de que comparezcan a juicio, cualquier persona que considere tener 
interés jurídico consistente en la pérdida a favor del Estado de los derechos de propiedad y/o posesión 
respecto del numerario consistente en la cantidad de $34,688.00 USD (treinta y cuatro mil seiscientos ochenta 
y ocho 00/100 dólares americanos); del cual se presume que su origen no es de legítima procedencia, ya que 
se encuentra vinculado con el hecho ilícito, de operaciones con recursos de procedencia ilícita, previsto en el 
numeral 400 bis, fracción I, del Código Penal Federal, el cual fue asegurado por el agente del Ministerio 
Público de la Federación, Titular de la Célula IV-1, San Luis Río Colorado en el Estado de Sonora, dentro de 
la carpeta de investigación FED/SON/SLRC/ 0002393/2021, así como por el suscrito. 

Atento a lo anterior, deberá comparecer ante este Juzgado Tercero de Distrito en Materia de Extinción de 
Dominio con Competencia en la República Mexicana y Especializado en Juicios Orales Mercantiles 
en el Primer Circuito, con residencia en la Ciudad de México sito acceso 11, nivel plaza, del edificio 
sede San Lázaro, Eduardo Molina 2, esquina Sidar y Rovirosa, colonia Del Parque, Alcaldía Venustiano 
Carranza, código postal 15960, dentro del término de treinta días hábiles siguientes, contado a partir de 
cuando haya surtido efectos la publicación del último edicto, a efecto de contestar la demanda, acreditar su 
interés jurídico y expresar lo que a su derecho convenga; además, se les hace del conocimiento que el 
Instituto Federal de Defensoría Pública, les designó asesor jurídico y su domicilio se encuentra ubicado en 
calle del Hospital número 594, Ala Norte 2, primer piso, Palacio de Justicia Federal, código postal 21000, 
Mexicali, Baja California.  

De igual modo, se señala al demandado y la persona afectada que en caso de tener su domicilio en alguna 
otra entidad federativa, se deja a su disposición el servicio de DEFENSATEL en el número 800-22-42-426, al 
que podrán llamar para ser atendidos y referenciados por personal especializado de dicha defensoría. 

 
Ciudad de México  

22 de agosto de 2023  
Juez Tercero de Distrito en Materia de Extinción de Dominio con competencia en la República Mexicana y 
Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito, con residencia en la Ciudad de México. 

José Jorge Rojas López  
Rúbrica. 

(E.- 000424) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Extinción de Dominio con competencia en la República Mexicana 
y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito, con sede en la Ciudad de México 

EDICTO 
 
A TODA PERSONA TENGA UN DERECHO EN EL BIEN OBJETO DE LA EXTINCIÓN DE DOMINIO. 
EN EL MARGEN SUPERIOR IZQUIERDO APARECE UN SELLO QUE DICE: ESTADOS UNIDOS 

MEXICANOS, PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. 
JUICIO DE EXTINCIÓN DE DOMINIO 12/2023-II, JUZGADO SEGUNDO DE DISTRITO EN MATERIA DE 

EXTINCIÓN DE DOMINIO CON COMPETENCIA EN LA REPÚBLICA MEXICANA Y ESPECIALIZADO EN 
JUICIOS ORALES MERCANTILES EN EL PRIMER CIRCUITO, CON SEDE EN LA CIUDAD DE MÉXICO. 

En el juicio de extinción de dominio 12/2023-II, la Juez Segundo de Distrito en Materia de Extinción de 
Dominio con Competencia en la República Mexicana y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el 
Primer Circuito, con sede en la Ciudad de México, licenciada Ana Lilia Osorno Arroyo, ordenó en proveído de 
cuatro de agosto de dos mil veintitrés, emplazar por medio de edictos a toda persona afectada que considere 
tener interés jurídico sobre el numerario materia de la acción de extinción de dominio, mismos que deberán 
publicarse por tres veces consecutivas tanto en el Diario Oficial de la Federación, el Boletín Oficial del 
Estado de Sonora y por internet en la página de la Fiscalía General de la República, para hacerles saber que 
cuentan con el término de treinta días contados a partir de que surta efectos la publicación del 
último edicto, a efecto de dar contestación a la demanda, acreditar su interés jurídico y expresar 
lo que a su derecho convenga, quedando a su disposición copia de la demanda y anexos en la secretaría 
de este juzgado. 

Asimismo, se hace constar que las partes en el juicio son: 
Actora: Agentes del Ministerio Público de la Federación adscritos a la Unidad Especializada en 

Materia de Extinción de Dominio, dependiente de la Unidad para la Implementación del Sistema 
Procesal Penal Acusatorio de la Fiscalía General de la República. 

Demandado: Hildeberto Mendoza Quintero. 
Persona afectada: A toda persona afectad que considere tener interés jurídico sobre el numerario materia 

de la acción de extinción de dominio. 
Las prestaciones sobre las cuales se ejercer la acción de extinción de dominio son: 
A) La declaración judicial de que ha sido procedente la acción de extinción de dominio, respecto del 

numerario objeto de la presente acción, consistente en: 
La cantidad de $550,650.00 (quinientos cincuenta mil seiscientos cincuenta pesos 00/100 

moneda nacional). 
Más los rendimientos e interés ordinarios y extraordinarios que se generen o pudieran generarse mientras 

el Instituto para Devolverle al pueblo lo robado (INDEP) lo administre y hasta la aplicación de los recursos. 
B) La declaración judicial de extinción de dominio, consistente en la pérdida a favor del Estado por 

conducto del Gobierno Federal, de los derechos de propiedad y/o posesión del numerario referido en el inciso 
que antecede, sin contraprestación, ni compensación alguna para el demandado Hildeberto Mendoza 
Quintero; y para quien se ostente como titular del mismo. 

C) Como consecuencia de lo anterior, una vez que cause ejecutoria la sentencia que llegue a dictarse en 
el presente asunto, girar atento oficio al Instituto para Devolver al Pueblo lo Robado (INDEP), para los efectos 
legales conducentes. 

El bien sobre el cual se ejerce la acción de extinción de dominio es: 
 Numerario por la cantidad de $550,650.00 (quinientos cincuenta mil seiscientos cincuenta pesos 

00/100 moneda nacional). 
 

Ciudad de México, a catorce de agosto de dos mil veintitrés. 
La Secretaria del Juzgado Segundo de Distrito en Materia de Extinción de Dominio 

con competencia en la República Mexicana y Especializado en Juicio Orales Mercantiles 
en el Primer Circuito, con sede en la Ciudad de México. 

Lizbeth Alejandra Llamas Ruiz. 
Rúbrica. 

(E.- 000422) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Poder Judicial de la Federación 

Juzgado Quinto de Distrito en Materia de Extinción de Dominio con competencia en la República Mexicana 
y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito, con sede en la Ciudad de México 

Juicio Oral Mercantil 748/2022-V 
EDICTOS 

 
LITISCONSORTE PASIVA: D´ Nieto Desing, Sociedad Anónima de Capital Variable. 
En el lugar en que se encuentre, hago saber a Usted que: En los autos del juicio oral mercantil 

748/2022, del índice de este Juzgado Quinto de Distrito en Materia de Extinción de Dominio con competencia 
en la República Mexicana y Especializado en Juicios Orales Mercantiles en el Primer Circuito, con sede en la 
Ciudad de México, promovido por Sun Core, Sociedad Anónima, Promotora de Inversión de Capital Variable, 
y toda vez que por acuerdo de tres de julio de dos mil veintitrés, se ordenó su emplazamiento por medio 
de edictos, que deberán publicarse por tres veces consecutivas, en un periódico de circulación amplia y de 
cobertura nacional, y uno diverso de circulación local, correspondiente a esta entidad federativa, así como en 
el Diario Oficial de la Federación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 1068, fracción IV, y 1070, 
último párrafo, del Código de Comercio relación con el artículo 315 del Código Federal de Procedimientos 
Civiles, de aplicación supletoria, se le hace saber que podrá presentarse ante este Juzgado dentro del término 
de treinta días, contado a partir del día siguiente al de la última publicación del edicto, a efecto de hacer valer 
sus derechos, con el apercibimiento de que si no comparece mediante escrito, o por sí, se procederá en 
términos de lo dispuesto en los artículos 1390 Bis 16 y 1390 Bis 20 de la legislación mercantil y se proseguirá 
el juicio en todas sus etapas legales, haciéndose de su conocimiento que las notificaciones dentro del 
presente asunto se harán siguiendo las reglas del numeral 1390 Bis 10 del ordenamiento jurídico invocado, 
quedando a su disposición en la Secretaría de este Juzgado Federal copia simple de la demanda y de los 
documentos base de la acción; asimismo, se informa que en el juicio oral mercantil 748/2022, la parte actora 
demanda las siguientes prestaciones: 

PRESTACIONES 
1.- en la Vía Oral Mercantil, a través de la acción de cumplimiento de contrato a NACIONAL 

FINANCIERA, S.N.C. COMO FIDUCIARIA DEL FIDEICOMISO PARA EL AHORRO DE ENERGÍA 
ELÉCTRICA y De D´NIETO DESING, S.A. DE C.V., de quienes reclamo lo siguiente: 

A.- NACIONAL FINANCIERA, S.N.C. COMO FIDUCIARIA DEL FIDEICOMISO PARA EL AHORRO DE 
ENERGÍA ELÉCTRICA, el pago de la cantidad total de $4,659,561.54 (CUATRO MILLONES SEISCIENTOS 
CINCUENTA Y NUEVE MIL QUINIENTOS SESENTA Y UN PESOS 54/100 M.N) (i) por concepto de avance 
del contrato de fecha veintiuno de mayo del año dos mil diecinueve, y que se ampara en la factura A 315 de 
fecha trece de mayo del año dos mil diecinueve. (ANEXO XI); y (ii) por concepto de finiquito del contrato de 
fecha veintiuno de mayo del año dos mil diecinueve, y que se ampara en la factura A 315 de fecha trece de 
mayo del año dos mil diecinueve. 

B.- El pago de los intereses moratorios a razón del 2.5% (dos punto cinco por ciento) mensual sobre las 
cantidades marcadas con el inciso A) y B) de las prestaciones; intereses que fueron pactados en el contrato 
de fecha veintiuno de mayo del año dos mil diecinueve y que deberán ser calculados en ejecución de 
sentencia desde la fecha en que incurrió en mora hasta la total ejecución del presente juicio. 

C.- Los gastos, costas que se causen como consecuencia del trámite del juicio que se promueve, por mala 
fe de los hoy demandados. 

Asimismo, mediante proveído de veintiséis de octubre de dos mil veintidós, se admitió a trámite la 
demanda y en auto de siete de febrero de dos mil veintitrés se ordenó emplazar a la litisconsorte pasiva en 
los domicilios ubicados en Toluca, Estado de México y Nuevo Laredo, Tamaulipas, para que en el plazo de 
nueve días más los que se adicionaron por razón de la distancia, contestara la demanda incoada en su contra. 

Ante la imposibilidad de llevar a cabo el emplazamiento referido y colmado el requisito previsto en el 
artículo 1070 del Código de Comercio, por acuerdo de tres de julio de dos mil veintitrés, se ordenó el 
emplazamiento por edictos de la litisconsorte pasiva D´ Nieto Desing, Sociedad Anónima de Capital Variable. 

 
Atentamente 

Ciudad de México, once de agosto de dos mil veintitrés. 
Secretaria del Juzgado Quinto de Distrito en Materia de Extinción de Dominio 

con competencia en la República Mexicana y Especializado en Juicios Orales Mercantiles 
en el Primer Circuito, con sede en la Ciudad de México. 

Karla Guadalupe Pérez González 
Rúbrica. 

(R.- 541433) 
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Estados Unidos Mexicanos 
Ciudad de México 

Poder Judicial 
Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México 

México 
Juzgado Septuagésimo Primero de lo Civil 

Juzgado: 71 
Secretaría: “A” 

Exp. Núm.: 471/2023 
“2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del pueblo” 

EDICTO 
 

En los autos relativos al JUICIO INMATRICULACION JUDICIAL, promovido por RAMIREZ SANCHEZ 
MAURA RUFINA, EXPEDIENTE 471/2023, EL C. JUEZ DICTO UN AUTO QUE A LA LETRA DICE: 

En la Ciudad de México, a veinte de junio del año dos mil veintitrés. 
Glósese el presente expedientillo a los autos en que se actúa para que obre en los mismos como 

legalmente corresponda, y surta sus efectos legales correspondiente así como para tener un mejor 
conocimiento de las constancias y actuaciones que lo integran; asimismo agréguese a sus autos el oficio 
número 4798 de fecha catorce de junio del año dos mil veintitrés, documentos base de la acción que se 
adjuntan, los cuales se ordenan en el seguro del juzgado y copia certificada de la resolución de fecha nueve 
de junio del año en curso dictada en forma unitaria por el Ciudadano Magistrado maestro integrante de la 
Cuarta Sala Civil del Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de México JUAN ARTURO SAAVEDRA 
CORTES, por medio de la cual se declara fundado el recurso de queja interpuesto por la parte promovente de 
la presente solicitud de Inmatriculación Judicial; por lo que en cumplimiento a la misma se procede a 
REVOCAR el auto recurrido y en su lugar se dicta otro en los siguientes términos: 

“En la Ciudad de México a nueve de mayo del año dos mil veintitrés” 
Agréguese a sus autos el escrito de MAURA RUFINA RAMIREZ SANCHEZ y anexos que se adjunta, del 

Registro Público de la Propiedad y de Comercio, los cuales se ordenan se guarden en el seguro del juzgado, 
a quien se le tiene desahogando la prevención ordenada en autos en los términos que se precisan en el 
escrito de cuenta, pasando a acordar el escrito inicial en los siguientes términos. 

Se tiene por presentada a MAURA RUFINA RAMIREZ SANCHEZ, promoviendo por su propio 
derecho, promoviendo juicio especial de INMATRICULACION JUDICIAL, el que se admiten a trámite, de 
conformidad con lo dispuesto por los artículos 122 del Código de Procedimientos Civiles, 3036, 3047 y demás 
relativos del Código Civil, por lo que publíquese por una sola vez el EDICTO en el Diario Oficial de la 
Federación, en el Boletín Judicial, en la Gaceta Oficial del Gobierno del Distrito Federal hoy de la Ciudad de 
México, Sección Boletín Registral, así como en el periódico “El Sol de México” la tramitación de la presente 
Inmatriculación judicial, así mismo deberá colocarse un anuncio de dimensiones visibles en la parte 
externa del inmueble y en el que se informe a las personas que puedan considerarse perjudicadas, a los 
vecinos, y al público en general, la existencia del presente procedimiento y respecto del cual el C. Secretario 
de Actuario de la adscripción deberá dar fe de la existencia y permanencia de dicho aviso y el cual deberá 
estar colocado durante todo el tiempo que dure el procedimientos, anuncio que deberá reunir los requisitos 
contemplados en el artículo 122 del cuerpo legal invocado. Hecho lo anterior con las copias simples exhibidas 
selladas, cotejadas y foliadas córrase traslado con la solicitud a la persona de quien adquirió la posesión 
RICARDO RAMIREZ LIMA, así como al C. AGENTE DEL MINISTERIO PUBLICO, a los colindantes MARTHA 
ALICIA HERNANDEZ ARVIZU, MA. DE LOS ANGELES GARCÍA RUIZ y al GOBIERNO DE LA CIUDAD DE 
MEXICO este último por conducto de su representante legal, así como al DELEGADO DEL REGISTRO 
AGRARIO NACIONAL EN EL DISTRITO FEDERAL HOY DE LA CIUDAD DE MÉXICO, por conducto de su 
representante legal para que manifieste esta última autoridad si el inmueble a inmatricular se encuentra o no 
afecto al régimen ejidal o comunal, así como a la SECRETARIA DE LA FUNCIÓN PUBLICA por conducto de 
su representante legal para que exprese si el predio es o no de propiedad federal, para que dentro del término 
de QUINCE DÍAS, produzcan su contestación e informen dichas Dependencia en su caso si el predio objeto 
de la Inmatriculación se encuentra o no afecto al Régimen Ejidal o Comunal y para que exprese si el predio es 
o no Propiedad Federal respectivamente. En consecuencia elabórense los edictos correspondientes y 
pónganse a disposición de la actora para que proceda a su publicación; y una vez realizadas las publicaciones 
ordenadas, procédase a la elaboración de las cedulas de notificación correspondientes. 

Asimismo, y con fundamento en el artículo 88 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Ciudad de 
México se autoriza a la C. Pasante de Derecho Licenciada AURORA GARCILAZO VERGARA para que 
practique las notificaciones y citaciones subsecuentes. 

Y tomando en consideración que en el presente auto se admitió la Inmatriculación Judicial teniendo solo 
como parte actora o promovente en el rubro del presente procedimiento a la señora RAMIREZ SANCHEZ 
MAURA RUFINA, sin que exista parte demandada por resultar un procedimiento especial de inmatriculación 
judicial, consecuencia, procédase a corregir la carátula del expediente y el libro de gobierno correspondiente, 
así mismo gírese atento oficio a la C. DIRECTORA DE LA OFICIALÍA DE PARTES COMÚN CIVIL, 
CUANTIA MENOR, ORALIDAD, FAMILIAR Y SECCIÓN SALAS DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA 
DE LA CIUDAD DE MEXICO, a fin de que proceda a corregir en la base de datos de dicha institución en el 
rubro correspondiente a la parte “ACTORA” debiendo quedar como PARTE ACTORA A: RAMIREZ 
SANCHEZ MAURA RUFINA Y SIN QUE EXISTA PARTE DEMANDADA alguna, por tratarse de un 
Procedimiento Especial de INMATRICULACIÓN JUDICIAL DE INMUEBLES. 
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Por otra parte y en cumplimiento al acuerdo número 12-28/2018 emitido por el Consejo de la 
Judicatura de la Ciudad de México, en sesión ordinaria celebrada el veintiocho de junio del año dos 
mil dieciocho:” Se hace del conocimiento a las partes que el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad de 
México, motivado por el interés de que las personas que tienen algún litigio cuenten con otra opción para 
solucionar su conflicto- proporciona los servicios de mediación a través de su Centro de Justicia Alternativa, 
donde se les atenderá de forma gratuita, la mediación no es asesoría jurídica. Centro se encuentra ubicado en 
Av. Niños Héroes 133, colonia Doctores, delegación Cuauhtemoc, CDMX, código postal 06500, con el 
teléfono 5134-11-00 exts. 1460 y 2362. Servicio de Mediación Civil Mercantil; 5207-25-84y5208-33-49, 
mediación.civil.mercantil@tsjcdmx.gob.mx”. Y conforme a lo señalado en el ARTÍCULO 15 DEL 
REGLAMENTO DEL SISTEMA INSTITUCIONAL DE ARCHIVOS DEL PODER JUDICIAL DE LA CIUDAD 
DE MÉXICO, que establece los lineamientos para la destrucción de expedientes, se hace del conocimiento a 
las partes de este juicio que: “Los órganos jurisdiccionales en plenitud de jurisdicción deben observar que la 
legislación sustantiva y adjetiva contempla entre otras figuras jurídicas la: caducidad, conclusión, cosa 
juzgada, desechamiento, desistimiento, desvanecimiento de datos, expiración, extinción, incompetencia, 
perdón, prescripción, reconocimiento de inocencia, se trate de la última resolución, bien sea porque la 
sentencia correspondiente causó ejecutoria y no requiere ejecución alguna o porque requiriéndola, existe 
proveído en el cual se determinó que quedó enteramente cumplida o que ya no hay motivo para la ejecución, 
sobreseimiento, o por cualquier otra que la misma norma señala, entre otros los duplicados de expedientes 
que se hayan integrado con las copias simples exhibidas por las partes en los términos de los artículos 57 y 
95 fracción IV del Código de Procedimientos Civiles, los cuadernillos de amparo también conocidos como 
amparos locos, etc., a través de las cuales pueden procederse a la destrucción de los acervos documentales 
que se encuentran en resguardo en sus archivos. Por lo que, mediante el acuerdo que se sirvan dictar en 
cada una de las determinaciones que correspondan a las figuras jurídicas referidas, deberán notificar al 
promovente ó promoventes que una vez transcurrido el termino de NOVENTA DIAS NATURALES de la 
publicación que al efecto se lleve a cabo este acuerdo, serán destruidos los documentos base o prueba, así 
como el expediente con sus cuadernos que se hayan formado con motivo de la acción ejercitada, por lo que 
dentro del plazo concedido deberán solicitar su devolución.” – NOTIFÍQUESE. – Lo proveyó y firma el C. Juez 
SEPTUAGÉSIMO PRIMERO DE LO CIVIL DE PROCESO ESCRITO DE LA CIUDAD DE MEXICO Maestro 
de Derecho DANIEL REYES PEREZ ante el C. Secretario de Acuerdos “A” Licenciado JUAN CARLOS 
ESCOBAR SALAVERRRIA quien autoriza y da Fe. – DOY FE.  

Ciudad de México, a 07 de julio del 2023 
El. C. Secretario de Acuerdos “A”. 

Lic. Juan Carlos Escobar Salaverria. 
Rúbrica. 

(R.- 541658) 
Estados Unidos Mexicanos 

Poder Judicial de la Federación 
Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de Sonora, 

con sede en Hermosillo 
EDICTO. 

 
Daniel González Agüet. 
En el juicio de amparo 734/2023, promovido por Analú Margot Mérida Rodríguez contra unos actos de la 

Junta Local de Conciliación y Arbitraje del Estado de Sonora, con sede en esta ciudad, y otras autoridades, el 
ocho de agosto de dos mil veintitrés este Juzgado Federal ordenó emplazar por edictos en su carácter de 
tercero interesado a Daniel González Agüet, que se publicarán por tres veces de siete en siete días naturales 
en el Diario Oficial de la Federación y en el periódico nacional de mayor circulación, a fin de que comparezca 
ante este órgano jurisdiccional dentro del plazo de treinta días contado a partir del siguiente al en que se 
efectúe la última publicación por apoderado o por gestor que pueda representarla o defender sus derechos, de 
conformidad con lo establecido por el artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria a la Ley de Amparo, apercibido que de no hacerlo en el término señalado, las ulteriores 
notificaciones aun las de carácter personal se harán por medio de lista, de conformidad con lo previsto por el 
numeral 26, fracción III, de la Ley de Amparo, en relación con los diversos 305 У 306 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles; en la inteligencia de que la copia de la demanda de amparo queda en la Secretaría de 
este Juzgado Federal a su disposición. 

Fecha para la audiencia constitucional: diez horas con catorce minutos de veinticuatro de agosto de dos 
mil veintitrés. 

Para ser publicado tres veces, de siete en siete días naturales en el Diario Oficial de la Federación y en el 
periódico nacional de mayor circulación. 

 
Atentamente 

Hermosillo, Sonora, 8 de agosto de 2023. 
Juez Décimo Primero de Distrito en el Estado de Sonora 

Ana María Nava Ortega 
Rúbrica. 

(R.- 541669) 
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 AVISOS GENERALES 
 
 
 

Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Delegación Tlaxcala 
PUBLICACION POR EDICTO 

 
Interesado (s), y propietario (s) del bien inmueble ubicado en Calle San Lorenzo, sin número, San Dionisio, 

Municipio de Yauhquemehcan, Tlaxcala, con coordenadas georreferenciales 19.403675, -98.179820, se 
notifica con fundamento en los artículos 21 y 102, apartado “A”, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 229, 230, 231, 233 del Código Nacional de Procedimientos Penales; 1, 2, 3, 5, 6, 9 y 76 de 
la Ley Federal para la Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público; 40 fracción VII de la Ley de 
la Fiscalía General de la República; del Acuerdo A/011/00, emitido por el Procurador General de la República, 
se decretó el aseguramiento dentro de Carpeta de Investigación FED/TLAX/DEL TLAX/0000434/2023; del 
bien inmueble ubicado en Calle San Lorenzo, sin número, San Dionisio, Municipio de Yauhquemehcan, 
Tlaxcala, con coordenadas georreferenciales 19.403675, -98.179820; por lo que ante tales circunstancias 
cuentan con el plazo de noventa días naturales posteriores al día de la publicación del presente edicto, para 
que manifieste lo que a su interés corresponda, por lo que se cita ante esta Agencia del Ministerio Público de 
la Federación, de la Fiscalía General de la República, Delegación Tlaxcala, con domicilio en Avenida Instituto 
Politécnico Nacional 48, Colonia San Diego Metepec, Tlaxcala, Tlaxcala, C. P. 90110. 
 

Atentamente. 
Tlaxcala, Tlaxcala a 11 de julio de 2023 

Agente del Ministerio Público de la Federación 
Titular de la Célula B-I-3 de la Fiscalía General de la República en Tlaxcala 

Licenciada Tania Selene García Bautista 
Rúbrica. 

(R.- 541623) 

Estados Unidos Mexicanos 

Tribunal Federal de Justicia Administrativa 

Sala Especializada en Materia de Propiedad Intelectual 

Expediente: 519/23-EPI-01-12 

Actor: Garcis, S.A de C.V. 

“EDICTO” 

 

- DIADORA SPA. 

En los autos del juicio contencioso administrativo número 519/23-EPI-01-12, promovido por GARCIS, S.A 

DE C.V., en contra de la resolución de 27 de febrero de 2023, emitida por el Coordinador Departamental  

de Examen de Marcas “C” del Instituto Mexicano de la Propiedad Industrial, mediante la cual negó  

el registro de marca DISEÑO; el 29 de junio de 2023, se dictó un acuerdo en el que se ordenó emplazar  

a DIADORA SPA, al juicio antes citado, por medio de edictos, con fundamento en los artículos 14, penúltimo 

párrafo y 18 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, y 315 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria de conformidad con el artículo 1 de la Ley Federal  

del Procedimiento Contencioso Administrativo, para lo cual, se le hace saber que tiene un término de treinta  

días contados a partir del día hábil siguiente al de la última publicación del Edicto ordenado, para que 

comparezca ante esta Sala Especializada en Materia de Propiedad Intelectual del Tribunal Federal  

de Justicia Administrativa, ubicada en Avenida México No. 710, Cuarto Piso, Colonia San Jerónimo 

Lídice, Delegación Magdalena Contreras, C.P. 10200, Ciudad de México apercibido que en caso contrario, 

las siguientes notificaciones se realizarán por boletín jurisdiccional, como lo establece el artículo 315 en cita, 

en relación con el artículo 65 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 
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Para su publicación por tres veces, de siete en siete días, en el Diario Oficial de la Federación y en uno de 
los periódicos de diarios de mayor circulación en la Republica Mexicana, de la elección de la actora. 
 

Atentamente. 
Ciudad de México a 29 de junio de 2023. 

El Magistrado por Ministerio de Ley 
Lic. Carlos Alberto Padilla Trujillo 

Rúbrica. 
En suplencia por la falta definitiva de Magistrado Instructor del juicio, con fundamento  

en el artículo 48, segundo párrafo, y 59, fracción X, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal  
de Justicia Administrativa, y de conformidad con lo establecido por el acuerdo G/JGA/2/2023,  
de 05 de enero de 2023, emitido por la Junta de Gobierno y Administración de este Tribunal. 

El C. Secretario de Acuerdos 
Lic. Albino Copca González 

Rúbrica. 
(R.- 540753) 

Estados Unidos Mexicanos 
Fiscalía General de la República 

Delegación Estado de México 
NOTIFICACIÓN POR EDICTO 

 
En cumplimiento al acuerdo dictados dentro de los autos de la carpeta de investigación 

FED/MEX/TOL/0003162/2017; y con fundamento en los artículos 16, 21 y 102, apartado “A” de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 40 y 41, del Código Penal Federal; 82, fracción III, 131 y 231, del 
Código Nacional de Procedimientos Penales; 1, fracción I, III, V, VI, VII y VIII, de la Ley Federal para la 
Administración y Enajenación de Bienes del Sector Público; se dirige el presente edicto a quien tenga interés 
jurídico o propietario de los bienes asegurados consistentes en; 1.- Un vehículo tracto camión marca 
Freightliner, tipo tracto, color blanco, con placas de circulación 28-AF-8H de la Secretaría de Comunicaciones 
y Transportes, con número de identificación vehicular 3AKJA6CG77DX98648, que corresponde a un vehículo 
de origen nacional y de año modelo 2007; 2.- Un semirremolque marca CARESA, tipo góndola, con placas de 
circulación 97-TZ-3E de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, con número de serie 
3C93V30M2YG037188. Con la finalidad de que asistan puntualmente a la audiencia de declaración de 
abandono que se llevará a cabo el TRECE DE SEPTIEMBRE DEL AÑO EN CURSO A LAS NUEVE HORAS 
CON QUINCE MINUTOS, en Centro de Justicia Penal Federal en el Estado de México con residencia en 
Almoloya de Juárez, relacionado a la declaratoria de abandono 01/2023, misma que se desahogará vía 
videoconferencia, por lo que el interesado o propietario del bien en comento, deberán tomar las medidas 
necesarias para la óptima realización de la videoconferencia en tiempo real, y media hora antes de la 
diligencia deberá enviar un correo electrónico a videoconferencias.altiplano@gmail.com a efecto de informar 
el diverso correo para que se envíe la invitación, asimismo deberán contar con computadora de escritorio o 
portátil, teléfono celular o tablet y acceso a internet e instalar el software denominado “cisco webex meeting” 
desde la siguiente liga www.weebex.com”. en la inteligencia que en caso de que no pueda acceder a algún 
medio tecnológico, deberá comparecer a ese Centro de Justicia Penal Federal. Lo anterior, a efecto de que se 
notifique vía edicto a quien tenga interés jurídico o propietario que manifieste lo que a su derecho corresponda 
y se apercibe, para que se abstengan de ejercer actos de dominio sobre dichos bienes asegurados y que de 
no manifestar lo que a su interés convenga, dichos bienes causarán abandono en favor del Gobierno Federal, 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231, del Código Nacional de Procedimientos Penales, haciendo 
del conocimiento que los referidos bienes se encuentran a disposición jurídica y material del Agente del 
Ministerio Público de la Federación, en la Delegación de la Fiscalía General de la República en el Estado de 
México, con domicilio en calle Héctor Fix Zamudio, número 105, colonia La Magdalena, C.P. 50010, Toluca, 
Estado de México. 
 

Atentamente 
Toluca de Lerdo, Estado de México a 29 de agosto de 2023 

Delegado de la Fiscalía General de la República en el Estado de México 
actuando con esta calidad, en términos de lo dispuesto en los transitorios segundo, primer párrafo, 

quinto séptimo y décimo segundo del Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la República 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de junio de 2023. 

Mtro. Julio César Ulises Chávez Ramos 
Rúbrica. 

(R.- 541624) 
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Secretaría de la Función Pública 
Área de Responsabilidades del Órgano Interno de Control en la Administración 

del Sistema Portuario Nacional Topolobampo, S.A. de C.V. 
Expedientes: 0004/2022 y 0005/2022 

 
Asunto: Notificación por edictos de emplazamiento a audiencia inicial, así como 

del acuerdo de admisión del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa. 
C. MARTIN ALONSO GAXIOLA GARCIA, en virtud de que no fue localizado en los domicilios registrados 

en los expedientes citados al rubro, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 14, 16, 108 y 109, 
fracción III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 26, 37, fracciones XVIII, XIX y XXIX 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 1, 2, y 62 fracción I de la Ley Federal de las 
Entidades Paraestatales; 10, 112, 113, 194, 198, 200 y 208, de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas; 1, 2, 3, 6 fracción III, inciso C numeral 3 y artículo 38 fracción III del Reglamento Interior de la 
Secretaría de la Función Pública; 1° de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y 315 del 
Código Federal de Procedimientos Civiles en correlación con el Acuerdo de fecha tres de julio de dos mil 
veintitrés, emitido por la Titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de Control en la 
Administración del Sistema Portuario Nacional Topolobampo, S.A. de C.V, en lo sucesivo ASIPONA 
TOPOLOBAMPO; se notifica a Usted que deberá comparecer personalmente a la celebración de la 
audiencia a que se refieren los artículos 198 y 208, fracción II, de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, con una identificación oficial vigente a la diligencia que tendrá verificativo el décimo quinto día 
hábil siguiente a aquel en que surta efectos la notificación del presente EDICTO en punto de las 11:00 hrs. 
procedimiento Advo. del exp núm. 0004/2022 y a las 12:00 hrs en el exp. 0005/2022 del mismo día, en las 
oficinas que ocupa el OIC en la Entidad en referencia, ubicado en Acceso Parque Industrial Pesquero S/N, 
S/C, Topolobampo, Ahome, Sinaloa, C.P. 81370, con el objeto de exponga lo que a su derecho convenga en 
torno a las conductas presuntamente irregulares que se le atribuyen, toda vez que en su carácter de Gerente 
de Operaciones e Ingeniería en la ahora ASIPONA Topolobampo., en el procedimiento del exp:0004/2022: La 
celebración del contrato API-TOPO-AD-12-20, el cual tuvo como objeto, la Adquisición de equipos de 
sanitización con un precio superior al mercado, por la cantidad de $455,000.00 y; del exp:0005/2022: 
Presuntamente tenía un trato preferencial a favor de una empresa prestadora de servicio de maniobras en la 
ASIPONA Topolobampo., en contravención a lo establecido en ejercicio de la función pública, al incumplir lo 
dispuesto en 49 fracción I de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en correlación con el art. 7 
frac. I, II, III, IV, VI de la Ley en Cita. Al respecto se hace de su conocimiento que en la audiencia inicial 
deberá rendir su declaración por escrito o verbalmente, y ofrecer las pruebas que estime necesarias para su 
defensa. Igualmente, se le hace saber el derecho que tiene de no declarar contra de sí mismo ni a declararse 
culpable; de defenderse personalmente o ser asistido por un defensor perito en la materia y que, de no contar 
con un defensor, le será nombrado un defensor de oficio. Adicionalmente, en términos de lo dispuesto en el 
artículo 124, fracción III, in fine, de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, se le conmina a 
señalar un domicilio para practicar cualquier notificación personal relacionada con la substanciación y 
resolución de los presentes procedimientos. Finalmente, se ponen a su disposición las copias certificadas de 
los Informes de Presunta Responsabilidad Administrativa, de los acuerdos por los que se admiten; así como 
de las constancias de los expedientes de presunta responsabilidad administrativa integrados en la 
investigación relativos a los procedimientos al rubro citados, en días hábiles de 08:00 a 13:30 y de las 14:00 a 
las 16:00 horas. 

 
Topolobampo Ahome, Sinaloa, a 25 de agosto de 2023. 

Titular del Área de Responsabilidades adscrita al Órgano Interno de Control 
en la Administración Portuaria Integral de Topolobampo, S.A. de C.V., 

ahora Administración del Sistema Portuario Nacional Topolobampo, S.A. de C.V. 
Lic. Ana Laura Meza Verdugo 

Rúbrica. 
(R.- 541615) 

AVISO AL PÚBLICO 
Se comunica que las cuotas por derechos de publicación, son las siguientes: 

 1/8 de plana $    2,512.00 
 2/8 de plana $    5,024.00 
 3/8 de plana $    7,536.00 
 4/8 de plana $  10,048.00 
 6/8 de plana $  15,072.00 
 1 plana $  20,096.00 
 1 4/8 planas $  30,144.00 
 2 planas $  40,192.00 

Los pagos de derechos por concepto de publicación únicamente son vigentes durante el ejercicio fiscal en 
que fueron generados, por lo que no podrán presentarse comprobantes de pago realizados en 2022 o 
anteriores para solicitar la prestación de un servicio en 2023. 

Atentamente 
Diario Oficial de la Federación 
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Casa de Moneda de México 
Planta San Luis Potosí 

Subdirección Corporativa de Recursos Materiales 
LICITACIÓN PUBLICA NACIONAL No. LP-CMM-01-23 

CONVOCATORIA 
 

En cumplimiento con lo dispuesto en los artículos 131, 132 y 139 de la Ley General de Bienes Nacionales, 
las Bases Generales para el Registro, Afectación, Disposición Final y Baja de Bienes Muebles de la Casa de 
Moneda de México, a través de la Subdirección Corporativa de Recursos Materiales, convocan a todas las 
personas físicas y morales interesadas en participar en la Licitación Pública LP-CMM-01-23 para la 
enajenación de Scrap de lámina perforada de Acero Inoxidable 430 y pedacería de desperdicio. 

La venta se realiza por partida única, siendo la descripción de los bienes a enajenar los siguientes: 
7,147,590 Kg de desechos de Acero Inoxidable 430 en presentación de rollos de lámina perforada y 

pedacería de desperdicio, esta cantidad es estimada y está sujeta a la generación continúa derivada del 
proceso de producción. 

El lugar de los actos será la Sala de Juntas de CASA DE MONEDA DE MÉXICO Planta San Luis Potosí 
ubicada en Av. Comisión Federal de Electricidad No. 200, Manzana 50, Zona Industrial 1ª. Sección, San Luis 
Potosí, S.L. P. C. P. 78395. 

El calendario de actos para el desarrollo de este procedimiento es el siguiente: 
Junta de Aclaraciones: 21 de septiembre 2023 a las 13:00 horas 
Apertura de Ofertas: 22 de septiembre 2023 a las 10:00 horas 
Acto de Fallo: 22 de septiembre de 2023 a las 11:30 horas 
El precio mínimo de venta por kilogramo se fija en $17.2675 (diecisiete pesos punto veintiséis setenta y 

cinco centavos) más IVA, dando un total por partida de: $ 123,421,010.325 (ciento veintitrés millones 
cuatrocientos veintiún mil diez pesos punto trescientos veinticinco centavos) más IVA 

1.-Venta de bases e inscripción de los participantes, del 8 de septiembre del 2023 hasta las 13 
horas del 15 septiembre de 2023. Los interesados tendrán derecho a participar en la licitación una vez 
realizado el pago de las bases, siendo el costo de $10,000.00 (Diez Mil pesos 00/100 M. N.) IVA incluido, 
mediante depósito en la Cuenta de Banco: BBVA Sucursal: 0830 EMPRESAS SAN LUIS POTOSI 
Beneficiario: R06 G2T CASA DE MONEDA DE MEXICO REC PROP PAGOS IMP Y CONTRIBUCIONES 
Cuenta: 0114224957 CLABE Interbancaria: 012700001142249579, las bases se entregarán vía correo 
electrónico. La inscripción de participantes en la cédula de registro será mediante entrega de copia legible del 
comprobante de pago de bases por medio electrónico a los correos (mtorres@cmm.gob.mx y/o 
mmarin@cmm.gob.mx) 

2.-Verificación de los bienes: Los bienes a enajenar, se deberán verificar el día 20 de septiembre 
de 2023 previa solicitud y autorización de la Gerencia de Almacenes y Servicios Generales, en un horario de 
9:00 a 17:00 horas, en el domicilio especificado en las bases, siendo obligatoria para los interesados la 
verificación de estos. 

3.-Garantía de sostenimiento de ofertas: Las propuestas deberán garantizarse mediante cheque de caja 
expedido por institución de crédito, constituida por el 10% del valor mínimo de venta sobre las partidas en que 
efectúe oferta, a favor de Casa de Moneda de México. 

4.-Retiro y pago de los bienes: El retiro de los bienes adjudicados, se efectuará de acuerdo al 
calendario de retiro de bienes establecido en el Contrato y solo serán retirados una vez pagados, el 
participante a quien se le adjudique mediante el contrato, deberá otorgar a Casa de Moneda de México, 
dentro de los diez días hábiles siguientes a la firma del mismo, fianza de compañía legalmente establecida por 
la cantidad equivalente al 10% del valor de la adjudicación, a fin de garantizar el debido cumplimiento de las 
obligaciones derivados de esta operación, vencido el plazo de los 10 días y no haberse entregado la fianza, el 
depósito en garantía quedará a favor de Casa de Moneda de México sin que el comprador tenga derecho a 
reclamación alguna. El contrato de compraventa el cual tendrá vigencia de 1 año a partir de la firma de este o 
cuando se llegue a la cantidad de 7,147,590 Kg, lo que suceda primero. La cantidad mínima para enajenar en 
este contrato será de 2,859,036 Kg. (40% del total licitado) y máxima 7,147,590 Kg. 

5.-Subasta: Si la partida no resulta adjudicada una vez emitido el fallo, será sujeta a subasta, siendo 
postura legal en primera almoneda, las dos terceras partes del valor mínimo de venta, y un 10% menos en 
segunda almoneda, de conformidad al procedimiento establecido en las bases. 

6..-Otras consideraciones: : La Junta de Aclaraciones será Obligatoria para los participantes que 
hayan adquirido las Bases de Licitación, en caso de que algún participante no se presente a la misma o su 
representante no cumpla los requisitos que lo acrediten como tal, quedara automáticamente descalificado, 
además en la presente licitación, podrán asistir libremente en los actos públicos, cualquier Cámara, Colegio, 
Asociaciones Profesionales u otros Organismos no Gubernamentales, así como cualquier persona física, que 
sin haber adquirido las bases, manifieste su interés de estar presente en dichos actos, bajo la condición de 
que deberá registrar su asistencia y cumplir con las normas de seguridad establecidas en la Entidad, 
asimismo no podrá formular preguntas ni propuestas, debiendo abstenerse de intervenir en cualquier forma en 
los actos. 

 
San Luis Potosí, SLP. México 08 de septiembre de 2023 

Subdirector Corporativo de Recursos Materiales 
Raymundo Galván Martínez 

Rúbrica. 
(R.- 541586) 
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